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SENTENCIA DE FECHA 4 DE MARZO DEL 1966 

sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras, de fecha 22 

de iunio de 1964. 

414whi 

110 

Materia: Tierras. 

Recurrente: Sérbulo Solimán Bello y compartes. 

Abogado: Dr. Pedro Maria Solimán BeIllo. 

Recurrido: Lic. Julio F. Peynado. 

Abogados: Dr. Enrique Peynado y Lic. Julio F. Peynado. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel D. 
Bergés Chupani, Primer Sustituto en funciones de Presi-
dente; F. E. Ravelo de la Fuente, Segundo Sustituto de 
Presidente, Guarionex A. García de Peña, Pedro María 
Cruz, Manfredo A. Moore Y Rafael Rincón hijo, asistidos 
del Secretario General, en la sala donde celebra sus au-
diencias, en la ciudad de Santo Domingo, Distrito Nacio-
nal, a los 4 días del mes de Marzo de 1966, años 123 9  de la 
Independencia y 103 9  de la Restauración, dicte en audien-
cia pública, como corte de casación la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Sérbulo 
Luis Manuel, Martín Aníbal, Luisa Julia y Doctor Pedro 
María Solimán, dominicanos, mayores de edad, casados 
agricultores, del domicilio en Higliey, los tres primeros, 
de quehaceres domésticos de éste domicilio la señora y 

abogado, también de éste domicilio, el último, cédulas Nos. 
3397, 3436, 2607, 325 y 2612 de la serie 28, respectivamen-
'e, en calidad de Sucesores de Luis Solimán, contra la sen-
tencia dictada por el Tribunal . Superior de Tierras en fe- 
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cha 22 de junio de 1964, y cuyo dispositivo se copia máll 
 adelante; 

Oído el Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. Pedro María Solimán, abogado de sí mism o 

 y de los demás recurrentes, en la lectura de sus conclusio_ 
nes; 

Oído el Dr. Enrique Peynado, cédula 35230, serie lra; 
por sí y eti representación del Lic. Julio F. Peynado, cédu-
la 7687, serie Ira., abogados del recurrido, el ir.dicado Lic. 
Junio F. Peynado, abogado de éste domicilio, en la lec-
tura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación suscrito por el abogado 
de los recurrentes y notificado al recurrido en fecha 28 
Septiembre de 1964; 

Visto el memorial de defensa suscrito por los aboga-
dos del recurrido y notificado al abogado de los recurren-
:es en fecha 9 de Diciembre de 1964; 

Visto el auto dictado en fecha 1ro. de Febrero del co-
i riente año 1965, por el Magistrado Primer Sustituto en 
funciones de Presidente de la Suprema Corte de Justicia, 
por n-Aedio del cual llama a los Magistrados Pedro María 
Cruz, Manfredo A. Moore y Rafael Rincón hijo, Jueces de 
éste Tribunal, para integrar la Suprema Corte de Justicia, 
en la deliberación y fallo del recurso de casación de que 
se trata, de conformidad con las Leyes Nos. 684 de 1934; 
y 926 de 1935; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber ae-
liberado y vistos los artículo 11, 17 y 140 de la Ley 
de Registro de Tierras, 1 y 65 de la Ley Sobre Procedi-
miento de Casación; 
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Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con moti-
vo del saneamiento de la Parcela No. 367 del Distrito Ca 
tastral No. 11 Novena Parte del Municipio de Higüey, Si-
tio de Baiguá, Provincia de La Altagracia, el Tribunal de 
Tierras de Jurisdicción Original, dictó su Decisión No. 1 
de fecha 16 de Marzo de 1960, mediante la cual rechazó 
las reclamaciones formuladas sobre sendas porciones de 
ésta parcela por los Sucesores de Luis Solimán, SucesoreQ 
de Francisca Solimán de León Viuda Rondón y los Suce-
sores del Lic. Francisco Honorio Reyes; y en cambio aco-
gió la reclamación sobre su totalidad interpuesta por el 
Lic. Julio Francisco Peynado González, y, en consecuen-
cia, ordenó en su provecho el registro del derecho de pro-
piedad sobre la misma, haciendo constar que las mejoras 
fomentadas dentro de ésta parcela por los señores Cele3- 
tino García, Juan García, Ramón Emilio Caraballo, Felino 
Pache, Ignacio Frías, Juan Santana, Martín Guerrero, 
Bienvenido García, Manuel Ventura, Sergio Soriano, Fran-
cisco Berros, Manuel Santana, Juan Soriano, Antonio Me-
jía, Magino Castillo, Rufino Abréu, Bernabé Mercedes, 
Leonor Rivera, Eladio Guerrero, Gregorio Rodríguez, Pre-
bisterio Soriano, Martín Santana, León Paché, Fabián Mar-
tínez, Alejo de la Rosa, Carmelo Javier, Manuel Feliciano, 
Vetilio Cedano, Victoriano Martínez, Wenceslao Guerrero, 
Francisco Guerrero, Senón Soriano, José Santana, Gaspar 
Santana, Nicolás Soriano, Pablo Ramírez, Carmelo Guerre-
ro, Martín de Jesús, Nicolás de Jesús, Eleuterio de Jesús, 
Baudilio de Jesús, Lucas Martínez y Rodolfo Mota, son de 
buena fe y quedan regidas por la segunda parte del articu-
lo 555 del Código Civil; b) que esa decisión fue confirma-
da por el Tribunal Superior de Tierras, en fecha 24 de Fe-
brero de 1961; cl que impugnada en casación esa última 
sentencia, la Corte de Casación rechazó el recurso por sen-
tencia de fecha 16 de Noviembre de 1961; d) que con moti- 
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Baudilio de Jesús, Lucas Martínez y Rodolfo Mota, son de 
buena fe y quedan regidas por la segunda parte del articu-
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sentencia, la Corte de Casación rechazó el recurso por sen-
tencia de fecha 16 de Noviembre de 1961; d) que con moti- 
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yo de la demanda en revisión por causa de fraude intenta.. 
da por los hoy recurrentes, el día 10 de Abril de 1962, el 
Tribunal Superior de Tierras dictó su decisión No. 12 de 
fecha 15 de Octubrq de ese mismo año, mediante la cual 
rechazó por frustratoria, la medida de instrucción solicita-
da por los demandantes, consistente en el envío de un Ins-
pector de Mensuras Catastrales a los terrenos que forman 
la Parcela 367 del Distrito Catastral No. 11-9na. Parte del 
Municipio de Higüey, para determinar si parte de esos te-
rrenos y las actas y planos de mensuras ordinarias a ellos 
correspond'entes, está fuera o dentro del perímetro de esa 
parcela; el que contra esa sentencia los sucesores de Soli-
mán recurrieron en casación, recurso que fue declarado 
inadmisible por sentencia de la Suprema Corte de Justicia 
de fecha 13 de Septiembre de 1963; f) que posteriormente. 
el Tribunal Superior de Tierras dictó sobre el fondo del 
asunto, la sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo es 
el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Se desestima, por im-
procedente, la medida de instrucción solicitada por los in-
timantes, Sucesores de Luis Solimán, tendiente a que un 
Inspector de Mensuras Catastrales realice una inspección 
en el ámbito de la Parcela No. 367 del Distrito Catastral 
No. 11/9a. parte del Municipio de Higüey, Sitio de "Bai-
guá", Provincia de La Altagracia. SEGUNDO: Se rechaza, 
por improcedente y mal 'fundado, el recurso de revisión per 
causa de fraude interpuesto en fecha 10 de Abril del 1962, 
por el Dr. Pedro María Solimán, por sí y a nombre y en 
representa..ión de los Sucesores de Luis Solimán, en reta-
3.ión con el saneamiento de la Parcela No. 367 del Distrito 
Catastral No. 11/9a. parte del Municipio de Higüey. Sitio 
de "Baiguá", Provincia de La Altagracia"; 

Considerando que en su memorial de casación los r.- 
2urrentes invocan los siguientes medios: Falta de motivos 
en el fallo impugnado. Desnaturalización de los documen-
tos de la causa. Falta de base legal; 

Considerando que en el desenvolvimiento de su memo-
rial de casación, los recurrentes alegan en síntesis, lo si• 
guiente: a) que ellos solicitaron al Tribunal a quo una ins-
pección de lugares, como medida de instrucción fundame.:1- 
tal para el ejercicio de su derecho; que, sin embargo, esa 
medida fue desestimada por el referido Tribunal, sobre el 
fundamento de que era frustratoria y de que la sentene.3a 
del 15 de Octubre de 1962 que había rechazado dicha me-
dida de instrucción adquirió la autoridad de la cosa juz-
gada cuando la Suprema Corte de Justicia en fecha 13 de 
Septiembre de 1963, declaró inadmisible el recurso de .!a-
sación que contra la indicada sentencia se había interpues-
to; que el Tribunal a quo no expone en la sentencia impug-
nada las razones por las cuales era frustatoria la inspec.- 
ción de lugares; que, además, el hecho de que se hubiese 
rechazado una medida de instrucción no constituye un obs-
táculo para que se pudiese reiterar ese pedimento, ya que 
los jueces disfrutan de una facultad soberana para ordenar 
todas las medidas de instrucción útiles y necesarias, aún 
aquellas que hubiesen sido anteriormente rechazadas; o) 
que el Tribunal a quo al atribuirle autoridad de cosa juz-
gada a la sentencia preparatoria que rechazó las rrkedidas 
de instrucción, y a la de la Suprema Corte de Justicia a 
que se ha hecho referencia, derivó consecuencias jurídicas 
que ellas no entrañan"; e) que el Tribunal a quo luego de 
decidir que la adjudicación del terreno al Lic. Peynado no 
fue el resultado de una posesión teórica deducida de las 
actas y planos de mensura ordinaria en la página 21 de ;:.1 
'sentencia impugnada se admite lo contrario cuando se se-
rala "que el fraude alegado no ha podido resultar del uso 
de las pruebas literales sometidas a los debates públicos 
y contradictorios por el Lic. Peynado", sin enumerar en 
qué consisten y cuáles eran esas pruebas literales, consti-
tuyendo esta forma de proceder una exposición incompleta 
de los hechos de la causa que no permite considerar si en 
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esa documentación se encuentran las actas y planos de 
mensura invocados por los recurrentes, sobre todo, que el 
Lic. Peynado ha admitido que, hizo uso de esa documenta-
ción; que, como consecuencia de todo lo anteriormente ex. 
puesto, sostienen los recurrentes, que la sentencia impug-
nada delac,  ser casada por los vicios y violaciones denur. 
cidas; pero, 

Considerando que entra dentro del poder soberano de 
los jueces del 'fondo, el apreciar si es procedente o no la 
medida de instrucción solicitada, aún cuando ella esté en• 
caminada a establecer, a juicio del solicitante, hechos rela-
tivos al carácter o a la existencia de la acción que ha sido 
puesta en movimiento; y los jueces no incurren en vicio 
alguno, ni lesionan con ello el derecho de defensa, cuando 
aprecian, que los elementos de convicción sometidas al de-
bate, hacen innecesaria o frustratoria la medida propuesta; 

Considerando que es de principio que los jueces que 
conocen del recurso de revisión por causa de fraude, go-
zan de un poder soberano para apreciar, mediante la valo-
ración e interpretación de los elementos de prueba someti-
dos al debate, si la parte demandante fue o no víctima dei 
fraude que alega en apoyo de su recurso; 

Considerando que el examen del fallo impugnado po-
ne de manifiesto que los jueces del fondo rechazaron la 
medida de instrucción solicitada, sobre el fundamento de 
que "tal medida resultaba completamente frustratoria, por-
que de llevarse a cabo, no ofrecerría al Tribunal ningún 
elemento de convicción relativo al fraude alegado, al no 
constituir por sí misma un elemento esencial para la deci-
sión del fondo de la demanda"; que esos motivos que son 
suficientes y pertinentes bastan para justificar plenamente 
el rechazamiento de la referida medida; que por consi-
guiente, los demás motivos que expone el Tribunal a quo 
para robustecer en ese sentido su decisión, y que se refie-
ren a la autoridad de la cosa juzgada de la sentencia del  

15 de Octubre de 1962, son superabundantes y en nada al-
teran la solución que a este punto de la litis le han dado 

los jueces del fondo; 

Considerando que por otra parte, el Tribunal a quo 
rechazó la demanda de revisión por causa de fraude y ex-
puso como fundamento de su decisión, lo siguiente: que 
"la adjudicación ordenada en favor del Lic. Julio Francis-
co Peynado González, no fue el resultado de una posesión 
teórica deducida de las actas y planos de la mensura ordi-
naria eludidos en sus escritos, correspondientes a "porcio-
nes de terrenos que no forman parte de la referida parce-
la", sino que su fundamento ha sido la posesión resultante 
de la ocupación material de los terrenos que integran di-
cha parcela conforme al plano de la mensura catastral, 
mantenida por sí y sus causantes en condiciones útiles pa-
ra consolidar en su provecho el derecho de propiedad en 
virtud de la más larga prescripción adquisitiva, por haber 
poseído el terreno en forma continua, no interrumpida, pa-
cífica, pública, inequívoca y a título de propietario y apo-
yado en la abundante prueba literal Y los testimonios apor-

tados en les audiencias celebradas por ambas jurisdiccio-
nes, en relación con el saneamiento de la susodicha parce-
la, audiencia a las cuales comparecieron como reclamantes 
los ahora intimantes, teniendo la oportunidad, como lo hi-

cieron, de formular su reclamación y discutir ampliamente 
los hechos y las pruebas mencionadas sometidos a los deba-
tes orales, públicos y contradictorios en todas las juris-
dicciones, incluso ante la Suprema Corte de Justicia; Que, 
si bien es cierto que el recurso en revisión por causa de 
fraude puede ser intentado aún por aquellos que han in-
tervenido en el saneamiento, no menos cierto es que las 
pruebas en esta materia deben concretarse a demostrar 
que el intimado obtuvo el registro fraudulentamente, es 

decir, por cualquier actuación, maniobra, mentira o reti-

cencia realizados para perjudicar al demandante en sus 
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esa documentación se encuentran las actas y planos de 
mensura invocados por los recurrentes, sobre todo, que el 
Lic. Peynado ha admitido que, hizo uso de esa documenta.. 
ción; que, como consecuencia de todo lo anteriormente ex. 
puesto, sostienen los recurrentes, que la sentencia impug-
nada debe ser casada por los vicios y violaciones denun 
cidas; pero, 

Considerando que entra dentro del poder soberano de 
los jueces del 'fondo, el apreciar si es procedente o no la 
medida de instrucción solicitada, aún cuando ella esté en-
caminada a establecer, a juicio del solicitante, hechos rela-
tivos al carácter o a la existencia de la acción que ha sido 

li puesta en movimiento; y los jueces no incurren en vicio 
alguno, ni lesionan con ello el derecho de defensa, cuando 
aprecian, que los elernientos de convicción sometidas al de-
bate, hacen innecesaria o frustratoria la medida propuesta; 

Considerando que es de principio que los jueces que 
conocen del recurso de revisión por causa de fraude, go-
zan de un poder soberano para apreciar, mediante la valo-
ración e interpretación de los elementos de prueba someti-
dos al debate, si la parte demandante fue o no víctima del 
fraude que alega en apoyo de su recurso; 

Considerando que el exámen del fallo impugnado po-
ne de manifiesto que los jueces del fondo rechazaron la 
medida de instrucción solicitada, sobre el fundamento de 
que "tal medida resultaba completamente frustratoria, por-
que de llevarse a cabo, no ofrecerría al Tribunal ningún 
elemento de convicción relativo al fraude alegado, al no 
constituir por sí misma un elemento esencial para la deci-

ii sión del fondo de la demanda"; que esos motivos que son 
suficientes y pertinentes bastan para justificar plenamente 
el rechazamiento de la referida medida; que por consi-
guiente, los demás motivos que expone el Tribunal a quo 
para robustecer en ese sentido su decisión, y que se refie-
ren a la autoridad de la cosa juzgada de la sentencia del 

15 de Octubre de 1962, son superabundantes y en nada al-
teran la solución que a este punto de la litis le han dado 

os jueces del fondo; 

Considerando que por otra parte, el Tribunal a quo 
rechazó la demanda de revisión por causa de fraude y ex-
puso como fundamento de su decisión, lo siguiente: que 
"la adjudicación ordenada en favor del Lic. Julio Francis-
co Peynado González, no fue el resultado de una posesión 
teórica deducida de las actas y planos de la mensura ordi-
naria eludidos en sus escritos, correspondientes a "porcio-
nes de terrenos que no forman parte de la referida parce-
la", sino que su fundamento ha sido la posesión resultante 
de la ocupación material de los terrenos que integran di-
cha parcela conforme al plano de la mensura catastral, 
mantenida por sí y sus causantes en condiciones útiles pa-
ra consolidar en su provecho el derecho de propiedad en 
virtud de la más larga prescripción adquisitiva, por haber 
poseído el terreno en forma continua, no interrumpida, pa-
cífica, pública, inequívoca y a título de propietario y apo-
yado en la abundante prueba literal Y los testimonios apor-

tados en las audiencias celebradas por ambas jurisdiccio-
nes, en relación con el saneamiento de la susodicha parce-
la, audiencia a las cuales comparecieron como reclamantes 
los ahora intimantes, teniendo la oportunidad, como lo hi-
cieron, de formular su reclamación y discutir ampliamente 
los hechos y las pruebas mencionadas sometidos a los deba-
tes orales, públicos y contradictorios en todas las juris-
dicciones, incluso ante la Suprema Corte de Justicia; Que, 
si bien es cierto que el recurso en revisión por causa de 
fraude puede ser intentado aún por aquellos que han in-
tervenido en el saneamiento, no menos cierto es que las 
pruebas en esta materia deben concretarse a demostrar 
que el intimado obtuvo el registro fraudulentamente, es 
decir, por cualquier actuación, maniobra, mentira o reti-

cencia realizados para perjudicar al demandante en sus 
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derechos o intereses y deben ser intencionales y relativos, 
en conjunto o separadamente a un hecho decisivo, capas 
de ejercer una influencia determinante en la obtención de  
la adjudicación; Que, consiguientemente, cualquier otra ac- 
tuación carece de ese efecto, porque la intención es la esen-
cia del fraude, lo que implica necesariamente en el agente 
el designio previo y malicioso, formado y ejecutado con el 
propósito consciente y definido de beneficiarse indebida-
mente de derechos ajenos que de otro modo no hubiera po-
dido obtener; Que, como se señala precedentemente, el es-
tudio del expediente revela que lo alegado por los intiman. 
tes en su 'nstancia introductiva y sus escritos de defensa 
no ha sido determinante de la orden de registro del dere-
cho de propiedad sobre la parcela que nos ocupa, ni el 
fraude que alegan ha podido resultar tampoco del uso ele 
las pruebas literales sometidas a los debates públicos y 
contradictorios por el Lic. Peynado González, ni de la po-
sesión material mantenida por él, porque al ser ponderadas 
por el Tribunal, fueron encontradas correctas Y regulares 
en su forma y en su fondo, y engendraron el derecho de 
propiedad sobre las tierras reclamadas; Que, a juicio de 
éste Tribunal Superior, tal proceder no constituye un he-
cho capaz de generar ni caracterizar el fraude imputado 
al intimado, ya que de la naturaleza de los hechos y cir-
cuntancias que rodean el caso, no se desprende que obrara 
en el saneamiento con la intención de perjudicar en sus in-
tereses a los Sucesores de Luis Solimán, quienes, corno 
quedó plenamente establecido en el saneamiento, no po-
seían terreno alguno dentro del perímetro de la Parcela 
No. 367, en razón de que las tierras que poseía su presunto 
causante Luis Solimán mediante las actas y planos de men-
sura No. 102 del lro. de marzo del 1906 y No. 206 del 25 
de Noviembre de 1907, fueron vendidas por él, y los demás 
terrenos no comprendidos por estas actas y estos planos 
que pudiera ocupar dicho señor, no los llegó a adquirir ni  

en aquella época ni posteriormente; Que, por consiguiente, 
los hechos señalados por los intimantes no constituyen las 
omisiones y reticencias, maniobras o actuaciones realiza-

d as por el intimado que haYan permitido sorprender la re-

ligión de los jueces del saneamiento y dado lugar a la ob-
tención de la adjudicación señalada para perjudicados en 

sus intereses; 
Considerando que por lo que acaba de transcribirse 

se advierte que los jueces del fondo, sin incurrir en desna-
turalización y mediante la ponderación de los elementos 
de prueba aportados en la instrucción de la litis, descarta-
ron la existencia del fraude invocado por los recurrentes, 
asunto éste que por ser de puro hecho escapa al control de 
la casación; que finalmente, la sentencia impugnada con-
tiene motivos suficientes, pertinentes y congruentes que 
justifican su dispositivo, y una exposición completa de los 
hechos y circunstancias de la causa que ha permitido a ésta. 
Suprema Corte de Justicia, como Corte de Casación veri-
ficar que en la especie se ha hecho una correcta aplicación 
de la ley; que, por tanto los medios que se examinan care-
cen de fundamento y deben ser desestimados; 

Por tales motivos: Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Sérbulo, Luis Manuel, Martín Aní-
bal, Luisa Julia y Doctor Pedro María Solimán, contra ]a 
sentencia dictada por el Tribunal Superior de Tierras en 
fecha 22 de Junio de 1964, en relación con la Parcela No. 
367 del D. C. No. 11 Novena Parte del Municipio de Hi-
giley, Sitio de Baiguá, Provincia La Altagracia, cuyo dis-
positivo se ha copiado en otro lugar del presente fallo; y 

Segundo: Condena a los recurrentes que sucumben al pago 

de las costas. 
(Firmados): Manuel D. Bergés Chupani.— F. E. Rave-

lo de la Fuente.— Guarionex A. García de Peña.— Pedro 
María Cruz.— Marifr- edo A. Moore Y Rafael Rincón hijo.—

Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 



360 	 BOLETÍN JUDICIAL 

derechos o intereses y deben ser intencionales y relativos 
en conjunto o separadamente a un hecho decisivo, capaz 
de ejercer una influencia determinante en la obtención d e 

 la adjudicación; Que, consiguientemente, cualquier otra ac- 
tuación carece de ese efecto, porque la intención es la esen-
cia del fraude, lo que implica necesariamente en el agente 
el designio previo y malicioso, formado y ejecutado con el 
propósito consciente y definido de beneficiarse indebida-
mente de derechos ajenos que de otro modo no hubiera po-

dido obtener; Que, como se señala precedentemente, el es. 
tudio del expediente revela que lo alegado por los intiman 
tes en su instancia introductiva y sus escritos de defensa 
no ha sido determinante de la orden de registro del dere-
cho de propiedad sobre la parcela que nos ocupa, ni el 
fraude que alegan ha podido resultar tampoco del uso de 
las pruebas literales sometidas a los debates públicos y 
contradictorios por el Lic. Peynado González, ni de la po-
sesión material mantenida por él, porque al ser ponderadas 
por el Tribunal, fueron encontradas correctas Y regulares 
en su forma y en su fondo, y engendraron el derecho de 
propiedad sobre las tierras reclamadas; Que, a juicio de 
éste Tribunal Superior, tal proceder no constituye un he-
cho capaz de generar ni caracterizar el fraude imputado 
al intimada, ya que de la naturaleza de los hechos y cir-
cuntancias que rodean el caso, no se desprende que obrara 
en el saneamiento con la intención de perjudicar en sus in-
tereses a los Sucesores de Luis Solimán, quienes, corno 
quedó plenamente establecido en el saneamiento, no po-
seían terreno alguno dentro del perímetro de la Parcela 
No. 367, en razón de que las tierras que poseía su presunto 
causante Luis Solimán mediante las actas y planos de men-
sura No. 102 del 1ro. de marzo del 1906 y No. 206 del 25 
de Noviembre de 1907, fueron vendidas por él, y los demás 
terrenos no comprendidos por estas actas y estos planos 
que pudiera ocupar dicho señor, no los llegó a adquirir ni 
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en aquella época ni posteriormente; Que, por consiguiente, 
los hechos señalados por los intimantes no constituyen las 

omisiones y reticencias, maniobras o actuaciones realiza-

d as por el intimado que haYan permitido sorprender la re-
ligión de los jueces del saneamiento y dado lugar a la ob-
tención de la adjudicación señalada para perjudicarlos en 

sus intereses; 
Considerando que por lo que acaba de transcribirse 

se advierte que los jueces del fondo, sin incurrir en desna-
turalización y mediante la ponderación de los elementos 
de prueba aportados en la instrucción de la litis, descarta-
ron la existencia del fraude invocado por los recurrentes, 
asunto éste que por ser de puro hecho escapa al control de 

la casación; que finalmente, la sentencia impugnada con. 
tiene motivos suficientes, pertinentes y congruentes que 
justifican su dispositivo, y una exposición completa de los 
hechos y circunstancias de la causa que ha permitido a ésta. 
Suprema Corte de Justicia, como Corte de Casación veri-
ficar que en la especie se ha hecho una correcta aplicación 
de la ley; que, por tanto los medios que se examinan care-
cen de 'fundamento y deben ser desestimados; 

Por tales motivos: Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Sérbulo, Luis Manuel, Martín Aní-
bal, Luisa Julia y Doctor Pedro María Solimán, contra la 
sentencia dictada por el Tribunal Superior de Tierras en 
fecha 22 de Junio de 1964, en relación con la Parcela No. 
367 del D. C. No. 11 Novena Parte del Municipio de Hi-
giiey, Sitio de Baiguá, Provincia La Altagracia, cuyo dis-
positivo se ha copiado en otro lugar del presente fallo; y 

Segundo: Condena a los recurrentes que sucumben al pago 

de las costas. 
(Firmados): Manuel D. Bergés Chupani.— F. E. Rave-

lo de la Fuente.— Guarionex A. García de Peña.— Pedro 
María Cruz.— Manfr. edo A. Moore Y Rafael Rincón hijo.—

Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 
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La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, 

y 
fue leída, firmada y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 4 DE MARZO DEL 1966. 

tembo, impugnada: Corte de Apelación de San Pedro de Maco-

rís, de fecha 26 de febrero de 1965. 

ría: Penal 

urente: José Vicente Ramírez y la Compañía Dominicana de 

Seguros C. por A. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel D. 
Bergés Chupani, Primer Sustituto en funciones de Presi-
dente; F. E. Ravelo de la Fuente, Segundo Sustitutb de 
Presidente; Guarionex A. García de Peña, Luis Gómez Ta-
várez, Pedro María Cruz, Manfredo A. Moore y Rafael Rin-
cón hijo, asistidos del Secretario General ,en la Sala don-
de celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domin-
go, Distrito Nacional, hoy día 4 de marzo del año 1966, 
años 123' de la Independencia y 103' de la Restauración, 
dicta en audiencia pública, como corte de casación, la si-
guiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por José Vi-
cente Ramírez, dominicano, mayor de edad, chófer, casado, 
cédula No. 27096, serie 26, domiciliado en la ciudad de Hi-
güey, y por la Compañía Dominicana de Seguros, C. por A., 
representada por el Dr. Mario Carbuccia Ramírez, aboga-
do, cédula No. 23012, serie 23 1  con su asiento social en la 
ciudad de Santo Domingo, contra la sentencia dictada por 
la Corte de Apelación de San Pedro de Macorís, de fecha 
26 de febrero de 1965; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
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En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel D. 
Bergés Chupani, Primer Sustituto en funciones de Presi-
dente; F. E. Ravelo de la Fuente, Segundo Sustitutb de 
Presidente; Guarionex A. García de Peña, Luis Gómez Ta-
várez, Pedro María Cruz, Manfredo A. Moore y Rafael Rin-
cón hijo, asistidos del Secretario General ,en la Sala don-
de celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domin-
go, Distrito Nacional, hoy día 4 de marzo del año 1966, 
años 123' de la Independencia y 103' de la Restauración, 
dicta en audiencia pública, como corte de casación, la si-
guiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por José Vi-
cente Ramírez, dominicano, mayor de edad, chófer, casado, 
cédula No. 27096, serie 26, domiciliado en la ciudad de Hi-
güey, y por la Compañía Dominicana de Seguros, C. por A., 
representada por el Dr. Mario Carbuccia Ramírez, aboga-
do, cédula No. 23012, serie 23a con su asiento social en la 
ciudad de Santo Domingo, contra la sentencia dictada por 
la Corte de Apelación de San Pédro de Macorís, de fecha 
26 de febrero de 1965; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
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(1 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a-qua en fecha 25 de marzo de 1965 
a requerimiento del Dr. Mario Carbuccia Ramírez, abo ga: 
do en representación de los recurrentes, en la cual no se 
invoca ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli. 
berado, y vistos los artículos 203 del Código de Procedi-
miento Criminal; 19 de la Ley No. 4117 de 1955; 1, 37 y 
65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que 
en fecha 16 de mayo de 1964, mientras José Vicente Ramí-rez conducía el carro de su propiedad placa No. 27565, por 

II 	una de las calles de la población de San Rafael de Yuma, 
sufrió un accidente ocasionándole a Angélica Vilorio, gol- 
pes en distintas partes del cuerpo; b) que después de haber 
sido apoderado del proceso regularm'ente el Juzgado de 
Primera Instancia, del Distrito Judicial de La Altagracia, 
pronunció una sentencia en fecha 4 de agosto de 1964, cu-
yo dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Decla-
ra, al nombrado José Vicente Ramírez, de generales cono-
cidas, culpable del delito de golpes involuntarios, produci-
dos con el manejo de un vehículo de motor (violación ley 
No. 5771), curables después de diez días y antes de veinte 
días, en agravio de Angélica Vilorio, y en consecuencia 
condena al aludido José Vicente Ramírez, al pago de una 
multa de Quince Pesos Oro (RD$15.00), acogiendo en su fa-
vor circunstancias atenuantes; SEGUNDO: Declara buena 
y válida, en la forma y en el fondo, la constitución en par-
te civil hecha por la señora Angélica Vilorio, por órgano 
del Lic. Amable A. Botello, y condena al señor José Vicen-
te Ramírez al pago de una indemnización de Quinientos 
Pesos Oro (RD$500.00), a favor de la señora Angélica Vi-
lorio, como justa reparación del daño que le fuera ocasio-
nado; TERCERO: Condena al nombrado José Vicente Ra-
mírez al pago de las cosas penales; CUARTO: Condena al 
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señor 
José Vicente Ramírez al pago de las cosas civiles, or-

denando la distracción de estas en provecho del Lic. Amable 
A. Botello, abogado que afirmó haberlas avanzado en su to-

taalidad;RUINTO: Declara oponible esta sentencia a la Com 
pañía Dominicana de Seguros, Compañ por Acciones, en lo 
que se refiere a los intereses civiles"; c)sobre los recursos de 
apelación interpuestos por el prevenido y la Compañía Do-
minicana de Seguros, C. por A., fue pronunciado el fallo 
ahora impugnado en casación, con el dispositivo que se trans 
cribe a continuación: "FALLA: PRIMERO: Declara inadmi-
sible, por tardíos, los recursos de apelación interpuestos 

por el Lic. Rodolfo Valdez Santana, a nombre y represen-
tación del inculpado José Vicente Ramírez y de la Compa-
ñía Dominicana de Seguros, C. por A., contra sentencia dic-
tada en atribuciones correccionales y en fecha 4 de agosto 
de 1964, por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de La Altagracia, que condenó a José Vicente Ra-
mírez al pago de una multa de RD$ 15.00, acogiendo en su 
favor circunstancias atenuantes, por el delito de golpes in-
voluntarios en violación a la Ley No. 5771, en perjuicio de 
Angélica Vilorio; al pago de una indemnización de RD$ 

500.00 a favor de la parte civil constituída por afirmar 
haberlas avanzado en su totalidad; y declaró oponible di-
cha sentencia a la Compañía Dominicana de Seguros, 
C. por A., en lo que se refiere a los intereses civiles; SE-
GUNDO: Rechaza, por improcedentes, las conclusiones de 
la parte civil, en cuanto solicita la confirmación de la sen-

tencia; TERCERO: Rechaza, por improcedentes, las con-

clusiones del prevenido José Vicente Ramírez y de la Com-
pañía Dominicana de Seguros, C. por A.; CUARTO: Con-

dena al inculpado al pago de las costas penales; QUINTO: 
Ordena la compensación de las costas civiles"; 

El recurso en cuanto a la Compañía aseguradora. 
Considerando que de conformidad con lo preceptuado 

por el artículo 37 de la Ley sobre Procedimiento de Casa-
ción, el Ministerio Público, la parte civil y la persona ci- 
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Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a-qua en fecha 25 de marzo de 1965 
a requerimiento del Dr. Mario Carbuccia Ramírez, aboga. 
do en representación de los recurrentes, en la cual no se 
invoca ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 203 del Código de Procedi-
miento Criminal; 10 de la Ley No. 4117 de 1955; 1, 37 y 
65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que 
en fecha 16 de mayo de 1964, mientras José Vicente Ramí-
rez conducía el carro de su propiedad placa No. 27565, por 
una de las calles de la población de San Rafael de Yuma, 
sufrió un accidente ocasionándole a Angélica Vilorio, gol-
pes en distintas partes del cuerpo; b) que después de haber 
sido apoderado del proceso regularm'ente el Juzgado de 
Primera Instancia, del Distrito Judicial de La Altagracia, 
pronunció una sentencia en fecha 4 de agosto de 1964, cu-
yo dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Decla-
ra, al nombrado José Vicente Ramírez, de generales cono-
cidas, culpable del delito de golpes involuntarios, produci-
dos con el manejo de un vehículo de motor (violación ley 
No. 5771), curables después de diez días y antes de veinte 
días, en agravio de Angélica Vilorio, y en consecuencia 
condena al aludido José Vicente Ramírez, al pago de una 
multa de Quince Pesos Oro (RD$15.00), acogiendo en su fa-
vor circunstancias atenuantes; SEGUNDO: Declara buena 
y válida, en la forma y en el fondo, la constitución en par-
te civil hecha por la señora Angélica Vilorio, por órgano 
del Lic. Amable A. Botello, y condena al señor José Vicen-
te Ramírez al pago de una indemnización de Quinientos 
Pesos Oro (RD$500.00), a favor de la señora Angélica Vi-
lorío, como justa reparación del daño que le fuera ocasio-
nado; TERCERO: Condena al nombrado José Vicente Ra-
mírez al pago de las cosas penales; CUARTO: Condena al 
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señor José Vicente Ramírez al pago de las cosas civiles, or-
denando la distracción de estas en provecho del Lic. Amable 
A. Botello, abogado que afirmó haberlas avanzado en su to-
taalidad;QUINTO: Declara oponible esta sentencia a la Com 
pañía Dominicana de Seguros, Compañ por Acciones, en lo 
que se refiere a los intereses civiles"; c)sobre los recursos de 
apelación interpuestos por el prevenido y la Compañía Do-
minicana de Seguros, C. por A., fue pronunciado el fallo 
ahora impugnado en casación, con el dispositivo que se trans 
cribe a continuación: "FALLA: PRIMERO: Declara inadmi-
sible, por tardíos, los recursos de apelación interpuestos 

por el Lic. Rodolfo Valdez Santana, a nombre y represen-
tación del inculpado José Vicente Ramírez y de la Compa-
ñía Dominicana de Seguros, C. por A., contra sentencia dic-
tada en atribuciones correccionales y en fecha 4 de agosto 
de 1964, por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de La Altagracia, que condenó a José Vicente Ra-
mírez al pago de una multa de RD$ 15.00, acogiendo en su 
favor circunstancias atenuantes, por el delito de golpes in-
voluntarios en violación a la Ley No. 5771, en perjuicio de 
Angélica Vilorio; al pago de una indemnización de RD$ 

500.00 a favor de la parte civil constituída por afirmar 
haberlas avanzado en su totalidad; y declaró oponible di-
cha sentencia a la Compañía Dominicana de Seguros, 
C. por A., en lo que se refiere a los intereses civiles; SE-
GUNDO: Rechaza, por improcedentes, las conclusiones de 
la parte civil, en cuanto solicita la confirmación de la sen-

tencia; TERCERO: Rechaza, por improcedentes, las con-
clusiones del prevenido José Vicente Ramírez y de la Com-
pañía Dominicana de Seguros, C. por A.; CUARTO: Con-
dena al inculpado al pago de las costas penales; QUINTO: 
Ordena la compensación de las costas civiles"; 

El recurso en cuanto a la Compañía aseguradora. 
Considerando que de conformidad con lo preceptuado 

por el artículo 37 de la Ley sobre Procedimiento de Casa-
ción, el Ministerio Público, la parte civil y la persona ci- 
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vilmente responsable, que recurran en casación, deben a 
 pena de nulidad, depositar un memorial con la indicación 
 de los medios, si no se ha motivado el recurso en la de-

claración correspondiente, debiendo aplicarse esa disposi-
ción a la entidad aseguradora que haya sido puesta en 
causa en virtud del artículo 10 de la Ley No. 4117 sobre 
Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor. 

Considerando que en la especie, la compañía recu-
rrente no ha depositado ningún memorial de casación, li-
mitándose a expresar al hacer la declaración del recurso, 
que lo interponía por no estar conforme con la sentencia; 
que en tales condiciones procede pronunciar.la nulidad de; 
recurso de casación de que se trata; 

El recurso en cuanto a José Vicente Ramírez. 
Considerando que la Corte a-qua declaró inadmisible 

el recurso de apelación del prevenido José Vicente Ramí-
rez, fundándose en que había sido interpuesto tardíamen-
te ya que la sentencia apelada fue dictada contradictoria-
mente y en presencia del prevenido, el día 4 de agosto de 
1964, y el acta de apelación fue levantada el 13 de no-
viembre de 1964, por lo que esta última fecha había ven-
cido el plazo de diez días que acuerda la Ley para inter-
poner dicho recurso; 

Considerando que, en efecto, de acuerdo con los tér-
minos del artículo 203 del Código de Procedimiento Cri-
minal, habrá caducidad de la apelación si el recurso no se 
interpone en la Secretaría del Tribunal que ha pronuncia-
do la sentencia, dentro de los diez días a más tardar des-
pués del pronunciamiento de la misma; que por consi-
guiente, al fallar el caso en la forma preindicada, la Cor-
te a-qua hizo una correcta aplicación de la ley; 

Por tales motivos, Primero: Declara nulo el recurso 
de casación interpuesto por la Compañía Dominicana de 
Seguros, C. por A., contra la sentencia dictada en atribu-
ciones correccionales por la Corte de Apelación de San 
Pedro de Macorís, de fecha 26 de febrero de 1965, cuyo  

dispositivo se copia en parte anterior del presente fallo, y 
lo rechaza en lo que respecta a José Vicente Ramírez; 
segundo: Condena a los recurrentes al pago de las costas; 

Firmados: Manuel D. Bergés Chupani.— F. E. Rave-
lo de la Fuente.— Guarionex A. García de Peña.— Luis 
Gómez Tavárez .— Pedro María Cruz.— Manfredo A. 
Moore.— Rafael Rincón hija.— Ernesto Curiel hijo, Se- 

cretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General. 
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 4 DE MARZO DEL 1966. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de feeh 
21 de mayo de 1965. 

Materia: Correccional (Violación a la ley 5771). 

Recurrentes: José Vicente Jiménez y compartes. 
Abogado: Dr. Conrado González Monción. 

Interviniente: Santiago Chalas. 
Abogado: Dr. Osvaldo Vásquez Hernández. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Alfredo Con-
de Pausas, Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Primer 
Sustituto de Presidente; F. E. Ravelo de la Fuente, Segun-
do Sustituto de Presidente; Guarionex A. García de Peña, 
Luis Gómez Tavárez, Rafael Richiez Saviñón, Pedro Ma-
ría Cruz, Rafael Rincón hijo y Manfredo A. Moore, asisti-
dos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus 
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo, Distrito Na-
cional, a los 4 días del mes de marzo de 1966, años 123' de 
la Independencia y 103' de la Restauración, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia; 

Sobre los recursos de casación interpuestos por José 
Vicente Jiménez, dominicano, casado, mayor de edad, em-
pleado público, domiciliado y residente en la sección de 
Estancia Nueva, del Municipio de Moca, Provincia Espai-
llat, cédula 24498, serie 54; la Sociedad Comercial "Unión 
de Seguros, C. por A.", organizada y constituida de acuer-
do con las leyes de la República Dominicana, con su domi- 
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cilio social establecido en la casa No. 48 de la calle "San 
Luis" de la ciudad de Santiago, debidamente representa-
da por su Presidente, Angel Belarminio Cortina Hernán-
dez, dominicano, domiciliado y residente en la casa No. 83 

de la calle General Cabrera de dicha ciudad, casado, mayor 
de edad, comerciante, cédula 46869, serie 31; y Santiago 
Chalas, dominicano, mayor de edad, casado, agricultor, do-
miciliado y residente en Estancia Nueva, del Municipio de 
Moca, cédula No. 6448, serie 54, contra sentencia de la Cor-
te de Apelación de La Vega, dictada en sus atribuciones 
correccionales, en fecha 21 de mayo de 1965, y cuyo dispo-
sitivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Vistas las actas de los recursos levantadas en la Se-
cretaría de la Corte a-qua en fecha 31 de mayo de 1965, a 
requerimiento de los recurrentes; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1382 del Código Civil; 1 de 
la Ley No. 5771 del 1961; 92 de la Ley 4809 del 1957; 155, 
189 y 195 del Código de Procedimiento Criminal; y, 1 y 65 
de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) 
que, con motivo de un accidente de una motocicleta ocu-
rrido el 25 de diciembre de 1964, fue sometido a la acción 
de la justicia José Vicente Jiménez, inculpado de violación 
de la Ley No. 5771, de 1961, sobre accidentes causados con 
el manejo de un vehículo de motor, en perjuicio de San-
tiago Chalas; b) que el Juzgado de Primera Instancia de 
Espaillat regularmente apoderado del caso, dictó una sen-
tencia en fecha 12 de febrero de 1965, cuyo dispositivo di-
ce así: "Falla: Primero: Se declara al acusado José Vicen-
te Jiménez, culpable de violación a la Ley No. 5771, en per- 
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juicio del señor Santiago Chalas, y en consecuencia y a oo_ 
giendo en su favor circunstancias atenuantes se le conde-
na al pago de una multa de treinta pesos oró (RD$30.00) y 
al pago de las costas; Segundo: Declara buena y válida la 
constitución en parte civil hecha por el agraviado señor 
Satiago Chalas, en cuanto a la forma, en cuanto al fondo se 
condena al señor José Vicente Jiménez, así, como a la Com-
pañía Aseguradora de su responsabilidad civil "Unión de 
Seguros, C .por A."zegularmente puesta en causa, al pag o 

 de una indemnización de mil pesos oro (RD$1,000.00) en 
favor de la parte civil constituida, siendo esta sentencia 
oponible a la Compañía Aseguradora; Tercero: Se le conde-
na además al pago de las costas civiles ordenando su ds-
tracción, en favor del Dr. José Osvaldo Vásquez Hdez., 
abogado de la parte civil quien afirma haberlas avanzado 
en su totalidad"; c) que, sobre los recursos de apelación del 
prevenido, de la parte civil constituida y de la Compañía 
Aseguradora del vehículo, la "Unión de Seguros, C. por A.", 
intervino la sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo 
dice así: "Falla: Primero: Declara regulares y válidos en la 
forma los recursos de apelación interpuestos por el preve-
nido José Vicente Jiménez, la parte civil constituida señor 
Santiago Chalas y la Compañía de Seguros "La Unión 
C. por A.", contra sentencia dictada por Juzgado de Pri-
mera Instancia de Espaillat en atribuciones correccionales 
de fecha 12 de febrero de 1965, que declaró culpable a di-
cho señor José Vicente Jiménez, de haber violado la Ley 
5771. en perjuicio del señor Santiago Chalas parte civil 
constituida, condenándole a pagar una multa de treinta 
pesos oro (RD$30.00) y en las costas penales, acogiendo en 
su favor circunstancias atenuantes; declaró asimismo re-
gular y válida la constitución de la parte civil y condenó 
además al prevenido y a la Unión de Seguros C. por A., al 
pago de las costas civiles con distracción de éstas en pro-
vecho del doctor Osvaldo Vásquez H., y a una indemniza-
ción de mil pesos oro (RD$1,000.00) en favor de la parte 

civil constituída por los daños y perjuicios por ella sufri-
dos; declaró por otra parte dicha sentencia oponible a la 
Compañía aseguradora La Unión C. por A.; Segundo: Se 
confirma en todas sus partes dicha sentencia a excepción 
de la indemnización que la Corte estima debe elevar, como 
en efecto eleva a la suma de un mil quinientos pesos 
(RD$1,500.00) como justa reparación de los daños morales 

y materiales causádoles a la parte civil constituida señor 
Santiago Chalas; declarando regular y válida dicha cons-
titución en parte civil; Tercero: La presente sentencia se 
declara oponible a la Compañía de Seguros La Unión 
C. por A.; Cuarto: Se condena al señor José Vicente Jimé-
nez al pago de las costas penales y se compensan las civi-
les de la presente instancia en la forma siguiente: las tres 
cuartas partes que deberá soportar el prevenido y La Unión 
de Seguros C. por A., en provecho del Dr. José Osvaldo 
Vásquez, quien afirma haberlas avanzado en su totalidad, y 
una cuarta parte a cargo de la parte civil constituida en 
provecho del Dr. Conrado González Monción por declarar 
haberlas avanzado en su mayor parte"; 

En cuanto al recurso de Santiago Chalas. 
Considerando que Santiago Chalas, en su calidad de 

parte civil constituída, se presentó ante el Secretario de la 
Corte de Apelación de La Vega, y le declaró que desistía 
del recurso de casación por él interpuesto en fecha 31 de 
mayo de 1965, según se comprueba por la copia certifica-
da del acta correspondiente, la cual obra en el expedien-
te; que, por consiguiente, procede darle acta de dicho de-
sintimiento; 

En cuanto al recurso del prevenido. 
Considerando que el recurrente invoca en su memo-

rial los siguientes medios: Primero: Violación del artículo 
155 combinado con el 189 del Código de Procedimiento 
Criminal; Segundo: Violación del artículo 195 del mismo 
Código; Tercero: Desnaturalización de los hechos; Cuarto: 
Falta de motivos y falta de base legal; 
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civil constituida por los daños y perjuicios por ella sufri-
dos; declaró por otra parte dicha sentencia oponible a la 
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II 

Considerando que en el desarrollo de los medios de ca.. 
sación reunidos, el recurrente alega, en síntesis: a) qu e en 

 ninguna parte de la sentencia impugnada se hace constar 
que los testigos fueron juramentados; que el artículo 155 
del Código de Procedimiento Criminal establece una fór-
mula sacramental del juramento para los testigos que de-
be ser observada a pena de nulidad, y es: "decir toda la 
verdad y nada más que la verdad", siendo omitida la pala-
bra "toda", razón por la cual el testimonio de Bienvenido 
Torres está viciado de nulidad; que tampoco se tomó nota 
de las declaraciones de los testigos ni de las del prevenido, 
violándose el artículo 189 del citado Código; b) que los jue-
ces están en la obligación de determinar con precisión, en 
cada sentencia dada con motivo de una inculpación por vio-
lación a la Ley 5771, cuál es la disposición del artículo lro. 
de esa ley que ha sido violado, estableciendo el tiempo de 
incapacidad para dedicarse al trabajo aue las lesiones le 
han ocasionado a la víctima, porque de lo contrario la Su-
prema Corte de Justicia no estaría en condiciones de de-
terminar la gravedad de la infracción, los elementos cons-
titutivos de la misma, la competencia del tribunal apodera-
do, y en general, la buena o mala aplicación de la ley; c) 
que en la sentencia impugnada no se establece nada en re-
lación con la incapacidad que produjeron las lesiones, ni 
que el accidente produjera la muerte de alguna persona, 
y que además, en el dispositivo de la sentencia impugnada 
no se enuncian los hechos por los que fue juzgado el recu-
rrente, lo cual evidencia que el artículo 195 del Código de 
Procedimiento Criminal fue violado; d) aue en los consi-
derandos 3ro., 4to., 5to. y 6to. de la sentencia impugnada 
se establecen hechos, faltas y consecuencias que van en 
contra del recurrente, para justificar la culpabilidad y las 
condenaciones impuestas, que son el fruto de la desnatura-
lización de los hechos y de la mala interpretación de las 
declaraciones y comprobaciones que constan en las actas 
de audiencia, así como la omisión de una serie de compro- 

baciones, que la Corte a-qua no da ninguna explicación de 
las razones que tuvo para apreciar los daños morales y ma-
teriales, ni tampoco del aumento de RD$1,000.00 a RD$ 
1,500.00; pero, 

Considerando en cuanto a los alegatos señalados en la 
let ra a), que en el acta de la audiencia celebrada por la 

Corte a-qua el 2 de abril de 1965, cqnsta que los testigos 
Bienvenido Torres, José Torres y Bienvenido Chalas fue-
ron juramentados según los términos del artículo 155 del 
Código de Procedimiento Criminal, lo cual pone de mani-
fiesto que la Corte a-qua cumplió con lo dispuesto por ese 
texto legal; que de la misma manera, en la indicada acta 
de audiencia también consta que el Secretario de la Corte 
a-qua tomó nota de las declaraciones de los testigos y de 
las del prevenido, las que fueron visadas por el Presidente 
de dicha Corte, tal como lo exige el artículo 189 del citado 
Código; que, en lo concerniente a los alegatos señalados en 
las letras b) y c), en la sentencia impugnada consta: "que 
José Vicente Jiménez ha violado la Ley No. 5771, en su 
artículo lro., al producirle golpes y heridas al agraviado 
Santiago Chalas, por las faltas cometidas en el manejo de 
la motocicleta de su propiedad, que curaron después de 20 
días, de acuerdo con el certificado médico que obra en el 
expediente"; que, aunque las disposiciones del artículo 195 
del Código de Procedimiento Criminal, no son a pena de 
nulidad, ese texto legal no ha podido ser violado por la 
Corte a-qua, puesto que el dispositivo de la sentencia im-
pugnada, copiado en otro lugar de la presente sentencia, 
contiene las enunciaciones exigidas por el repetido artícu-
lo; que, en lo relativo a los agravios señalados en la le-
tra d), el examen de la sentencia impugnada muestra que 
la Corte a-qua, mediante la ponderación de los elementos 
de prueba regularmente aportados a la instrucción de la 
causa, dio por establecido los siguientes hechos sin incu-
rrir en ninguna desnaturalización ni omisión: lro.— que 
la noche del 25 de diciembre de 1964 a eso de las once, el 
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Considerando que en el desarrollo de los medios de ca-
sación reunidos, el recurrente alega, en síntesis: a) que en 
ninguna parte de la sentencia impugnada se hace constar 
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incapacidad para dedicarse al trabajo aue las lesiones le 
han ocasionado a la víctima, porque de lo contrario la Su-
prema Corte de Justicia no estaría en condiciones de de-
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Bienvenido Torres, José Torres y Bienvenido Chalas fue-
ron juramentados según los términos del artículo 155 del 
Código de Procedimiento Criminal, lo cual pone de mani-
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texto legal; que de la misma manera, en la indicada acta 
de audiencia también consta que el Secretario de la Corte 
a-qua tomó nota de las declaraciones de los testigos y de 
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las letras b) y e), en la sentencia impugnada consta: "que 
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artículo lro., al producirle golpes y heridas al agraviado 
Santiago Chalas, por las faltas cometidas en el manejo de 
la motocicleta de su propiedad, que curaron después de 20 
días, de acuerdo con el certificado médico que obra en el 
expediente"; que, aunque las disposiciones del artículo 195 
del Código de Procedimiento Criminal, no son a pena de 
nulidad, ese texto legal no ha podido ser violado por la 
Corte a-qua, puesto que el dispositivo de la sentencia im-
pugnada, copiado en otro lugar de la presente sentencia, 
contiene las enunciaciones exigidas por el repetido artícu-
lo; que, en lo relativo a los agravios señalados en la le-
tra d), el examen de la sentencia impugnada muestra que 
la Corte a-qua, mediante la ponderación de los elementos 
de prueba regularmente aportados a la instrucción de la 
causa, dio por establecido los siguientes hechos sin incu-
rrir en ninguna desnaturalización ni omisión: lro.— que 
la noche del 25 de diciembre de 1964 a eso de las once, el 
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prevenido se dirigía de Moca a Santiago, por la Carretetra 
Duarte, en su motocicleta marca "Honda", y al llegar al 
kilómetros 2 1/2, de la sección de "Estancia Nueva", ocasio-
nó un accidente, en el que resultó con fracturas y trauma-
tismos Santiago Chalas, los cuales curaron después de 20 
días; 2do.— que ese accidente se debió a la alta velocidad 
de la motocicleta manejada por el prevenido, a su torpeza, 
imprudencia e inobservancia de los reglamentos, al tratar 
de frenar dicho vehículo y perder el control del mismo; 
que los hechos así comprobados por la Corte a-qua consti-
tuyen el delito de goles o heridas por imprudencia que 
curaron después de 20 días, causados con un vehículo de 
motor, delito previsto y castigado por el artículo lro., pá-
rrafo c) de la Ley No. 5771, del 31 de diciembre de 1961, 
con prisión correccional de seis meses a dos años y multa 
de cincuenta a trescientos pesos; que, por consiguiente, al 
condenar al prevenido José Vicente Jiménez, después de 
declararlo culpable del referido delito, a la pena de RD$ 
30.00 de multa, acogiendo circunstancias atenuantes, la 
Corte a-qua hizo una correcta aplicación de la ley; que, en 
cuanto a las condenaciones civiles, la Corte a-qua, para au-
mentar la indemnización que le fuera impuesta en primera 
 instancia al prevenido, de mil a mil quinientos pesos oro, 
dio estos motivos: "que es su criterio que debe ser aumen-
tada para que resulte compensatoria de los daños graves y 
perjuicios morales y materiales que se le irrogaron a la 
parte civil constituida"; que al apreciar soberanamente en 
esa suma la indemnización, en la sentencia impugnada se 
hizo una correcta aplicación del artículo 1382 del Código 
Civil; que, por consiguiente procede desestimar, por infun-
dados, los medios que se examinan; 

En cuanto al recurso de la "Unión de Seguros C. por A." 
Considerando que la recurrente invoca en su memorial 

los siguientes medios: Primer Medio: Violación del artícu- 
lo 10 de la Ley No. 4117; Segundo Medio: Contradicción en 
en el dispositivo con mala aplicación de la ley y los princi- 
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pios; Tercer Medio: Violación del artículo 1315 del Códi-

go Civil, violación del artículo 189 del Código de Procedi-
miento Criminal y violación del artículo 195 de dicho Có-

digo; y, Cuarto Medio: Desnaturalización y falta de base 
legal; 

Considerando que en el desarrollo de los medios de ca-
sación reunidos, la recurrente alega, en resumen, lo si-

guiente: a) que de acuerdo con el artículo 10 de la Ley 1 5T9 
 4117, las sentencias sólo pueden declararse oponibles a las 

compañías aseguradoras, si éstas previamente han sido 
puestas en causa, lo cual no se hizo en la especie; b) que 
en el dispositivo de la sentencia se incurre en contradic-
ción, pues no se concibe que una sentencia pueda ser con-
denatoria y oponible en el sentido del artículo 10 de la ci-
tada Ley No. 4117, contra una misma persona física o mo-

, ral; c) que resulta extraño que haya sido el inculpado, y 
no la parte civil, quien intentara hacer la prueba de la re-
lación contractual entre aquel y la recurrente; y aún en 
esas circunstancias, la prueba correspondiente no ha sido 
hecha, de donde se infiere que la parte civil no ha cumpli-
do con la obligación que le impone el artículo 1315 del Có-
digo Civil; d) que no se ha probado que la motocicleta No. 
8078 estaba asegurada con la recurrente mediante póliza, 
y que la fecha de ésta sea anterior al accidentie, y que sus 
condiciones obliguen a la recurrente frente a la parte ci-
vil; que tampoco se ha probado el monto que cubre dicha 
póliza, ni que el riesgo está cubierto por ella; e) que la 
Corte a-qua no dió motivos que expliquen los elementos en 
los cuales fundó su criterio para determinar el valor de los 
daños materiales y morales reconocidos al intimado, los 
cuales aumentó de mil a mil quinientos pesos; f) que la 
Corte a-qua desnaturalizó los hechos de la causa, y que la 
sentencia impugnada carece de base legal; pero, 

Considerando que en el expediente hay constancia de 

que la recurrente fue puesta en causa, según acto de fecha 
13 de enero de 1965, instrumentado por el Ministerial Pa- 
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de cincuenta a trescientos pesos; que, por consiguiente, al 
condenar al prevenido José Vicente Jiménez, después de 
declararlo culpable del referido delito, a la pena de RD$ 
30.00 de multa, acogiendo circunstancias atenuantes, la 
Corte a-qua hizo una correcta aplicación de la ley; que, en 
cuanto a las condenaciones civiles, la Corte a-qua, para au-
mentar la indemnización que le fuera impuesta en primera 
instancia al prevenido, de mil a mil quinientos pesos oro, 
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parte civil constituída"; que al apreciar soberanamente en 
esa suma la indemnización, en la sentencia impugnada se 
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Civil; que, por consiguiente procede desestimar, por infun-
dados, los medios que se examinan; 

En cuanto al recurso de la "Unión de Seguros C. por A." 
Considerando que la recurrente invoca en su memorial 

los siguientes medios: Primer Medio: Violación del artícu- 
lo 10 de la Ley No. 4117; Segundo Medio: Contradicción en 
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pios; Tercer Medio: Violación del artículo 1315 del Códi-

go  Civil, violación del artículo 189 del Código de Procedi-
miento Criminal y violación del artículo 195 de dicho Có-

digo; y, Cuarto Medio: Desnaturalización y falta de base 

legal; 
Considerando que en el desarrollo de los medios de ca-
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puestas en causa, lo cual no se hizo en la especie; b) que 
en el dispositivo de la sentencia se incurre en contradic-
ción, pues no se concibe que una sentencia pueda ser con-
denatoria y oponible en el sentido del artículo 10 de la ci-
tada Ley No. 4117, contra una misma persona física o mo-
ral; e) que resulta extraño que haya sido el inculpado, y 
no la parte civil, quien intentara hacer la prueba de la re-
lación contractual entre aquel y la recurrente; y aún en 
esas circunstancias, la prueba correspondiente no ha sido 
hecha, de donde se infiere que la parte civil no ha cumpli-
do con la obligación que le impone el artículo 1315 del Có-
digo Civil; d) que no se ha probado que la motocicleta No. 
8078 estaba asegurada con la recurrente mediante póliza, 
y que la fecha de ésta sea anterior al accidenté, y que sus 
condiciones obliguen a la recurrente frente a la parte ci-
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cuales aumentó de mil a mil quinientos pesos; f) que la 
Corte a-qua desnaturalizó los hechos de la causa, y que la 
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Considerando que en el expediente hay constancia de 
que la recurrente fue puesta en causa, según acto de fecha 
13 de enero de 1965, instrumentado por el Ministerial Pa- 
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blo Enrique Vargas, alguacil de Estrados de la Cámara Ci-
vil y Comercial del Juzgado de Primera Instancia del bis.. 
trito Judicial de Santiago; que, por tanto, de acuerdo con 
el artículo 10 de la Ley No. 4117, tal como lo aprecié la 
Corte a-qua, la sentencia impugnada le es oponible a la re. 
currente; que, en lo que respecta al alegato señalado con 
la letra b), si bien es cierto que en la sentencia de prime-
ra instancia, confirmada en apelación consta que "se con-
dena al prevenido y a la Unión de Seguros C. por A., al pa-
go de las costas civiles con distracción de éstas en prove-
cho del Dr. Osvaldo Vásquez H., y a una indemnización de 
mil pesos, en favor de la parte civil", no menos verdad es 
que más adelante se declara, en el ordinal tercero del dis-
positivo, que la indicada sentencia es oponible a la recu-
rrente, lo que demuestra que la indemnización se pronun-
ció contra el prevenido y no contra la recurrente; que en 
lo que atañe a los alegatos marcados con las letras c) y d), 
en la sentencia impugnada consta que el prevenido presen-
tó ante la Corte a-qua una póliza con vencimiento al 10 
de diciembre de 1965, y un recibo No. 4906, de fecha 10 
de diciembre de 1964, en el cual se hace constar el pago 
total de la indicada póliza; que, además, el hecho de que 
fuera el prevenido quien voluntariamente aportara esta 
prueba, no puede criticarse, puesto que él, al igual que la 
parte civil, tiene un interés legitimo en que dicha prueba 
se hiciera, pues de lo contrario, la sentencia no le sería 
oponible a la recurrente, en su calidad de aseguradora del 
vehículo; que, por otra parte, en esta materia los jueces 
pueden, para formar su convicción, apoyarse sobre cuales-
quiera medios de pruebas con tal de que hayan sido some-
tidos al debate en la audiencia; que, en lo que respecta a 
los alegatos señalados en la letra e), en la sentencia im-
pugnada consta que la Corte a -qua, para aumentar la in-
demnización que le fuera impuesta en primera instancia al 
prevenido, de mil a mil quinientos pesos, dio estos moti-
vos: "que es su criterio que debe ser aumentada para que 

resulte compensatoria de los daños graves y perjuicios mo-

rales 

indemnización, 

y materiales que se le irrogaron a la parte civil cons-

tituida"; 
 

n, en la sentencia impugnada se hizo una co-
rrecta que, al apreciar soberanamente en esta suma la 

rrecta aplicación del artículo 1382 del Código Civil; que en 
lo que concierne a los alegatos señalados en la letra f), co-
mo se ha visto al tratarse del recurso del prevenido, la Cor-
te a-qua no ha desnaturalizado los hechos de la causa, si-
no que, por el contrario, los ha señalado con absoluta pre-
cisión, permitiendo a esta Suprema Corte de Justicia ejer-
cer el control correspondiente; que, por consiguiente, los 
medios que se examinan carecen de fundamento y deben 
ser desestimados; 

Por tales motivos, Primero: Da acta de que Santigao 
Chalas ha desistido de su recurso de casación; Segundo: 
Admite a Santiago Chalas como parte interviniente; Terce-
ro: Rechaza los recursos de asación interpuestos por José 
Vicente Jiménez y por la Compañía "Unión de Seguros 
C. por A.", contra sentencia dictada en atribuciones co-
rreccionales por la Corte de Apelación de La Vega, en fe-
cha 21 de mayo de 1965, cuyo dispositivo ha sido copiado 

en tro lugar del presente fallo; Cuarto: Condena al recu-
rrente José Vicente Jiménez al pago de las costas relativas 

a la acción pública; y, Quinto: Condena a éste y a la Com-
pañía "Unión de Seguros C. por A.", al pago de las costas 
relativas a la acción civil, distrayéndolas en favor del Dr. 

Osvaldo Vásquez H., quien afirma haberlas avanzado en 

su totalidad. 

(Firmados): Alfredo Conde Pausas.— Manuel D. Ber-
gés Chupani.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Guarionex 
A. García de Peña,— Luis Gómez Tavárez.— Rafael Ri-
chiez Saviñón.— Pedro María Cruz.— Rafael Rincón hi-
jo.— Manfredo A. Moore.— Ernesto Curiel hijo, Secreta-
rio General. 
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pañía "Unión de Seguros C. por A.", al pago de las costas 
relativas a la acción civil, distrayéndolas en favor del Dr. 
Osvaldo Vásquez H., quien afirma haberlas avanzado en 

su totalidad. 

(Firmados): Alfredo Conde Pausas.— Manuel D. Ber-
gés Chupani.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Guarionex 
A. García de Peña,— Luis Gómez Tavárez.— Rafael Ri-
chiez Saviñón.— Pedro María Cruz.— Rafael Rincón hi-
jo.— Manfredo A. Moore.— Ernesto Curiel hijo, Secreta-
rio General. 
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La presente sentencia ha sido dada y firmada por loa 
señores Jueces que figuran en su encabeza,rniento, en la 
audiencia pública del día„ mes y año en él expresados, y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Fdo. Ernesto Curiel hijo). 

SENTENCIA DE FECHA 4 DE MARZO DEL 1966. 

sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Feo. de Maco-

rís, de fecha 22 de noviembre de 1965. 

materia: Correce'onal. (Violación de Propiedad). 

urrente: Rafael Antonio Hernández, c/s. Angel Moreno Ca-

milo. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regulan-tiente constituida por los Jueces Alfredo Con-
de Pausas, Presidente, F. E. Ravelo de la Fuente, Segundo 
Sustituto de Presidente, Guarionex A. García de Peña, 
Luis Gómez Tavárez, Rafael Richiez Saviñón, Pedro María 
Cruz, Rafael Riricón hijo, y Manfredo A. Moore, asistidos 
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus au-
diencias, en la ciudad de Santo Domingo, Distrito Nacio-
nal, a los 4 días del mes de Marzo del año 1966, años 123' 
de la Independencia y 103' de la Restauración, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Rafael 
Antonio Hernández, dominicano, de 19 años de edad, sol-
tero, natural de Salcedo, domiciliado y residente en Cotuí, 
cédula 15546, serie 49, contra la sentencia dictada en atri-
buciones correccionaals por la Corte de Apelación de San 
Francisco de Macorís de fecha 22 de Noviembre de 1965, 
cuyo dispositivo es el siguiente: "Falla: Primero: Declara 
regular y válido en cuanto a la forma, el presente recurso 
de apelación interpuesto por Eliseo Almánzar Hernández 
o Eliseo Hernández; Segundo: Pronuncia el defecto contra el 
apelante Eliseo Almánzar Hernández o Eliseo Hernández, 
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rís, de fecha 22 de noviembre de 1965. 
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La presente sentencia ha sido dada y firmada por lo s 
 señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 

audiencia pública del día„ mes y año en él expresados, y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Fdo. Ernesto Curiel hijo). 

Materia: Correcc'onal. (Violación de Propiedad). 

Recurrente: Rafael Antonio Hernández, c/s. Angel Moreno Ca-

milo. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Alfredo Con-
de Pausas, Presidente, F. E. Ravelo de la Fuente, Segundo 
Sustituto de Presidente, Guarionex A. García de Peña, 
Luis Gómez Tavárez, Rafael Richiez Saviñón, Pedro María 
Cruz, Rafael Rincón hijo, y Manfredo A. Moore, asistidos 
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus au-
diencias, en la ciudad de Santo Domingo, Distrito Nacio-
nal, a los 4 días del mes de Marzo del año 1966, años 123' 
de la Independencia y 103' de la Restauración, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Rafael 
Antonio Hernández, dominicano, de 19 años de edad, sol-
tero, natural de Salcedo, domiciliado y residente en Cotuí, 
cédula 15546, serie 49, contra la sentencia dictada en atri-
buciones correccionales por la Corte de Apelación de San 
Francisco de Macorís de fecha 22 de Noviembre de 1965, 
cuyo dispositivo es el siguiente: "Fana: Primero: Declara 
regular y válido en cuanto a la forma, el presente recurso 
de apelación interpuesto por Eliseo Almánzar Hernández 
o Eliseo Hernández; Segundo: Pronuncia el defecto contra el 
apelante Eliseo Almánzar Hernández o Eliseo Hernández, 
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por no haber comparecido a esta audiencia para la cual fue 
legalmente citado; Tercero: Confirma en la extensión en 
que está apoderada esta Corte, la sentencia recurrida, dic-
tada por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de Salcedo, de fecha quince (15) de enero de mil no-
vecientos sesenta y cinco (1965), cuya parte dispositiva es 
la siguiente: "Falla: Primero: Declara a Angel Moreno Ca-
milo no culpable de los delitos de difamación y violación 
de domicilio en perjuicio de Rafael Antonio Hernández y 
Eliseo Almánzar Hernández, respectivamente y en conse- 
secuencia se le descarga de estos delitos por insuficiencia 
de pruebas; Segundo: Declara a Angel Moreno Camilo no 
culpable del delito de violación de propiedad en perjuicio 
de Eliseo Hernández y en consecuencia se le descarga de 
este delito por falta de intención delictuosa; Tercero: De-
clara regular en cuanto a la forma la constitución en parte 
civil, hecha por Rafael Antonio Hernández y Eliseo Almán-
zar Hernández, por órgano de su abogado constituido Dr. 
Benavides de Jesús Narciso García contra el prevenido An-
gel Moreno Camilo. Cuarto: Rechaza las conclusiones de la 
parte civil constituida Rafael Antonio Hernández y Eliseo 
Almánzar Hernández por improcedentes e infundadas. 
Quinto: Declara las costas penales de oficio. Sexto: Conde-
na a la parte civil constituída Rafael Antonio Hernández 
y Eliseo Almánzar Hernández al pago de las costas civi-
les". Cuarto: Condena al recurrente al pago de las costas 
de la presente instancia"; 

Oído el Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a-qua, en fecha lro. de diciembre de 
1965, a requerimiento del recurrente Antonio Hernández, 
en la cual no se invoca ningún medio determinado de ca-
sación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1, 37, y 65 de la Ley sobre 
procedimiento de Casación; 

Considerando que al tenor del artículo 37 de la Ley 
Sobre Procedimiento de Casación, el Ministerio Público, la 
parte civil y la persona civilmente responsable, que recu-
rran en casación, deben, a pena de nulidad, depositar un 
memorial con la indicación de los medios, si no han moti-
vado el recurso en la declaración correspondiente; 

Considerando que en la especie, el recurrente, parte 
civil constituida, no invocó cuando declaró su recurso, nin-
gún medio determinado de casación, ni ha presentado tam-
poco con posterioridad a la declaración del recurso, el me-
morial con la exposición de los medios que le sirven de 

fundamento; 
Por tales motivos, Primero: Declara nulo el recurso de 

casación interpuesto por Rafael Antonio Hernández, contra 
la sentencia dictada en atribuciones correccionales por' la 
Corte de Apelación de San Francisco de Macorís, de fecha 
22 de Noviembre de 1965, cuyo dispositivo se ha copiado 
en otro lugar del presente fallo; v_, Segundo: Condena al 

recurrente al pago de las ostas. 

(Firmados): Alfredo Conde Pausas.— F. E. Ravelo de 
la Fuente.— Guarionex A. García de Peña.— Luis Gó-
mez Tavárez.— Rafael Richiez Saviñón.— Pedro María 
Cruz.— Rafael Rincón hijo.— Manfredo A. Moore.— Er-
nesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gene-
ral, que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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por no haber comparecido a esta audiencia para la cual fue 
legalmente citado; Tercero: Confirma en la extensión en 
que está apoderada esta Corte, la sentencia recurrida, dic-
tada por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de Salcedo, de fecha quince (15) de enero de mil no-
vecientos sesenta y cinco (1965), cuya parte dispositiva es 
la siguiente: "Falla: Primero: Declara a Angel Moreno C a. 
milo no culpable de los delitos de difamación y violación 
de domicilio en perjuicio de Rafael Antonio Hernández y 
Eliseo Almánzar Hernández, respectivamente y en conse- 
secuencia se le descarga de estos delitos por insuficiencia 
de pruebas; Segundo: Declara a Angel Moreno Camilo no 
culpable del delito de violación de propiedad en perjuicio 
de Eliseo Hernández y en consecuencia se le descarga de 
este delito por falta de intención delictuosa; Tercero: De-
clara regular en cuanto a la forma la constitución en parte 
civil, hecha por Rafael Antonio Hernández y Eliseo Almán-
zar Hernández, por órgano de su abogado constituido Dr. 
Benavides de Jesús Narciso García contra el prevenido An-
gel Moreno Camilo. Cuarto: Rechaza las conclusiones de la 
parte civil constituída Rafael Antonio Hernández y Eliseo 
Almánzar Hernández por improcedentes e infundadas. 
Quinto: Declara las costas penales de oficio. Sexto: Conde-
na a la parte civil constituída Rafael Antonio Hernández 
y Eliseo Almánzar Hernández al pago de las costas civi-
les". Cuarto: Condena al recurrente al pago de las costas 
de la presente instancia"; 

Oído el Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a-qua, en fecha 1ro. de diciembre de 
1965, a requerimiento del recurrente Antonio Hernández, 
en la cual no se invoca ningún medio determinado de ca-
sación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1, 37, y 65 de la Ley sobre 
procedimiento de Casación; 

Considerando que al tenor del artículo 37 de la Ley 
Sobre Procedimiento de Casación, el Ministerio Público, la 
parte civil y la persona civilmente responsable, que recu-
rran en casación, deben, a pena de nulidad, depositar un 
memorial con la indicación de los medios, si no han moti-
vado el recurso en la declaración correspondiente; 

Considerando que en la especie, el recurrente, parte 
civil constituida, no invocó cuando declaró su recurso, nin-
gún medio determinado de casación, ni ha presentado tam-
poco con posterioridad a la declaración del recurso, el me-
morial con la exposición de los medios que le sirven de 

fundamento; 
Por tales motivos, Primero: Declara nulo el recurso de 

casación interpuesto por Rafael Antonio Hernández, contra 
la sentencia dictada en atribuciones correccionales por' la 
Corte de Apelación de San Francisco de Macorís, de fecha 
22 de Noviembre de 1965, cuyo dispositivo se ha copiado 
en otro lugar del presente fallo; y, Segundo: Condena al 
recurrente al pago de las ostas. 

(Firmados): Alfredo Conde Pausas.— F. E. Ravelo de 
la Fuente.— Guarionex A . García de Peña.— Luis Gó-
mez Tavárez.— Rafael Richiez Saviñón.— Pedro María 
Cruz.— Rafael Rincón hijo.— Manfredo A. Moore.— Er-
nesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gene-
ral, que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 7 DE MARZO DEL 1966 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de fecha 
7 de abril de 1964. 

Materia: Civil. 

Recurrentes: Celestino Soto Benito y Domingo González. 
Abogado: Dr. Alberto' Bridgewater Libert. 

Recurrido: Victor Santiago Infante 

Abogados: Dr. Mario A. de Moya y Dr. Osiris Duquela 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel D. 
Bergés Chupani, Primer Sustituto en funciones de Presi-
dente, F. E. Ravelo de la Fuente, Segundo Sustituto de Pre-
sidente, Guarionex A. García de Peña, Luis Gómez Tavá-
rez, Rafael Richiez Saviñón, Pedro María Cruz, Manfredo 
A. Moore y Rafael Rincón hijo, asistidos del Secretario Ge-
neral, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad 
dP. Santo Domingo, Distrito Nacional, a los 7 días del mes 
de Marzo del año 1966, años 123o. de la Independencia y 
103o. de la Restauración, dicta en audiencia pública, como 
corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Celestino 
Soto Benito, español, soltero, agricultor, mayor de edad, 
cédula 3557, serie 53 y Domingo González, español, casado, 
agricultor, mayor de edad, cédula 3554, serie 53, ambos do-
miciliados en las casas Nos. 16 y 23, respectivamente, de la 
Colonia Española, Constanza, contra sentencia de la Corte 
de Apelación de La Vega, de fecha 7 de abril de 1964, y cu-
vi) dispositivo se copia más adelante; 

BOLETÍN JUDICIAL 	 383 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. Alberto Bridgewater Libert, cédula No. 

53193, serie lra., abogado de los recurrentes, en la lectura 
de sus conclusiones; 

Oído el Dr. Mario A. de Moya, cédula No. 2541, serie 
ira., por sí y en representación del Dr. Osiris Duquela, cé-
dula No. 20229, serie 47, abogados del recurrido, víctor San-
tiago Infante, mayor de edad, dominicano, casado, indus-
trial, domiciliado en Constanza, cédula 19201, serie 47, en 
la lectura de sus conclusiones; 

Visto el memorial de casación suscrito por el abogado 

cl,. los recurrentes, depositado en la Secretaría de la Supre-
ma Corte de Justicia, el 30 de Junio de 1964; 

Visto el memorial de defensa, suscrito por los abogados 

del recurrido, de fecha 24 de Agosto de 1964 y notificado a 
los recurrentes en fecha 25 de Agosto del mismo año; 

Visto el auto dictado en fecha 4 de Marzo del corriente 
año 1966, por el Magistrado Primer Sustituto en funciones 
de Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por medio 
del cual llama a los Magistrados Pedro María Cruz, Manfre-
do A. Moore y Rafael Rincón hijo, Jueces de este Tribunal, 
para integrar la Suprema Corte de Justicia, en la delibera-
ción y fallo del recurso de casación de que se trata, de con-
formidad con las Leyes Nos. 684 de 1934, y 926 de 1935; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe-
rado y vistos los artículos 1134, 1736 y 1738 del Código Ci-
vil, 806 del Código de Procedimiento Civil y 1 y 65 de la 
Ley Sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que en fecha 
18 de Julio de 1963, la Cámara Civil y Comercial del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de La Vega, 
en sus atribuciones de Tribunal de los referimientos dictó 
una sentencia, cuyo dispositivo dice así: 'FALLA: PRIME-
RO: Ratifica el defecto pronunciado en audiencia contra 
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SENTENCIA DE FECHA 7 DE MARZO DEL 1966 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de fecha 
7 de abril de 1964. 

Materia: Civil. 

Recurrentes: Celestino Soto Benito y Domingo González. 
Abogado: Dr. Alberto' Bridgewater Libert. 

Recurrido: Víctor Santiago Infante 

Abogados: Dr. Mario A. de Moya y Dr. Osiris Duquela 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel D. 
Bergés Chupani, Primer Sustituto en funciones de Presi-
dente, F. E. Ravelo de la Fuente, Segundo Sustituto de Pre-
sidente, Guarionex A. García de Peña, Luis Gómez Tavá-
rez, Rafael Richiez Saviñón, Pedro María Cruz, Manfredo 
A. Moore y Rafael Rincón hijo, asistidos del Secretario Ge-
neral, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad 
de Santo Domingo, Distrito Nacional, a los 7 días del mes 
de Marzo del año 1966, años 123o. de la Independencia y 
103o. de la Restauración, dicta en audiencia pública, como 
corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Celestino 
Soto Benito, español, soltero, agricultor, mayor de edad, 
cédula 3557, serie 53 y Domingo González, español, casado, 
agricultor, mayor de edad, cédula 3554, serie 53, ambos do-
miciliados en las casas Nos. 16 y 23, respectivamente, de la 
Colonia Española, Constanza, contra sentencia de la Corte 
de Apelación de La Vega, de fecha 7 de abril de 1964, y cu-
yo dispositivo se copia más adelante; 
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Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. Alberto Bridgewater Libert, cédula No. 

53193, serie lra., abogado de los recurrentes, en la lectura 
de sus conclusiones; 

Oído el Dr. Mario A. de Moya, cédula No. 2541, serie 
ira., por sí y en representación del Dr. Osiris Duquela, cé-
dula No. 20229, serie 47, abogados del recurrido, víctor San-
tiago Infante, mayor de edad, dominicano, casado, indus-
trial, domiciliado en Constanza, cédula 19201, serie 47, en 
la lectura de sus conclusiones; 

Visto el memorial de casación suscrito por el abogado 
de los recurrentes, depositado en la Secretaría de la Supre-
ma Corte de Justicia, el 30 de Junio de 1964; 

Visto el memorial de defensa, suscrito por los abogados 
del recurrido, de fecha 24 de Agosto de 1964 y notificado a 
los recurrentes en fecha 25 de Agosto del mismo año; 

Visto el auto dictado en fecha 4 de Marzo del corriente 
ario 1966, por el Magistrado Primer Sustituto en funciones 
de Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por medio 
del cual llama a los Magistrados Pedro María Cruz, Manfre-
do A. Moore y Rafael Rincón hijo, Jueces de este Tribunal, 
para integrar la Suprema Corte de Justicia, en la delibera-
ción y fallo del recurso de casación de que se trata, de con-
formidad con las Leyes Nos. 684 de 1934, y 926 de 1935; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe-
rado y vistos los artículos 1134, 1736 y 1738 del Código Ci-
vil, 806 del Código de Procedimiento Civil y 1 y 65 de la 
Ley Sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que en fecha 
18 de Julio de 1963, la Cámara Civil y Comercial del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de La Vega, 
en sus atribuciones de Tribunal de los referimientos dictó 
una sentencia, cuyo dispositivo dice así: 'FALLA: PRIME-
RO: Ratifica el defecto pronunciado en audiencia contra 

11 ' 
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lo señores Celestino Soto Benito y Domingo González, p or 
 no haber comparecido; SEGUNDO: Rescinde el contrato de 

 arrendamiento celebrado entre los señores Víctor Santiago 
 Infante y Celestino Soto Benito y Domingo González; TER.. 

CERO: Ordena el desalojo inmediato de los señores Celes-
tino Soto Benito y Domingo González, de un cuadro de te-
rreno de 200 tareas dentro de la parcela No. 833 del D. C. 
No. 2 del Municipio de Constanza; CUARTO: Ordena la eje-
cución provisional de la presente sentencia no obstante 
cualquier recurso; QUINTO: Condena a los señores Celesti. 
nc. Soto Benito y Domingo González al pago de las costas 
del procedimiento, las cuales se declaran distraídas en pro-
vecho del Dr. Mario A. de Moya D., quien afirma haberlas 
avanzado en su mayor parte"; b) que sobre el recurso de 
alzada de los actuales recurrentes, la Corte de Apelación de 
La Vega dictó una sentencia con el siguiente dispositivo: 
"FALLA: PRIMERO: Enviar las partes por ante quien sea 
de derecho, en cuanto a lo principal del asunto; SEGUNDO,  
Ratificar el defecto pronunciado en la audiencia, contra los 
señores Celestino Soto Benito y Domingo González, por fal-
ta de concluir su abogado; TERCERO: Revocar el ordinal 
segundo de la ordenanza número 372, de fecha 18 de julio de 
1963, dictada por la Cámara Civil y Comercial del Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Judicial de La Vega, en 
atribuciones de tribunal de los referimientos, por improce-
dentes; CUARTO: Confirmar la referida ordenanza No. 372 
en sus demás aspectos y ordinales; QUINTO: Condenar a 
los señores Celestino Soto Benito y Domingo González, par-
te intimante que sucumbe, al pago de las costas de esta ins-
tancia, y ordena su distracción en favor de los Doctores Ma-
rio A. de Moya Díaz y Luis Osiris Duquela, quienes afirman 
haberlas avanzado en su mayor parte"; c) que sobre el re-
curso de oposición de dichos recurrentes, la referida Cor-
te dictó la sentencia ahora impugnada cuyo dispositivo di-
e?. así: "FALLA: PRIMERO: Declara regular y válido el re-
curso de oposición interpuesto por los señores Celestino 
Soto Benito y Domingo González, contra sentencia en de- 
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fecto de esta Corte, de fecha siete de Octubre del año mil 
novecientos sesenta y tres, por haber sido interpuesto en la 
fama legal y tiempo hábil; SEGUNDO: Confirma la ante-
rior sentencia, cuyo dispositivo dice así: "Primero: Enviar 

la s partes por ante quien sea de derecho, en cuanto a lo 
principal del asunto; Segundo: Ratificar el defecto pronun-
ciado en la audiencia, contra los señores Celestino Soto Be-
nito y Domingo González, por falta de concluir su abogado; 
Tercero: Revocar el ordinal segundo de la ordenanza núme-
ro 372, de fecha 18 de Julio de 1963, dictada por la Cámara 
Civil y Comercial del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de La Vega, en atribuciones de tribunal de los 
referimientos, por improcedente; Cuarto: Confirmar la refe-
rida ordenanza No. 372 en sus demás aspectos y ordina-

les; Quinto: Condenar a los señores Celestino Soto Benito y 
Domingo González, parte intimante que sucumbe, al pago 
de las costas de esta instancia, y ordena su distracción en 
favor de los Doctores Mario A. de Moya Díaz y Luis Osiris 
Duquela, quienes afirman haberlas avanzado en su mayor 
parte"; TERCERO: Condena a la parte oponente que su-
cumbe, señores Celestino Soto Benito y Domingo González, 
al pago de las costas, distrayendo las mismas en provecho 
de los Doctores Mario A. de Moya Díaz y Luis Osiris Duque-
la, abogados, quienes hafirman haberlas avanzado en su 
totalidad"; 

Considerando que los recurrentes invocan en su me-
morial los medios siguientes: Violación de los artículos 806 
del Código de Procedimiento Civil, y 1134, 1336 y 1738 del 
Código Civil; 

Considerando que en el desenvolvimiento de sus me-
dios de casación, los recurrentes alegan, en resumen, que a 
pesar de que el terreno objeto del litigio estaba sujeto a un 
contrato de arrendamiento, intervenido entre las partes el 
día 13 de noviembre del 1959, el Juez de los referimientos 
carecía de competencia para dictar como medida provisio-
nal el desalojo del referido terreno bajo la alegada termi- 
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luz señores Celestino Soto Benito y Domingo González, po r 
 no haber comparecido; SEGUNDO: Rescinde el contrato de 

arrendamiento celebrado entre los señores Víctor Santiag o 
 Infante y Celestino Soto Benito y Domingo González; TER. 

CERO: Ordena el desalojo inmediato de los señores Celes-
tino Soto Benito y Domingo González, de un cuadro de te-
rreno de 200 tareas dentro de la parcela No. 833 del D. C . 

 No. 2 del Municipio de Constanza; CUARTO: Ordena la eje. 
cución provisional de la presente sentencia no obstante 
cualquier recurso; QUINTO: Condena a los señores Celesti-
nc, Soto Benito y Domingo González al pago de las costas 
del procedimiento, las cuales se declaran distraídas en pro-
vecho del Dr. Mario A. de Moya D., quien afirma haberlas 
avanzado en su mayor parte"; b) que sobre el recurso de 
alzada de los actuales recurrentes, la Corte de Apelación de 
La Vega dictó una sentencia con el siguiente dispositivo: 
"FALLA: PRIMERO: Enviar las partes por ante quien sea 
de derecho, en cuanto a lo principal del asunto; SEGUNDOS 
Ratificar el defecto pronunciado en la audiencia, contra los 
señores Celestino Soto Benito y Domingo González, por fal-
ta de concluir su abogado; TERCERO: Revocar el ordinal 
segundo de la ordenanza número 372, de fecha 18 de julio de 
1963, dictada por la Cámara Civil y Comercial del Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Judicial de La Vega, en 
atribuciones de tribunal de los referimientos, por improce-
dentes; CUARTO: Confirmar la referida ordenanza No. 372 
en sus demás aspectos y ordinales; QUINTO: Condenar a 
los señores Celestino Soto Benito y Domingo González, par-
to intimante que sucumbe, al pago de las costas de esta ins-
tancia, y ordena su distracción en favor de los Doctores Ma-
rio A. de Moya Díaz y Luis Osiris Duquela, quienes afirman 
haberlas avanzado en su mayor parte"; e) que sobre el re-
curso de oposición de dichos recurrentes, la referida Cor-
te dictó la sentencia ahora impugnada cuyo dispositivo di-
e?. así: "FALLA: PRIMERO: Declara regular y válido el re-
curso de oposición interpuesto por los señores Celestino 
Soto Benito y Domingo González, contra sentencia en de- 

fecto de esta Corte, de fecha siete de Octubre del año mil 
novecientos sesenta y tres, por haber sido interpuesto en la 
forma legal y tiempo hábil; SEGUNDO: Confirma la ante-

rior sentencia, cuyo dispositivo dice así: "Primero: Enviar 

las partes por ante quien sea de derecho, en cuanto a lo 
principal del asunto; Segundo: Ratificar el defecto pronun-
ciado en la audiencia, contra los señores Celestino Soto Be-
nito y Domingo González, por falta de concluir su abogado; 
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rida ordenanza No. 372 en sus demás aspectos y ordina-

les; Quinto: Condenar a los señores Celestino Soto Benito y 
Domingo González, parte intimante que sucumbe, al pago 
de las costas de esta instancia, y ordena su distracción en 
favor de los Doctores Mario A. de Moya Díaz y Luis Osiris 
Duquela, quienes afirman haberlas avanzado en su mayor 
parte"; TERCERO: Condena a la parte oponente que su-
cumbe, señores Celestino Soto Benito y Domingo González, 
al pago de las costas, distrayendo las mismas en provecho 
de los Doctores Mario A. de Moya Díaz y Luis Osiris Duque-
la, abogados, quienes hafirman haberlas avanzado en su 
totalidad"; 

Considerando que los recurrentes invocan en su me-
morial los medios siguientes: Violación de los artículos 806 
del Código de Procedimiento Civil, y 1134, 1336 y 1738 del 
Código Civil; 

Considerando que en el desenvolvimiento de sus me-
dios de casación, los recurrentes alegan, en resumen, que a 
pesar de que el terreno objeto del litigio estaba sujeto a un 
contrato de arrendamiento, intervenido entre las partes el 
día 13 de noviembre del 1959, el Juez de los referimientos 
carecía de competencia para dictar como medida provisio-
nal el desalojo del referido terreno bajo la alegada termi- 
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nación del contrato, cuya prueba no estableció el arrenda-
dor por ningún medio legal"; que el Juzgado de Paz es el 
Tribunal competente para resolver los litigios sobre arren-
damientos; que no se trata en el caso de la expulsión de 
personas intrusas, por lo que el Juez de los referimientos, 
como tampoco la Corte a-qua, podía ordenar el desalojo de 
los recurrentes, porque el propietario del terreno Víctor In-
fante, no probó que había dado a los arrendatarios el plazo 
del desahucio, ni basó su demanda en la falta de pago del 
arrendamiento;  pero, 

Considerando que el artículo lo. del Código de Proce-
d'miento Civil atribuye competencia al Juzgado de Paz para 
conocer de determinadas acciones derivadas de un contrato 
de arrendamiento o alquiler, tales como las acciones en 
pago de alquileres o arrendamientos en desahucio en resci-
sión fundada en la falta de pago de los alquileres etc.; pero 
esta competencia excepcional supone que la existencia del 
contrato de arrendamiento es reconocido por ambas partes; 
que cuando la existencia misma del contrato de arrendamien-
to de donde dimana la acción es contestada por el demanda-
do. cesa la competencia del Juzgado de Paz, y el asunto co-
rresponde a la jurisdicción de los Jueces de Primera Ins-
tancia; 

Considerando que como se comprueba por el examen 
de la sentencia impugnada, mientras los recurrentes preten-
den que existe un nuevo contrato por efecto de la tácita re-
conducción que se produjo al vencimiento de un contrato 
anterior de arrendamiento, el recurrido, por otra parte, ha 
alegado que en ese momento las partes celebraron un con-
trato de arrendamiento, por sólo un año; todo lo cual de-
muestra que la discusión versa sobre la existencia del con-
trato de arrendamiento que cada una de las partes invoca; 
que por estas razones el Juez competente es el Juez de Pri-
mera Instancia, por lo cual los medios del recurso carecen 
de fundamento y deben ser desestimados; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca- 

sación interpuesto por Celestino Soto Benito y Domingo 
González, contra sentencia de la Corte de Apelación de La 

vega, de fecha 7 de abril del año 1964, dictada en sus atri-
buciones civiles, y cuyo dispositivo se copia en parte ante-
rior del presente fallo; Segundo: Condena a los recurrentes 
al pago de las costas, con distracción en provecho de los 
pres. Mario A. de Moya D., y Luis Osiris Duquela, aboga-
dos del recurrido, quienes afirman haberlas avanzado en su 
totalidad. 

(Firmados): Manuel D. Bergés Chupani.— F. E. Ravelo 
de la Fuente.— Guarionex A. García de Peña.— Luis Gó-
mez Tavárez.— Rafael Richiez Saviñón.— Pedro María 
Cruz.— Manfredo A. Moore.— Rafael Rincón hijo.— Er-
nesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico, (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 



386 	 BOLETÍN JUDICIAL 	 r 	 BOLETÍN JUDICIAL 	 387 

nación del contrato, cuya prueba no estableció el arrenda-
dor por ningún medio legal"; que el Juzgado de Paz es el 
Tribunal competente para resolver los litigios sobre arren-
damientos; que no se trata en el caso de la expulsión de 
personas intrusas, por lo que el Juez de los referimientos, 
como tampoco la Corte a-qua, podía ordenar el desalojo de 
los recurrentes, porque el propietario del terreno Víctor In-
fante, no probó que había dado a los arrendatarios el plazo 
del desahucio, ni basó su demanda en la falta de pago del 
arrendamiento; pero, 

Considerando que el artículo lo. del Código de Proce-
&miento Civil atribuye competencia al Juzgado de Paz para 
conocer de determinadas acciones derivadas de un contrato 
de arrendamiento o alquiler, tales como las acciones en 
pago de alquileres o arrendamientos en desahucio en resci-
sión fundada en la falta de pago de los alquileres etc.; pero 
esta competencia excepcional supone que la existencia del 
contrato de arrendamiento es reconocido por ambas partes; 
que cuando la existencia misma del contrato de arrendamien-
to de donde dimana la acción es contestada por el demanda-
do. cesa la competencia del Juzgado de Paz, y el asunto co-
rresponde a la jurisdicción de los Jueces de Primera Ins-
tancia; 

Considerando que como se comprueba por el examen 
de la sentencia impugnada, mientras los recurrentes preten-
den que existe un nuevo contrato por efecto de la tácita re-
conducción que se produjo al vencimiento de un contrato 
anterior de arrendamiento, el recurrido, por otra parte, ha 
alegado que en ese momento las partes celebraron un con-
trato de arrendamiento, por sólo un año; todo lo cual de-
muestra que la discusión versa sobre la existencia del con-
trato de arrendamiento que cada una de las partes invoca; 
que por estas razones el Juez competente es el Juez de Pri-
mera Instancia, por lo cual los medios del recurso carecen 
de fundamento y deben ser desestimados; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca- 

sación interpuesto por Celestino Soto Benito y Domingo 
González, contra sentencia de la Corte de Apelación de La 

vega, de fecha 7 de abril del año 1964, dictada en sus atri-
buciones civiles, y cuyo dispositivo se copia en parte ante-
rior del presente fallo; Segundo: Condena a los recurrentes 
al pago de las costas, con distracción en provecho de los 
Dres. Mario A. de Moya D., y Luis Osiris Duquela, aboga-
dos del recurrido, quienes afirman haberlas avanzado en su 
totalidad. 

(Firmados): Manuel D. Bergés Chupani.— F. E. Ravelo 

de la Fuente.— Guarionex A. García de Peña.— Luis Gó-
mez Tavárez.— Rafael Richiez Saviñón.— Pedro María 

Cruz.— Manfredo A. Moore.— Rafael Rincón hijo.— Er-
nesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico, (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 



BOLETÍN JUDICIAL 	 389 388 	 BOLETÍN JUDICIAL 

SENTENCIA DE FECHA 9 DE MARZO DEL 1966 

Sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Distrito Nacional, d e 
 fecha 21 de mayo de 1964. 

Materia: Labdral. 

Recurrente: Consorcio Algodonero Dominicano, C. por A. 
Abogados: Dres. Otto B. Goicd B. y M. A. Báez Brito. 

Recurrido: Jorge Guerrero 

Abogado: Dr. Lupo Hernández Rueda, representado por Dr. 
Armando A. Ortiz Hdez. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel D. 
BErgés Chupani, Primer Sustituto en funciones de Presiden-
te; F. E. Ravelo de la Fuente, Segundo Sustituto de Presi-
dente; Guarionex A.García de Peña,Rafael Richiez Savinón, 
Pedro María Cruz, Manfredo A. Moore y Rafael Rincón hi-
jo, asistidos del Secretario General, en la Sala donde cele-
bra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo, Distri-
to Nacional, hoy día 9 de marzo del año 1966, años 123o. de 
la Independencia y 103o. de la Restauración, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el Con-
sorcio Algodonero Dominicano, C. por A., organizada de 
conformidad con las leyes de la República, domiciliada y 
residente en la Avenida Máximo Gómez, casa No, 58, de esta 
ciudad, contra sentencia dictada en fecha 21 de mayo de 
1964, por la Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Nacional, cuyo dispositivo se copia 
más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. Armando A. Ortiz, cédula 54787, serie I, en 

representación del Dr. Lupo Hernández Rueda, abogado del 
recurrido Jorge Guerrero, dominicano, mecánico, domici-
liado en esta ciudad, cédula 52000, serie I, en la lectura de 
sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de 
la República; 

Visto el memorial de casación de fecha 23 de junio de 
1964, suscrito por lcs doctores Otto Goico Bobadilla y M. A. 
Báez Brito, abogados de la recurrente, en el cual se invocan 
los medios que se indican más adelante; 

Visto el memorial de defensa suscrito por el Dr. Lupo 
Hernández Rueda, abogado del recurrido; 

Visto el escrito de ampliación del memorial de casa-
ción de fecha 9 de enero de 1964; 

Visto el escrito de ampliación del memorial de defensa, 
de fecha 19 de enero de 1965; 

Visto el auto dictado en fecha 7 de marzo del corrien-
te año 1966 por el Magistrado Primer Sustituto en funcio-
nes de Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por me-
dio del cual llama a los Magistrados Pedro María Cruz, 
Manfredo A. Moore y Rafael Rincón hijo, Jueces de este 
Tribunal, para integrar la Suprema Corte de Justicia, en 
la deliberación y fallo del recurso de casación de que se tra-
ta, de conformidad con las leyes Nos. 684, de 1934 y 926, 
de 1935; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe-
rado y vistos los artículos 41, ordinal 5; 78, ordinales 6 y 7; 
y 21 del Código de Trabajo; y 1 y 65 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta: a) que con motivo 
de una controversia laboral y previa tentativa de concilia- 
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ción, Jorge Guerrero demandó al Consorcio Algodonero Do. 
minicano, C. por A., y el Juzgado de Paz de Trabajo del Dis. 
trito Nacional, en fecha 30 de agosto de 1963, decidió esa 
demanda por una sentencia cuyo dispositivo dice: "Falla: 
Primero: Declara, la rescisión del contrato de trabajo que 
existía entre las partes por causa de despido injustificado ; 

 Segundo: Condena, al Consorcio Algodonero Dominicano, 
C. por A., a pagarle al trabajador señor Jorge Guerrero, los 
valores correspondientes a: 24 días de preaviso, 30 días de 
auxilio de cesantía, 14 días de vacaciones, más la propor-
ción de regalía pascual del año 1962, tomando como base 
el salario de RD$3.25 diarios; Tercero: Condena, al Consor-
cio Argodonero Dominicano, C. por A., a pagarle al trabaja- 
dor Jorge Guerrero, los valores iguales a los salarios que ha. 
bría recibido dicho trabajador desde el día de su demanda 
hasta que intervenga sentencia definitiva dictada en última 
instancia sin exceder a los salarios de tres meses; CUARTO: 
Condena, a la parte que sucumbe al pago de los costos"; b) 
que sobre recurso de apelación interpuesto por el Consorcio 
Algodonero Dominicano, C. por A.,la Cámara de Trabajo del 
Distrito Nacional, en fecha 21 de mayo de 1964, dictó la sen-
tencia ahora impugnada, con el siguiente dispositivo: "FA-
LLA: PRIMERO: Declara regular y válido en cuanto a la 
forma el presente recurso de apelación interpuesto por el 
Consorcio Algodonero Dominicano, C. por A. contra senten-
cia del Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Nacional, de 
fecha 30 de agosto de 1963, dictada en favor del señor Jorge 
Guerrero, cuyo dispositivo ha sido copiado más arriba de 
esta misma sentencia; SEGUNDO: Rechaza en cuanto al 
fondo dicho recurso de alzada y, en consecuencia, Confir-
ma en todas sus partes la sentencia impugnada; TERCERO: 
Condena, al Consorcio Algodonero Dominicano, C. por A., 
parte sucumbiente, al pago de las costas de procedimiento 
tan sólo en un 50% de acuerdo con los artículos 691 del Có- 
digo de Trabajo y 52-mod. de la ley No. 637, sobre Contra- 

tos de Trabajo, vigente; ordenándose su distracción en pro-
vecho del Dr. Lupo Hernández Rueda, quien afirma 'haber-
las avanzado en su totalidad"; 

Considerando que la recurrente invoca en su memorial 
de casación, los siguier tes medios: Primer Medio: Violación 

del derecho de defensa y falta de motivos; Segundo Medio: 
Violación de los artículos 41, ordinal 5; y 78 ordinales 6, 7 
y 21 del Código de Trabajo; Motivos contradictorios equi-
valentes a falta de base legal; Tercer Medio: Violación del 
artículo 1345 del Código de Procedimiento Civil y desnatu-
ralización de los hechos de la causa; 

Considerando que en el primer medio de su recurso, 
la recurrente alega, en síntesis, que después de haber ella 
concluido sobre el fondo, solicitó la concesión de un plazo 
de quince días a partir de la entrega de las notas de audien-
cia (acta del contrainformativo), a fin de producir un es-
crito de defensa, fundamento del recurso de apelación, y que 
precisamente el Juez a-quo, se apoya en el contenido de la 
indicada acta de audiencia del contrainformativo para fun-
damentar la sentencia objeto del presente recurso, sin de-
tenerse a ponderar si la recurrente había sido puesta en 
condición de tomar comunicación de las notas de la audien-
cia del contrainformativo; que, al proceder de ese modo, 
violó el derecho de defensa, ya que siendo el acta del con-
trainformativo, pieza básica en el expediente, antes debió 
ponderar el contenido de las conclusiones de la recurren-
te, para luego poder determinar la igualdad en los debates, 
muy especialmente si la recurrente había tenido oportu-
dad de enterarse del contenido de las notas de audiencia, 
toda vez que el plazo para producir el escrito de defensa no 
podía computarse sino a partir de la entrega de dichas no-
tas, por lo que al proceder en la forma ya indicada, privó 
a la recurrente del derecho de hacer uso del acta del contra-
írformativo; pero, 

Considerando que el examen del fallo impugnado pone 
de manifiesto, que en fecha 17 de diciembre de 1963, tuvo 
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ción, Jorge Guerrero demandó al Consorcio Algodonero Do. 
minicano, C. por A., y el Juzgado de Paz de Trabajo del Dis. 
trito Nacional, en fecha 30 de agosto de 1963, decidió esa 
demanda por una sentencia cuyo dispositivo dicé: "Falla: 
Primero: Declara, la rescisión del contrato de trabajo que 
existía entre las partes por causa de despido injustificado ; 

 Segundo: Condena, al Consorcio Algodonero Dominicano, 
C. por A., a pagarle al trabajador señor Jorge Guerrero, los 
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cio Argodonero Dominicano, C. por A., a pagarle al trabaja- 
dor Jorge Guerrero, los valores iguales a los salarios que ha. 
bría recibido dicho trabajador desde el día de su demanda 
hasta que intervenga sentencia definitiva dictada en última 
instancia sin exceder a los salarios de tres meses; CUARTO: 
Condena, a la parte que sucumbe al pago de los costos"; b) 
que sobre recurso de apelación interpuesto por el Consorcio 
Algodonero Dominicano, C. por A.,la Cámara de Trabajo del 
Distrito Nacional, en fecha 21 de mayo de 1964, dictó la sen-
tencia ahora impugnada, con el siguiente dispositivo: "FA-
LLA: PRIMERO: Declara regular y válido en cuanto a la 
forma el presente recurso de apelación interpuesto por el 
Consorcio Algodonero Dominicano, C. por A. contra senten-
cia del Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Nacional, de 
fecha 30 de agosto de 1963, dictada en favor del señor Jorge 
Guerrero, cuyo dispositivo ha sido copiado más arriba de 
esta misma sentencia; SEGUNDO: Rechaza en cuanto al 
fondo dicho recurso de alzada y, en consecuencia, Confir-
ma en todas sus partes la sentencia impugnada; TERCERO: 
Condena, al Consorcio Algodonero Dominicano, C. por A., 
parte sucumbiente, al pago de las costas de procedimiento 

tan sólo en un 50% de acuerdo con los artículos 691 del Có- 
digo de Trabajo y 52-mod. de la ley No. 637, sobre Contra- 
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tos de Trabajo, vigente; ordenándose su distracción en pro-
vecho del Dr. Lupo Hernández Rueda, quien afirma haber-
las avanzado en su totalidad"; 

Considerando que la recurrente invoca en su memorial 
de casación, los siguientes medios: Primer Medio: Violación 
del derecho de defensa y falta de motivos; Segundo Medio: 
Violación de los artículos 41, ordinal 5; y 78 ordinales 6, 7 
y 21 del Código de Trabajo; Motivos contradictorios equi-
valentes a falta de base legal; Tercer Medio: Violación del 
artículo 1345 del Código de Procedimiento Civil y desnatu-
ralización de los hechos de la causa; 

Considerando que en el primer medio de su recurso, 
la recurrente alega, en síntesis, que después de haber ella 
concluido sobre el fondo, solicitó la concesión de un plazo 
de quince días a partir de la entrega de las notas de audien-
cia (acta del contrainformativo), a fin de producir un es-
crito de defensa, fundamento del recurso de apelación, y que 
precisamente el Juez a-quo, se apoya en el contenido de la 
indicada acta de audiencia del contrainformativo para fun-
damentar la sentencia objeto del presente recurso, sin de-
tenerse a ponderar si la recurrente había sido puesta en 
condición de tomar comunicación de las notas de la audien-
cia del contrainformativo; que, al proceder de ese modo, 
violó el derecho de defensa, ya que siendo el acta del con-
trainformativo, pieza básica en el expediente, antes debió 
ponderar el contenido de las conclusiones de la recurren-
te, para luego poder determinar la igualdad en los debates, 
muy especialmente si la recurrente había tenido oportu-
dad de enterarse del contenido de las notas de audiencia, 
toda vez que el plazo para producir el escrito de defensa no 
podía computarse sino a partir de la entrega de dichas no-
tas, por lo que al proceder en la forma ya indicada, privó 
a la recurrente del derecho de hacer uso del acta del contra-
informativo; pero, 

Considerando que el examen del fallo impugnado pone 
de manifiesto, que en fecha 17 de diciembre de 1963, tuvo 



392 	 BOLETÍN JUDICIAL BOLETÍN JUDICIAL 	 393 

lugar el informativo a cargo del Consorcio Algodonero Do. 
minicano C. por A., deponiendo en él Luis Eduardo Tirado 
Fermín y Ceciglio Román, y en fecha 18 de marzo de 1964, 
fue celebrado el contrainformativo a cargo del trabajador 
Jorche Guerrero; que el 20 de marzo del mismo año, le fue 
comunicada a las partes y remitida copia certificada de las 
notas de audiencia del contrainformativo; que es obvio que 
el plazo para producir el escrito de defensa comenzó a co-
rrer a partir de esta fecha y venció el día 5 de abril de 
1964; que el Juez a-quo, falló el día 21 de mayo de 1964, es 
decir, luego de transcurrir un mes y quince días del venci-
miento del plazo otorgado a la recurrente, quien además 
asistió al contrainformativo y cuestionó a los testigos que 
depusieron en tal medida; que en tales condiciones, no pue-
de la recurrente alegar desconocimiento de las declaracio-
nes contenidas en el mismo, por lo que su derecho de defen-
sa no pudo ser violado; que, por tanto, el medio que se exa-
mina carece de fundamento y debe ser desestimado; 

Considerando que en el desenvolvimiento de los medios 
segundo y tercero, la recurrente alega en síntesis lo si-
guiente: a) que constituye una falta grave, justificativa del 
despido el hecho de que un trabajador, sin autorización re-
gular del patrono preste a particulares, útiles, herramien-
tas o materiales de trabajo; que en el presente caso, que-
dó demostrado que el mecánico Jorge Guerrero, prestó al 
chófer que hace el servicio de correos de Oviedo a Bara-
hona, un control de voltaje valorado en menos de de doce 
(12) pesos, propiedad de la empresa; que ese hecho es una 
falta grave violatoria del contrato de trabajo, independien-
temente del valor de la cosa prestada; que el juez a-quo al 
referirse, en la sentencia impugnada, a lo reducido de ese 
valor, para restarle gravedad a la falta .  cometida por el 
trabajador, ha agregado a la Ley, una disposición especial 
que ella no contiene; b) que tanto por el informativo como 
por el contrainformativo, quedó demostrada la falta come-
tida por el trabajador; que, sin embargc el juez a-quo para  

admitir lo contrario, descartó por parcializadas y contradic-
torias las declaraciones de los testigos Luis Eduardo Tirado 
Fermín y Cecilio Román, las cuales son lógicas, precisas y 
concordantes con los hechos y circunstancias de la causa; 

que el juez a-quo al no atribuirle crédito a esas declaraciones 
y al no admitir la falta cometida por el trabajador, como 
justificativa del despido, incurrió en la sentencia impugnada 

en los vicios y violaciones denunciadas; pero, 

Considerando que el examen del fallo impugnado pone 
de manifiesto que la Cámara a-qua para declarar que el 
trabajador Guerrero no había cometido la falta que se le 
imputaba, se fundó en que fue cierto que dicho trabajador 
prestó el control de voltaje a que se ha hecho referencia, pe-
ro con la autorización verbal que tenía de la empresa, se-
gún lo afirmaron los testigos Victoriano Solano y Tomás 
Aquino Vargas, a quienes el juez a-quo en virtud de su fa-
cultad soberana de apreciación, y sin incurrir en desnatu-
ralización alguna, le dió crédito para la prueba de ese pun-
to de la litis, frente a las declaraciones en contrario de los 
testigos Tirado y Román; que esos motivos, que son suficien-
tes y pertinentes justifican el dispositivo de la sentencia 
impugnada y hacen innecesario ponderar el alegato de la 
recurrente relativo al valor del aparato prestado por el 
trabajador; que, finalmente la sentencia impugnada con-
tiene una exposición completa de los hechos y circunstan-
cias de la causa que ha permitido a esta Suprema Corte de 
Justicia verificar que en la especie se ha hecho una correc-
• aplicación de la Ley; que, por consiguiente los medios 

que se examinan carecen de fundamento y deben ser des-
estimados; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por el Consorcio Algodonero Dominica-
no C. por A., contra sentencia dictada por la Cámara de 
Trabajo del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Na-
cional, de fecha 21 de mayo de 1964, cuyo dispositivo se 
copia en otro lugar del presente fallo; Segundo: Condena 
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lugar el informativo a cargo del Consorcio Algodonero Do. 
minicano C. por A., deponiendo en él Luis Eduardo Tirado 
Fermín y Ceciglio Román, y en fecha 18 de marzo de 1964, 
fue celebrado el contrainformativo a cargo del trabajador 
Jorche Guerrero; que el 20 de marzo del mismo año, le fue 
comunicada a las partes y remitida copia certificada de las 
notas de audiencia del contrainformativo; que es obvio que 
el plazo para producir el escrito de defensa comenzó a co-
rrer a partir de esta fecha y venció el día 5 de abril de 
1964; que el Juez a-quo, falló el día 21 de mayo de 1964, es 
decir, luego de transcurrir un mes y quince días del venci-
miento del plazo otorgado a la recurrente, quien además 
asistió al contrainformativo y cuestionó a los testigos que 
depusieron en tal medida; que en tales condiciones, no pue-
de la recurrente alegar desconocimiento de las declarado-
nes contenidas en el mismo, por lo que su derecho de defen-
sa no pudo ser violado; que, por tanto, el medio que se exa-
mina carece de fundamento y debe ser desestimado; 

Considerando que en el desenvolvimiento de los medios 
segundo y tercero, la recurrente alega en síntesis lo si-
guiente: a) que constituye una falta grave, justificativa del 
despido el hecho de que un trabajador, sin autorización re-
gular del patrono preste a particulares, útiles, herramien-
tas o materiales de trabajo; que en el presente caso, que-
dó demostrado que el mecánico Jorge Guerrero, prestó al 
chófer que hace el servicio de correos de Oviedo a Bara-
hona, un control de voltaje valorado en menos de de doce 
(12) pesos, propiedad de la empresa; que ese hecho es una 
falta grave violatoria del contrato de trabajo, independien-
temente del valor de la cosa prestada; que el juez a-quo al 
referirse, en la sentencia impugnada, a lo reducido de ese 
valor, para restarle gravedad a la falta' cometida por el 
trabajador, ha agregado a la Ley, una disposición especial 
que ella no contiene; b) que tanto por el informativo como 
por el contrainformativo, quedó demostrada la falta come-
tida por el trabajador; que, sin embargc el juez a-quo para  

admitir lo contrario, descartó por parcializadas y contradic-
torias las declaraciones de los testigos Luis Eduardo Tirado 
Fermín y Cecilio Román, las cuales son lógicas, precisas y 

concordantes con los hechos y circunstancias de la causa; 
que el juez a-quo al no atribuirle crédito a esas declaraciones 
y al no admitir la falta cometida por el trabajador, como 
justificativa del despido, incurrió en la sentencia impugnada 

en los vicios y violaciones denunciadas; pero, 

Considerando que el examen del fallo impugnado pone 
de manifiesto que la Cámara a-qua para declarar que el 
trabajador Guerrero no había cometido la falta que se le 
imputaba, se fundó en que fue cierto que dicho trabajador 
prestó el control de voltaje a que se ha hecho referencia, pe-
ro con la autorización verbal que tenía de la empresa, se-
gún lo afirmaron los testigos Victoriano Solano y Tomás 
Aquino Vargas, a quienes el juez a-quo en virtud de su fa-
cultad soberana de apreciación, y sin incurrir en desnatu-
ralización alguna, le dió crédito para la prueba de ese pun-
to de la litis, frente a las declaraciones en contrario de los 
testigos Tirado y Román; que esos motivos, que son suficien-
tes y pertinentes justifican el dispositivo de la sentencia 
impugnada y hacen innecesario ponderar el alegato de la 
recurrente relativo al valor del aparato prestado por el 
trabajador; que, finalmente la sentencia impugnada con-
tiene una exposición completa de los hechos y circunstan-
cias de la causa que ha permitido a esta Suprema Corte de 
Justicia verificar que en la especie se ha hecho una correc-
t•t aplicación de la Ley; que, por consiguiente los medios 
que se examinan carecen de fundamento y deben ser des-
estimados; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por el Consorcio Algodonero Dominica-
no C. por A., contra sentencia dictada por la Cámara de 
Trabajo del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Na-
cional, de fecha 21 de mayo de 1964, cuyo dispositivo se 
copia en otro lugar del presente fallo; Segundo: Condena 
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a la recurrente al pago de las costas cuya distracción se 
ordena en provecho del doctor Lupo Hernández Rueda, 
quien afirma haberlas avanzado en su totalidad. 

Firmados: Manuel D. Berg -s Chupani.— F. E. Rave-
lo de la Fuente.— Guarionex A. García de Peña .— Ra-
fael Richiez Saviñón.— Pedro María Cruz.— Manfredo 
A. Moore.— Rafael Rincón hijo.— Ernesto Curiel hijo, 
Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 9 DE MARZO DEL 1966 

sentencia impugnada:: Corte de Apelación de La Vega, de fecha 

22 de marzo de 1965. 

Materia: Criminal (Homicidio Voluntario) 

Recurrente: Julio Antonio Tejada Castaño. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Alfredo Con-
de Pausas, Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Primer 
Sustituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, 
Sengundo Sustituto de Presidente; Luis Gómez Tavárez. 
Rafael Richiez Saviñón, Pedro María Cruz, Manfredo A. 
Moore y Rafael Rincón hijo, asistidos del Secretario Gene-
ral, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad 
de Santo Domingo, Distrito Nacional, hoy día 9 de marzo 
del año 1966, años 123 9  de la Independencia Y 1039  de Ja 
Restauración, dicta en audiencia pública, como corte de 
casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Julio An-
tonio Tejada Castaño, dominicano, mayor de edad, soltero, 
domiciliado y residente en Fantino, Jurisdicción de Sán-
chez Ramirez, cédula 9418, serie 49, contra sentencia dic-
tada en atribuciones criminales, por la Corte de Apelación 
de La Vega, en 'fecha 22 de marzo de 1965, cuyo dispositi-
vo se copia más adelante; 

Oído el Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 



394 	 BOLETÍN JUDICIAL BOLETÍN JUDICIAL 	 395 

a la recurrente al pago de las costas cuya distracción se 
ordena en provecho del doctor Lupo Hernández Rueda, 
quien afirma haberlas avanzado en su totalidad. 

Firmados: Manuel D. Berg-s Chupani.— F. E. Raye-
lo de la Fuente.— Guarionex A. García de Peña.— Ra-
fael Richiez Saviñón.— Pedro María Cruz.— Manfredo 
A. Moore.— Rafael Rincón hijo.— Ernesto Curiel hijo, 
Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 9 DE MARZO DEL 1966 

sentencla impugnada:: Corte de Apelación de La Vega, de fecha 

22 de marzo de 1965. 

Materia: Criminal (Homicidio Voluntario) 

Recurrente: Julio Antonio Tejada Castaño. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Alfredo Con-
de Pausas, Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Primer 
Sustituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, 
Sengundo Sustituto de Presidente; Luis Gómez Tavárez, 
Rafael Richiez Saviñón, Pedro María Cruz, Manfredo A. 
Moore y Rafael Rincón hijo, asistidos del Secretario Gene-
ral, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad 
de Santo Domingo, Distrito Nacional, hoy día 9 de marzo 
del año 1966, años 123 9  de la Independencia Y 1039  de la 
Restauración, dicta en audiencia pública, como corte de 
casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Julio An-
tonio Tejada Castaño, dominicano, mayor de edad, soltero, 
domiciliado y residente en Fantino, Jurisdicción de Sán-
chez Ramirez, cédula 9418, serie 49, contra sentencia dic-
tada en atribuciones criminales, por la Corte de Apelación 
de La Vega, en Techa 22 de marzo de 1965, cuyo dispositi-
vo se copia más adelante; 

Oído el Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
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Secretaría de la Corte a-qua, en fecha 31 de marzo de 1963, 
a requerimiento del recurrente, en la cual no se invoca 
ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 295 y 304, párrafo 2do. del 
Código Penal y 1 y 65 de la Ley Sobre Procedimiento de 
Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta: a) que en fecha 
O de julio de 1964, el Juez de Instrucción del Distrito Ju-

dicial de Sánchez Ramírez, regularmente apoderado, dictó 
una Providencia Calificativa cuyo dispositivo es el siguien-
te: Resolvemos: Primero: Declarar, como al efecto declara-
mos, extinguida la acción pública contra el que en vida se 
llamó Diego de la Cruz (a) Pungo, en relación al delito de 
golpe voluntario, que curó antes de los diez días, en per 
juicio de la nombrada Balbina A. Taveras, hecho ocurrido 
en Fantino de esta jurisdicción, el día dieciseis del mes cie 
Junio del año mil novecientos sesenticuatro; Segundo: De-
clarar, como al efecto declaramos, que existen cargos sufi-
cientes para inculpar al nombrado Julio Antonio Tejada 
Castaños, de generales anotadas, como autor del crimen 
de Homicidio Voluntario, en perjuicio del que en vida se 
llamó Diego de la Cruz (a) Pungo, hecho ocurrido en fecha 
dieciseis del mes de junio del año en curso, en la población 
de Fantino, de esta jurisdicción; y, Tercero: Declarar, co-
mo al efecto declaramos, que existen cargos suficientes. 
para inculpar al nombrado Julio Antonio Tejada Castaño, 
de generales anotadas, como autor del delito de porte ilegal 
de arma de fuego (un revólver), hecho ocurrido en la pobla-
ción de Fantino, de esta jurisdicción, en fecha dieciséis del 
mes de junio del año mil novecientos sesenticuatro; y Por 
Tanto: Mandamos Y Ordenamos: Primero: Que el nombra-
do Julio Antonio Tejada Castaño, de generales anotadas, 
sea enviado al Tribunal Criminal del Distrito Judicial de 

Sánchez Ramírez, para que responda del crimen que se le 
• puta y allí sea Juzgado de acuerdo a la Ley; Segundo: 
Que el nombrado Julio Antonio Tejada Castaño, de gene-
rales anotadas, sea enviado en virtud de la conexidad de los 
hechos e indivisibilidad de los procedimientos, al mismo 

Tribunal Criminal, para que responda como autor del de-
lito de porte ilegal de arma de fuego (un revólver) y allí 
sea juzgado conforme a la Ley; Tercero: Que la presente 
Providencia Calificativa sea notificada por el Secretario 
de este Juzgado de Instrucción, dentro del plazo legal, al 
Magistrado Procurador Fiscal de este Distrito Judicial y 
al Procesado Julio Antonio Tejada Castaño; y, Cuarto: Que 
las actuaciones de la instrucción y un estado redactado de 
los documentos y objetos que han de obrar como funda-
mento de convicción, sean transmitidos al preindicado Ma-
gistrado Procurador Fiscal, para los fines de Ley"; b) que 
apoderado del caso el Juzgado de Primera instancia de ese 
mismo Distrito, lo decidió por sentencia cuyo dispositivo 
dice: "Falla: Primero: Declara al nombrado Julio Antonio 
Tejada Castaños, de generales anotadas, culpable del cri-
men de Homicidio Voluntario, en perjuicio del que en vida 
respondía al nombre de Diego de la Cruz (Pungo), del de-
lito de porte ilegal y tenencia de arma de fuego (un revól-
ver) en consecuencia se le condena a sufrir la pena de cin-
co (5) añov de Trabajos Público, acogiendo en su favor el 
Principio del no cúmulo de pena; Segundo: Condena al in-
culpado Julio Antonio Tejada Castaños, al pago de las cos-
tas;Tercero: Confisca el arma cuerpo del delito, en la es-
pecie un revólver, para ser depositada en la Secretaría de 
Estado de lo Interior y Policía"; cl que sobre recursos de 
apelación interpuestos por el Procurador Fiscal y el acusa-
do, intervino la sentencia ahora impugnada, cuyo disposi-
tivo se conia a continuación: "Falla: Primero: Declara re-
gulares Y válidos en la forma los recursos de apelación in-
terpuestos por el Procurador Fiscal del Distrito Judicial 
de Sánchez Ramírez, y por el acusado Julio Antonio Te- 
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Secretaría de la Corte a-qua, en fecha 31 de marzo de 1965, 
a requerimiento del recurrente, en la cual no se invoca 
ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 295 y 304, párrafo 2do. del 
Código Penal y 1 y 65 de la Ley Sobre Procedimiento de 
Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta: a) que en fecha 
10 de julio de 1964, el Juez de Instrucción del Distrito Ju-
dicial de Sánchez Ramírez, regularmente apoderado, dictó 
una Providencia Calificativa cuyo dispositivo es el siguien-
te: Resolvemos: Primero: Declarar, como al efecto declara-
mos, extinguida la acción pública contra el que en vida se 
llamó Diego de la Cruz (a) Pungo, en relación al delito de 
golpe voluntario, que curó antes de los diez días, en per-
juicio de la nombrada Balbina A. Taveras, hecho ocurrido 
en Fantino de esta jurisdicción, el día dieciseis del mes de 
Junio del año mil novecientos sesenticuatro; Segundo: De-
clarar, corno al efecto declaramos, que existen cargos sufi-
cientes para inculpar al nombrado Julio Antonio Tejada 
Castaños, de generales anotadas, como autor del crimen 
de Homicidio Voluntario, en perjuicio del que en vida se 
llamó Diego de la Cruz (a) Pungo, hecho ocurrido en fecha 
dieciseis del mes de junio del año en curso, en la población 
de Fantino, de esta jurisdicción; y, Tercero: Declarar, co-
mo al efecto declaramos, que existen cargos suficientes, 
para inculpar al nombrado Julio Antonio Tejada Castaño, 
de generales anotadas, como autor del delito de porte ilegal 
de arma de fuego (un revólver), hecho ocurrido en la pobla-
ción de Fantino, de esta jurisdicción, en fecha dieciséis del 
mes de junio del año mil novecientos sesenticuatro; y Por 
Tanto: Mandamos Y Ordenamos: Primero: Que el nombra-
do Julio Antonio Tejada Castaño, de generales anotadas, 
sea enviado al Tribunal Criminal del Distrito Judicial de 

  

Sánchez Ramírez, para que responda del crimen que se le 
• puta y allí sea Juzgado de acuerdo a la Ley; Segundo: 
imputa 

 el nombrado Julio Antonio Tejada Castaño, de gene- 
rales anotadas, sea enviado en virtud de la conexidad de los 
hechos e indivisibilidad de los procedimientos, al mismo 
Tribunal Criminal, para que responda como autor del de-
lito de porte ilegal de arma de fuego (un revólver) y allí 
sea juzgado conforme a la Ley; Tercero: Que la presente 
Providencia Calificativa sea notificada por el Secretario 
de este Juzgado de Instrucción, dentro del plazo legal, al 
Magistrado Procurador Fiscal de este Distrito Judicial y 
al Procesado Julio Antonio Tejada Castaño; y, Cuarto: Que 

las actuaciones de la instrucción y un estado redactado de 
los documentos y objetos que han de obrar como funda-
mento de convicción, sean transmitidos al preindicado Ma-
gistrado Procurador Fiscal, para los fines de Ley"; b) que 
apoderado del caso el Juzgado de Primera instancia de ese 
mismo Distrito, lo decidió por sentencia cuyo dispositivo 

dice: "Falla: Primero: Declara al nombrado Julio Antonio 
Tejada Castaños, de generales anotadas, culpable del cri-
men de Homicidio Voluntario, en perjuicio del que en vida 
respondía al nombre de Diego de la Cruz (Pungo), del de-
lito de porte ilegal y tenencia de arma de fuego (un revól-
ver) en consecuencia se le condena a sufrir la pena de cin-
co (5) años de Trabajos Público, acogiendo en su favor el 
Principio del no cúmulo de pena; Segundo: Condena al in-
culpado Julio Antonio Tejada Castaños, al pago de las cos-
tas;Tercero: Confisca el arma cuerpo del delito, en la es-
pecie un revólver, para ser depositada en la Secretaría de 
Estado de lo Interior y Policía"; c) que sobre recursos de 
apelación interpuestos por el Procurador Fiscal y el acusa-
do, intervino la sentencia ahora impugnada, cuyo disposi-
tivo se copia a continuación: "Falla: Primero: Declara re-
gulares Y válidos en la forma los recursos de apelación in-
terpuestos por el Procurador Fiscal del Distrito Judicial 
de Sánchez Ramírez, y por el acusado Julio Antonio Te- 

  

it . 
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jada Castaño, contra sentencia del Juzgado de Primera 
Instancia de dicho Distrito Judicial, dictada en airibucir›- 
nes criminales, en fecha 23 de septiembre de 1964, que con. 
denó a Julio Antonio Tejada Castaño, por el crimen de Ho-
micidio Voluntario, en perjuicio de quien en vida se llamó 
Diego de la Cruz (a) Pungo, y del delito de porte ilegal y 
tenencia de arma de fuego ( un revólver), a sufrir la pena 
de cinco años (5) de trabajos públicos, acogiendo a su fa-
vor el principio del no cúmulo de pena, así como al pago 
de las costas y confiscó el arma cuerpo de delito, por haber 
sido hecho de conformidad a las disposiciones legales; Se-
gundo: Confirma en todas sus partes la sentencia, a ex-
cepción de la pena que la reduce a 4 años de reclusión, aco-
giendo a su favor circunstancias atenuantes; Tercero: Se 
rechaza por improcedente e infundada, las pretensiones 
del acusado, en el sentido de admitirse en su favor la ex-
visa legal de la provocación; Cuarto: Condena al acusado 
Julio Antonio Tejada Castaño al pago de las costas"; 

Considerando que la Corte a-qua, dio por establecido 
mediante la ponderación de los elementos de prueba que 
fueron regularmente aportados en la instrucción de la cau-
sa, lo siguiente: que en fecha 16 de junio de 1964, en la po-
blación de Fantino, Jurisdicción de Sánchez Ramírez, Ju-
lio Antonio Tejada Castaño y Diego de la Cruz sostuvieron 
una riña; que Julio Antonio Tejada Castaño haciendo uso 
de un revólver que portaba ilegalmente, voluntariamente 
hizo dos disparos a Diego de la Cruz, los cuales le ocasio-
naron la muerte inmediatamente; 

Considerando que los hechos así comprobados y ad-
mitidos por la Corte a-qua, constituyen a cargo del acusadc 
Julio Antonio Tejada Castaño, el crimen de homicidio vo-
luntario previsto por el artículo 295 del Código Pena! y 
castigado por el párrafo 304 del mismo Código, con la pena 
de 3 a 20 años de trabajos públicos; que, por consiguiente, 
la Corte a-qua, al condenar al acusado después de decla- 

rarlo culpable del indicado crimen, a 4 años de reclusión, 
acogiendo circunstancias atenuantes, hizo una correcta 
aplicación de la Ley; 

Considerando que axaminada en sus demás aspectos 

la sentencia impugnada no contiene en lo concerniente al 
interés del recurrente, vicio alguno que justifique su casa-

ción; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Julio Antonio Tejada Castaño, con-
tra sentencia dictada en atribuciones criminales por la 
Corte de Apelación de La Vega, en fecha 22 de marzo de 
1965, cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del 
presente falllo; Segundo:: Condena al recurrente al pago 
de las costas. 

(Firmados) Alfredo Conde Pausas.— Manuel D. Ber-
gés Chupani.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Luis Gómez 
Tavárez.— Rafael Richiez Saviñón.— Pedro María Cruz.-- 
Manfredo A. Moore.— Rafael Rincón hijo.— Ernesto Cu-
riel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fue leída, firmada y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Fdo. Ernesto Curiel hijo). 
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jada Castaño, contra sentencia del Juzgado de Primera 
Instancia de dicho Distrito Judicial, dictada en atribuci 
nes criminales, en fecha 23 de septiembre de 1964, que con. 
denó a Julio Antonio Tejada Castaño, por el crimen de Ho-
micidio Voluntario, en perjuicio de quien en vida se llamó 
Diego de la Cruz (a) Pungo, y del delito de porte ilegal y 
tenencia de arma de fuego ( un revólver), a sufrir la pena 
de cinco años (5) de trabajos públicos, acogiendo a su fa-
vor el principio del no cúmulo de pena, así como al pago 
de las costas y confiscó el arma cuerpo de delito, por haber 
sido hecho de conformidad a las disposiciones legales; Se. 
gundo: Confirma en todas sus partes la sentencia, a ex-
cepción de la pena que la reduce a 4 años de reclusión, aco-
giendo a su favor circunstancias atenuantes; Tercero: Se 
rechaza por improcedente e infundada, las pretensiones 
del acusado, en el sentido de admitirse en su favor la ex-
ciisa legal de la provocación; Cuarto: Condena al acusado 
Julio Antonio Tejada Castaño al pago de las costas"; 

Considerando que la Corte a-qua, dio por establecido 
mediante la ponderación de los elementos de prueba que 
fueron regularmente aportados en la instrucción de la cau-
sa, lo siguiente: que en fecha 16 de junio de 1964, en la po-
blación de Fantino, Jurisdicción de Sánchez Ramírez, Ju-
lio Antonio Tejada Castaño y Diego de la Cruz sostuvieron 
una riña; que Julio Antonio Tejada Castaño haciendo uso 
de un revólver que portaba ilegalmente, voluntariamente 
hizo dos disparos a Diego de la Cruz, los cuales le ocasio-
naron la muerte inmediatamente; 

Considerando que los hechos así comprobados y ad-
mitidos por la Corte a-qua, constituyen a cargo del acusadc 
Julio Antonio Tejada Castaño, el crimen de homicidio vo-
luntario previsto por el artículo 295 del Código Penal y 
castigado por el párrafo 304 del mismo Código, con la pena 
de 3 a 20 años de trabajos públicos; que, por consiguiente, 
la Corte a-qua, al condenar al acusado después de decla- 

rarlo culpable del indicado crimen, a 4 años de reclusión, 
acogiendo circunstancias atenuantes, hizo una correcta 
aplicación de la Ley; 

Considerando que axaminada en sus demás aspectos 
la sentencia impugnada no contiene en lo concerniente al 
interés del recurrente, vicio alguno que justifique su casa- 
:16n; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Julio Antonio Tejada Castaño, con-
tra sentencia dictada en atribuciones criminales por la 
Corte de Apelación de La Vega, en fecha 22 de marzo de 
1965, cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del 
presente folllo; Segundo:: Condena al recurrente al pago 
de las costas. 

(Firmados) Alfredo Conde Pausas.— Manuel D. Ber-
gés Chupani.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Luis Gómez 
Tavárez.— Rafael Richiez Saviñón.— Pedro María Cruz.-- 
Manfredo A. Moore.— Rafael Rincón hijo.— Ernesto Cu-
riel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fue leída, firmada y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Fdo. Ernesto Curiel hijo). 



Materia: Correccional. 

Recurrente: Lilian Herránd Caminero 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Alfredo Con. 
de Pausas, Presidente, Manuel D. Bergés Chupani, Primer 
Sustituto de Presidente, F. E. Ravelo de la Fuente, Segun-
do Sustituto de Presidente, Guarionex A. García de Peña, 
Luis Gómez Tavárez, Rafael Richiez Saviñón, Pedro María 
Cruz, Rafael Rincón hijo y Manfredo A. Moore, asistidos 
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus au-
diencias, en la ciudad de Santo Domingo, Distrito Nacio-
nal, a los 9 días del mes de Marzo del año 1966, años 123 9 

 de la Independencia yy 1039  de la Restauración, dicta en 
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Lilian 
Herránd Caminero, dominicana, mayor de edad, casada, 
domiciliada y residente en esta ciudad, portadora de la cé-
iula No. 53571, serie lra., contra sentencia de la Corte de 
Apelación de Santo Domingo, dictada en atribuciones co-
rreccionales, en fecha 19 de Octubre de 1964, cuyo dispo-
sitivo se capia más adelante; 

Oído el Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
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Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a qua en fecha 19 de Octubre de 
1964, a requerimiento de la recurrente, en la cual no se 
invoca ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1 y 2 de la Ley 2402 de 1950 

.
yr 1 y 65 de la Ley Sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta: a) que en fecha 28 
de abril de 1964, Ramón Rivera Batista, elevó una instan-
cia solicitando la reducción de la pensión de cuarenta pe-
sos que suministra a Lilian Herránd Caminero, para sub-
venir a las necesidades de los menores procreados con ella; 
ID) que apoderado del caso la Cuarta Cámara Penal del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Nacional, lo decidió 
en fecha 29 de julio de 1964, por sentencia cuyo disposi-
tivo dice: "FALLA: PRIMERO: Que debe Acoger, como al 
efecto Acoge el dictamen del Ministerio Público y en con-
secuencia, rebaja la pensión alimenticia de RD$40.00 qua 
le fue impuesta al prevenido Ramón Rivera Batista a la 
suma de RD$25.00 y se condena al pago de las costas"; c) 
que sobre recurso de apelación interpuesto por Lilian He-
rránd Caminero, intervino la sentencia ahora impugnada 
con el dispositivo siguiente: "FALLA: PRIMERO: Declara 
regular y válido, en la forma, el presente recurso de apela-
ción interpuesto por la querellante Lilian Herránd Cami-
nero, por haber sido incoado en tiempo hábil y conforme a 
las reglas de procedimiento; SEGUNDO: Confirma la sen-
tencia apelada, dictada en atribuciones correccionales por 
la Cuarta Cámara de lo Penal del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Nacional, en fecha 29 de julio de 1964. 
cuyo dispositivo dice así: 'Falla: Que debe Acoger, como 
al efecto Acoge el dictamen del Ministerio Público y en 
consecuencia, rebaja la pensión alimenticia de RD$40.00 
q'ie le fue impuesta al prevenido Ramón Rivera Batista a 
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SENTENCIA DE FECHA 9 DE MARZO DEL 1966 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, 
fecha 19 de octubre de 1964. 
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SENTENCIA DE FECHA 9 DE MARZO DEL 1966 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, fie 
fecha 19 de octubre de 1964. 

Materia: Correccional. 

Recurrente: Lilian Herránd Caminero 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Alfredo Con-
de Pausas, Presidente, Manuel D. Bergés Chupani, Primer 
Sustituto de Presidente, F. E. Ravelo de la Fuente, Segun-
do Sustituto de Presidente, Guarionex A. García de Peña 
Luis Gómez Tavárez, Rafael Richiez Saviñón, Pedro María 
Cruz, Rafael Rincón hijo y Manfredo A. Moore, asistidos 
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus au-
diencias, en la ciudad de Santo Domingo, Distrito Nacio-
nal, a los 9 días del mes de Marzo del año 1966, años 123') 
de la Independencia yy 103 9  de la Restauración, dicta en 
audíencia Pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Lilian 
Herránd Caminero, dominicana, mayor de edad, casada, 
domiciliada y residente en esta ciudad, portadora de la cé-
dula No. 53571, serie lra., contra sentencia de la Corte de 
Apelación de Santo Domingo, dictada en atribuciones co-
rreccionales, en fecha 19 de Octubre de 1964, cuyo dispo-
sitivo se capia más adelante; 

Oído el Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a qua en fecha 19 de Octubre de 
1964, a requerimiento de la recurrente, en la cual no se 
invoca ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1 y 2 de la Ley 2402 de 1950 
y 1 y 65 de la Ley Sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta: a) que en fecha 28 
de abril de 1964, Ramón Rivera Batista, elevó una instan-
cia solicitando la reducción de la pensión de cuarenta pe-
sos que suministra a Lilian Herránd Caminero, para sub-
venir a las necesidades de los menores procreados con ella; 
b) que apoderado del caso la Cuarta Cámara Penal del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Nacional, lo decidió 
en fecha 29 de julio de 1964, por sentencia cuyo disposi-
tivo dice: "FALLA: PRIMERO: Que debe Acoger, como al 
efecto Acoge el dictamen del Ministerio Público y en con-
secuencia, rebaja la pensión alimenticia de RD$40.00 que 
le fue impuesta al prevenido Ramón Rivera Batista a la 
suma de RD$25.00 y se condena al pago de las costas"; e) 
que sobre recurso de apelación interpuesto por Lilian He-

rránd Caminero, intervino la sentencia ahora impugnada 
con el dispositivo siguiente: "FALLA: PRIMERO: Declara 
regular y válido, en la forma, el presente recurso de apela-
cirín interpuesto por la querellante Lilian Herránd Cami-
nero, por haber sido incoado en tiempo hábil y conforme a 
las reglas de procedimiento; SEGUNDO: Confirma la sen-
tencia apelada, dictada en atribuciones correccionales por 
la Cuarta Cámara de lo Penal del Juzgado de Primera Inz-
tencia del Distrito Nacional, en fecha 29 de julio de 1964, 
cuyo dispositivo dice así: 'Falla: Que debe Acoger, como 
al efecto Acoge el dictamen del Ministerio Público y en 
consecuencia, rebaja la pensión alimenticia de RD$40.00 
que le fue impuesta al prevenido Ramón Rivera Batista a 
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la suma de RD$25.00 y se condena al pago de las costas"; 
TERCERO: Declara las costas de dficio"; 

Considerando que al tenor del artículo 1 de la Ley 
2402 de 1950, los jueces del fondo al fijar el monto de la 
pensión que los padres deben suministrar a sus hijos meno-
res de dieciocho años, deben tener en cuenta las necesida-
des de los menores y los medios económicos de que puedan 
disponer los padres; 

Considerando que en la especie, para reducir el monto 
de la pensión acordada por el Tribunal de Primer Grado, 
la Corte a qua tomó en cuenta que el prevenido tenía quin-
ce hijos que atender, que no estaba trabajando y que la 
madre querellante ganaba noventa y cinco pesos (RD$ 
95.00) mensuales; que, en consecuencia, al apreciar dicha 
Corte como cuestión de hecho, que de acuerdo con los me-
dios económicos de que disponía el prevenido, sólo podía 
pasarle a los menores procreados con la recurrente, una 
pensión de veinticinco pesos (RD$25.00), hizo una correc-
ta aplicación de la Ley; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos 
la sentencia impugnada no contiene vicio alguno que jus-
tifique su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Lilian Herránd Caminero, contra 
sentencia dictada en atribuciones correccionales por la Cor-
te de Apelación de Santo Domingo, en fecha 29 de julio 
le 1964, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior 
del presente fallo; Segundo: Declara las costas de oficio. 

(Firmados): Alfredo Conde Pausas.— Manuel D. Ber-
gés Chupani.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Guarionex 
A. García de Peña.— Luis Gómez Tavárez.— Rafael Ri-
chiez Saviñón.— Pedro María Cruz.— Rafael Rincón hi-
jo.— Manfredo A. Moore.— Ernesto Curiel hijo, Secreta-
rio General 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por les 

señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia nública del día, mes y año en él expresados, y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Fdo). Ernesto Curiel hijo. 
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la suma de RD$25.00 y se condena al pago de las costas" ; 
 TERCERO: Declara las costas de dficio"; 

Considerando que al tenor del artículo 1 de la Ley 
2402 de 1950, los jueces del fondo al fijar el monto de la 
pensión que los padres deben suministrar a sus hijos meno-
res de dieciocho años, deben tener en cuenta las necesida-
des de los menores y los medios económicos de que puedan 
disponer los padres; 

Considerando que en la especie, para reducir el monto 
de la pensión acordada por el Tribunal de Primer Grado, 
la Corte a qua tomó en cuenta que el prevenido tenía quin-
ce hijos que atender, que no estaba trabajando y que la 
madre querellarite ganaba noventa y cinco pe¡sos (RD$ 
95.00) mensuales; que, en consecuencia, al apreciar dicha 
Corte como cuestión de hecho, que de acuerdo con los me-
dios económicos de que disponía el prevenido, sólo podía 
pasarle a los menores procreados con la recurrente, una 
pensión de veinticinco pesos (RD$25.00), hizo una correc-
ta aplicación de la Ley; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos 
la sentencia impugnada no contiene vicio alguno que jus-
tifique su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Lilian Herránd Caminero, contra 
sentencia dictada en atribuciones correccionales por la Cor-
te de Apelación de Santo Domingo, en fecha 29 de julio 
1e 1964, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior 
del presente fallo; Segundo: Declara las costas de oficio. 

(Firmados): Alfredo Conde Pausas.— Manuel D. Ber-
gés Chupani.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Guarionex 
A. García de Peña.— Luis Gómez Tavárez.— Rafael Ri-
chiez Saviñón.— Pedro María Cruz.— Rafael Rincón hi-
jo.— Manfredo A. Moore.— Ernesto Curiel hijo, Secreta-
rio General 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por les 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 

audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 

que certifico. (Fdo). Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 11 DE MARZO DEL 1966 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Barahona, de fe-
cha 29 de julio de 1965. 

Materia: Correccional (Contrabando). 

Recurrente: Humberto Matos. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituída por los Jueces Alfredo 
Conde Pausas, Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, 
Primer Sustituto de Presidente; F. E. Ravelo de la Fuen_ 
te, Se ;'ando Sustituto de Presidente; Guarionex A. Gar-
cía de Peña, Luis Gómez Tavárez, Pedro María Cruz, Ra-
fael RIchiez Saviñón, Rafael Rincón hijo y Manfredo A. 
Moore, asistidos del Secretario General, en la Sala donde 
celebrg. sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo, 
Distrito Nacional, a los 11 días del mes de marzo de 
1966, años 123 9  de la Independencia y 103 9  de la Restau-
ración, dicta en audiencia pública, como corte de casa-
ción, la siguiente sentencia; 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Humber-
to Matos, dominicano, mayor de edad, soltero, agricultor, 
domiciliado y residente en la sección de "Arroyo Dulce", 
del Municipio de Enriquillo, cédula 30347, serie 18, contra 
sentencia dictada por la Corte de Apelación de Barahona, 
de fecha 29 de julio de 1965, cuyo dispositivo se copia 
más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
V'sta el acta del recurso de casación levantada en la 

Secretaría de la Corte a.qua en fecha 6 de agosto de 1965,.  

a requerimiento del recurrente en la cual no se invoca 
ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 167 de la Ley No. 3489, sobre 
Régimen de las aduanas; y, 1 y 65 de la Ley sobre Pro-
cedimir:nto de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en 
los documentos a que ella se refiere, consta: a) que en 
fecha 4 de junio de 1965, el Juzgado de Primera Instan-
cia de!. Distrito Judicial de Pedernales, regularmente apo-
derado por el Ministerio Público, dictó una sentencia, cu-
yo dispositivo dice así: "Falla: Primero: Declarar, como al 
efecto declara. al  nombrado Humberto Matos, culpable del 
delito de contrabando (Ron Clerén y Barbancourt, de pro-
ceden na haitiana.); Segundo: Condenar, y condena, al 
nombrado Humberto Matos, de generales anotadas, a su-
frir un (1) mes de prisión correccional, al pago de una 
multa de RD$1,050.00 (mil cincuenta pesos), al pago de 
las costas, Confiscación y Decomiso del cuerpo del delito; 
Tercero: Declarar, como al efecto declara, al nombrado 
Julio Matos, no culpable del delito que se le imputa; 
Cuarto: Descargar, y descarga, al nombrado Julio Matos, 
de generales anotadas en el presente expediente, por in-
suficiencia de pruebas, y en cuanto a él, se declaran las 
costas de oficio"; b) que sobre el recurso de apelación del 
prevenido Humberto Matos, intervino la sentencia ahora 
impugnada, cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero: 
Declara regular en la forma el recurso de apelación in-
terpuesto por Humberto Matos, en fecha 11 del mes de 
junio del año 1965, contra Sentencia Correccional dictada 
por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de Pedernales, en fecha 4 del mes de junio del año 1965, 
cuyo dispositivo figura en otra parte del presente fallo; 
Segundo: Confirma en todas sus partes la sentencia re-
currida; Tercero: Condena al prevenido Humberto Matos 
al pag ) de las costas"; 

Co-.-.siderando que el examen de la sentencia impug- 
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SEN TENCIA DE FECHA 11 DE MARZO DEL 1966 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Barahona, de fe-
cha 29 de julio de 1965. 

Materia: Correccional (Contrabando). 

Recurrente: Humberto Matos. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituída por los Jueces Alfredo 
Conde Pausas, Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, 
Primer Sustituto de Presidente; F. E. Ravelo de la Fuen-
te, Se ;'andoSustituto de Presidente; Guarionex A. Gar-
cía de Peña, Luis Gómez Tavárez, Pedro María Cruz, Ra-
fael RIchiez Saviñón, Rafael Rincón hijo y Manfredo A. 
Moore, asistidos del Secretario General, en la Sala donde 
celebnt sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo, 
Distrito Nacional, a los 11 días del mes de marzo de 
1966, años 123 9  de la Independencia y 103 9  de la Restau-
ración, dicta en audiencia pública, como corte de casa-
ción, la siguiente sentencia; 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Humber-
to Matos, dominicano, mayor de edad, soltero, agricultor, 
domiciliado y residente en la sección de "Arroyo Dulce", 
del Municipio de Enriquillo, cédula 30347, serie 18, contra 
sentencia dictada por la Corte de Apelación de Barahona, 
de fecha 29 de julio de 1965, cuyo dispositivo se copia 
más a delante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

Secretaría de la Corte a.qua en fecha 6 de agosto de 1965,.  

a requerimiento del recurrente en la cual no se invoca 
ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberaao y vistos los artículos 167 de la Ley No. 3489, sobre 
Régimen de las aduanas; y, 1 y 65 de la Ley sobre Pro-
cedimir_nto de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en 
los documentos a que ella se refiere, consta: a) que en 
fecha 4 de junio de 1965, el Juzgado de Primera Instan-
cia de! Distrito Judicial de Pedernales, regularmente apo-
derado por el Ministerio Público, dictó una sentencia, cu-
yo dispositivo dice así: "Falla: Primero: Declarar, como al 
efecto declara. al  nombrado Humberto Matos, culpable del 
delito de contrabando (Ron Clerén y Barbancourt, de pro-
ceden zda haitiana.); Segundo: Condenar, y condena, al 
nombrado Humberto Matos, de generales anotadas, a su-
frir un (1) mes de prisión correccional, al pago de una 
multa de RD$1,050.00 (mil cincuenta pesos), al pago de 
las costas, Confiscación y Decomiso del cuerpo del delito; 
Tercero: Declarar, como al efecto declara, al nombrado 
Julio Matos, no culpable del delito que se le imputa; 
Cuarto: Descargar, y descarga, al nombrado Julio Matos, 
de generales anotadas en el presente expediente, por in-
suficiencia de pruebas, y en cuanto a él, se declaran las 
costas de oficie"; b) que sobre el recurso de apelación del 
prevenido Humberto Matos, intervino la sentencia ahora 
impugnada, cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero: 
Declara regular en la forma el recurso de apelación in-
terpuesto por Humberto Matos, en fecha 11 del mes de 
junio ¿el año 1965, contra Sentencia Correccional dictada 
por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de Pedernales, en fecha 4 del mes de junio del año 1965, 
cuyo uispositivo figura en otra parte del presente fallo; 
Segundo: Confirma en todas sus partes la sentencia re-
currida; Tercero: Condena al prevenido Humberto Matos 
al pag ) de las costas"; 

Co'...siderando que el examen de la sentencia impug- 

:1i 



La preser te sentencia ha sido dada y firmada por 
los segures Jueces que figuran en su encabezamiento, en 
la aud;.encia pública del día, mes y año en él expresados, 
y fué iirmada leída y publicada por mi, Secretario Ge-
neral, que certifico. (Fod. Ernesto Curiel hijo.) 

«EP 
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nada pone de manifiesto que la Corte a.qua, para con-
denar prevenido por el delito de contrabando, se fu n_ 
dó en 'o siguiente: que dicho prevenido fué sorprendid o 

 por el Sargento del Ejército Nacional, Luis Santana Gal. 
ván, mientras transportaba cuatro latas de rón Clerén, 
una lata y veintiuna medias botellas de ron Barbancourt, 
de procedencia haitiana, en un vehículo que realizaba el 
servici ) de correo de Pedernales a Barahona, admitiendo 
el recua rente ser dueño de una lata de ron Clerén y de 
una caja Barbancourt y haberlo comprado a un haitiano; 

Considerando que; como se advierte por lo antes ex-
puesto, la Corte a-qua no determinó como era su deber, 
al imponer al prevenido una multa de RD$1,050.00, cuál 
era el monto de los impuestos dejados de pagar por éste, 
por concepto ae dichas bebidas, y si las introdujo el pre. 
venido, o si las adquirió por compra, o en cualquier otra 
forma, de la persona que las introdujo en el territorio 
nacional, con el fin de establecer la culpabilidad; que, 
por co.isiguiente ,es evidente que la sentencia impugnada 
no permite a esta Suprema Corte de Justicia, en funciones 
de Come de Casación, ejercer su control y verificar si la 
ley ha sido bien o mal aplicada; que, por tanto, procede 
casar la referida sentencia por falta de base legal; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada 
por la Corte de Apelación de Barahona, en atribuciones 
correccionales en fecha 29 de julio de 1965, cuyo disposi 
tivo se ha copiado en parte anterior del presente fallo, y 
envía el asunto ante la Corte de Apelación de San Juan 
de la Maguana; y, Segundo: Compensa las costas. 

(Fi:mados . ) Alfredo Conde Pausas.— Manuel D. Ber 
gés Caupani.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Guarionex 
A. García de Peña.— Luis Gómez Tavárez.— Pedro Ma-
ría Cruz.— Rafael Richiez Saviñón.— Rafael Rincón hi-
jo.— Manfredc A. Moore.— Ernesto Curiel hijo, Secreta-
rio General. 
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forma, de la persona que las introdujo en el territorio 
nacional, con el fin de establecer la culpabilidad; que, 
por consiguiente ,es evidente que la sentencia impugnada 
no permite a esta Suprema Corte de Justicia, en funciones 
de Come de Casación, ejercer su control y verificar si la 
ley ha sido bien o mal aplicada; que, por tanto, procede 
casar la referida sentencia por falta de base legal; 

La preser te sentencia ha sido dada y firmada por 
los segures Jueces que figuran en su encabezamiento, en 
la audiencia pública del día, mes y año en él expresados, 
y fué Armada leída y publicada por mi, Secretario Ge-
neral, que certifico. (Fod. Ernesto Curiel hijo.) 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada 
por la Corte de Apelación de Barahona, en atribuciones 
correccionales en fecha 29 de julio de 1965, cuyo disposi 
tivo se ha copiado en parte anterior del presente fallo, y 
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gés Caupani.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Guarionex 
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1 .  

SENTENCIA DE FECHA 11 DE MAR2 O DEL 1966 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, 
Je fecha 21 de diciembre de 1962. 

Materia: Civil. 

Recurrente: La Sociedad Automotiva C. por A. 

Abogad ): Lic. Juan B. Mejía. 
Recurrido: Francisco Montes de Oca. 

Abogado: Dr. Rafael Rodríguez. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justiciu, regularmente constituída por los Jueces Manuel 
D. Bergés Chupani, Primer Sustituto en Funciones de 
Presidente, F. E. Ravelo de la Fuente, Segundo Sustituto 
de Presidente, Guarionex A. García de Peña, Rafael Ri-
chiez :-.'aviñón. Pedro María Cruz, Rafael Rincón hijo y 
Manfredo A. Moore, asistidos del Secretario General, en 
la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de 
Santo Domingo, Distrito Nacional, a los 11 días del mes 
de Marzo del año 1966, años 123 9  de la Independencia y 
1039  d la Restauración, dicta en audiencia pública, co-
mo co le de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por La So-
ciedad Automotiva, C. por A., entidad comercial domici-
liada m Santo Domingo, contra sentencia dictada por la 
Corte de Apelación de Santo Domingo, en sus atribucio-
nes civiles, en fecha 21 de Diciembre del año 1962, cuyo 
dispositivo se copia más adelante; 

Oído el Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Otclo el Pr. Juan Francisco Guerrero, cédula 6619, 

serie 3 en representación del Dr. Rafael Rodríguez, cédu-
la 16935, serie ira., abogado del recurrido Francisco Ma-
tos Montes de Oca, cédula No. 1847, serie 12, en la lectu-

ra de íduos eclondcielutasmioennes 
;del Magistrado Procurador General 

de laviRseopúebl  República; 

memorial de casación depositado en fecha 15 
de Marzo de 1963, suscrito por el abogado del recurrente, 
Lic. Juan B. Mejía, cédula No. 4521, serie ira.; 

Visto el memorial de defensa del recurrido notifica-
do en lecha 21 de Mayo de 1963, suscrito por su abogado; 

Visto el auto dictado en fecha 10 de Marzo del co-
rriente año 1966, por el Magistrado Primer Sustituto en 
funciones de Presidente de la Suprema Corte de Justicia, 
por medio del cual llama a los Magistrados Pedro María 
Cruz, Rafael Rincón hijo y Manfredo A. Moore, Jueces 
de éste Tribunal, para integrar la Suprema Corte de Jus 
ticia, en la deliberación y fallo del recurso de casación 
de que se trata, de conformidad con las Leyes Nos. 684 
de 1934 y 926 de 1935; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 806 y 809 del Código de 
Procedimiento Civil; y 1 y 65 de la Ley Sobre Procedi-
miento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en 
los documentos a que ella se refiere, consta: a) que, con 
motivo de la demanda en levantamiento de un embargo 
retentivo intentada en fecha 16 de Junio de 1962, por La 
Sociedad Automotiva, C. por A., contra Francisco Matos 
Montes de Oca. la Cámara de lo Civil y Comercial del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, co-
mo Tribunal de los referimientos, dictó en fecha 16 de 
julio rie 1962, una decisión cuyo dispositivo consta en el 
de la ahora impugnada; b) que sobre el recurso de ape-
lación La Sociedad Automotiva, C. por A., intervino la 
senten da ahora impugnada, cuyo dispositivo se copia a 
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Recurrido: Francisco Montes de Oca. 

Abogado: Dr. Rafael Rodríguez. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justici% regularmente constituída por los Jueces Manuel 
D. Bergés Chupani, Primer Sustituto en Funciones de 
Presidente, F. E. Ravelo de la Fuente, Segundo Sustituto 
de Presidente, Guarionex A. García de Peña, Rafael Ri-
chiez ';'aviñón. Pedro María Cruz, Rafael Rincón hijo y 
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liada m Santo Domingo, contra sentencia dictada por la 
Corte de Apelación de Santo Domingo, en sus atribucio-
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dispositivo se copia más adelante; 

Oído el Alguacil de turno en la lectura del rol; 
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de Marzo de 1963, suscrito por el abogado del recurrente, 
Lic. Juan B. Mejía, cédula No. 4521, serie ira.; 

Visto el memorial de defensa del recurrido notifica-
do en lecha 21 de Mayo de 1963, suscrito por su abogado; 

Visto el auto dictado en fecha 10 de Marzo del co-
rriente año 1966, por el Magistrado Primer Sustituto en 
funciones de Presidente de la Suprema Corte de Justicia, 
por medio del cual llama a los Magistrados Pedro María 
Cruz, Rafael Rincón hijo y Manfredo A. Moore, Jueces 
de éste Tribunal, para integrar la Suprema Corte de Jus 
ticia, en la deliberación y fallo del recurso de casación 
de que se trata, de conformidad con las Leyes Nos. 684 
de 1934 y 926 de 1935; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 806 y 809 del Código de 
Procedtmiento Civil; y 1 y 65 de la Ley Sobre Procedi-
miento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en 
los documentos a que ella se refiere, consta: a) que, con 
motivo de la demanda en levantamiento de un embargo 
retentivo intentada en fecha 16 de Junio de 1962, por La 
Sociedad Automotiva, C. por A., contra Francisco Matos 
Montes de Oca, la Cámara de lo Civil y Comercial del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, co-
mo Tribunal de los referimientos, dictó en fecha 16 de 
julio rte 1962, una decisión cuyo dispositivo consta en el 
de la ahora impugnada; b) que sobre el recurso de ape-
lación La Sociedad Automotiva, C. por A., intervino la 
senten la ahora impugnada, cuyo dispositivo se copia a 
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continuación: 'FALLA: PRIMERO: Declara regular y vá-
lido en la forma, la presente apelación intentada por la 
razón .ocial "Automotiva, C. por A.", contra la sentencia 
dictada en fecha 16 de Julio de 1962, por la Cámara de lo 
Civil y Comercial del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Nacional, en sus atribuciones de Juez de los tefe_ 
rimientos; SEGUNDO: Rechaza por improcedente y mal 
fundado el indicado recurso de apelación intentado por 
la razón socia! Automotiva, C. por A., contra sentencia 
de fecha 16 de Julio de 1962, y acogiendo las conclusiones 
de la parte intimada señor Francisco Matos Montes de 
Oca, confirma. la  aludida sentencia, cuyo dispositivo dice 
así: "Resolvemos: Primero:— Desestimar, por los motivos 
ya expuestos, la demanda en referimiento, interpuesta por 
La Seriedad Automotiva, C. por A., tendente a que se or-
dene A levantamiento del embargo retentivo de que se 
trata, practicado el 20 de marzo de 1962, según acto del 
alguacil Vidal Abreu Alcántara, en perjuicio de la deman_ 
dante, por el demandado Francisco Matos Montes de Oca; 
y Segando:— Condenar a La Sociedad Automotiva, C. por 
A., pat. 4-e demandante que sucumbe al pago de las costas 
con distracción en provecho del abogado Dr. Rafael Ro-
dríguez. Peguero, quien afirma haberlas avanzado en su 
mayor parte". TERCERO: Condena a la razón social Au-
tomoti , .a, C. por A., al pago de las costas, con distracción 
de las mismas en provecho del Dr. Rafael Rodríguez Pe-
guero, quien afirma haberlas avanzado en su mayor par-
te"; 

Co'isiderando que el recurrente invoca en su memo-
rial de casación contra la sentencia impugnada, los si-
guient,r; medios: Primer Medio: Desnaturalización de los 
hechos circunstanciales de la causa determinadora del 
plantea:Mento de la demanda y de su específico alcance 
general; Segundo Medio: Violación y desconocimiento en 
su alcance legal de los artículos 806 y 809 del Código de 
Proce ilmiento Civil, o mala aplicación de los mismos; 

Co,:siderando que en el desarrollo de los dos medios 
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reunid ,s, el recurrente invoca, en resumen, lo siguiente: 

a) que como se advierte por sus conclusiones ante el Juez 
de los referimientos, y expresamente lo señala la deman-
da introductivr., , y el recurso de apelación, los fines de la 
demanda en referimiento fué la de obtener el levanta-
miento puro y simple del embargo retentivo practicado 
por el recurrido Francisco Matos Montes de Oca, en ma-
nos de The Royal Bank of Canada y sus sucursales, The 
i3ank Of Nove Scotia y Banco de Reservas de la Repú-
blica Dominicana y sus Sucursales, por no ser cierto el 
crédito que le sirve de base, sino contestado en su exis-
tencia, al depender de una sentencia en dedefecto recu-
rrida c.n oposición, que legal y jurídicamente puede ser 
retractada; qu la Corte a-qua transmutó el planteamiento 
jurídic9 del debate por el de nulidad de embargo, que 
no fuo pedido nunca, y que tiene un carácter general y 
defini'.ivo; que estos dos conceptos son racional y jurídi-
camente diferentes, porque mientras en el levantamiento, 
el embargo sólo está suspendido, en la nulidad, el embar-
go qu.•da destruido; que esta transmutación general de 
desnaturalización de los hechos básicos de la demanda, por 
lo cual la sentencia impugnada debe ser casada; y, b) que 
el caso sometido a la consideración del Juez de los referi-
mientos fué el de un embargo rtetentivo, de índole vejatc. 
do, cuyo levantamiento se pedía con carácter de urgen-
cia, por los perjuicios que prematura y festinadamente se 
le ocasionaba a la recurrente; que se adujo que el embar-
go era vejatorio porque se hizo con un crédito no cierto, 
litigioso, contestado en su existencia y validez, con un 
título irregular como lo es una sentencia en defecto no 
notificada y recurrida en oposición; esto es, con un cré-
dito dudoso cuya existencia y realidad jurídica depende 
de una decisión judicial; que el principio sentado por el 
artícul o 809 del Código de Procedimiento Civil, según el 
cual las ordenanzas del Juez de los referimientos no ha-
rán ningún perjuicio a lo principal, debe entenderse en 
el sentado de que dichas ordenanzas no ligan al Tribunal 
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continuación: 'FALLA: PRIMERO: Declara regular y vá-
lido en la forma, la presente apelación intentada por la 
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Civil y Comercial del Juzgado de Primera Instancia del 
DistriL.) Nacional, en sus atribuciones de Juez de los tefe_ 
rimientos; SEGUNDO: Rechaza por improcedente y mal 
fundad) el indicado recurso de apelación intentado por 
la razón social Automotiva, C. por A., contra sentencia 
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de la parte intimada señor Francisco Matos Montes de 
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dríguez. Peguero, quien afirma haberlas avanzado en su 
mayor parte". TERCERO: Condena a la razón social Au-
tomoti%.a, C. por A., al pago de las costas, con distracción 
de las mismas en provecho del Dr. Rafael Rodríguez Pe-
guero, quien afirma haberlas avanzado en su mayor par-
te"; 

Co'isiderando que el recurrente invoca en su memo-
rial de casación contra la sentencia impugnada, los si-
guient:.•; medios: Primer Medio: Desnaturalización de los 
hechos circunstanciales de la causa determinadora del 
planteamiento de la demanda y de su específico alcance 
general; Segundo Medio: Violación y desconocimiento en 
su alcance legal de los artículos 806 y 809 del Código de 
Proce ilmiento Civil, o mala aplicación de los mismos; 

Co,-siderando que en el desarrollo de los dos medios 

reunid ,s, el recurrente invoca, en resumen, lo siguiente: 

a) que como se advierte por sus conclusiones ante el Juez 
de los referimientos, y expresamente lo señala la deman-
da ine.ioductivzi, y el recurso de apelación, los fines de la 
demanda en referimiento fué la de obtener el levanta-
miento puro y simple del embargo retentivo practicado 

por el recurrido Francisco Matos Montes de Oca, en ma-
nos de The Royal Bank of Canada y sus sucursales, The 

Of Nova. Scotia y Banco de Reservas de la Repú-
blica Dominicana y sus Sucursales, por no ser cierto el 
crédito que le sirve de base, sino contestado en su exis-
tencia, al depender de una sentencia en dedefecto recu-
rrida ¿n oposición, que legal y jurídicamente puede ser 
retractada; qu la Corte a-qua transmutó el planteamiento 
jurídico del debate por el de nulidad de embargo, que 
no fue pedido nunca, y que tiene un carácter general y 
defini'lvo; que estos dos conceptos son racional y jurídi-
camente diferentes, porque mientras en el levantamiento, 
el embargo sólo está suspendido, en la nulidad, el embar-
go qu..da destruido; que esta transmutación general de 
desnaturalización de los hechos básicos de la demanda, por 
lo cual la sentencia impugnada debe ser casada; y, b) que 
el caso sometido a la consideración del Juez de los referi-
mientos fué el de un embargo rtetentivo, de índole vejato-
rio, cuyo levantamiento se pedía con carácter de urgen-
cia, po- los perjuicios que prematura y festinadamente se 
le ocasionaba a la recurrente; que se adujo que el embar-
go era vejatorio porque se hizo con un crédito no cierto, 
litigioso, contestado en su existencia y validez, con un 
título irregular como lo es una sentencia en defecto no 
notificada y recurrida en oposición; esto es, con un cré-
dito dudoso cuya existencia y realidad jurídica depende 
de una decisión judicial; que el principio sentado por el 
artícul 809 del Código de Procedimiento Civil, según el 
cual las ordenanzas del Juez de los referimientos no ha-
rán ningún perjuicio a lo principal, debe entenderse en 
el sentido de que dichas ordenanzas no ligan al Tribunal 
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para la apreciación del fondo del asunto; pero que no se 
podría Inducir de ello que el Juez no pueda prescribir,  
a títifo provisional, una medida que pueda causar un ; 
daño a una de las partes; que la sentencia impugnada, al 
fundar su fallo en las razones que expone, desconoce el 
alcanca jurídico de los artículos 806 y 809 mencionados, por 
lo cual dicha sentencia debe ser casada; 

Co isiderando que el Juez de los referimientos es com., 
petente. para 'ordenar el levantamiento de un embargo re.. 
tentiv ,.,, mientras la demanda en validez no haya sido so_ 
metida al tribunal civil por una instancia regular; 

Considerando que, en la especie, el examen de la sen_ 
tencia impugnada pone de manifiesto, que la Corte a 
qua de .laró su incompetencia, fundándose en lo siguiente: 
que la parte intimante al solicitar que se revoque la sen-
tencia y se ordene que se levante el embargo retentivo 
menci :nado, "en atención a no ser cierto el crédito sino 
contestado en, su existencia, por ser recurrida en oposi-
ción la sentencia condenatoria en defecto; "por no ser no-
tificadi la dicha sentencia impugnada, lo que la toca de 
inexis .,ente para proceder a incoar procedimiento alguno"; 
por los graves perjuicios morales y materiales que irroga 
dicho embargo vejatorio e irregular y por ser de necesidad 
urgente. retenerlo", peticiones todas que hacen evidente 
que el Juez de los referimientos si toma en consideración 
dichas conclusiones, examinándolas, y acogiéndolas, esta-
ría juzgando el fondo de la demanda, lo que no es de 
sus atribuciones ni es de su competencia; sobre todo en 
lo referente a la declaración de la nulidad del embargo"; 

Considerar do que por lo antes expuesto se advierte 
que la Corte a qua declaró su incompetencia, sin determi-
nar proviamente, como era su deber, si el Tribunal Civil 
estaba o no apoderado de la demanda, en validez del em-
bargo retentivo de que se trata; que la falta de compro-
bación de ese punto esencial de la litis, no le permite a 
esta Suprema Corte de Justicia verificar como Corte de 

BOLETÍN JUDICIAL 

Casación, si en el presente caso se ha hecho una correcta 

aplica i.ón de la Ley; 
Considerando que cuando la sentencia fuere casada 

por falta de base legal, las costas podrán ser compensadas; 

Pot-  tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada 
en sus atribuciones civiles por la Corte de Apelación de 
Santo Domingo, en fecha 21 de Diciembre de 1962, cuyo 
dispositivo se copia en parte anterior del presente fallo; 
y envía el asunto a la Corte de Apelación de San Cristó-

bal; Segundo: Compensa las costas. 

(Firmados): Manuel D. Bergés Chupani.— F. E. Ra-
velo de la Fuente.— Guarionex A. García de Peña.— Ra-
fael Richiez Saviñón.— Pedro María Cruz.— Rafael Rin-
cón inia.— Manfredo A. Moore.— Ernesto Curiel hijo, Se-
cretario General.— 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, 
y fué lrmada, leída y publicada por mí, Secretario Ge-
neral, que certifico. (Fdo.).— Ernesto Curiel hijo. — 

413 
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para la apreciación del fondo del asunto; pero que no se 
podría Inducir de ello que el Juez no pueda prescribir 
a títtfo provisional, una medida que pueda causar un 
daño a una de las partes; que la sentencia impugnada, al 
fundar su fallo en las razones que expone, desconoce el 
alcanc jurídico de los artículos 806 y 809 mencionados, por 
lo cual dicha sentencia debe ser casada; 

Co isiderando que el Juez de los referimientos es com_ 
petente para 'ordenar el levantamiento de un embargo re_ 
tentivt:„ mientras la demanda en validez no haya sido so-
metida al tribunal civil por una instancia regular; 

Considerando que, en la especie, el examen de la sen. 
tencia impugnada pone de manifiesto, que la Corte a 
qua declaró su incompetencia, fundándose en lo siguiente: 
que la parte intimante al solicitar que se revoque la sen-
tencia y se ordene que se levante el embargo retentivo 
menci -.nado, "en atención a no ser cierto el crédito sino 
contestado en su existencia, por ser recurrida en oposi-
ción la sentencia condenatoria en defecto; "por no ser no-
tificad i la dicha sentencia impugnada, lo que la toca de 
inexis ente para proceder a incoar procedimiento alguno"; 
por los graves perjuicios morales y materiales que irroga 
dicho embargo vejatorio e irregular y por ser de necesidad 
urgente retenerlo", peticiones todas que hacen evidente 
que el Juez de los referimientos si toma en consideración 
dichas conclusiones, examinándolas, y acogiéndolas, esta-
ría juzgando el fondo de la demanda, lo que no es de 
sus atribuciones ni es de su competencia; sobre todo en 
lo referente a la declaración de la nulidad del embargo"; 

Considerar do que por lo antes expuesto se advierte 
que la Corte a qua declaró su incompetencia, sin determi-
nar previamente, como era su deber, si el Tribunal Civil 
estaba o no apoderado de la demanda, en validez del em-
bargo retentivo de que se trata; que la falta de compro-
bación de ese punto esencial de la litis, no le permite a 
esta Suprema Corte de Justicia verificar como Corte de 

Casación, si en el presente caso se ha hecho una correcta 

aplica :ion de la Ley; 

Considerando que cuando la sentencia fuere casada 
por falta de base legal, las costas podrán ser compensadas; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada 
en sus atribuciones civiles por la Corte de Apelación de 
Santo Domingo, en fecha 21 de Diciembre de 1962, cuyo 
dispositivo se copia en parte anterior del presente fallo; 

y envía el asunto a la Corte de Apelación de San Cristó-
bal; Segundo: Compensa las costas. 

(Firmados): Manuel D. Bergés Chupani.— F. E. Ra-
velo de la Fuente.— Guarionex A. García de Peña.— Ra-
fael Richiez Saviñón.— Pedro María Cruz.— Rafael Rin-
cón asilo.— Manfredo A. Moore.— Ernesto Curiel hijo, Se-

cretario General.— 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, 
y fué firmada. leída y publicada por mí, Secretario Ge-
neral, que certifico. (Fdo.).— Ernesto Curiel hijo. — 
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SENTENCIA DE FECHA 16 DE MARZO DEL 1966 

Sentencia' mpugnada: Corte de Apelación de San Juan de la 
Maguana, de fecha 30 de julio de 1965 

Materia: Correccional. 

Recurrente: Ovidio Romero 

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana 

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Alfredo Con-
de Pausas, Presidente; Manuel D. Bergés Chupani Primer 
Sustituto de Presidente; F. E. Ravelo de la Fuente, Se-
gunda Sustituto de Presidente; Guarionex A. García de 
Peña, Luis Gómez Tavárez, Rafael Richiez Saviñón, Pe-
dro María Cruz, Manfredo A. Moore y Rafael Rincón hi-
jo, asistidos del Secretario General, en la Sala donde ce-
lebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo, Dis-
trito Nacional, a los 16 días del mes de marzo del año 
1966, años 123' de la Independencia y 103' de la Restaura-
ción, d:cta en audiencia pública, como corte de casación 
la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interppuesto por Ovidio 
Romero, dominicano, mayor de edad, agricultor, domici-
liado y residente en la sección de La Maguana, del Mu-
nicipio de San Juan de la Maguana, cédula 9123 serie 12, 
contra sentencia dictada en atribuciones correccionales, 
por la Corte de Apelación de San Juan de la Maguana, en 
fecha 30 de julio del año 1965, cuyo dispositivo se copia 
más adelante; 

Oido el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oido el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

secretaría de la Corte a-qua, a requerimiento del recurren-
te, en la cual no se invoca ningún medio determinado de 

casación; 

La Suprema Corte e Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1 de la Ley No. 5869 del 24 
de abril de 1962; 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 

Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta: a) que en fecha 
lro. de abril de 1963, Gertrudis Jiménez presentó que-
rella ante el Procurador Fiscal de San Juan de la Magua-
na, contra Ovidio Romero, Leonardo de la Cruz y Gracia-
no de la Cruz, por el hecho de éstos haberse introducido 
en un terreno perteneciente a la querellante, sin permiso 
de ésta;-b) que, regularmente apoderado del caso el Juzga-
do de Primera Instancia del Distrito Judicial de San Juan 
de la Maguana, dictó en fecha 29 de abril de 1964, senten-
cia con el dispositivo siguiente: "Falla: Primero: Se pro-

nuncia el defecto contra los prevenidos Ovidio Romero, 
Leonardo de la Cruz y Gracio de la Cruz, por no haber 
comparecido a la audiencia, no obstante haber sido legal-
mente citados; Segundo: Se declaran a dichos prevenidos 
culpables del delito de violación de propiedad, en perjui-
cio de Gertrudis Jiménez Vda. Encarnación y en conse-
cuencia los condena a un año de prisión correccional y al 
pago de las costas, acogiendo en su favor circunstancias 
atenuantes"; c) que, sobre recurso de apelación interpues-
to por los prevenidos, la Corte de Apelación de San Juan 
de la Maguana dictó sentencia de sobreseimiento, aplazan-
do por seis meses el fallo del fondo del asunto, hasta que 
el Tribunal de Tierras decidiera quiénes son los verdaderos 
dueños del terreno; d) que, después de vencido este pla-
zo, sin que la recurrente apoderara al Tribunal de Tierras, 
la querellante aportó como prueba de su derecho de pro- 
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Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana 
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ticia, regularmente constituída por los Jueces Alfredo Con-
de Pausas, Presidente; Manuel D. Bergés Chupani Primer 
Sustituto de Presidente; F. E. Ravelo de la Fuente, Se-
gunda Sustituto de Presidente; Guarionex A. García de 
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liado y residente en la sección de La Maguana, del Mu-
nicipio de San Juan de la Maguana, cédula 9123 serie 12, 
contra sentencia dictada en atribuciones correccionales, 
por la Corte de Apelación de San Juan de la Maguana, en 
fecha 30 de julio del año 1965, cuyo dispositivo se copia 
más adelante; 

Oido el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oido el dictámen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

secretaría de la Corte a-qua, a requerimiento del recurren-
te, en la cual no se invoca ningún medio determinado de 

casación; 

La Suprema Corte e Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1 de la Ley No. 5869 del 24 
de abril de 1962; 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 

Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta: a) que en fecha 
1ro. de abril de 1963, Gertrudis Jiménez presentó que-
rella ante el Procurador Fiscal de San Juan de la Magua-
na, contra Ovidio Romero, Leonardo de la Cruz y Gracia-
no de la Cruz, por el hecho de éstos haberse introducido 
en un terreno perteneciente a la querellante, sin permiso 
de ésta;•b) que, regularmente apoderado del caso el Juzga-
do de Primera Instancia del Distrito Judicial de San Juan 
de la Maguana, dictó en fecha 29 de abril de 1964, senten-
cia con el dispositivo siguiente: "Falla: Primero: Se pro-
nuncia el defecto contra los prevenidos Ovidio Romero, 
Leonardo de la Cruz y Grado de la Cruz, por no haber 
comparecido a la audiencia, no obstante haber sido legal-
mente citados; Segundo: Se declaran a dichos prevenidos 
culpables del delito de violación de propiedad, en perjui-
cio de Gertrudis Jiménez Vda. Encarnación y en conse-
cuencia los condena a un año de prisión correccional y al 
pago de las costas, acogiendo en su favor circunstancias 
atenuantes"; c) que, sobre recurso de apelación interpues-
to por los prevenidos, la Corte de Apelación de San Juan 
de la Maguana dictó sentencia de sobreseimiento, aplazan-
do por seis meses el fallo del fondo del asunto, hasta que 
el Tribunal de Tierras decidiera quiénes son los verdaderos 
dueños del terreno; d) que, después de vencido este pla-
zo, sin que la recurrente apoderara al Tribunal de Tierras, 
la querellante aportó como prueba de su derecho de pro- 
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piedad del terreno, una certificación del Tribunal de Tie-
rras en la cual consta que su finado esposo Francisco E n.. 
carnación, era dueño de vienticinco pesos de títulos o ac-
ciones, del Sitio de "Pasatiempo", del Municipio de San 
Juan de la Maguana; e) que en fecha 30 de junio de 1965, 
la Corte a-qua dictó una sentencia en defecto, cuyo dispo-
sitivo dice así: "Admite en la forma el presente recurso de 
apelación interpuesto por Ovidio Romero, Leonardo de la 
Cruz y Gracio de la Cruz; Pronuncia el defecto en contra 
del prevenido Ovidio Romero, por no haber comparecido 
a esta audiencia para la cual fue legalmente citado; con-
firma la sentencia apelada en cuanto se refiere al preve-
nido Ovidio Romero; Revoca la sentencia apelada en 
cuanto se refiere a los prevenidos Leonardo de la Cruz y 
Gracio de la Cruz y obrando por propia autoridad y con-
trario imperio, descarga a dichos prevenidos del delito 
puesto a su cargo por no haberlo cometido; Condena al 
prevenido Ovidio Romero al pago de las costas y declara 
las mismas de oficio en cuanto se refiere a los demás pre-
venidos"; f) que, contra esta sentencia interpuso recurso 
de oposición el recurrente, del cual conoció la Corte a-qua, 
dictando la sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo 
es el siguiente: "Falla: Admite en la forma el presente re-
curso de oposición interpuesto por el prevenido Ovidio 
Romero, contra sentencia correccional de esta Corte de 
Apelación, de fecha 30 de junio del 1965, marcada con el 
número 61, cuyo dispositivo figura transcrito en otra par-
te de esta misma sentencia, por haberlo intentado dentro 
del plazo y de acuerdo con los demás requisitos legales; 
Segundo: Modifica la sentencia recurrida en cuanto al 
monto de la pena impuesta y acogiendo circunstancias ate-
nuantes en favor del prevenido Ovidio Romero, lo conde-
na a pagar una multa de quince pesos, por el delito pues-
to a su cargo de violación de propiedad en perjuicio de 
Gertrudis Jiménez Vda. Encarnación, desestimando las 
conclusiones del abogado de la defensa; Tercero: Rechaza 

por  improcedentes las conclusiones del Magistrado Procu-
rador General de esta Corte, en cuanto solicita se ordene 
el desalojo inmediato del prevenido; Cuarto: Condena al 
prevenido al pago de las costas"; 

Considerando que la Corte a-qua, mediante la ponde-
ración de los elementos de prueba que fueron regularmen-
te aportados en la instrucción de la causa, dio por estable-
cido "que el finado Francisco Encarnación, esposo de la 
querellante, era dueño de una porción de terreno, con una 
extensión superficial de ocho o diez tareas, radicadas en 
el paraje de "Pasatiempo", terreno del cual está en pose-
sión la querellante, y, además, ha presentado en apoyo de 
sus pretensiones una certificación del Tribunal Supe-
rior, en la cual consta que el finado Francisco Encarna-
ción era dueño de vienticinco pesos de títulos en el sitio 
ya indicado; que Ovidio Romero, sin permiso de la quere-
llante, se introdujo en esa parcela; 

Considerando que los hechos así establecidos por la 
Corte a-qua, constituyen el delito de violación de propie-
dad, previsto por el artículo lro. de la Ley No. 5869, del 
24 de abril de 1962, y castigado con pena de tres meses a 
dos años de prisión correccional y multa de diez a qui-
nientos pesos; que, por consiguiente, la Corte a-qua, al 
condenar al prevenido después de declararlo culpable del 
indicado delito, al pago de una multa de quince pesos, 
acogiendo circunstancias atenuantes, hizo una correcta 
aplicación de la Ley; que, examinada en sus demás aspec-
tos la sentencia impugnada no contiene ningún vicio que 
justifique su casación; 

Por tales motivos: Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Ovidio Romero, contra sentencia 
dictada por la Corte de Apelación de San Juan de la Ma-
guana, en atribuciones correccionales, en fecha 30 de ju-
lio de 1965, cuyo dispositivo se ha copiado en parte ante-
rior del presente fallo; Segundo: Condena al recurrente al 
pago de las costas. 
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piedad del terreno, una certificación del Tribunal de Tie-
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extensión superficial de ocho o diez tareas, radicadas en 
el paraje de "Pasatiempo", terreno del cual está en pose-
sión la querellante, y, además, ha presentado en apoyo de 
sus pretensiones una certificación del Tribunal Supe-
rior, en la cual consta que el finado Francisco Encarna-
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(Firmados) Alfredo Conde Pausas.— Manuel D. Ber-
gés Chupani.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Guarionex 
García de Peña.— Luis Gómez Tavárez.— Rafael Richiez 
Saviñón.— Pedro María Cruz.— Manfredo A. Moore.— 
Rafael Rincón hijo— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge- 
neral. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fue leída firmada y publicada por mí, Secretario General. 
que certifica. (Fdo. Ernesto Curiel hijo). 

SENTENCIA DE FECHA 16 DE MARZO DEL 1966 

tenía impugnada: Tercera Cámara Penal del Juzgado de Pri-

mera Instancia del Distrio Nacional, en fecha 28 de agos-

to de 1964. 

Materia: Correccional 

Recurrente: Virgilio Gutiérrez 

Abogado: Dr.Carlos Cornielle 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel D. 
Bergés Chupani, Primer Sustituto en funciones de Presi-
dente; F. E. Ravelo de la Fuente, Segundo Sustituo de 
Presidente; Guarionex A. García de Peña, Rafael Richiez 
Saviñón, Pedro María Cruz, Manfredo A. Moore, Rafael 
Rincón hijo, asistidos del Secretario General, en la Sala 
donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Do-
mingo, Distrio Nacional, hoy día 16 de marzo del año 
1966, años 123' de la Independencia y 103' de la Restaura-
ción, dicta en audiencia pública, como corte de casación, 
la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Virgilio 
Gutiérrez, dominicano, mayor de edad, Ingeniero Mecáni-
co, soltero, domiciliado y residente en esta ciudad, porta-
dor de la cédula N9  926669, serie 12, contra sentencia dic-
tada en atribuciones correccionales, por la Tercera Cámara 
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrio Na-
cional, en fecha 28 de agosto de 1964, notificádale al recu-
rrente el día 16 de septiembre de 1964, y cuyo dispositivo 
es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Declara Nulo y sin 
ningún valor ni efecto, el recurso de oposición interpuesto 
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(Firmados) Alfredo Conde Pausas.— Manuel D. Ber-
gés Chupani.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Guarionex 
García de Peña.— Luis Gómez Tavárez.— Rafael Richiez 
Saviñón.— Pedro María Cruz.— Manfredo A. Moore.— 
Rafael Rincón hijo— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge- 
neral. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fue leída firmada y publicada por mí, Secretario General, 
que certifica. (Fdo. Ernesto Curiel hija). 

SENTENCIA DE FECHA 16 DE MARZO DEL 1966 

tenia impugnada: Tercera Cámara Penal del Juzgado de Pri-

mera Instancia del Distrío Nacional, en fecha 28 de agos-

to de 1964. 

Materia: Correccional 

Recurrente: Virgilio Gutiérrez 

Ahogado: Dr.Carlos Cornielle 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel D. 
Bergés Chupani, Primer Sustituto en funciones de Presi-
dente; F. E. Ravelo de la Fuente, Segundo Sustituo de 
Presidente; Guarionex A. García de Peña, Rafael Richiez 
Saviñón, Pedro María Cruz, Manfredo A. Moore, Rafael 
Rincón hijo, asistidos del Secretario General, en la Sala 
donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Do-
mingo, Distrio Nacional, hoy día 16 de marzo del año 
1966, años 123' de la Independencia y 103' de la Restaura-
ción, dicta en audiencia pública, como corte de casación, 
la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Virgilio 
Gutiérrez, dominicano, mayor de edad, Ingeniero Mecáni-
co, soltero, domiciliado y residente en esta ciudad, porta-
dor de la cédula N9  926669, serie 12, contra sentencia dic-
tada en atribuciones correccionales, por la Tercera Cámara 
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrio Na-
cional, en fecha 28 de agosto de 1964, notificádale al recu-
rrente el día 16 de septiembre de 1964, y cuyo dispositivo 
es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Declara Nulo y sin 
ningún valor ni efecto, el recurso de oposición interpuesto 
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por el nombrado Virgilio Gutiérrez, de generales que 
constan en el expediente, contra la sentencia dictada e n 

 defecto en su contra por este tribunal en fecha 24 de abril 
de 1964, la cual contiene el siguiente dispositivo: "Falla. 
Primero: Se pronuncia el defecto contra el prevenido Vir-
gilio Gutiérrez, por no haber comparecido a esta audien-
cia, para la cual estaba debidamente citado; Segundo: se 

 declara al prevenido Virgilio Gutiérrez, culpable de vio-
lar el art. 1 9  de la Ley N9  5771, sobre accidentes causados 
con el manejo de vehículos de motor, en perjuicio de Víc-
tor Adriano Fernández Herrera, y en consecuencia, se 
condena a sufrir la pena de Dos Años de prisión correc-
cional; Tercero: Se declara al prevenido Víctor Adriano 
Fernández Herrera, no culpable de violar la Ley N 9  4809, 
sobre tránsito, y en consecuencia, se le Descarga de toda 
responsabilidad penal, por no haberse probado que viola-
ra las disposiciones de la ley arriba mencionada; Cuarto: 
Se declaran en favor del prevenido Víctor Adriano Fer-
nández Herrera, las costas de oficio; Quinto: Se declara 
regular y válida en la forma, la constitución en parte ci-
vil hecha por el señor Víctor Adriano Fernández Herrera, 
por no adolecer de ningún vicio, y en cuanto al fondo, Con-
dena al prevenido Virgilio Gutiérrez a pagarle a la parte 
civil constituída una indemnización de Cinco Mil Pesos 
(RD$5,000.00), como justa compensación por los daños mo-
rales y materiales causádole por su hecho delictuoso; Sex-
to: Se condena además, al prevenido Virgilio Gutiérrez, 
al pago de las costas penales y civiles, con distracción de 
las últimas en provecho del Dr. César León Flaviá Andú-
jar, abogado de la parte civil constituída, quien afirma 
haberlas avanzado en su totalidad"; por no haber compa-
recido dicho oponente a esta audiencia, para la que fue 
debidamente citado, a sostener su referido recurso; SE- . 

 GUNDO: Confirma en todas sus partes la supradicha sen-
tencia que ha sido íntegramente reproducida en su parte  

dispositiva, en el ordinal anterior; TERCERO: Condena al 
supracitado Oponente Virgilio Gutiérrez, al pago de las 

costas penales y civiles originadas por su recurso, con dis-
tririón de las últimas en beneficio del Dr. César León Fla-
vAndújar, abogado de la parte civil constituída, quien 
afirma haberlas avanzado en su otal:dad"; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. Salvador Cornielle, a nombre y represen-

tación del Dr. Carlos Cornielle céd. 7526 serie 18, aboga-
do del recurrente, en la lectura de sus conclusiones; 

Visto el acta del recurso de casación levantada en la 

Secretaría del Juzgado a quo en fecha 2 de octubre de 

1964, a requerimiento del recurrente; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Visto el memorial de casación suscrito por el Dr. Car-

los Cornielle, de fecha 12 de marzo de 1965; 
Visto el auto dictado en fecha 15 de marzo del corrien-

te año 1966 por el Magistrado Primer Sustituto en funcio-
nes de Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por me-
dio del cual llama a los Magistrados Pedro María Cruz, 
Manfredo A. Moore y Rafael Rincón hijo, Jueces de este 
Tribunal, para integrar la Suprema Corte de Justicia, en 
la deliberación y fallo del recurso de casación de que se 
trata, de conformidad con las leyes Nos. 684, de 1934 y 

926, de 1935; 
La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-

berado y vistos los artículos 200 del Código de Procedi-
miento Criminal; 1, 36 y 65 de la Ley sobre Procedimiento 
de Casación; 

Considerando que de acuerdo con lo establecido por 
el artículo 1 de la Ley osbre Procedimiento de Casación, 
sólo son susceptibles de ese recurso, las sentencias dictadas 
en última o única instancia por los tribunales del orden 

judicial; 
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por el nombrado Virgilio Gutiérrez, de generales que 
constan en el expediente, contra la sentencia dictada en 

 defecto en su contra por este tribunal en fecha 24 de abril 
de 1964, la cual contiene el siguiente dispositivo: "F alla: 

 Primero: Se pronuncia el defecto contra el prevenido Vir-
gilio Gutiérrez, por no haber comparecido a esta audien-
cia, para la cual estaba debidamente citado; Segundo: s e 

 declara al prevenido Virgilio Gutiérrez, culpable de vio-
lar el art. 1 9  de la Ley N9  5771, sobre accidentes causados 
con el manejo de vehículos de motor, en perjuicio de Víc-
tor Adriano Fernández Herrera, y en consecuencia, se 
condena a sufrir la pena de Dos Años de prisión correc-
cional; Tercero: Se declara al prevenido Víctor Adriano 
Fernández Herrera, no culpable de violar la Ley N 9  4809, 
sobre tránsito, y en consecuencia, se le Descarga de toda 
responsabilidad penal, por no haberse probado que viola-
ra las disposiciones de la ley arriba mencionada; Cuarto: 
Se declaran en favor del prevenido Víctor Adriano Fer-
nández Herrera, las costas de oficio; Quinto: Se declara 
regular y válida en la forma, la constitución en parte ci-
vil hecha por el señor Víctor Adriano Fernández Herrera, 
por no adolecer de ningún vicio, y en cuanto al fondo, Con-
dena al prevenido Virgilio Gutiérrez a pagarle a la parte 
civil constituida una indemnización de Cinco Mil Pesos 
(RD$5,000.00), como justa compensación por los daños mo-
rales y materiales causádole por su hecho delictuoso; Sex-
to: Se condena además, al prevenido Virgilio Gutiérrez, 
al pago de las costas penales y civiles, con distracción de 
las últimas en provecho del Dr. César León Flaviá Andú-
jar, abogado de la parte civil constituida, quien afirma 
haberlas avanzado en su totalidad"; por no haber compa-
recido dicho oponente a esta audiencia, para la que fue 
debidamente citado, a sostener su referido recurso; SE- . 

 GUNDO: Confirma en todas sus partes la supradicha sen-
tencia que ha sido íntegramente reproducida en su parte  

dispositiva, en el ordinal anterior; TERCERO: Condena al 
supracitado Oponente Virgilio Gutiérrez, al pago de las 
costas penales y civiles originadas por su recurso, con dis-
tración de las últimas en beneficio del Dr. César León Fla-

viá .Andújar, abogado de la parte civil constituida, quien 
afirma haberlas avanzado en su °tal:dad"; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. Salvador Cornielle, a nombre y represen-

tación del Dr. Carlos Cornielle céd. 7526 serie 18, aboga-
do del recurrente, en la lectura de sus conclusiones; 

Visto el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría del Juzgado a quo en fecha 2 de octubre de 
1964, a requerimiento del recurrente; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Visto el memorial de casación suscrito por el Dr. Car-

los Cornielle, de fecha 12 de marzo de 1965; 
Visto el auto dictado en fecha 15 de marzo del corrien-

te año 1966 por el Magistrado Primer Sustituto en funcio-
nes de Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por me-
dio del cual llama a los Magistrados Pedro María Cruz, 
Manfredo A. Moore y Rafael Rincón hijo, Jueces de este 
Tribunal, para integrar la Suprema Corte de Justicia, en 
la deliberación y fallo del recurso de casación de que se 
trata, de conformidad con las leyes Nos. 684, de 1934 y 

926, de 1935; 
La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-

berado y vistos los artículos 200 del Código de Procedi-
miento Criminal; 1, 36 y 65 de la Ley sobre Procedimiento 
de Casación; 

Considerando que de acuerdo con lo establecido por 
el artículo 1 de. la Ley osbre Procedimiento de Casación, 
sólo son susceptibles de ese recurso, las sentencias dictadas 
en última o única instancia por los tribunales del orden 

judicial; 
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Considerando que según el artículo 200 del Código de 
Procedimiento Criminal, podrán ser impugnadas por la vía 
de la apelación las sentencias que se pronuncien en mate-
ria correccional; 

Considerando que en la especie, el juzgado a-quo, co n_ 
denó a Virgilio Gutiérrez a dos años de prisión correc-
cional y cinco mil pesos de indemnización, por violación de 
la Ley 5771 de 1965, sobre accidentes causados con el ma-
nejo de vehículos de motor, en perjuicio de Víctor Adria-
no Fernández; que, por consiguiente, al juzgar en materia 
correccional, la sentencia impugnada es apelable y no po-
día ser recurrida en casación; 

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el re-
curso de casación interpuesto por Virgilio Gutiérrez, con-
tra sentencia dictada en atribuciones correccionales, en fe-
cha 28 de agosto de 1964, por la Tercera Cámara Penal del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrio Nacional; Segun-
do: Condena al recurrente al pago de las costas; 

Firmados: Manuel D. Bergés Chupani.— F. E. Ravelo 
de la Fuente.— Guarionex A. García de Peña.— Rafael 
Richiez Saviñón, Pedro María Cruz.— Manfredo A. Moo-
re.— Rafael Rincón hijo.— Ernesto Curiel hijo, Secretario 
General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secreario General 
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 18 DE MARZO DEL 1966 

Sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera 
Instancia del D. N., de fecha 15 de junio de 1964. 

Materia: Trabajo. 

Recurrente: Jaime de Oleo. 

Abogados: Dres. A. Sandino González de León, Bienvenido Figuereo 

Méndez y Bienvenido Montero de los Santos. 

Recurrido: Antonio P. Haché y Cía., C. por A. 

Abogados: Dr. Juan L. Pacheco M. y Dr. Vietdr M. Villegas. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel D. 
Bergés Chupani, Primer Sustituto en funciones de Presiden-
te, F. E. 'Ravelo de la Fuente, Segundo Sustituto de Presi-
dente, Guarionex A. García de Peña, Rafael Richiez Saviñón, 
Pedro María Cruz, Manfredo A. Moore, Rafael Rincón hijo, 
asistidos del Secretario General, en la sala donde celebra 
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo, Distrito Na-
cional, a los 18 días del mes de Marzo del año 1966, años 
123o. de la Independencia y 1030. de la Restauración, dic-
ta en audiencia pública, como corte de casación, la siguien- 
te sentencia: 

• Sobre el recurso de casación interpuesto por Jaime de 
Oleo, dominicano, mayor de edad, soltero, empleado priva-
do, domiciliado y residente en la casa No. 78 de la calle 
"Veintisiete", del Barrio. de Gualey, de la ciudad de San-
to Domingo, cédula No. 607, serie 75, contra sentencia dic-
tada en fecha 15 de Junio de 1364 por la Cámara de Tra- 

fati 
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Considerando que según el artículo 200 del Código de 
Procedimiento Criminal, podrán ser impugnadas por la vía 
de la apelación las sentenzias que se pronuncien en mate-
ria correccional; 

Considerando que en la especie, el juzgado a-quo, con-
denó a Virgilio Gutiérrez a dos años de prisión correc-
cional y cinco mil pesos de indemnización, por violación de 
la Ley 5771 de 1965, sobre accidentes causados con el ma-
nejo de vehículos de motor, en perjuicio de Víctor Adria-
no Fernández; que, por consiguiente, al juzgar en materia 
correccional, la sentencia impugnada es apelable y no po-
día ser _recurrida en casación; 

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el re-
curso de casación interpuesto por Virgilio Gutiérrez, con-
tra sentencia dictada en atribuciones correccionales, en fe-
cha 28 de agosto de 1964, por la Tercera Cámara Penal del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrio Nacional; Segun-
do: Condena al recurrente al pago de las costas; 

Firmados: Manuel D. Bergés Chupani.— F. E. Ravelo 
de la Fuente.— Guarionex A. García de Peña.— Rafael 
Richiez Saviñón, Pedro María Cruz.— Manfredo A. Moo-
re.— Rafael Rincón hijo.— Ernesto Curiel hijo, Secretario 
General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secreario General 
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 18 DE MARZO DEL 1966 

Sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera 
Instancia del D. N., de fecha 15 de junio de 1964. 

'ateria: Trabajo. 

turrente: Jaime de Oleo. 

Abogados: Dres. A. Sandino González de León, Bienvenido Figuereo 

Méndez y Bienvenido Montero de los Santos. 

Redimido: Antonio P. Haché y Cia., C. por A. 
Abogados: Dr. Juan L. Pacheco M. y Dr. Victdr M. Villegas. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel D. 
Bergés Chupani, Primer Sustituto en funciones de Presiden-
te, F. E. Ravelo de la Fuente, Segundo Sustituto de Presi-
dente, Guarionex A. García de Peña, Rafael Richiez Saviñón, 
Pedro María Cruz, Manfredo A. Moore, Rafael Rincón hijo, 
asistidos del Secretario General, en la sala donde celebra 
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo, Distrito Na-
cional, a los 18 días del mes de Marzo del año 1966, años 
123o. de la Independencia y 103o. de la Restauración, dic-
ta en audiencia pública, como corte de casación, la siguien- 
te sentencia: 

• 	Sobre el recurso de casación interpuesto por Jaime de 
Oleo, dominicano, mayor de edad, soltero, empleado priva-
do, domiciliado y residente en la casa No. 78 de la calle 
"Veintisiete", del Barrio de Gualey, de la ciudad de San-
to Domingo, cédula No. 647, frie 75, contra sentencia dic-

tada en fecha 15 de Junio de 1964 por la Cámara de Tra- 
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bajo del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Naci 
ral, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el Alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el Dr. A. Sandino González de León, cédula No. 
57749, serie 1ra., por sí y en representación de los Dres. 
Bienvenido Figuereo Méndez, cédula No. 63744, serie 12, y 
Bienvenido Montero de los Santos, cédula 12406, serie lra., 
abogados del recurrente, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el Dr. Víctor M. Villegas, cédula No. 22161, serie 
23, por sí y en representación del Dr. Juan L. Pacheco M., 
cédula 56090, serie 1ra., abogados de la recurrida la Anto-
nio P. Haché y Cía. C. por A., sociedad comercial domicilia-
da en la casa no 35 de la calle Duarte, de la ciudad de San-
tiago, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación depositado en la Secre-
taría de esta Corte en fecha 25 de Agosto de 1964, suscrito 
por los abogados del recurrente; 

Visto el memorial de defensa de fecha 22 de septiembre 
de 1964 suscrito por los abogados de la recurrida; 

Visto el auto dictado en fecha 16 de Marzo del corrien-
te año 1966, por el Magistrado Primer Sustituto en funcio-
nes de Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por me-
dio del cual llama a los Magistrados Pedro María Cruz, Man-
fredo A. Moore y Rafael Rincón hijo, Jueces de este Tribu-
nal, para integrar la Suprema Corte de Justicia, en la deli-
beración y fallo del recurso de casación de que se trata, de 
conformidad con las Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1, 6, 83 y 84 del Código de 
Trabajo; 21 del Reglamento 7676 dictado para aplicación 
del Código de Trabajo; 1315 del Código Civil; 141 del Códi-
go de Procedimiento Civil; 1 y 65 de la Ley Sobre Procedi-
miento de Casación; 
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Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta: a) que con motivo 
(y; una demanda laboral y previa tentativa de conciliación, 
el Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Nacional, dictó 
en fecha 18 de febrero de 1964, una sentencia con el si-
guiente dispositivo: "Falla: Primero:— Ratifica, el defecto 
pronunciado en la audiencia de fecha 8 de enero de 1964, 
contra la parte demandada, por no comparecer; Segundo: 
Declara, la rescisión del contrato que existió entre el de-
mandante Jaime de Oleo y la Casa Haché & Co. C. por A., 
por la causa de despido injustificado operado por voluntad 
unilateral de la dicha compañía; Tercero: Condena, a la Ca-
sa Haché & Co. C. por A., a pagarle al trabajador Jaime de 
Oleo, las sumas correspondientes a Preaviso, Auxilio de Ce-
santía y Vacaciones, 24 días, 90 días y 14 días de salarios, 
respectivamente, a razón de RD$4.00 diarios; Cuarto: Con-
dena, a dicha Compañía a pagarle a dicho trabajador una 
suma igual a los salarios que habría recibido éste desde el 
día de su demanda, sin exceder de los salarios correspon-
dientes a tres meses; Quinto: Condena al pago de los cos-
tos, a la Casa Haché & Co. C. por A.; Sexto: Rechaza la 
demanda, en los demás, por el motivo mencionado"; b) que 
sobre el recurso de apelación interpuesto por la Antonio P. 
Haché & Co. C. por A., y después de celebrados un infor-
mativo y contrainformativo la Cámara de Trabajo del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Nacional dictó la 
sentencia ahora impugnada cuyo dispositivo dice así: "Fa-
lla: Primero: Declara, regular y válido tanto en la forma co-
mo en el fondo el recurso de apelación interpuesto por la 
Antonio P. Haché C. por A., contra sentencia del Juzgado 
de Paz de Trabajo del Distrito Nacional, de fecha 18 de fe-
brero de 1964, cuyo dispositivo ha sido copiado más arriba 
ex, esta misma sentencia, dictada en favor de Jaime de Oleo, 
Y en consecuencia revoca íntegramente dicha decisión im-
pugnada; Segundo: Rechaza la demanda original intentada 
Por Jaime de Oleo, contra la Antonio P. Haché C. por A., 
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bajo del Jmgado de Primera Instancia del Distrito Nada 
nal, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el Alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el Dr. A. Sandino González de León, cédula No. 
57749, serie lra., por sí y en representación de los Dres. 
Bienvenido Figuereo Méndez, cédula No. 63744, serie 12, y 
Bienvenido Montero de los Santos, cédula 12406, serie 1ra., 
abogados del recurrente, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el Dr. Víctor M. Villegas, cédula No. 22161, serie 
23, por sí y en representación del Dr. Juan L. Pacheco M., 
cédula 56090, serie lra., abogados de la recurrida la Anto-
nio P. Haché y Cía. C. por A., sociedad comercial domicilia-
da en la casa no 35 de la calle Duarte, de la ciudad de San-
tiago, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación depositado en la Secre-
taría de esta Corte en fecha 25 de Agosto de 1964, suscrito 
por los abogados del recurrente; 

Visto el memorial de defensa de fecha 22 de septiembre 
de 1964 suscrito por los abogados de la recurrida; 

Visto el auto dictado en fecha 16 de Marzo del corrien-
te año 1966, por el Magistrado Primer Sustituto en funcio-
nes de Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por me-
dio del cual llama a los Magistrados Pedro María Cruz, Man-
fredo A. Moore y Rafael Rincón hijo, Jueces de este Tribu-
nal, para integrar la Suprema Corte de Justicia, en la deli-
beración y fallo del recurso de casación de que se trata, de 
conformidad con las Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1, 6, 83 y 84 del Código de 
Trabajo; 21 del Reglamento 7676 dictado para aplicación 
del Código de Trabajo; 1315 del Código Civil; 141 del Códi-
go de Procedimiento Civil; 1 y 65 de la Ley Sobre Procedi-
miento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta: a) que con motivo 
dr: una demanda laboral y previa tentativa de conciliación, 
el Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Nacional, dictó 
en fecha 18 de febrero de 1964, una sentencia con el si-
guiente dispositivo: "Falla: Primero:— Ratifica, el defecto 
pronunciado en la audiencia de fecha 8 de enero de 1964, 
contra la parte demandada, por no comparecer; Segundo: 
Declara, la rescisión del contrato que existió entre el de-
mandante Jaime de Oleo y la Casa Haché & Co. C. por A., 
por la causa de despido injustificado operado por voluntad 
unilateral de la dicha compañía; Tercero: Condena, a la Ca-
sa Haché & Co. C. por A., a pagarle al trabajador Jaime de 
Oleo, las sumas correspondientes a Preaviso, Auxilio de Ce-
santía y Vacaciones, 24 días, 90 días y 14 días de salarios, 
respectivamente, a razón de RD$4.00 diarios; Cuarto: Con-
dena, a dicha Compañía a pagarle a dicho trabajador una 
suma igual a los salarios que habría recibido éste desde el 
día de su demanda, sin exceder de los salarios correspon-
dientes a tres meses; Quinto: Condena al pago de los cos-
tos, a la Casa Haché & Co. C. por A.; Sexto: Rechaza la 
demanda, en los demás, por el motivo mencionado"; b) que 
sobre el recurso de apelación interpuesto por la Antonio P. 
Haché & Co. C. por A., y después de celebrados un infor-
mativo y contrainformativo la Cámara de Trabajo del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Nacional dictó la 
sentencia ahora impugnada cuyo dispositivo dice así: "Fa-
lla: Primero: Declara, regular y válido tanto en la forma co-
mo en el fondo el recurso de apelación interpuesto por la 
Antonio P. Haché C. por A., contra sentencia del Juzgado 
de Paz de Trabajo del Distrito Nacional, de fecha 18 de fe-
brero de 1964, cuyo dispositivo ha sido copiado más arriba 
eh esta misma sentencia, dictada en favor de Jaime de Oleo, 
Y en consecuencia revoca íntegramente dicha decisión im-
pugnada; Segundo: Rechaza la demanda original intentada 
Por Jaime de Oleo, contra la Antonio P. Haché C. por A., 
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por falta de pruebas; Tercero: Condena a la parte suctun-
biente Jaime de Oleo, al pago de las costas del procedimien-
to tan sólo en un cincuenta por ciento de acuerdo con los 
artículos 691 del Código de Trabajo y 52-mod. de la Ley N o. 
637 sobre Contratos de Trabajo, vigente, ordenándose su 
distracción en favor de los abogados apoderados especia-
les de la parte gananciosa Dres. Juan L. Pacheco Morales, 
y Víctor Villegas, quienes afirman haberlas avanzado en su 
totalidad"; 

Considerando que el recurrente invoca en su memo-
rial de casación el siguiente medio: "Violación de los artícu-
los 1, 6 del Código de Trabajo; Violación del artículo 21 del 
Reglamento No. 7676, para la aplicación del Código de Tra-
bajo, de fecha 26 de Octubre del año 1951; Errónea inter-
pretación y desnaturalización de los testimonios de la causa; 
Falsa aplicación por desconocimiento de los principios que 
rigen la prueba; Violación del artículo 1315 del Código Ci- 
vil; 

 
 Falta de base legal; ausencia e insuficiencia de motivos; 

Violación del artículo 141 del Código de Procedimiento Ci-
vil; Violación por desconocimiento de la sentencia de fecha 
14 de Mayo de 1957, dictada por la Corte de Casación, Bo-
letín Judicial No. 562, páginas 954 a 962;" 

-1.Considerando que en el desenvolvimiento del medio in-
vocado el recurrente sostiene en resumen; a') que su de-
rr anda le fue rechazada no obstante haber aportado la prue-
ba de la existencia del contrato de trabajo que existió en-
tre él y la compañía recurrida; b) que la empresa recurri-
da invocó sin probarlo que el recurrente era un trabajador 
tróvil u ocasional, para lo cual, de acuerdo con el artículo 
21 del Reglamento No. 7676 y la sentencia de esta Corte de 
fecha 14 de Mayo de 1957, debió aportar la relación certifi-
cada requerida por el artículo 21 del citado reglamento; y 
que, por no haberlo hecho así, existe, una presunción "jure 
et de jure e irrefragable de que entre las partes existió un 
contrato de trabajo de naturaleza permanente e indefinido; 
e que en la sentencia impugnada se incurre en la desnatu- 

ralización de las declaraciones de los testigos del informa-

tivo y contrainformativo, debido a que el Juez a quo no las 
interpretó correctamente; d) que además se incurrió en la 
falsa aplicación de los principios que rigen la prueba, debido 
a que no obstante haber el recurrente aportado la prueba 
de la existencia del contrato de trabajo y el hecho material 
de' despido, el Juez a quo, desconociendo las normas proce-
sales, hizo una falsa aplicación del artículo 1315 del Código 
Civil, puesto que era a la compañía recurrida a la que co-
rrespondía probar la justa causa del despido; y e) falta de 
base legal e insuficiencia de motivos porque el Juez a quo se 
limitó a formular consideraciones insustanciales y sin asi-
dero jurídico y legal; pero, 

Considerando que en los litigios laborales por cau-
sa de despido corresponde al trabajador probar la existen-
cia del contrato de trabajo y « el despido de que ha sido ob-
jeto; que luego de hecha esa prueba corresponde al patro-
no que pretende que el despido tuvo una justa causa, pro-
bar ese alegato, de acuerdo con la regla general consagrada 
en el artículo 1315 del Código Civil, del cual se hace una 
aplicación particular en los artículos 83 y 84 del Código de 
Trabajo; 

Considerando que en la especie, el examen del fallo im-
pugnado pone de manifiesto, que la Cámara a qua revocó la 
sentencia del Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Na-
cional, fundándose en el hecho de que Jaime de Oleo no apor-
tó la prueba de la existencia del contrato de trabajo que él 
alega había celebrado con la Antonio P. Haché C. por A.; y, 
además, en las declaraciones de los testigos del informativo 
y contra-informativo celebrados por medio de los cuales 
quedó establecido que el actual recurrente era un trabaja-
dor ocasional de los denominados "chiriperos", utilizado por 
la recurrida en la carga y descarga de los camiones que lle-
gaban a los almacenes que ella tiene en esta ciudad, pero 
que nunca estuvo bajo la dependencia permanente y direc-
ción inmediata de la compañía recurrida; 
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por falta de pruebas; Tercero: Condena a la parte sucum. 
biente Jaime de Oleo, al pago de las costas del procedimien-
to tan sólo en un cincuenta por ciento de acuerdo con los 
artículos 691 del Código de Trabajo y 52-mod. de la Ley No. 
637 sobre Contratos de Trabajo, vigente, ordenándose su 
distracción en favor de los abogados apoderados especia-
les de la parte gananciosa Dres. Juan L. Pacheco Morales, 
y Víctor Villegas, quienes afirman haberlas avanzado en su 
totalidad"; 

Considerando que el recurrente invoca en su memo-
rial de casación el siguiente medio: "Violación de los artícu-
los 1, 6 del Código de Trabajo; Violación del artículo 21 del 
Reglamento No. 7676, para la aplicación del Código de Tra-
bajo, de fecha 26 de Octubre del año 1951; Errónea inter-
pretación y desnaturalización de los testimonios de la causa; 
Falsa aplicación por desconocimiento de los principios que 
rigen la prueba; Violación del artículo 1315 del Código Ci-
vil; Falta de base legal; ausencia e insuficiencia de motivos; 
Violación del artículo 141 del Código de Procedimiento Ci-
vil; Violación por desconocimiento de la sentencia de fecha 
14 de Mayo de 1957, dictada por la Corte de Casación, Bo-
letín Judicial No. 562, páginas 954 a 962;" 

-1..Considerando que en el desenvolvimiento del medio in-
vocado el recurrente sostiene en resumen; a') que su de-
manda le fue rechazada no obstante haber aportado la prue-
ba de la existencia del contrato de trabajo que existió en-
tre él y la compañía recurrida; b) que la empresa recurri-
da invocó sin probarlo que el recurrente era un trabajador 
tróvil u ocasional, para lo cual, de acuerdo con el artículo 
21 del Reglamento No. 7676 y la sentencia de esta Corte de 
fecha 14 de Mayo de 1957, debió aportar la relación certifi-
cada requerida por el artículo 21 del citado reglamento; y 
que, por no haberlo hecho así, existe, una presunción "jure 
et de jure e irrefragable de que entre las partes existió un 
contrato de trabajo de naturaleza permanente e indefinido; 

que en la sentencia impugnada se incurre en la desnatu- 

ralización de las declaraciones de los testigos del informa-
tivo y contrainformativo, debido a que el Juez a quo no las 
interpretó correctamente; d) que además se incurrió en la 
falsa aplicación de los principios que rigen la prueba, debido 
a que no obstante haber el recurrente aportado la prueba 
de la existencia del contrato de trabajo y el hecho material 
de' despido, el Juez a quo, desconociendo las normas proce-
sales, hizo una falsa aplicación del artículo 1315 del Código 
Civil, puesto que era a la compañía recurrida a la que co-
rrespondía probar la justa causa del despido; y e) falta de 
base legal e insuficiencia de motivos porque el Juez a quo se 
limitó a formular consideraciones insustanciales y sin asi-
dero jurídico y legal; pero, 

Considerando que en los litigios laborales por cau-
sa de despido corresponde al trabajador probar la existen-
cia del contrato de trabajo y . el despido de que ha sido ob-
jeto; que luego de hecha esa prueba corresponde al patro-
no que pretende que el despido tuvo una justa causa, pro-
bar ese alegato, de acuerdo con la regla general consagrada 
en el artículo 1315 del Código Civil, del cual se hace una 
aplicación particular en los artículos 83 y 84 del Código de 
Trabajo; 

Considerando que en la especie, el examen del fallo im-
pugnado pone de manifiesto, que la Cámara a qua revocó la 
sentencia del Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Na-
cional, fundándose en el hecho de que Jaime de Oleo no apor-
tó la prueba de la existencia del contrato de trabajo que él 
alega había celebrado con la Antonio P. Haché C. por A.; y, 
además, en las declaraciones de los testigos del informativo 
y contra-informativo celebrados por medio de los cuales 
quedó establecido que el actual recurrente era un trabaja-
dor ocasional de los denominados "chiriperos", utilizado por 
la recurrida en la carga y descarga de los camiones que lle-
gaban a los almacenes que ella tiene en esta ciudad, pero 
que nunca estuvo bajo la dependencia permanente y direc-
ción inmediata de la compañía recurrida; 
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Considerando que por lo antes expuesto se advierte 
que en el fallo impugnado no se ha incurrido en la violación' 

 de los artículos 1 y 6 del Código de Trabajo y 1315 del Có-
digo Civil; que, asimismo, tampoco se ha violado el artícu-
ID 21 del Reglamento 7676, dictado para la aplicación del 
Código de Trabajo, ni la sentencia de esta Corte de fecha 14 
de Mayo de 1957, puesto que, a pesar de que la compañía 
recurrida no cumplió con lo dispuesto por el artículo 21 del 
citado reglamento, enviando al Departamento de Trabajo la 
lista de los trabajadores móviles u ocasionales, que utiliza-
ba, la presunción a que se refiere el recurrente, la cual no 
es absoluta sino relativa, quedó contradicha por la prueba 
en contrario aportada por el informativo y contrainformati-
yo celebrados; 

Considerando que, por consiguiente, el actual recurren-
te no tenía derecho, como lo reconoció la Cámara a qua, a 
ninguna de las prestaciones que el artículo 84 del Código de 
Trabajo, acuerda a los trabajadores despedidos sin causa 
justificada, cuando se trata de un contrato por tiempo in-
definido, o por cierto tiempo o para una obra o servicio de-
terminados; 

Considerando que, en este orden de ideas, al estatuir 
en la forma como lo hizo, la Cámara a qua, no ha desna-
turalizado los hechos de la causa, ni ha interpretado erró-
neamente las declaraciones de los testigos oídos en el infor-
mativo y contrainformativo, haciéndoles producir, como se 
pretende, consecuencias contrarias a las que debía producir 
según su propia naturaleza; que, además, el fallo impugna-
do contiene motivos suficientes que justifican plenamente 
511, dispositivo, así como una exposición completa de los he-
chos y circunstancias de la causa que han permitido a esta 
Corte verificar que en la especie se ha hecho una correcta 
aplicación de la ley, por lo cual, dicha Cámara, lejos de in-
currir en los vicios y violaciones de la ley denunciados por 
el recurrente, ha justificado legalmente su decisión; 

Por tales motivos, Prhnero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Jaime de Oleo, contra sentencia clic- 
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tada por la Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera Ins-

tancia del Distrito Nacional, en fecha 15 de junio de 1964, 

cuyo dispositivo se copia en parte anterior del presente fa-
llo; Segundo: Condena al recurrente al pago de las costas, 
las cuales se declaran distraídas en favor de los Doctores 
Juan L. Pacheco Morales y Víctor M. Villegas, quienes af ir-
nan haberlas avanzado en su mayor parte; 

(Firmados): Manuel D. Bergés Chupani.— F. E. Rave-
lo de la Fuente.— Guarionex A. García de Peña.— Rafael 
Richiez Saviñón.— Pedro María Cruz.— Manfredo A. Moo-
re.— Rafael Rincón hijo.— Ernesto Curiel hijo, Secretario 
General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Fdo.).— Ernesto Curiel hijo. 
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Considerando que por lo antes expuesto se advierte 
que en el fallo impugnado no se ha incurrido en la violación' 

 de los artículos 1 y 6 del Código de Trabajo y 1315 del Có-
digo Civil; que, asimismo, tampoco se ha violado el artícu-
lo 21 del Reglamento 7676, dictado para la aplicación del 
Código de Trabajo, ni la sentencia de esta Corte de fecha 14 
de Mayo de 1957, puesto que, a pesar de que la compañía 
recurrida no cumplió con lo dispuesto por el artículo 21 del 
citado reglamento, enviando al Departamento de Trabajo la 
lista de los trabajadores móviles u ocasionales, que utiliza-
ba, la presunción a que se refiere el recurrente, la cual no 
es absoluta sino relativa, quedó contradicha por la prueba 
en contrario aportada por el informativo y contrainformati-
vo celebrados; 

ConsiderangYque, por consiguiente, el actual recurren-
te no tenía derecho, como lo reconoció la Cámara a qua, a 
ninguna de las prestaciones que el artículo 84 del Código de 
Trabajo, acuerda a los trabajadores despedidos sin causa 
justificada, cuando se trata de un contrato por tiempo in-
definido, o por cierto tiempo o para una obra o servicio de-
terminados; 

Considerando que, en este orden de ideas, al estatuir 
en la forma como lo hizo, la Cámara a qua, no ha desna-
turalizado los hechos de la causa, ni ha interpretado erró-
neamente las declaraciones de los testigos oídos en el infor-
mativo y contrainformativo, haciéndoles producir, como se 
pretende, consecuencias contrarias a las que debía producir 
según su propia naturaleza; que, además, el fallo impugna-
do contiene motivos suficientes que justifican plenamente 
su dispositivo, así como una exposición completa de los he-
chos y circunstancias de la causa que han permitido a esta 
Corte verificar que en la especie se ha hecho una correcta 
aplicación de la ley, por lo cual, dicha Cámara, lejos de in-
currir en los vicios y violaciones de la ley denunciados por 
el recurrente, ha justificado legalmente su decisión; 

Por tales motivos, Priinero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Jaime de Oleo, contra sentencia clic- 

tada por la Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Nacional, en fecha 15 de junio de 1964, 
cuyo dispositivo se copia en parte anterior del presente fa-
llo;  Segundo: Condena al recurrente al pago de las costas, 
las cuales se declaran distraídas en favor de los Doctores 
Juan L. Pacheco Morales y Víctor M. Villegas, quienes afir-
man haberlas avanzado en su mayor parte; 

(Firmados): Manuel D. Bergés Chupani.— F. E. Rave-
lo de la Fuente.— Guarionex A. García de Peña.— Rafael 
Richiez Saviñón.— Pedro María Cruz.— Manfredo A. Moo-

re.— Rafael Rincón hijo.— Ernesto Curiel hijo, Secretario 
General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Fdo.).— Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 18 DE MARZO DEL 1966, 

Sentencia Impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de fecha 
28 de octubre de 1965. 

Materia: Correccional. 

Recurrente: Julio Lizardo Guzmán y la Compañía de Seguros San 
Rafael, C. x A. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Alfredo Con-
de Pausas, Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Primer 
Sustituto de Presidente; F. E. Ravelo de la Fuente, Segun-
do Sustituto de Presidente;; Guarionex A. García de Pe-
ña, Luis Gómez Tavárez, Rafael Richiez Saviñón, Pedro 
María. Cruz y Manfredo A. Moore, asistidos del Secretario 
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la 
ciudad de Santo Domingo, Distrito Nacional, hoy día 18 
de marzo de 1966, años 123' de la Independencia y 103' de 
la Restauración, dicta en audiencia pública, como corte de 
casación, la siguiente sentencia; 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Julio 
Lizardo Guzmán, cuyas generales no constan en el expe-
diente, y la Compañía de Seguros San Rafael, C. por A., 
en su calidad de compañía aseguradora, contra sentencia 
dictada en atribuciones correccionales por la Corte de Ape-
lación del Departamento Judicial de La Vega, en fecha 28 
de octubre de 1965, cuyo dispositivo se copia a continua-
ción: "Falla: Primero: Declara regulares y válidos en la 
forma los presentes recursos de apelación; Segundo: Con-
firma la sentencia apelada en cuanto a la pena impuesta 
al prevenido José Eugenio Figueroa Cuevas; Tercero: Mo- 

difica el ordinal segundo de la sentencia recurrida, y se au-
menta a RD$5,000.00 (cinco mil pesos oro) el monto de la 

indemnización en favor de la parte civil constituída, a tí-
tulo de daños y perjuicios y se declara oponible a la Com-
pañía Nacional de Seguros San Rafael C. por A., asegura-
dora del vehículo; Cuarto: Rechazan las conclusiones del 
prevenido, de la parte civilmente responsable y de la Com-
pañía Nacional de Seguros San Rafael C. por A., por im-
procedente y mal fundada; Quinto: Condena al prevenido 
José Eugenio Figueroa Cuevas al pago de las costas pena-
les; Sexto: Condena a la parte civilmente responsable Ju-
lio Lizardo Guzmán, al pago de las costas civiles, con dis-
tracción de las mismas en provecho del Dr. Patricio Ge-
rardo Badía, quien afirma haberlas avanzado, declarándo-
se oponible a la Compañía Nacional de Seguros San Ra-

fael C. por A."; 
Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

Secretaría de la Corte a-qua, en fecha 29 de octubre de 
1965, a requerimiento del Dr. Rafael Cabrera Hernández, 
abogado. cédula 32741, serie 31, a nombre de los recu-
rrentes, en la cual no se invoca ningún medio determinado 
de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 10 de la Ley 4117 de 1955, 
sobre Seguro Obligatorio contra daños ocasionados con ve-
hículos de motor; y 1, 37 y 65 de la Ley sobre Procedi-
miento de Casación; 

Considerando que al tenor del artículo 37 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación, cuando el recurso de ca-
sación sea interpuesto por el Ministerio Público, por la 
parte civil o por la persona civilmente responsable, el de-
pósito de un memorial con la exposición de los medios en 
que se funda, será obligatorio, a pena de nulidad, si no se 
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SENTENCIA DE FECHA 18 DE MARZO DEL 1966, 

Sentencia iinpugnada: Corte de Apelación de La Vega, de fecha 
28 de octubre de 1965. 

Materia: Correccional. 

Recurrente: Julio Lizardo Guzmán y la Compañia de Seguros San 
Rafael, C. x A. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Alfredo Con-
de Pausas, Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Primer 
Sustituto de Presidente; F. E. Ravelo de la Fuente, Segun-
do Sustituto de Presidente;; Guarionex A. García de Pe-
ña, Luis Gómez Tavárez, Rafael Richiez Saviñón, Pedro 
María. Cruz y Manfredo A. Moore, asistidos del Secretario 
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la 
ciudad de Santo Domingo, Distrito Nacional, hoy día 18 
de marzo de 1966, años 123' de la Independencia y 103' de 
la Restauración, dicta en audiencia pública, como corte de 
casación, la siguiente sentencia; 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Julio 
Lizardo Guzmán, cuyas generales no constan en el expe-
diente, v la Compañía de Seguros San Rafael, C. por A., 
en su calidad de compañía aseguradora, contra sentencia 
dictada en atribuciones correccionales por la Corte de Ape-
lación del Departamento Judicial de La Vega, en fecha 28 
de octubre de 1965, cuyo dispositivo se copia a continua-
ción: "Falla: Primero: Declara regulares y válidos en la 
forma los presentes recursos de apelación; Segundo: Con-
firma la sentencia apeladá en cuanto a la pena impuesta 
al prevenido José Eugenio Figueroa Cuevas; Tercero: Mo- 
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difica el ordinal segundo de la sentencia recurrida, y se au-
menta a RD$5,000.00 (cinco mil pesos oro) el monto de la 
indemnización en favor de la parte civil constituída, a tí-
tulo de daños y perjuicios y se declara oponible a la Com-
pañía Nacional de Seguros San Rafael C. por A., asegura-
dora del vehículo; Cuarto: Rechazan las conclusiones del 
prevenido, de la parte civilmente responsable y de la Com-
pañía Nacional de Seguros San Rafael C. por A., por im-

procedente y mal fundada; Quinto: Condena al prevenido 
José Eugenio Figueroa Cuevas al pago de las costas pena-
les; Sexto: Condena a la parte civilmente responsable Ju-
lio Lizardo Guzmán, al pago de las costas civiles, con dis-
tracción de las mismas en provecho del Dr. Patricio Ge-
rardo Badía, quien afirma haberlas avanzado, declarándo-
se oponible a la Compañía Nacional de Seguros San Ra-

fael C. por A."; 
Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

Secretaría de la Corte a-qua, en fecha 29 de octubre de 
1965, a requerimiento del Dr. Rafael Cabrera Hernández, 
abogado. cédula 32741, serie 31, a nombre de los recu-
rrentes, en la cual no se invoca ningún medio determinado 
de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 10 de la Ley 4117 de 1955, 
sobre Seguro Obligatorio contra daños ocasionados con ve-
hículos de motor; y 1, 37 y 65 de la Ley sobre Procedi-
miento de Casación; 

Considerando que al tenor del artículo 37 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación, cuando el recurso de ca-
sación sea interpuesto por el Ministerio Público, por la 
parte civil o por la persona civilmente responsable, el de-
pósito de un memorial con la exposición de los medios en 
que se funda, será obligatorio, a pena de nulidad, si no se 
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ha motivado el recurso en la declaración correspondiente; 
que, aunque ese texto legal se refiere solamente a las par-
tes ya mencionadas, su disposición debe aplicarse a la en-
tidad aseguradora, que haya sido puesta en causa en vir_ 
tud del artículo 10 de la Ley 4117 de 1955, sobre Seguro 
Obligatorio contra daños ocasionados por vehículos de 
motor; 

Considerando que en el presente caso, los recurrentes 
no invocaron, cuando declararon su recurso, ningún me-
dio determinado de casación; que dichos recurrentes tam-
poco han presentado con posterioridad a la declaración del 
recurso, el memorial con la exposición de los medios que 
les sirven de fundamento; que, por tanto el presente re-
curso es nulo; 

Por tales motivos, Primero: Declara nulos los recursos 
de casación interpuestos por Julio Lizardo Guzmán, per-
sona civilmente responsable, y la Compañía de Seguros 
San Rafael C. por A., entidad aseguradora, contra senten-
cia dictada en atribuciones correccionales por la Corte de 
Apelación de La Vega, de fecha 28 de octubre de 1965, cu-
yo dispositivo ha sido copiado en parte anterior del pre-
sente fallo; y, Segundo: Condena a los recurrentes al pago 
de las costas. 

(Fdos.): Alfredo Conde Pausas.— Manuel D. Berg -s 
Chupani.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Guarionex A. 
García de Peña.— Luis Gómez Tavárez.— Rafael Richiez 
Saviñón .— Pedro María Cruz.— Manfredo A. Moore.— 
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Fdo. Ernesto Curiel hijo). 

SENTENCIA DE FECHA 18 DE MARZO DEL 1966 

genteneia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del D. J. de 

San Juan de la Maguana, de fecha 22 de diciembre de 1965. 

materia: Correccional (Violación a la Ley 2402) 

Recurrente: Remigio de los Santos 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Alfredo Con-
de Pausas, Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Primer 
sustituto de Presidente; F. E. Ravelo de la Fuente,. Segun-
do Sustituto de Presidente; Guarionex A. García de Peña, 
Luis Gómez Tavárez, Rafael Richiez Saviñón, Pedro María 
Cruz, Manfredo A. Moore y Rafael Rincón hijo, asistidos 
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus au-
diencias, en la ciudad de Santo Domingo, Distrito Nacio-
nal, hoy día 18 de marzo de 1966, años 123 9  de la Indepen-
dencia y 1039  de la Restauración, dicta en audiencia pú-
blica, como corte de casación, la siguiente sentencia; 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Remigio 
de los Santos, dominicano, mayor de edad, agricultor, sol-
tero, domiciliado y residente en la Sección de La Joya, Mu-
nicipio de San Juan de la Maguana, cédula 15388, serie 15, 
contra la sentencia dictada en atribuciones correccionales 
por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de San Juan de la Maguana, en fecha 22 de diciembre de 
1965, cuyo dispositivo se copia a continuación: "Falla: Pri-
mero: Se declara bueno y válido en cuanto a la forma el 
recurso de apelación interpuesto por el prevenido Remigio 
de los Santos, y la querellante Carmen Melo, contra sen-
tencia No. 808, de fecha 26 de julio de 1965, del Juzgado 
de Paz del Municipio de San Juan de la Maguana, que 
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ha motivado el recurso en la declaración correspondient e; 
 que, aunque ese texto legal se refiere solamente a las par-

tes ya mencionadas, su disposición debe aplicarse a la en-
tidad aseguradora, que haya sido puesta en causa en vir-
tud del artículo 10 de la Ley 4117 de 1955, sobre Seguro 
Obligatorio contra daños ocasionados por vehículos de 
motor; 

Considerando que en el presente caso, los recurrentes 
no invocaron, cuando declararon su recurso, ningún me-
dio determinado de casación; que dichos recurrentes tam-
poco han presentado con posterioridad a la declaración del 
recurso, el memorial con la exposición de los medios que 
les sirven de fundamento; que, por tanto el presente re-
curso es nulo; 

Por tales motivos, Primero: Declara nulos los recursos 
de casación interpuestos por Julio Lizardo Guzmán, per-
sona civilmente responsable, y la Compañía de Seguros 
San Rafael C. por A., entidad aseguradora, contra senten-
cia dictada en atribuciones correccionales por la Corte de 
Apelación de La Vega, de fecha 28 de octubre de 1965, cu-
yo dispositivo ha sido copiado en parte anterior del pre-
sente fallo; y, Segundo: Condena a los recurrentes al pago 
de las costas. 

(Fdos.): Alfredo Conde Pausas.— Manuel D. Berg -s 
Chupani.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Guarionex A. 
García de Peña.— Luis Gómez Tavárez.— Rafael Richiez 
Savirión .— Pedro María Cruz.— Manfredo A. Moore.-
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Fdo. Ernesto Curiel hijo). 
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SENTENCIA DE FECHA 18 DE MARZO DEL 1966 

sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del D. J. de 

Sar: Juan de la Maguana, de fecha 22 de diciembre de 1965. 

materia: Correccional (Violación a la Ley 2402) 

Recurrente: Remigio de los Santos 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Alfredo Con-
de Pausas, Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Primer 
sustituto de Presidente; F. E. Ravelo de la Fuente, Segun-

do Sustituto de Presidente; Guarionex A. García de Peña, 
Luis Gómez Tavárez, Rafael Richiez Saviñón, Pedro María 
Cruz, Manfredo A. Moore y Rafael Rincón hijo, asistidos 
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus au-
diencias, en la ciudad de Santo Domingo, Distrito Nacio-
nal, hoy día 18 de marzo de 1966, años 123 9  de la Indepen-
dencia y 103 9  de la Restauración, dicta en audiencia pú-
blica, como corte de casación, la siguiente sentencia; 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Remigio 
de los Santos, dominicano, mayor de edad, agricultor, sol-
tero, domiciliado y residente en la Sección de La Joya, Mu-
nicipio de San Juan de la Maguana, cédula 15388, serie 15, 
contra la sentencia dictada en atribuciones correccionales 
por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de San Juan de la Maguana, en fecha 22 de diciembre de 
1965, cuyo dispositivo se copia a continuación: "Falla: Pri-
mero: Se declara bueno y válido en cuanto a la forma el 
recurso de apelación interpuesto por el prevenido Remigio 
de los Santos, y la querellante Carmen Melo, contra sen-
tencia No. 808, de fecha 26 de julio de 1965, del Juzgado 
de Paz del Municipio de San Juan de la Maguana, que 
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condenó al primero a dos años de prisión correccional y a 
 pagar una pensión de RD$10.00 mensuales, por haber sido 

hecho dentro de las formalidades legales; Segundo: Se con-
firma en todas sus partes dicha sentencia; Tercero: Se cen-
dena al prevenido al pago de las costas del presente recur-
so de alzada"; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta de recurso de casación levantada en la 

Secretaría del Tribunal a-quo, a requerimiento del recu-
rrente, en 'fecha 23 de diciembre de 1965, en la cual no se 
invoca ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 7 y 8 de la Ley 2402, de 1950; 
y 1, 36, 40 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de casación; 

Considerando que el artículo 36 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de casación dispone que los condenados a una 
pena que exceda de seis meses de prisión correcional no 
podrán recurrir en casación si no estuviesen presos o en 
libertad provisional bajo fianza; 

Considerando que el recurrente fue condenado a la 
pena de dos años de prisión correccional; que no se ha esta-
blecido que dicho recurrente está en prisión, ni tampoco 
que haga obtenido su libertad provisional bajo fianza o la 
suspensión de la ejecución de la pena, de conformidad con 
los artículos 7 y 8 de la Ley 2402 de 1950; que, por tanto, 
el presente recurso no puede ser admitido; 

Por tales motivos, Priemro: Declara inadmisible el re-
curso de casación interpuesto por Remigio de los Santos, 
contra sentencia del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de San Juan de la Maguana, en atribucio-
nes correccionales, de fecha 22 de diciembre de 1965, cuyo 
dispositivo ha sido copiado en parte anterior del presente 
fallo; y, Segundo: Condena al recurrente al pago de las 
costas.  

(Firmados:) Alfredo Conde Pausas.— Manuel D. Ber-

gés Chupani.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Guarionex A. 
García de Peña.— Luis Gómez Tavárez.— Rafael Richiez 
Saviñón.— Pedro María Cruz.— Manfredo A. Moore.— Ra-
fael Rincón hijo.— —Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge- 

neral. 
La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 

señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Fdo. Ernesto Curiel hijo.) 
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condenó al primero a dos años de prisión correccional y a 
 pagar una pensión de RD$10.00 mensuales, por haber sido 

hecho dentro de las formalidades legales; Segundo: Se con-
firma en todas sus partes dicha sentencia; Tercero: Se con-
dena al prevenido al pago de las costas del presente recur-
so de alzada"; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

(In la República; 
Vista el acta de recurso de casación levantada en la 

Secretaría del Tribunal a-quo, a requerimiento del recu-
rrente, en 'fecha 23 de diciembre de 1965, en la cual no se 
invoca ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 7 y 8 de la Ley 2402, de 1950; 
y 1, 36, 40 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de casación; 

Considerando que el artículo 36 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de casación dispone que los condenados a una 
pena que exceda de seis meses de prisión correcional no 
podrán recurrir en casación si no estuviesen presos o en 
libertad provisional bajo fianza; 

Considerando que el recurrente fue condenado a la 
pena de dos añcs de prisión correccional; que no se ha esta-
blecido que dicho recurrente está en prisión, ni tampoco 
que haya obtenido su libertad provisional bajo fianza o la 
suspensión de la ejecución de la pena, de conformidad con 
los artículos 7 y 8 de la Ley 2402 de 1950; que, por tanto, 
el presente recurso no puede ser admitido; 

Por tales motivos, Priemro: Declara inadmisible el re-
curso de casación interpuesto por Remigio de los Santos, 
contra sentencia del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de San Juan de la Maguana, en atribucio-
'un correccionales, de fecha 22 de diciembre de 1965, cuyo 
dispositivo ha sido copiado en parte anterior del presente 
fallo; y, Segundo: Condena al recurrente al pago de ',as 
costas. 
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(Firmados:) Alfredo Conde Pausas.— Manuel D. Ber-
gés Chupani.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Guarionex A. 
García de Peña.— Luis Gómez Tavárez.— Rafael Richiez 
Saviñón.— Pedro María Cruz.— Manfredo A. Moore.— Ra-
fael Rincón hijo.— —Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge- 

neral. 
La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 

señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Fdo. Ernesto Curiel hijo.) 



Recurrente: Candelaria Alejo Viuda Sánchez y compartes. 
Abogado: Lic. J. Fortunato Canaan 
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SENTENCIA DE FECHA 21 DE MARZO DEL 1966 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de fecl:a 
22 de julio de 1964. 

Materia: Civil (Demanda en rescisión de contrato de venta dr 
Cacao) 

Recurrido: Mariano Palmero Blanco 

Abogado: Dr. Ramón Ma. Pérez Maracallo 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces F. E. Ravelo 
de la Fuente, Segundo Sustituto en 'funciones de Presi-
dente; Guarionex A. García de Peña, Rafael Richiez Sa-
viñón, Pedro María Cruz, Manfredo A. Moore y Rafael 
Rincón hijo, asistidos del Secretario General, en la Sala 
donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Do-
mingo, Distrito Nacional, a los 21 días del mes de marzo 
del año 1966, años 123 9  de la Independencia y 103 9  de la 
Restauración, dicta en audiencia pública, como corte de 
casación, la siguiente sentencia; 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Candela-
ria Alejo Viuda Sánchez; Carmela Sánchez de Cepeda; 
Cándida Sánchez Alejo; María de las Nieves Sánchez Alejo 
y Bruno Sánchez Alejo; dominicanos, mayores de edad, 
cédulas 2387, serie 56, 2341, serie 57; 5697, serie 49; 5843, 
serie 49 y 3178, serie 57, respectivamente; domiciliados y 
residentes en El Caimito, sección del Municipio de San 
Francisco de Macorís, la primera; en La Bija, Sección del 

Municipio de Cotuí, la segunda; y en La Soledad, Sección 
del Municipio de Cotuí, los demás; contra sentencia dicta-
da en sus atribucioness civiles por la Corte de Apelación de 
La Vega, en fecha veintidós de julio de mil novecientos se-
senticuatro, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. Franklin Lithgow, cédula 25643, serie 56, 

en representación del Lic. J. Fortunato Canaan, cédula 
9381, serie 56, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el Dr. Ramón Ma. Pérez Maracallo, cédula 1332, 
serie 47, abogado del recurrido Mariano Palmero Blanco, 
dominicano, mayor de edad, comerciante, domiciliado y 
residente en la población de Pimentel, cédula 17842, serie 
56, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación suscrito por el abogado 
del recurrente, y depositado en la Secretaría de la Supre-
rng Corte de Justicia, el día 13 de octubre de 1964; 

Visto el memorial de defensa, suscrito por el abogado 
del recurrido, y notificado al abogado del recurrente, en 
fecha 5, de noviembre de 1964; 

Visto el auto dictado en fecha .16 de marzo del co-
rriente año 1966, por el Magistrado Segundo sustituto en 
funciones de Presidente de la Suprema Corte de Justicia 
por medio del cual llama a los Magistrados Pedro María 
Cruz, Manfredo A. Moore y Rafael Rincón hijo, Jueces de 
este Tribunal, para integrar la Sunprema Corte de Justi-
cia, en la deliberación y fallo del recurso de casación de 
que se trata, de conformidad con las Leyes Nos. 684, de 
1934 y 926 de 1935; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 141 del Código de Procedi-
miento Civil; y 1, 20 y 65 de la Ley sobre Procedimiento 
de Casación; 
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SENTENCIA DE FECHA 21 DE MARZO DEL 1966 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de fecha 
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Cacao) 

Recurrente: Candelaria Alejo Viuda Sánchez y compartes. 
Abogado: Lic. J. Fortunato Canaan 

Recurrido: Mariano Palmero Blanco 

Abogado: Dr. Ramón Ma. Pérez Maracallo 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces F. E. Ravelo 
de la Fuente, Segundo Sustituto en 'funciones de Presi-
dente; Gunrionex A. García de Peña, Rafael Richiez Sa-
virión, Pedro María Cruz, Manfredo A. Moore y Rafael 
Rincón hijo, asistidos del Secretario General, en la Sala 
donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo D.3-
mingo, Distrito Nacional, a los 21 días del mes de marzo 
del año 1966, años 1239  de la Independencia y 103 9  de la 
Restauración, dicta en audiencia pública, como corte de 
casación, la siguiente sentencia; 
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ria Alejo Viuda Sánchez; Carmela Sánchez de Cepeda; 
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y Bruno Sánchez Alejo; dominicanos, mayores de edad, 
cédulas 2387, serie 56, 2341, serie 57; 5697, serie 49; 5843, 
serie 49 y 3178, serie 57, respectivamente; domiciliados y 
residentes en El Caimito, sección del Municipio de San 
Francisco de Macorís, la primera; en La Bija, Sección del 

Municipio de Cotuí, la segunda; y en La Soledad, Sección 
del Municipio de Cotuí, los demás; contra sentencia dicta-
da en sus atribucioness civiles por la Corte de Apelación de 
La Vega, en fecha veintidós de julio de mil novecientos se-
senticuatro, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. Franklin Lithgow, cédula 25643, serie 56, 

en representación del Lic. J. Fortunato Canaan, cédula 
9381, serie 56, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el Dr. Ramón Ma. Pérez Maracallo, cédula 1332, 
serie 47, abogado del recurrido Mariano Palmero Blanco, 
dominicano, mayor de edad, comerciante, domiciliado y 
residente en la población de Pimentel, cédula 17842, serie 
56. en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación suscrito por el abogado 
del recurrente, y depositado en la Secretaría de la Supre-
ma Corte de Justicia, el día 13 de octubre de 1964; 

Visto el memorial de defensa, suscrito por el abogado 
del recurrido, y notificado al abogado del recurrente, en 
fecha 5. de noviembre de 1964; 

Visto el auto dictado en fecha 16 de marzo del co-
rriente año 1966, por el Magistrado Segundo sustituto en 
funciones de Presidente de la Suprema Corte de Justicia 
i-or medio del cual llama a los Magistrados Pedro María 
Cruz, Manfredo A. Moore y Rafael Rincón hijo, Jueces de 
este Tribunal, para integrar la Sunprema Corte de Justi-
cia, en la deliberación y fallo del recurso de casación de 
que se trata, de conformidad con las Leyes Nos. 684, de 
1934 y 926 de 1935; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 141 del Código de Procedi-
miento Civil; y 1, 20 y 65 de la Ley sobre Procedimiento 
de Casación; 
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Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo 
de la demanda en rescisión de un contrato de venta de ca-
cao y cobro de pesos, intentada por Mariano Palmero Man.. 
co, contra los causahabientes y sucesoress del finado Ma. 
nuel de Jesús Sánchez, el Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de S;nchez Ramírez, dictó una sen-
tencia en defecto, en 'fecha 17 de octubre de 1963, cuyo 
dispositivo es el siguiente: "Falla: Primero: Ratifica el de-
fecto pronunciado en audiencia contra los señores Candela-
ria Alejo Viuda Sánchez, Cándida Sánchez Alejo, Carmela 
Sánchez Alejo, María de las Nieves Sánchez Alejo y Bruno 
Sánchez Alejo, por falta de concluir; Segundo: Rechaza el 
incidente en verificación de escritura, declarando que las 
firmas que aparecen en el contrato de venta de cacao, de 
fecha 13 de enero de 1955, intervenido entre los señores 
Mariano Palmero Blanco y Manuel de Jesús Sánchez, fue-
ron estampadas de su puño y letra por este último; Terce-
ro: Confirma en cuanto al fondo, la sentencia recurrida en 
oposición, dictada por este Juzgado de Primera Instancia, 
de fecha 22 de abril de 1955, y en consecuencia: a) Ordena 
la rescisión del contrato de venta de diez mil setecientos 
cincuenta (10,750) kilos de cacao, intervenido entre los se-
ñores Mariano Palmero Blanco y el finado Manuel de Je-
sús Sánchez, por falta de cumplimiento de parte de este 
último; b) Condena a los señores Candelaria Alejo Viuda 
Sánchez, Cándida Sánchez Alejo, Carmela Sánchez Alejo, 
María de las Nieves Sánchez Alejo y Bruno Sánchez Ale-
jo, en su calidades de herederos y causa-habientes del fi-
nado Manuel de Jesús Sánchez, al pago inmediato de la 
suma de cinco mil quinientos treinta y seis pesos con vein-
ticinco centavos (RD$5,536.25), en favor del señor Mariano 
Palmero Blanco, valor avanzado por éste a dicho finado, 
por virtud del referido contrato, y el cual no le ha sido 
restituído aún; c) Condena a dichos señores Candelaria 
Alejo Viuda Sánchez, Cándida Sánchez Alejo, Carmela 
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Sánchez Alejo, María de las Nieves Sánchez Alejo y Bruno 
Sánchez Alejo, al pago de lo intereses legales de dicha su-
rna, a partir de la fecha de la demanda y hasta la ejecución 
final de esta sentencia, y d) Condena a los intimados al pa-
go de las costas del procedimiento; Cuarto: Condena a los 

señores Candelaria Alejo Viuda Sánchez, Cándida Sánchez 
Alejo, Carmela Sánchez Alejo, María de las Nieves Sán-
chez Alejo y Bruno Sánchez Alejo, al pago de las costas del 
procedimiento del incidente de verificación de escritura Y 
del recurso de oposición, ordenando su distracción en favor 
del Dr. Ramón María Pérez Maracallo, quien afirma haber-
las avanzado en su mayor parte"; b) que sobre el recurso 
de apelación de los recurrentes, la Corte de Apelación de 
La Vega dictó en fecha 5 de marzo de 1964, una sentencia 
en defecto, la cual fue revocada por sentencia de dicha Cor-
te de fecha 23 de abril de 1964, cuyo dispositivo dice así. 

"Falla: Primero: Declara regular y válido en cuanto a la 
forma, el presente recurso de oposición; Segundo: Revoca 
la sentencia dictada por esta Corte en fecha cinco de marzo 
del año mil novecientos sesenta y cuatro, cuyo dispositivo 
aparece ene otro lugar del presente fallo; Tercero: Previa a 
la decisión del fondo de la litis, se ordena una nueva veri-
ficación de escritura, designándose como peritos a tres 
de los miembros de la Policía Nacional encargados del De-
partamento de Grafología de esa institución; Cuatro: Or-
dena que el documento que contiene la firma objeto de :a 

verificación, sea comparado con las firmas estampadas en 
los actos notariales por el finado Manuel de Jesus Sánchez; 
Quinto: Ordena por esta misma sentencia que el protoco•o 
o los actos del notario depositario de los documentos que 
contengan las firmas del finado Manuel de Jesús Sánchez, 
sean puestos a disposición de los peritos designados, pre-
vio cumplimiento de las formalidades legales; Sexto: De-
signa Juez Comisario al Lic. Ariosto Montesano M., Juez de 
esta Corte, y ordena que los peritos designados presten el 
juramento de ley, por ante el Juez Presidente de la Pli- 
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Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo 
de la demanda en rescisión de un contrato de venta de ca-
cao y cobro de pesos, intentada por Mariano Palmero Man-
co, contra los causahabientes y sucesoress del finado Ma-
nuel de Jesús Sánchez, el Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de S;nchez Ramírez, dictó una sen-
tencia en defecto, en 'fecha 17 de octubre de 1963, cuyo 
dispositivo es el siguiente: "Falla: Primero: Ratifica el de-
fecto pronunciado en audiencia contra los señores Candela-
ria Alejo Viuda Sánchez, Cándida Sánchez Alejo, Carmela 
Sánchez Alejo, María de las Nieves Sánchez Alejo y Bruno 
Sánchez Alejo, por falta de concluir; Segundo: Rechaza el 
incidente en verificación de escritura, declarando que las 
firmas que aparecen en el contrato de venta de cacao, de 
fecha 13 de enero de 1955, intervenido entre los señores 
Mariano Palmero Blanco y Manuel de Jesús Sánchez, fue-
ron estampadas de su puño y letra por este último; Terce-
ro: Confirma en cuanto al fondo, la sentencia recurrida en 
oposición, dictada por este Juzgado de Primera Instancia, 
de fecha 22 de abril de 1955, y en consecuencia: a) Ordena 
la rescisión del contrato de venta de diez mil setecientos 
cincuenta (10,750) kilos de cacao, intervenido entre los se-
ñores Mariano Palmero Blanco y el finado Manuel de Je-
sús Sánchez, por falta de cumplimiento de parte de este 
último; b) Condena a los señores Candelaria Alejo Viuda 
Sánchez, Cándida Sánchez Alejo, Carmela Sánchez Alejo, 
María de las Nieves Sánchez Alejo y Bruno Sánchez Ale-
jo, en su calidades de herederos y causa-habientes del fi-
nado Manuel de Jesús Sánchez, al pago inmediato de la 
suma de cinco mil quinientos treinta y seis pesos con vein-
ticinco centavos (RD$5,536.25), en favor del señor Mariano 
Palmero Blanco, valor avanzado por éste a dicho finado, 
por virtud del referido contrato, y el cual no le ha sido 
restituido aún; c) Condena a dichos señores Candelaria 
Alejo Viuda Sánchez, Cándida Sánchez Alejo, Carmela 

Sánchez Alejo, María de las Nieves Sánchez Alejo y Bruno 
Sánchez Alejo, al pago de lo intereses legales de dicha su-
ola, a partir de la fecha de la demanda y hasta la ejecución 
final de esta sentencia, y d) Condena a los intimados al pa-
go de las costas del procedimiento; Cuarto: Condena a los 

señores Candelaria Alejo Viuda Sánchez, Cándida Sánchez 
Alejo, Carmela Sánchez Alejo, María de las Nieves Sán-
chez Alejo y Bruno Sánchez Alejo, al pago de las costas del 
procedimiento del incidente de verificación de escritura Y 

del recurso de oposición, ordenando su distracción en favor 
del Dr. Ramón María Pérez Maracallo, quien afirma haber-
las avanzado en su mayor parte"; b) que sobre el recurso 
de apelación de los recurrentes, la Corte de Apelación de 
La Vega dictó en fecha 5 de marzo de 1964, una sentencia 
en defecto, la cual fue revocada por sentencia de dicha Cor-
te de fecha 23 de abril de 1964, cuyo dispositivo dice así. 

"Falla: Primero: Declara regular y válido en cuanto a la 

forma, el presente recurso de oposición; Segundo: Revoca 

la sentencia dictada por esta Corte en fecha cinco de marzo 
del año mil novecientos sesenta y cuatro, cuyo dispositivo 
aparece en otro lugar del presente fallo; Tercero: Previa a 
la decisión del fondo de la litis, se ordena una nueva veri-
ficación de escritura, designándose como peritos a tres 
de los miembros de la Policía Nacional encargados del De-
partamento de Grafología de esa institución; Cuatro: Or-
dena que el documento que contiene la firma objeto de :a 
verificación, sea comparado con las firmas estampadas en 
los actos notariales por el finado Manuel de Jesus Sánchez; 
Quinto: Ordena por esta misma sentencia que el protoco•o 
o los actos del notario depositario de los documentos que 
contengan las firmas del finado Manuel de Jesús Sánchez, 
sean puestos a disposición de los peritos designados, pre-
vio cumplimiento de las formalidades legales; Sexto: De-
signa Juez Comisario al Lic. Ariosto Montesano M., Juez de 
esta Corte, y ordena que los peritos designados presten el 
juramento de ley, por ante el Juez Presidente de la Pli- 
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mera Cámara Civil y Comercial y de Trabajo del Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Nacional; Séptimo: Re-
serva las costas para decidir sobre ellas conjuntamente 
con el fondo del litigio"; c) que en fecha 22 de julio de 
1964, fue dictada la sentencia ahora impugnada, cuyo dis-
positivo se copia a continuación: "Falla: Primero: Ratifica 
el defecto pronunciado en audiencia contra la parte inti-
mante señores Candelaria Alejo Viuda Sánchez, Cándida 
Sánchez Alejo, Carmela Sánchez Alejo,• María de las Nie-
ves Sánchez Alejo, y Bruno Sánchez Alejo, por su falta de 
concluir; Segundo: Confirma la sentencia apelada, dictada 
en fecha diecisiete de octubre de mil novecientos sesenta 
y tres, por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Sánchez Ramírez, en atribuciones civiles, en 
cuanto ordena: a) Ordena la rescisión del contrato de ven-
ta de diez mil setecientos cincuenta (10,750) kilos de cacao, 
intervenido entre los señores Mariano Palmero Blanco y 
el finado Manuel de Jesús Sánchez, por 'falta de cumpli-
miento de parte de este último; b) Condena a los señores 
Candelaria Alejo Viuda Sánchez, Cándida Sánchez Alejo, 
Carmela Sánchez Alejo, María de las Nieves Alejo y Bruno 
Sánchez Alejo, en sus calidades de herederos y causa-ha-
bientes de] finado Manuel de Jesús Sánchez, al pago in-
mediato de cinco mil quinientos treinta y seis pesos con 
veinticinco centavos (RD$5,536.25), en favor del señor Ma-
riano Palmero Blanco, valor avanzado por éste a dicho fi-
nado, por virtud del referido contrato, y el cual no le ha 
sido restituído aún; e) Condena a dichos señores Candela-
ria Alejo Viuda Sánchez, Cándida Sánchez Alejo, Carmela 
Sánchez Alejo, María de las Nieves Sánchez Alejo y Bru-
no Sánchez Alejo al pago de los intereses legales de dicha 
suma, a partir de la fecha de la demanda y hasta la ejecu-
ción final de esta sentencia; y d) condena a los intimados al 
pago de las costas del procedimiento; Tercero: Condena a 
la parte intimante que sucumbe, señores Candelaria Alejo 
Vda. Sánchez, Cándida Sánchez Alejo, Carmela Sánchez 

Alejo, María de las Nieves Sánchez Alejo y Bruno Sánchez 
Alejo, al pago de las costas, distraídas en provecho del Dr. 
Ramón María Pérez Maracallo, quien afirma haberlas avan-
zado en su mayor parte"; 

Considerando que los recurrentes invocan en su me-
morial los siguientes medios: "primer medio: Falta de ba-

se legal; Segundo Medio: Falta de motivos, y consecuen-
temente violación del artículo 141 del Código de Procedi-
miento Civil"; 

Considerando que en el desarrollo de los dos medios 
reunidos, los recurrentes invocan, en resumen. lo siguien-
te: que el dispositivo de la sentencia impugnada muestra 
que las condenaciones pronunciadas contra los recurrentes 
e fundan en "la rescisión del contrato de venta de 10,750 

kilos de cacao, intervenido entre los señores Mariano Pal-
mero Blar.co y el finado Manuel de Jesús Sánchez, por 
falta de cumplimiento de éste último; que si existió ese 
contrato éste pudo asumir distintas modalidades; pudo ser 
una venta de contado o a plazo, o sujeta a alguna condi-
ción; que el vendedor hubiera entregado la totalidad o par-
te del cacao vendido: que nada de eso se aclara en la sen-
tencia impugnada; que en relación a los hechos, los únicos 
detalles que de ese contrato figuran en el cuerpo de la sen-
tencia, resultan de la transcripción del informe parcial re-
lativos a la identificación de la firma de Manuel de Jesús 
Sánchez; que, por otra parte, la Corte a-qua dictó su sen-
tencia fundándose en motivos propios, pero todos ellos son 
insuficientes, pues en ninguno de ellos se encuentran los 
elementos de juicio de los cuales resulta la evidencia que 
admite; que, por ninguna parte de la sentencia figura la 
falta atribuida al finado Manuel de Jesús Sánchez y a sus 
herederos, ni se explica la naturaleza, condiciones y fecha 
del vencimiento de la obligación que se le atribuye; qu. -1 
para ordenar la rescisión y sus consecuencias, no bastaba 
dar por cierta la autenticidad de la firma del contrato, si-
no que era obligación de la Corte ponderar cada una de sus 
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ta 

mera Cámara Civil y Comercial y de Trabajo del Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Nacional; Séptimo: Re. 
serva las costas para decidir sobre ellas conjuntament, , 

 con el fondo del litigio"; c) que en fecha 22 de julio de 
1964, fue dictada la sentencia ahora impugnada, cuyo dis-
positivo se copia a continuación: "Falla: Primero: Ratifica 
el defecto pronunciado en audiencia contra la parte inti-
mante señores Candelaria Alejo Viuda Sánchez, Cándida 
Sánchez Alejo, Carmela Sánchez Alejo,• María de las Nie-
ves Sánchez Alejo, y Bruno Sánchez Alejo, por su falta de 
concluir; Segundo: Confirma la sentencia apelada, dictada 
en fecha diecisiete de octubre de mil novecientos sesenta 
y tres, po: el Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial d.? Sánchez Ramírez, en atribuciones civiles, en 
cuanto ordena: a) Ordena la rescisión del contrato de ven-
ta de diez mil setecientos cincuenta (10,750) kilos de cacao, 
intervenido entre los señores Mariano Palmero Blanco y 
el finado Manuel de Jesús Sánchez, por 'falta de cumpli-
miento de parte de este último; b) Condena a los señores 
Candelaria Alejo Viuda Sánchez, Cándida Sánchez Alejo, 
Carmela Sánchez Alejo, María de las Nieves Alejo y Bruno 
Sánchez Alejo, en sus calidades de herederos y causa-ha-
bientes del finado Manuel de Jesús Sánchez, al pago in-
mediato de cinco mil quinientos treinta y seis pesos con 
veinticinco centavos (RD$5,536.25), en favor del señor Ma-
riano Palmero Blanco, valor avanzado por éste a dicho fi-
nado, por virtud del referido contrato, y el cual no le ha 
sido restituído aún; c) Condena a dichos señores Candela-
ria Alejo Viuda Sánchez, Cándida Sánchez Alejo, Carmela 
Sánchez Alejo, María de las Nieves Sánchez Alejo y Bru-
no Sánchez Alejo al pago de los intereses legales de dicha 
suma, a partir de la fecha de la demanda y hasta la ejecu-
ción final de esta sentencia; y d) condena a los intimados al 
pago de las costas del procedimiento; Tercero: Condena a 
la parte intimante que sucumbe, señores Candelaria Alejo 
Vda. Sánchez, Cándida Sánchez Alejo, Carmela Sánchez 

Alejo, María de las Nieves Sánchez Alejo y Bruno Sánchez 
Alejo, al pago de las costas, distraídas en provecho del Dr. 
Ramón María Pérez Maracallo, quien afirma haberlas avan-
zado en su mayor parte"; 

Considerando que los recurrentes invocan en su me-
morial los siguientes medios: "primer medio: Falta de ba-
se legal; Segundo Medio: Falta de motivos, y consecuen-
temente violación del artículo 141 del Código de Procedi-
miento Civil"; 

Considerando que en el desarrollo de los dos medios 
reunidos, los recurrentes invocan, en resumen. lo siguien-
te: que el dispositivo de la sentencia impugnada muestra 
que las condenaciones pronunciadas contra los recurrentes 
te fundan en "la rescisión del contrato de venta de 10,70 
kilos de cacao, intervenido entre los señores Mariano Pal-
mero Blanco y el finado Manuel de Jesús Sánchez, por 
falta de cumplimiento de éste último; que si existió ese 
contrato éste pudo asumir distintas modalidades; pudo ser 
una venta de contado o a plazo, o sujeta a alguna condi-
ción; que el vendedor hubiera entregado la totalidad o par-
te del cacao vendido: que nada de eso se aclara en la sen-
tencia impugnada; que en relación a los hechos, los únicos 
detalles que de ese contrato figuran en el cuerpo de la sen-
tencia, resultan de la transcripción del informe parcial re-
lativos a la identificación de la firma de Manuel de Jesús 
Sánchez; que, por otra parte, la Corte a-qua dictó su sen-
tencia fundándose en motivos propios, pero todos ellos son 
insuficientes, pues en ninguno de ellos se encuentran los 
elementos de juicio de los cuales resulta la evidencia que 
admite; que, por ninguna parte de la sentencia figura la 
bita atribuída al finado Manuel de Jesús Sánchez y a sus 
herederos, ni se explica la naturaleza, condiciones y fecha 
del vencimiento de la obligación que se le atribuye; qu. -1 
cara ordenar la rescisión y sus consecuencias, no bastaba 
dar por cierta la autenticidad de la firma del contrato, si-
no que era obligación de la Corte ponderar cada una de sus 
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cláusulas, a fin de determinar cuándo y en qué forma de-
bía dársele cumplimiento; que, por tanto, agregan los re-
currentes, la sentencia impugnada debe ser casada por fal-
ta de base legal y de motivos; 

Considerando que, en efecto, el examen de la senten-
cia impugnada pone de manifiesto, que la Corte a-qua, pa_ 
ra declarar rescindido un contrato de venta de cacao in-
tervenido entre Manuel de Jesús Sánchez y Mariano Pal-
mero Blanco, y consecuentemente, condenar a los causa-
habientes y herederos del finado Sánchez, al pago de la 
suma de 11D$5,536.25, se fundó de modo principal, en lo 
s'guiente: a) que en fecha 13 de enero de 1955 fue cele-
brado un contrato de venta de cacao entre Manuel de Je-
sús Sánchez y Mariano Palmero Blanco, el cual aparece 
firmado de puño y letra de Sánchez, conforme 'fue com-
probado mediante la verificación de la firma realizada por 
.peritos designados al efecto: b) que ese contrato está 
gente entre las partes y debe ejecutarse de buena fe; e) 
que "en lo que respecta al fondo de la litis, ha quedado 
evidenciado que el contrato de venta de cacao, expresado 
arriba, no ha sido ejecutado por el fenecido señor Sánchez, 
ni por sus herederos y causahabientes, y en consecuencia, 
procede declararlo rescindido de acuerdo a la solicitud de 
la parte intimada en apelación"; 

Considerando que como se advierte por lo anteriormen-
te expuesto, la Corte a-qua, después de admitir la existen-
cia de un contrato de venta de cacao entre Manuel de Jesús 
Sánchez y Mariano Palmero Blanco, se limitó a expresar, 
para declararlo rescindido, que dicho contrato estaba vigen-
te y no había sido ejecutado por Sánchez, ni sus causaha-
bientes y herederos, pero sin determinar, como era su 
deber, si ese contrato estaba vencido, cual era la extensión 
y alcance del compromiso suscrito entre las partes, y, fi-
nalmente, en qué consistió el incumplimiento de la obli-
gación que se afirma no se ejecutó; que la falta de compro- 

bación de esos hechos, esenciales para la solución de la litis, 
imposibilita a esta Suprema Corte de Justicia, como Corte 
de Casación, verificar, zi en el presente caso se ha hecho 
una correcta aplicación de la ley; 

Considerando que de acuerdo con el artículo 65 de la 
Ley sobre Procedimiento de Casación, cuando la sentencia 
sea casada por falta de base legal, las costas podrán ser 

compensadas; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada 
por la Corte de Apelación de La Vega, en fecha 22 de julio 
de 1964, en sus atribuciones civiles, cuyo dispositivo se 
copia en parte anterior del presente fallo; y envía el asunto 
a la Corte de Apelación de San Francisco de Macorís; y 

Segundo: Compensa las costas. 

Firmados): F. E. Ravelo de la Fuente.— Guarionex A 
García de Peña.— Rafael Richiez Saviñón.— Pedro María 
Cruz.— Manfredo A. Moore•— Rafael Rincón hijo.— Er-

nesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fue leída, firmada y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Fdo. Ernesto Curiel hijo). 
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cláusulas, a fin de determinar cuándo y en qué forma de-
bía dársele cumplimiento; que, por tanto, agregan los re-
currentes, la sentencia impugnada debe ser casada por fal-
ta de base legal y de motivos; 

Considerando que, en efecto, el examen de la senten-
cia impugnada pone de manifiesto, que la Corte a-qua, pa-
ra declarar rescindido un contrato de venta de cacao in-
tervenido entre Manuel de Jesús Sánchez y Mariano Pal-
mero Blanco, Y consecuentemente, condenar a los causa-
habientes y herederos del finado Sánchez, al pago de la 
suma de RD$5,536.25, se fundó de modo principal, en lo 
s'guiente: a) que en fecha 13 de enero de 1955 fue cele-
brado un contrato de venta de cacao entre Manuel de Je-
sús Sánchez y Mariano Palmero Blanco, el cual aparece 
firmado de puño y letra de Sánchez, conforme 'fue com-
probado mediante la verificación de la firma realizada por 
.)eritos designados al efecto: b) que ese contrato está vi-
gente entre las partes y debe ejecutarse de buena fe; c) 
que "en lo que respecta al fondo de la litis, ha quedado 
evidenciado que el contrato de venta de cacao, expresado 
arriba, no ha sido ejecutado por el fenecido señor Sánchez, 
ni por sus herederos y causahabientes, y en consecuencia, 
procede- declararlo rescindido de acuerdo a la solicitud de 
la parte intimada en apelación"; 

Considerando que como se advierte por lo anteriormen-
te expuesto, la Corte a-qua, después de admitir la existen-
cia de un contrato de venta de cacao entre Manuel de Jesús 
Sánchez y Mariano Palmero Blanco, se limitó a expresar, 
para declararlo rescindido, que dicho contrato estaba vigen-
te y no había sido ejecutado por Sánchez, ni sus causaha-
bientes y herederos, pero sin determinar, como era su 
deber, si ese contrato estaba vencido, cual era la extensión 
y alcance del compromiso suscrito entre las partes, y, fi-
nalmente, en qué consistió el incumplimiento de la obli-
gación que se afirma no se ejecutó; que la falta de compro- 

,-- 

baeión de esos hechos, esenciales para la solución de la litis, 
imposibilita a esta Suprema Corte de Justicia, como Corte 
de Casación, verificar, á en el presente caso se ha hecho 
una correcta aplicación de la ley; 

Considerando que de acuerdo con el artículo 65 de la 
Ley sobre Procedimiento de Casación, cuando la sentencia 

sea casada por falta de base legal, las costas podrán ser 

compensadas; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada 
por la Corte de Apelación de La Vega, en fecha 22 de julio 
de 1964, en sus atribuciones civiles, cuyo dispositivo se 
copia en parte anterior del presente fallo; y envía el asunto 
a la Corte de Apelación de San Francisco de Macorís; y 

Segundo: Compensa las costas. 

Firmados): F. E. Ravelo de la Fuente.— Guarionex A 
García de Peña.— Rafael Richiez Saviñón.— Pedro María 
Cruz.— Manfredo A. Moore•— Rafael Rincón hijo.— Er-

nesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fue leída, firmada y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Fdo. Ernesto Curiel hijo). 
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SENTENCIA DE FECHA 21 DE MARZO DEL 1966 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, d e 
 fecha 2 de agosto de 1963. 

Materia: Civil 

Recurrente: Manuel de Jesús Brea Mejía. 

Abogado Dr. W. R. Guerrero Pou 

Recurrido: Carlos Alonso García 

Abogado: Lic. Rafael Alburquerque Zayas Bazán, 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Manuel 
D. Bergés Chupani, Primer Sustituto en funciones de Pre- 
sidente, F. E. Ravelo de la Fuente, Segundo Sustituto de 
Presidente, Guarionex A. García de Peña, Rafael Richie2 
Saviñón, Pedro María Cruz, Manfredo A. Moore y Rafael 
Rincón hijo, asistidos del Secretario General, en la Sala 
donde celebra sus audiencias, en la .ciudad de Santo Do. 
mingo, Distrito Nacional, a los 21 días del mes de Marzc 
del año 1966, años 123 9  de la Independencia y 103 9  de la 
Restauración, nieta en audiencia públi. a, como corte de 
casaci la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación internuesto por Manuel 
de Jesús Brea Mejía, dominicano, maycr de edad, comer-
ciante, cédula No. 101552, serie 3, do-)iciliado en la casa 
No. 41 de la calle María de Toledo, de -2-,ta ciudad, contra 
sentencia dictada por la Corte de Apell,-;ión de Santo Do-
mingo, de fecha 2 de Agosto de 1963, cuyo dispositivo se 
copia más adelante; 

O: lo el Alguacil de turno en la lectura del rol; 

0íGO el Dr. José Cassá Logroño, actuando en repre-

entaci 5n del Lic. Rafael Alburquerque Zayas Bazán, cé-
dula No. 4084, serie lra., con sello No. 316818, abogado del 
recurrl lo Carlos Alonso García, en la lectura de sus con- 

clusioxls; 
OíJo el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Visto el memorial de casación suscrito por el aboga-
do del recurrente Dr. W. R. Guerrero Pou, cédula No. 
41560, serie lra., depositado en la Secretaría de la Supre-
ma Cu •te de Justicia el 14 de Octubre de 1963; 

Visto el memorial de defensa suscrito por el abogado 

,del re.tarrido, notificado al abogado del recurrente por ac-
to de alguacil de fecha 29 de noviembre de 1963; 

Visto el auto dictado en fecha 18 de Marzo del corrien-
te año 1966, por el Magistrado Primer Sustituto en fun-
ciones -le Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por 
medio del cual llama a los Magistrados Pedro María Cruz, 
Manfredo A. Moore y Rafael Rincón hijo, Jueces de este 
Tribunal, para integrar la Suprema Corte de Justicia, en 
la deliberación y fallo del recurso de casación de que se 
trata, de conformidad con las Leyes Nos. 684 de 1934 y 
926 de 1935; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
libera.3o y vistos los artículos 141, 218 y 405 del Código 

de Procedimiento Civil; 1 de la Ley 1015 de 1935; 1 y 65 
de la Ley Sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta los siguientes: a) 
que con motivo de un procedimiento de embargo inmobi-
liario perseguido en perjuicio de Manuel de Js. Brea Me-
jía, este último se inscribió incidentalmente en falsedad 
contra el proceso verbal de embargo; b) que sobre ese in-
cident.? pronunció una sentencia la Cámara de lo Civil y 
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SENTENCIA DE FECHA 21 DE TrIARZO DEL 1966 

Sentencia impugnada: Corte de Ap&ación de Santo Domingo, de 
fecha 2 de agosto de 1963. 

Materia: Civil 

Recurrente: Manuel de Jesús Brea Mejía. 

Abogado Dr. W. R. Guerrero Pou 

Recurrido: Carlos Alonso García 

Abogado: Lic. Rafael Alburquerque Zayas Bazán, 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Manuel 
D. Bergés Chupani, Primer Sustituto en funciones de Pre- 
sidente, F. E. Ravelo de la Fuente, Segundo Sustituto de 
Presidente, Guarionex A. García de Peña, Rafael Richiez 
Saviñón, Pedro María Cruz, Manfredo A. Moore y Rafael 
Rincón hijo, asistidos del Secretario General, en la Sala 
donde celebra sus audiencias, en la .ciudad de Santo Do. 
mingo, Distrito Nacional, a los 21 días del mes de Marzc 
del año 1966, años 123 9  de la Independencia y 103 9  de la 
Restauración, nieta en audiencia públi. a, como corte de 
casaci la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Manuel 
de Jesús Brea Mejía, dominicano, mayor de edad, comer-
ciante, cédula No. 101552, serie 3, do_liciliado en la casa 
No. 41 de la calle María de Toledo, de ?-,ta ciudad, contra 
sentencia dictada por la Corte de Apel- -,ión de Santo Do-
mingo, de fecha 2 de Agosto de 1963, cuyo dispositivo se 
copia más adelante; 

01 lo el Alguacil de turno en la lectura del rol; 

0íGO el Dr. José Cassá Logroño, actuando en repre-
sentación del Lic. Rafael Alburquerque Zayas Bazán, cé-
dula No. 4084, serie lra., con sello No. 316818, abogado del 
recurrí lo Carlos Alonso García, en la lectura de sus con- 

clusion'n; 
OíJo el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Visto el memorial de casación suscrito por el aboga-
do dei recurrente Dr. W. R. Guerrero Pou, cédula No. 
41560, serie lra., depositado en la Secretaría de la Supre-
ma Cu •te de Justicia el 14 de Octubre de 1963; 

Visto el memorial de defensa suscrito por el abogado 
del re:arrido, notificado al abogado del recurrente por ac-
to de alguacil de fecha 29 de noviembre de 1963; 

Visto el auto dictado en fecha 18 de Marzo del corrien-
te año 1966, por el Magistrado Primer Sustituto en fun-
ciones le Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por 
medio del cual llama a los Magistrados Pedro María Cruz, 
Manfredo A. Moore y Rafael Rincón hijo, Jueces de este 
Tribunal, para integrar la Suprema Corte de Justicia, en 
la deliberación y fallo del recurso de casación de que se 
trata, de conformidad con las Leyes Nos. 684 de 1934 y 
926 de 1935; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
libera•o y vistos los artículos 141, 218 y 405 del Código 
de Procedimiento Civil; 1 de la Ley 1015 de 1935; 1 y 65 
de la Ley Sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta los siguientes: a) 
que con motivo de un procedimiento de embargo inmobi-
liario perseguido en perjuicio de Manuel de Js. Brea Me-
jía, ese último se inscribió incidentalmente en falsedad 
contra el proceso verbal de embargo; b) que sobre ese in-
cident a pronunció una sentencia la Cámara de lo Civil y 
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Comercial del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Nacional, de fecha 12 de Julio de 1962, cuyo dispositiv o es 

 el siguiente: "FALLA: PRIMERO:— No acoge las conclu. 
siones formuladas en audiencia por Manuel de Jesús Brea 
Mejía, parte demandante, tendentes a que se declare frus_ 
tratoriamente perseguida la audiencia celebrada al efecto; 
Segundo:— Rechaza, por los motivos ya enunciados, la de_ 
manda de inscripción en falsedad de que se trata, intenta-
da por Manuel de Jesús Brea Mejía contra Alonso García; 
Tercero:— Condena a Manuel de Jesús Brea Mejía, parte 
demandante que sucumbe, al pago de las costas"; c) que 
sobre -1.1 recurso de apelación interpuesto por la parte em-
bargada contra el indicado fallo, la Corte de Apelación de 
Santo Domingo, dictó en fecha 3 de diciembre de 1962, 
una se itencia cuyo dispositivo consta en el de la senten-
cia impugnada; d) sobre oposición de la parte apelante 
la referida Corte de Apelación, dictó el fallo ahora impug_ 
nado en casaci¿n cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: 
PRIMERO: Admite en cuanto a la forma, el presente re_ 
curso de oposición; SEGUNDO: Rechaza las conclusiones 
del señor Manuel de Jesús Brea Mejía tanto las principa-
les corno las subsidiarias, por improcedentes y mal funda-
das; TERCERO: Confirma en todas sus partes la senten-
cia clic:ada por esta Corte en fecha 3 de diciembre de 
1962, objeto del presente recurso de oposición, cuyo dis-
positiv , es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Declara 
bueno y válido el recurso de apelación intentado por el 
señor Tianuel de Jesús Brea Mejía contra sentencia de la 
Cámar i de lo Civil y Comercial del Juzgado de Primera 
Instancia de Santo Domingo, contra sentencia dictada en 
fecha doce de julio de 1962, por haberse intentado dentro 
del plazo legal y haberse cumplido con las demás for-
malidades legz les; SEGUNDO: Pronuncia el defecto con-
tra el señor Manuel de Jesús Brea Mejía, por no haber 
concluidos; TERCERO: Confirma, la sentencia apelada 
cuyo dispositivo es el siguiente: 'Falla: Primero:— No 
acoge ias conclusiones formuladas en audiencia por Ma- 

BOLETÍN JUDICIAL 	 447 

nuel de Jesús Brea Mejía, parte demandante, tendentes 
a que declare frustratoriamente perseguida la audien-
cia celebrada al efecto; Segundo: Rechaza por los moti-
vos ya enunciados, la demanda de inscripción en falsedad 
de que se trata intentada por Manuel de Jesús Brea Me-
jía contra Carlos Alfonso García; y Tercero:— Condena 
a Manuel de Jesús Brea Mejía, parte demandante que su-
cumbe, al pago de las costas'.— CUARTO: Condena, fi-
nalmente, al señor Manuel de Jesús Brea Mejía, al pago 
de las costas, y distrae éstas en favor del abogado con s-
tituído señor Dr. José Cassá Logroño, por haberlas avan-
zado en su mayor parte"; CUARTO: Condena al señor 
Manuel de Jesús Brea Mejía al pago de las costas con 

distrac -:ión de éstas en favor del señor Dr. José Cassá Lo-
groño por haberlas avanzado en su totalidad"; 

Considerando que en su memorial de casación el re-
currente invoca los siguientes medios: Primer Medio: Vio-
lación del artículo 405 del Código de Procedimiento Ci-
vil, y consecuentemente del derecho de defensa; Segundo 
Medio: Desnaturalización de los hechos de la causa y vio-
lación del artículo 218 del Código de Procedimiento Civil; 

Considerando que en el desarrollo de su primer me-
dio de casación el recurrente fundamentalmente alega: El 
procedimiento incidental de inscripción en falsedad, se 
desarrolla en la primera de sus fases o sea la que versa 
sobre la admisibilidad de la inscripción, conforme a las 
reglas del procedimiento sumario. En efecto, después de 
haber sido notificada la intimación precursora del inci-
dente, y si el intimado responde en sentido afirmativo, el 
intimat,te se inscribe en falsedad contra el documento im-

pugna ,lo, y luego demanda la admisión de esta inscrip-
ción mediante un simple acto recordatorio. En esta pri-
mera fase no son presentados los medios en que se apo-
ya la demanda, sino posteriormente, en la segunda fase, y 
la pru-oa de ia falsedad invocada es administrada en la 
tercera y última fase del procedimiento. Siendo así, es 
evidente, que el ahora recurrente en casación, no tenía la 
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Comercial del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Nacional, de fecha 12 de Julio de 1962, cuyo dispositivo es 
el sigut,nite: "FALLA: PRIMERO:— No acoge las conclu. 
siones formuladas en audiencia por Manuel de Jesús Brea 
Mejía, parte demandante, tendentes a que se declare frus. 
tratontamente perseguida la audiencia celebrada al efecto; 
Segundo:— Rechaza, por los motivos ya enunciados, la de. 
manda de inscripción en falsedad de que se trata, intenta-
da por Manuel de Jesús Brea Mejía contra Alonso García; 
Tercero:— Condena a Manuel de Jesús Brea Mejía, parte 
demandante que sucumbe, al pago de las costas"; c) que 
sobre -11 recurso de apelación interpuesto por la parte em-
bargada contra el indicado fallo, la Corte de Apelación de 
Santo Domingo, dictó en fecha 3 de diciembre de 1962, 
una se ttencia cuyo dispositivo consta en el de la senten-
cia impugnada; d) sobre oposición de la parte apelante 
la referida Corte de Apelación, dictó el fallo ahora impug_ 
nado en casacie n cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: 
PRIMERO: Admite en cuanto a la forma, el presente re-
curso de oposición; SEGUNDO: Rechaza las conclusiones 
del señor Manuel de Jesús Brea Mejía tanto las principa-
les como las subsidiarias, por improcedentes y mal funda-
das; TERCERO: Confirma en todas sus partes la senten-
cia din:ada por esta Corte en fecha 3 de diciembre de 
1962, objeto del presente recurso de oposición, cuyo dis-
positiv , es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Declara 
bueno y válido el recurso de apelación intentado por el 
señor Manuel de Jesús Brea Mejía contra sentencia de la 
Cámar i de lo Civil y Comercial del Juzgado de Primera 
Instancia de Santo Domingo, contra sentencia dictada en 
fecha doce de julio de 1962, por haberse intentado dentro 
del plazo legal y haberse cumplido con las demás for-
malidades legales; SEGUNDO: Pronuncia el defecto con-
tra el señor Manuel de Jesús Brea Mejía, por no haber 
concluidos; TERCERO: Confirma, la sentencia apelada 
cuyo dispositivo es el siguiente: 'Falla: Primero:— No 
acoge ias conclusiones formuladas en audiencia por Ma- 
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nuel de Jesús Brea Mejía, parte demandante, tendentes 

a  que .e declare frustratoriamente perseguida la audien-

cia celebrada al efecto; Segundo: Rechaza por los moti-
vos ya enunciados, la demanda de inscripción en falsedad 
de que se trata intentada por Manuel de Jesús Brea Me-
jía contra Carlos Alfonso García; y Tercero:— Condena 
a Manuel de Jesús Brea Mejía, parte demandante que su-
cumbe, al pago de las costas'.— CUARTO: Condena, fi-
nalmente, al señor Manuel de Jesús Brea Mejía, al pago 
de las costas, y distrae éstas en favor del abogado cons-
tituido señor Dr. José Cassá Logroño, por haberlas avan-
zado en su mayor parte"; CUARTO: Condena al señor 
Manuel de Jesús Brea Mejía al pago de las costas con 

distrac -:ión de éstas en favor del señor Dr. José Cassá Lo-
groño por haberlas avanzado en su totalidad"; 

Considerando que en su memorial de casación el re-
currente invoca los siguientes medios: Primer Medio: Vio-
lación del articulo 405 del Código de Procedimiento Ci-
vil, y consecuentemente del derecho de defensa; Segundo 
Medio: Desnaturalización de los hechos de la causa y vio-
lación del artículo 218 del Código de Procedimiento Civil; 

Considerando que en el desarrollo de su primer me_ 
dio de casación el recurrente fundamentalmente alega: El 
procedimiento incidental de inscripción en falsedad, se 
desarrolla en la primera de sus fases o sea la que versa 
sobre la admisibilidad de la inscripción, conforme a las 
reglas del procedimiento sumario. En efecto, después de 
haber ,ido notificada la intimación precursora del inci-
dente, y si el intimado responde en sentido afirmativo, el 
intimarte se inscribe en falsedad contra el documento im-
pugnado, y luego demanda la admisión de esta inscrip-
ción mediante un simple acto recordatorio. En esta pri-
mera fase no son presentados los medios en que se apo-
ya la demanda, sino posteriormente, en la segunda fase, y 
la pri•.oa de la falsedad invocada es administrada en la 
tercera y última fase del procedimiento. Siendo así, es 
evidente, que el ahora recurrente en casación, no tenía la 
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obliga—ton en la instancia a que dió lugar el recurso de 
apelaclOn, que culminó con la sentencia confirmada p or 

 la act•talmente recurrida, de notificar el escrito de agra-
vios prescrito por la ley en materia ordinaria, y por con. 
siguiente, se 1.. debió dar avenir a su abogado constituído 
para comparecer a audiencia, formalidad cuya omisión 
implica la nulidad de la sentencia dictada por la Corte a 
qua en fecha 3 de Diciembre de 1962, y al no reconocerlo 
así, la sentencia impugnada ha incurrido en las violacio. 
nes an 4es señaladas; pero 

Considerando que la demanda de inscripción en fal. 
sedad, no es un incidente propio del embargo inmobilia. 
rio, que deba ser juzgado sumariamente de conformidad 
con la .ey que rige este procedimiento, ni por su naturale-
za entra en las previsiones del artículo 404 del Código de 
Procedimiento Civil, relativo a las materias que deben 
ser juzgadas sumariamente; 

Considerando que, por consiguiente, instruir el recur 
so de apelación interpuesto por el actual recurrente en 
ocasión del incidente en cuestión, necesariamente debía 
seguirse el procedimiento ordinario, que es el de derecho 
común; 

Considerando que de acuerdo con el artículo 1 de la 
Ley No. 1015, no se concederá audiencia por ningún Juez 
o Cort.: en materia civil, ordinaria al litigante que no ha 
ya no ificado previamente las defensas, réplicas o agra-
vios, a que se refieren los artículos 77, 78 y 462 del Código 
de Pr cedimiento Civil, pudiendo el litigante que no esté 
en falm obtener el beneficio del defecto; 

Considerando que el examen del expediente pone de 
manifiesto, que el recurrente parte demandante en el in-
cidente referido y apelante contra la sentencia que recha-
zó dicha demanda de, inscripción en falsedad, no notificó 
sus ag!avios y en esa virtud, la Corte a-qua al pronun-
ciar el defecto contra el recurrente que no podía interve-
nir en la audiencia, hizo una correcta aplicación de la  

ley qu.,,  rige la materia, por lo cual el medio que se exa-
mina carece de fundamento y debe ser desestimado; 

Considerando que en el desarrollo de su segundo me. 
dio de casación, el recurrente alega en síntesis, lo siguien-
te: que no obstante el haberse abstenido de demandar la 
admisión de su inscripción en falsedad el Doctor José 
Cassá Logroño.; abogado constituído por Carlos Alonso 
García en el procedimiento ejecutorio impugnado, le dió 
avenir al abogado del recurrente en el incidente aludido, 

a fin -le "oir a la Cámara Civil y Comercial del Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Nacional, pronunciarse 
sobre la admisión o no de la demanda en inscripción en 
falsedr.d interpuesta por Manuel de Jesús Brea Mejía, 
contra el original y las copias del acta de embargo inmo-
biliario practicado en su perjuicio". Esta citación culminó 
con la sentencia impugnada, confirmativa de la sentencia 
de pri , ner grado, la cual rechazó una supuesta demanda 
en admisión de inscripción en falsedad, y al decidir de 
ese modo la Corte a-qua, incurrió en la misma antijuri-
cidad del Juez de Primer Grado, en razón de que, al no 
haber demandado el recurrente la mencionada admisión 
de inscripción en falsedad, las sentencias que la han re-
chazado estatuyen sobre una demandante inexistente, y 
evidentemente dsnaturalizaron los hechos de la causa. Por 
otra parte, la citación hecha por el abogado del ejecutante 
al abogado del embargado, para debatir sobre la admisibi-
lidad de una demanda inexistente, no puede constituir 
la demanda en admisión de inscripción en falsedad que se 
refiere el artículo 218 del Código de Procedimiento Civil, 

puesto que est texto reserva la facultad de demandar di-
cha admisión, a la parte que ha hecho la inscripción en 
falsedad de que se trata, y no a ninguna otra, por lo cual, 
si la Corte a-qua consideró que la preindicada citación 
constituía la demanda de referencia, es obvio que incu-
rrió en la violación del artículo 218 precitado; pero, 

Considerando que el Juez queda apoderado del inci-
dente de inscripción en falsedad, a partir del momento en 



448 	 BOLETÍN JUDICIAL 
BOLETÍN JUDICIAL 	 449 

obliga,Ión en la instancia a que dió lugar el recurso de 
apelación, que culminó con la sentencia confirmada p or 

 la act. -talmente recurrida, de notificar el escrito de agra. 
vios prescrito por la ley en materia ordinaria, y por con. 
siguiente, se L. debió dar avenir a su abogado constituido 
para comparecer a audiencia, formalidad cuya omisión 
implica la nulidad de la sentencia dictada por la Corte a 
qua en fecha 3 de Diciembre de 1962, y al no reconocerlo 
así, la sentencia impugnada ha incurrido en las violacio. 
nes antes señaladas; pero 

Considerando que la demanda de inscripción en fal. 
sedad, no es un incidente propio del embargo inmobilia. 
rio, que deba ser juzgado sumariamente de conformidad 
con la ,ey que rige este procedimiento, ni por su naturale-
za entra en las previsiones del artículo 404 del Código de 
Procedimiento Civil, relativo a las materias que deben 
ser juzgadas sumariamente; 

Considerando que, por consiguiente, instruir el recur 
so de apelación interpuesto por el actual recurrente en 
ocasión del incidente en cuestión, necesariamente debía 
seguirse el procedimiento ordinario, que es el de derecho 
común; 

Considerando que de acuerdo con el artículo 1 de la 
Ley No. 1015, no se concederá audiencia por ningún Juez 
o Corta en materia civil, ordinaria al litigante que no ha 
ya no ;ficado previamente las defensas, réplicas o agra-
vios, a que se refieren los artículos 77, 78 y 462 del Código 
de Pr •r.edimiento Civil, pudiendo el litigante que no esté 
en falla obtener el beneficio del defecto; 

Considerando que el examen del expediente pone de 
manifiesto, que el recurrente parte demandante en el in-
cidente referido y apelante contra la sentencia que recha-
zó dicha demanda de, inscripción en falsedad, no notificó 
sus agravios y en esa virtud, la Corte a-qua al pronun-
ciar el defecto contra el recurrente que no podía interve-
nir en la audiencia, hizo una correcta aplicación de la  

ey qua rige la materia, por lo cual el medio que se exa-
mina carece de fundamento y debe ser desestimado; 

Considerando que en el desarrollo de su segundo me-
dio de casación, el recurrente alega en síntesis, lo siguien-
te: no obstante el haberse abstenido de demandar la 
admisión de su inscripción en falsedad el Doctor José 
Cassá Logroffi., abogado constituido por Carlos Alonso 

García en el procedimiento ejecutorio impugnado, le dió 
avenir al abogado del recurrente en el incidente aludido, 
a fin le "oir a la Cámara Civil y Comercial del Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Nacional, pronunciarse 
sobre la admisión o no de la demanda en inscripción en 
falsednd interpuesta por Manuel de Jesús Brea Mejía, 
contra el original y las copias del acta de embargo inmo-
biliario practicado en su perjuicio". Esta citación culminó 
con la sentencia impugnada, confirmativa de la sentencia 
de pri'ner grado, la cual rechazó una supuesta demanda 
en admisión de inscripción en falsedad, y al decidir de 
ese modo la Corte a-qua, incurrió en la misma antijuri-
cidad del Juez de Primer Grado, en razón de que, al no 
haber demandado el recurrente la mencionada admisión 
de inscripción en falsedad, las sentencias que la han re-
chazado estatuyen sobre una demandante inexistente, y 
evidentemente dsnaturalizaron los hechos de la causa. Por 
otra parte, la citación hecha por el abogado del ejecutante 
al abogado del embargado, para debatir sobre la admisibi-
lidad de una demanda inexistente, no puede constituir 
la demanda en admisión de inscripción en falsedad que se 
refiere el artículo 218 del Código de Procedimiento Civil, 
puesto que est texto reserva la facultad de demandar di-
cha admisión, a la parte que ha hecho la inscripción en 
falsedad de que se trata, y no a ninguna otra, por lo cual, 
si la Corte a-qua consideró que la preindicada citación 
constituía la demanda de referencia, es obvio que incu-
rrió en la violación del artículo 218 precitado; pero, 

Considerando que el Juez queda apoderado del inci-
dente de inscripción en falsedad, a partir del momento en 
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que el demandante ha hecho su declaración de inscripció n 
 en falsedad er la secretaría del tribunal, solución que se 

ha impuesto por la necesidad de evitar, que la negligen-
cia puesta de manifiesto por el demandante en el incidente 
en lo que a la continuación del procedimiento se refiere, 
pudiera ser la causa de que la ejecución de los actos au-
ténticos fuera diferida indefinidamente; pudiendo el Juez 
en esa circunstancia, a diligencia de la parte demandada, 
rechaz ir la demanda de inscripción en falsedad en cual-
quiera de sus fases, tal como ocurrió en el caso de que 
se trata, razón por la cual, el medio que se examina ca-
rece de fundamento y debe ser desestimado; 

Po- tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Manuel de Jesús Brea Mejía, con_ 
tra la ,entencia dictada por la Corte de Apelación de San-
to Domingo, de fecha 2 de Agosto de 1963, cuyo disposi-
tivo se copia en parte anterior del presente fallo: Segundo: 
Conde,- a al recurrente al pago de las costas, distrayendo-
las en provecho del Licenciado Rafael Alburquerque Za. 
yas B:Ázán, qu;en afirma haberlas avanzado en su mayor 
parte. 

(Firmado)• Manuel D. Bergés Chupani.— F. E. Rave-
lo de la Fuente.— Guarionex A. García de Peña.— Rafael 
Richiez Saviñón.— Pedro María Cruz.— Manfredo A. 
Moore.— Rafael Rincón hijo.— Ernesto Curiel hijo, Se-
cretaria General.— 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, 
y fué firmada, leída y publicada, por mí, Secretario Ge-
neral, que certifico. (Fdo.). Ernesto Curiel hijo.— 

SENTENCIA DE FECHA 21 DE MARZO DEL 1966 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de 

fecha 18 de marzo de 1965. 

Materia: Criminal (Homicidio Voluntario) 

Recurrente: Virginia Martínez Durán 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituída por los Jueces Manuel 
D. Be' gés Chupani, Primer Sustituto en funciones de 
Presidente; F E. Ravelo de la Fuente, Segundo Sustituto 
de Presidente: Guarionex A. García de Peña, Luis Gómez 
Tavárez, Pedro María Cruz, Manfredo A. Moore y Rafael 
Rincón hijo, asistidos del Secretario General, en la Sala 
donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Do-
mingo, Distrito Nacional, hoy día 21 de marzo de 1966, 

años 1239  de la Independencia y 103 9  de la Restauración, 
dicta en audiencia pública, como corte de casación, la si-
guient. sentencia; 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Virginia 
Martínez Durán, dominicana, mayor de edad, oficios do-
mésticos, domiciliada y residente en esta ciudad, en la 
calle 19 Número 103, Ensanche Espaillat, cédula 3271, se-
rie 37, parte civil constituída en su condición de Madre de 
Sergio Martínez Kunhart, contra sentencia dictada en 
atribuciones criminales por la Corte de Apelación de San-
to Domingo, de fecha 18 de marzo de 1965, cuyo disposi-
tivo dice así: 'Talla: Primero: Declara regular y válido, en 
la forma, el presente recurso de apelación interpuesto por 
el acusado Manuel Ramón Valerio Díaz, contra sentencia 
dictada en atribuciones criminales por la Cuarta Cámara 
de lo Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
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que el demandante ha hecho su declaración de inscripción 
en falsedad er la secretaría del tribunal, solución que s e 

 ha impuesto por la necesidad de evitar, que la negligen. 
cia puusta de manifiesto por el demandante en el incidente 
en lo que a la continuación del procedimiento se refiere, 
pudiera ser la causa de que la ejecución de los actos au-
ténticos fuera diferida indefinidamente; pudiendo el Juez 
en esa circunstancia, a diligencia de la parte demandada, 
rechaz tr la de manda de inscripción en falsedad en cual-
quiera de sus fases, tal como ocurrió en el caso de que 
se trata, razón por la cual, el medio que se examina ca-
rece de fundamento y debe ser desestimado; 

Po'• tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Manuel de Jesús Brea Mejía, con-
tra la ,entencia dictada por la Corte de Apelación de San-
to Domingo, de fecha 2 de Agosto de 1963, cuyo disposi-
tivo se copia en parte anterior del presente fallo: Segundo: 
Conde'-a al recurrente al pago de las costas, distrayéndo-
las en provecho del Licenciado Rafael Alburquerque Za-
yas B:Ázán, qu;en afirma haberlas avanzado en su mayor 
parte. 

(Firmado). Manuel D. Bergés Chupani.— F. E. Rave-
lo de la Fuente.— Guarionex A. García de Peña.— Rafael 
Richiez Saviñón.— Pedro María Cruz.— Manfredo A. 
Moore.— Rafael Rincón hijo.— Ernesto Curiel hijo, Se-
cretari 9 General.— 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiena'ia pública del día, mes y año en él expresados, 
y fué firmada, leída y publicada, por mí, Secretario Ge-
neral, que certifico. (Fdo.). Ernesto Curiel hijo.— 

SENTENCIA DE FECHA 21 DE MARZO DEL 1966 

Sentencia Impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de 

fecha 18 de marzo de 1965. 

Materia: Criminal (Homicidio Voluntario) 

urente: Virginia Martínez Durán 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituída por los Jueces Manuel 
D. Be' gés Chupani, Primer Sustituto en funciones de 
Presidente; F E. Ravelo de la Fuente, Segundo Sustituto 
de Presidente: Guarionex A. García de Peña, Luis Gómez 
Tavárez, Pedro María Cruz, Manfredo A. Moore y Rafael 
Rincón hijo, asistidos del Secretario General, en la Sala 
donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Do-
mingo, Distrito Nacional, hoy día 21 de marzo de 1966, 
años 1239  de la Independencia y 103 9  de la Restauración, 
dicta en audiencia pública, como corte de casación, la si-
guient• sentencia; 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Virginia 
Martínez Durán, dominicana, mayor de edad, oficios do-
mésticos, domiciliada y residente en esta ciudad, en la 
calle 19 Número 103, Ensanche Espaillat, cédula 3271, se-
rie 37, parte civil constituida en su condición de Madre de 
Sergio Martínez Kunhart, contra sentencia dictada en 
atribuciones criminales por la Corte de Apelación de San-
to de fecha 18 de marzo de 1965, cuyo disposi-
tivo dn.e así: 'Falla: Primero: Declara regular y válido, en 
la forma, el presente recurso de apelación interpuesto por 
el acusado Manuel Ramón Valerio Díaz, contra sentencia 
dictada en atribuciones criminales por la Cuarta Cámara 
de lo Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
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Nacional, en fecha 16 del mes de abril del año 1964, cuyo 
dispositivo copiado textualmente dice así: 'Falla: Primero: 
Que debe declarar, como al efecto declara regular y vá. 
lida en la forma la constitución en parte civil hecho por 
los doctores José Antonio Matos y Roberto Rymer K ., a 

 nombn y representación de la señora Virginia Martínez 
en su condición de madre de la víctima Sergip Martínez 
Kunhart por haberlo hecho dentro de las formalidades 
legales; Segundo: Que debe declarar como al efecto decla-
ra al acusado Manuel Ramón Valerio Díaz, de generales 
anotadas, culpable del crimen de homicidio voluntario en 
perjuicio de quien en vida se llamó Sergio Martínez Kun-
hart, y, en consecuencia, lo condena a cinco (5) años de 
trabajos públicos; Tercero: Se condena además al pago de 
una indemnización de veinte mil pesos oro (20,000.00), en 
favor de la señora Virginia Martínez por los daños mora-
les y materiales sufridos por la muerte de su hijo Sergio 
Martín. ,.z Kunhart; Cuarto: Se condena además a dicho in-
culpado al pago de las costas penales y civiles'; Segundo: 
Modifica en cuanto a la pena impuesta al acusado Manuel 
Ramón Valerio Díaz, la sentencia apelada, en el sentido 
de reducir la pena impuesta al acusado de cinco años de 
trabajas públicos, a tres años de trabajos públicos; Tercero. 
Confir -na la antes mencionada sentencia en el aspecto 
civil; y, Cuarto: Condena al acusado Manuel Valerio Díaz, 
al pago de las costas"; 

CYclo el Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador Gene-

ral de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a.qua, en fecha 25 de marzo de 
1965, a requerimiento del abogado Dr. Roberto Rymer K., 
cédula 1644, serie 66, en representación de la recurrente, 
en la cual nc se invoca ningún medio determinado de 
casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de- 

liberado y vistos los artículos 1, 37 y 65 de la Ley sobre 
Procanniento de Casación; 

Considerando que al tenor del artículo 37 de la ley 

sobre Procedimiento de Casación, cuando el recurso de 
casaci ri sea interpuesto por el Ministerio Público, por la 

parte - ivil o por la persona civilmente responsable, el de.. 
pósito de un memorial con la exposición de los medios 
en qtre se funda, será obligatorio, a pena de nulidad, si 
no se ha motivado el recurso en la declaración corres-
pondiente; 

C Insiderar do que en el presente caso, la recurrente 
no invocó cuando declaró su recurso, ningún medio de-
terminado de casación; que dicha recurrente tampoco ha 
presentado con posterioridad a la declaración del recurso, 
el memorial con la exposición de los medios que le sir-
ven de fundar( ento; que, por tanto el presente recurso es 
nulo; 

Por tales motivos, Primero: Declara nulo el recurso 
de casación interpuesto por Virginia Martínez Durán, par-
te civiL constituida en su condición de madre de la vícti-
ma Sergio Martínez Kunhart, contra sentencia dictada en 
atribuciones criminales por la Corte de Apelación de San-
to Do. ango, de fecha 18 cte marzo de 1965, cuyo disposi-
tivo h I sido copiado en parte anterior del presente fallo; 
y, Segundo: Condena a la recurrente al pago de las costas. 

(Fuos.): Manuel D. Bergés Chupani.— F. E. Ravelo de 
la Fue ite.— Guarionex A. García de Peña.— Luis Gómez 
Tavárez.— Pedro María t...ruz.— Rafael Rincón hijo.— 
Manfredo A. Moore.— Ernesto Curiel hijo.— 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fué fiL:nada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Fdo. Ernesto Curiel hijo). 
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Nacional, en fecha 16 del mes de abril del año 1964, cuyo 
dispositivo copiado textualmente dice así: 'Falla: Primero: 
Que debe declarar, como al efecto declara regular y vá_ 
lida en la forma la constitución en parte civil hecho po r 

 los doctores José Antonio Matos y Roberto Rymer K., a 
nombre. y representación de la señora Virginia Martínez 
en su condición de madre de la víctima Sergio Martínez 
Kunhart por haberlo hecho dentro de las formalidades 
legales; Segundo: Que debe declarar como al efecto decla-
ra al acusado Manuel Ramón Valerio Díaz, de generales 
anotadas, culpable del crimen de homicidio voluntario en 
perjuicio de quien en vida se llamó Sergio Martínez Kun. 
hart, y, en consecuencia, lo condena a cinco (5) años de 
trabajos públicos; Tercero: Se condena además al pago de 
una indemnización de veinte mil pesos oro (20,000.00), en 
favor de la señora Virginia Martínez por los daños mora-
les y materiales sufridos por la muerte de su hijo Sergio 
Martín ,..z Kunhart; Cuarto: Se condena además a dicho in. 
culpado al pago de las costas penales y civiles'; Segundo: 
Modifica en cuanto a la pena impuesta al acusado Manuel 
Ramón Valerio Díaz, la sentencia apelada, en el sentido 
de reducir la pena impuesta al acusado de cinco años de 
trabajas públicos, a tres años de trabajos públicos; Tercero. 
Confir -na la antes mencionada sentencia en el aspecto 
civil; y, Cuarto: Condena al acusado Manuel Valerio Díaz, 
al pag , 1 de las costas"; 

O'do el Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador Gene-

ral de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a.qua, en fecha 25 de marzo de 
1965, a requer!miento del abogado Dr. Roberto Rymer K., 
cédula 1644, serie 66, en representación de la recurrente, 
en la cual nc se invoca ningún medio determinado de 
casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de- 

liberado y vistos los artículos 1, 37 y 65 de la Ley sobre 
Proce,rmiento de Casación; 

Considerando que al tenor del artículo 37 de la ley 
sobre Procedimiento de Casación, cuando el recurso de 
casad n sea interpuesto por el Ministerio Público, por la 
parte - ivil o por la persona civilmente responsable, el de-
pósito de un memorial con la exposición de los medios 
en qu° se funda, será obligatorio, a pena de nulidad, si 
no se ha motivado el recurso en la declaración corres-
pondiente; 

C Jusiderar do que en el presente caso, la recurrente 
no invocó cuando declaró su recurso, ningún medio de-
terminado de casación; que dicha recurrente tampoco ha 
presentado con posterioridad a la declaración del recurso, 
el memorial con la exposición de los medios que le sir-
ven de fundar ento; que, por tanto el presente recurso es 
nulo; 

Por tales motivos, Primero: Declara nulo el recurso 
de casación interpuesto por Virginia Martínez Durán, par-
te civiL constituida en su condición de madre de la vícti-
ma Sergio Martínez Kunhart, contra sentencia dictada en 
atribuciones criminales por la Corte de Apelación de San-
to Do_ ,ingo, de fecha 18 ae marzo de 1965, cuyo disposi-
tivo h i sido copiado en parte anterior del presente fallo; 
y, Segundo: Condena a la recurrente al pago de las costas. 

(Fijos.) : Manuel D. Bergés Chupani.— F. E. Ravelo de 
la Fue de.— Guarionex A. García de Peña.— Luis Gómez 
Tavároz.— Pedro María k.,ruz.— Rafael Rincón hijo.— 
Manfredo A. Moore.— Ernesto Curiel hijo.— 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 

fué fli:nada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. ( Fdo. Ernesto Curiel hijo). 
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SENTENCIA DE FECHA 21 DE MARZO DEL 1966. 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del D. J. d e 
 San Juan de la Maguana, de fecha 20 de enero de 1966. 

Materia: Correccional. 

Recurrente: Elpidio Arturo Mejía. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Alfredo 
Conde Pausas, Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, 
Primer Sustituto de Presidente; F. E. Ravelo de la Fuen-
te, Segundo Sustituto de Presidente; Guarionex A. García 
de Peña, Luis Gómez Tavárez, Rafael Richiez Saviñón, 
Pedro María Cruz, Rafael Rincón hijo y Manfredo A. 
Moore, asistidos del Secretario General, en la Sala donde 
celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo, 
Distrito Nacional, hoy día 21 de marzo de 1966, años 123' 
de la Independencia y 103' de la Restauración, dicta en 
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia; 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Elpidio 
Arturo Mejía, dominicano, mayor de edad, soltero, nego-
ciante, cédula 12684, serie 11, residente en Las Matas de 
Farfán, contra la sentencia dictada en atribuciones correc -
cionales por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de San Juan de la Maguana, en fecha 20 de ene-
ro de 1966, cuyo dispositivo dice así: Falla: Primero: Se 
declara bueno y válido en cuanto a la forma el recurso 
de apelación interpuesto por la querellante Iselsa Ogando, 
contra sentencia No. 454, de fecha 27 de octubre de 1965,  

del Juzgado de Paz del Municipio de Las Matas de Farfán, 
que condenó al nombrado Elpidio Arturo Mejía, a sufrir 

dos años de prisión correccional y a pasarle una pensión 

de RD$10.00 mensuales para la manutención de dos me-
nores que tiene procreados con Iselsa Ogando, por haber 
sido hecho dentro de las formalidades legales; Segunda: 
Se pronuncia el defecto contra el nombrado Elpidio Artu-
ro Mejía, por no haber comparecido a la audiencia, no obs-
tante haber sido legalmente citado; Tercera Se revoca di-
cha sentencia y se condena al nombrado Elpidio Arturo 
Mejía, a sufrir dos años de prisión correccional y a pasar-
le una pensión de RD$20.00 a la querellante, para la ma-
nutención de los menores procreados por ambos. Se con-
dena al pago de las costas del presente recurso de alzada"; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría del Tribunal a quo, a requerimiento del recu-
rrente, de fecha 25 de enero de 1966, en la cual no se in-

voca medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 7 y 8 de la Ley No. 2402, de 
1950; y, 1, 36, 40 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación 

Considerando que el artículo 36 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación dispone que los condenados a una 
pena que exceda de seis meses de prisión correccional no 
podrán recurrir en casación si no estuviesen presos o en 
libertad provisional bajo fianza; 

Considerando que el recurrente fue condenado a la pe-
na de dos años de prisión correccional; que no se ha esta-
blecido que dicho recurrente está en prisión, ni tampoco 
que haya obtenido su libertad provisional bajo fianza o la 
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SENTENCIA DE FECHA 21 DE MARZO DEL 1966. 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del D. J. de 

San Juan de la Maguana, de fecha 20 de enero de 1966. 

Materia: Correccional. 

Recurrente: Elpidio Arturo Mejía. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Alfredo 
Conde Pausas, Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, 
Primer Sustituto de Presidente; F. E. Ravelo de la Fuen-
te, Segundo Sustituto de Presidente; Guarionex A. García 
de Peña, Luis Gómez Tavárez, Rafael Richiez Saviñón, 
Pedro María Cruz, Rafael Rincón hijo y Manfredo A. 
Moore, asistidos del Secretario General, en la Sala donde 
celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo, 
Distrito Nacional, hoy día 21 de marzo de 1966, años 123' 
de la Independencia y 103' de la Restauración, dicta en 
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente sen- 
tencia; 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Elpidio 
Arturo Mejía, dominicano, mayor de edad, soltero, nego-
ciante, cédula 12684, serie 11, residente en Las Matas de 
Farfán, contra la sentencia dictada en atribuciones correc -
cionales por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de San Juan de la Maguana, en fecha 20 de ene-
ro de 1966, cuyo dispositivo dice así: Falla: Primero: Se 
declara bueno y válido en cuanto a la forma el recurso 
de apelación interpuesto por la querellante Iselsa Ogando, 
contra sentencia No. 454, de fecha 27 de octubre de 1965,  

del Juzgado de Paz del Municipio de Las Matas de Farfán, 
que condenó al nombrado Elpidio Arturo Mejía, a sufrir 
dos años de prisión correccional y a pasarle una pensión 
de RD$10.00 mensuales para la manutención de dos me-
nores que tiene procreados con Iselsa Ogando, por haber 
sido hecho dentro de las formalidades legales; Segunda: 
Se pronuncia el defecto contra el nombrado Elpidio Artu-
ro Mejía, por no haber comparecido a la audiencia, no obs-
tante haber sido legalmente citado; Tercera Se revoca di-
cha sentencia y se condena al nombrado Elpidio Arturo 
Mejía, a sufrir dos años de prisión correccional y a pasar-
le una pensión de RD$20.00 a la querellante, para la ma-
nutención de los menores procreados por ambos. Se con-
dena al pago de las costas del presente recurso de alzada"; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría del Tribunal a quo, a requerimiento del recu-
rrente, de fecha 25 de enero de 1966, en la cual no Se in-
voca medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 7 y 8 de la Ley No. 2402, de 
1950; y, 1, 36, 40 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación 

Considerando que el artículo 36 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación dispone que los condenados a una 
pena que exceda de seis meses de prisión correccional no 
podrán recurrir en casación si no estuviesen presos o en 
libertad provisional bajo fianza; 

Considerando que el recurrente fue condenado a la pe-
na de dos años de prisión correccional; que no se ha esta-
blecido que dicho recurrente está en prisión, ni tampoco 
que haya obtenido su libertad provisional bajo fianza o la 
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suspensión de la ejecución de la pena, de conformidad con 
los artículos 7 y 8 de la Ley 2402 de 1950; que, por tanto, 
el presente recurso no puede ser admitido; 

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el re-
curso de casación interpuesto por Elpidio Arturo Mejía 
contra sentencia del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de San Juan de la Maguana, en atribuciones 
correccionales, en fecha 20 de enero de 1966, cuyo dispo-
sitivo ha sido copiado en parte anterior del presente fallo; 
y, Segundo: Condena al recurrente al pago de las costas. 

(Fdos.): Alfredo Conde Pausas.— Manuel D. Bergés 
Chupani.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Guarionex A. 
García de Peña.— Luis Gómez Tavárez.— Rafael Richiez 
Saviñón.— Pedro María Cruz.— Rafael Rincón hijo.— 
Manfredo A. Moore.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge- 
neral. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Fdo. Ernesto Curiel hijo). 

SENTENCIA DE FECHA 21 DE MARZO DEL 1966. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago, de fecha 

21 de abril de 1965. 

Materia: Criminal. 

Recurrente: Bernardo Castro Suárez. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Manuel , 
D. Bergés Chupani, Primer Sustituto en funciones de Pre-
sidente; F. E. Ravelo de la Fuente, Segundo Sustituto de 
Presidente; Guarionex A. García de Peña, Luis Gómez Ta-
várez, Rafael Richiez Saviñón, Pedro María Cruz, Rafael 
Rincón hijo y Manfredo A. Moore, asistidos del Secretario 
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la 
ciudad de Santo Domingo, Distrito Nacional, a los 21 días 
del mes de marzo del 1966, años 123' de la Independencia 
y 103' de la Restauración, dicta en audiencia pública, co-
mo corte de casación, la siguiente sentencia; 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Bernar-
do Castro Suárez, dominicano, mayor de edad, soltero, eba-
nista, domiciliado y residente en la calle Capotillo No. 1, 
Santiago, cédula 916, serie 72, contra sentencia de la Cor-
te de Apelación de Santiago, en sus atribuciones crimina-
les, de fecha 21 de abril de 1965, cuyo dispositivo dice así: 
"Falla: Primero: Admite el recurso de apelación interpues-
to por el acusado Bernardo Castro Suárez, contra senten-
cia dictada en fecha 19 de mayo de 1964 por la Primera 
Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de Santiago, que le condenó a la pena de 
veinte años de trabajo públicos y costas, por el crimen de 
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suspensión de la ejecución de la pena, de conformidad con 
los artículos 7 y 8 de la Ley 2402 de 1950; que, por tanto, 
el presente recurso no puede ser admitido; 

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el re-
curso de casación interpuesto por Elpidio Arturo Mejía 
contra sentencia del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de San Juan de la Maguana, en atribuciones 
correccionales, en fecha 20 de enero de 1966, cuyo dispo-
sitivo ha sido copiado en parte anterior del presente fallo; 
y, Segundo: Condena al recurrente al pago de las costas. 

(Fdos.): Alfredo Conde Pausas.— Manuel D. Bergés 
Chupani.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Guarionex A. 
García de Peña.— Luis Gómez Tavárez.— Rafael Richiez 
Saviñón.— Pedro María Cruz.— Rafael Rincón hijo.-
Manfredo A. Moore.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge- 
neral. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Fdo. Ernesto Curiel hijo). 

SENTENCIA DE FECHA 21 DE MARZO DEL 1966. 

sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago, de fecha 

21 de abril de 1965. 

materia: Criminal. 

Heeurrente: Bernardo Castro Suárez. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituída por los Jueces Manuel , 
D. Bergés Chupani, Primer Sustituto en funciones de Pre-
sidente; F. E. Ravelo de la Fuente, Segundo Sustituto de 
Presidente; Guarionex A. García de Peña, Luis Gómez Ta-
várez, Rafael Richiez Saviñón, Pedro María Cruz, Rafael 
Rincón hijo y Manfredo A. Moore, asistidos del Secretario 
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la 
ciudad de Santo Domingo, Distrito Nacional, a los 21 días 
del mes de marzo del 1966, años 123' de la Independencia 
y 103' de la Restauración, dicta en audiencia pública, co-
mo corte de casación, la siguiente sentencia; 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Bernar-
do Castro Suárez, dominicano, mayor de edad, soltero, eba-
nista, domiciliado y residente en la calle Capotillo No. 1, 
Santiago, cédula 916, serie 72, contra sentencia de la Cor-
te de Apelación de Santiago, en sus atribuciones crimina-
les, de fecha 21 de abril de 1965, cuyo dispositivo dice así: 

"Falla: Primero: Admite el recurso de apelación interpues-
to por el acusado Bernardo Castro Suárez, contra senten-
cia dictada en fecha 19 de mayo de 1964 por la Primera 
Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de Santiago, que le condenó a la pena de 
veinte años de trabajo públicos y costas, por el crimen de 
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homicidio voluntario en perjuicio de quien en vida respon_ 
día al nombre de Carmen Estrella Caraballo; y lo condenó 
además, al pago de una indemnización simbólica de un pe-
so oro (RD$1.00), en provecho de la señora María Primiti-
va Caraballo Viuda Estrella, parte civil constituida, en 
su condición de madre de la víctima; Segundo: Modifica el 
fallo impugnado en el sentido de reducir la pena a quince 
años de tarbajos públicos; Tercero: Confirma dicha sen-
tencia en sus demás aspectos; Cuarto: Condena al acusado 
al pago de las costas de su recurso de alzada"; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a-qua, en fecha 5 de octubre de 
1965, a requerimiento del recurrente, en la cual no se in-
voca ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1, 29 y 65 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación; 

Considerando que al tenor del artículo 29 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación, el plazo para interponer 
el recurso de casación es de 10 días, contados desde la fe-
cha del pronunciamiento de la sentencia, si el acusado es-
tuvo presente en la audiencia en que ésta fue pronun-
ciada; 

Considerando que en la especie, el recurrente fue con-
denado por sentencia de fecha 21 de abril de 1965 y el re-
curso de casación fue interpuesto el 5 de agosto de 1965, 
cuando ya había vencido el plazo legal; 

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible por 
tardío, el recurso de casación interpuesto por Bernardo 
Castro Suárez, contra sentencia dictada en atribuciones 
criminales por la Corte de Apelación de Santiago, de fe- 

cha 21 de abril de 1965, cuyo dispositivo ha sido copiado 

en parte anterior del presente fallo: Segundo: Condena al 
recurrente al pago de las costas. 

(Firmados): Manuel D. Bergés Chupani.— F. E. Ra-
velo de la Fuente.— Guarionex A. García de Peña .— 
Luis Gómez Tavárez.— Rafael Richiez Saviñón.— Pedro 
María Cruz.— Rafael Rincón hijo.— Manfredo A. Moore. 
—Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La 'presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 

fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Fdo. Ernesto Curiel hijo). 
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SENTENCIA DE FECHA 23 DE MARZO DEL 1966 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del D. 
de Bahoruco, de fecha 10 de diciembre de 1965. 

Materia: Correccional (Viol. a la Ley No. 1268 sobre maltrato 
de animales). 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Alfredo 
Conde Pausas Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, 
Primer Sustituto de Presidente; F. E. Ravelo de la Fuen-
te, Segundo Sustituto de Presidente; Guarionex A. Gar-
cía de Peña, Luis Gómez Tavárez, Pedro María Cruz, Man.. 
fredo •1. Moore y Rafael Rincón hijo, asistidos del Secre_ 
tario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en 
la ciu lad de Eanto Domingo, Distrito Nacional, a los 23 
días d.11 mes de marzo del año 1966, años 123 9  de la Inde-
pendencia y 103 9  de la Restauración, dicta en audiencia 
pública, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Luis Pé-
rez, dominicano, agricultor, soltero, domiciliado en la ciu-
dad de Neyba, cédula 6340 serie 22, contra la sentencia 
dictada en grado de apelación y en sus atribuciones co-
rrecci ,hales por el Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de Bahoruco, el día 10 de diciembre de 1965, 
cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Vista el acta del recurso levantada en la Secretaría 
del Tr'.bunal a. quo, en fecha 10 de diciembre de 1965, a 

uer;,niento del recurrente, en la cual no se invoca nin-
n medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
berado y vistos los artículos 1 de la ley 1268 de 1946 y 
y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Cortsiderar.do que en la sentencia impugnada y en los 
docum•4itos a que ella se refiere, consta: a) que en fecha 
10 de noviembre de 1965, el Juzgado de Paz de Neyba, re-
gularmente apoderado por el Ministerio Público, dictó en 
sus atribuciones correccionales una sentencia cuyo dispo-
sitivo el siguiente: "Falla: Primero: Declarar y Declara 
al nombrado Luis Pérez, de generales anotadas culpable 
del delito de Violación a la Ley 1268 sobre Maltrato de 
Animales, en perjuicio de Francisco Peña, y en consecuen-

cia se , e condena a sufrir Diez (10) días de prisión co-
rreccional, al pago de una multa de RD$10.00; Segundo: 
Conderar y Condena al mismo acusado al pago de una 
indemnización de RD$10.00 por los daños ocasionados al 
señor francisco Peña; y Tercero: Condenar y condena al 
pago de las costas del procedimiento"; b) que sobre el re-
curso -.3e apelación interpuesto por el condenado, intervi-
no la sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo es el 
siguiente: "Falla: Primero: Declarar como al efecto De-
clara, en cuanto a la forma, bueno y válido el recurso de 
apelacion interpuesto por el nombrado Luis Pérez, de ge-
nerales anotadas, contra sentencia dictada por el Juzgado 
de Pa?, del Mx. nicipio de Neyba, en fecha 10 del mes de 
noviembre de 1965, que lo condenó a sufrir la pena de 
diez (10) días de prisión correccional, a pagar una multa 
de diez pesos oro (RD$10.00), a pagar una indemnización 
de RD$10.00 en favor del querellante Francisco Peña (Pan-
chón) ( orno reparación por los daños y perjuicios y al pa-
go de las costas, por el delito de maltrato de animales en 
perjuicio de Francisco Peña (a) Panchón, por haber sido 
intentado en tiempo hábil; Segundo: En cuanto al fondo 
confirmar y confirma dicha sentencia en todas sus par_ 

Recurrente: Luis Pérez. 
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de animales). 
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liberado y vistos los artículos 1 de la ley 1268 de 1946 y 
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10 de noviembre de 1965, el Juzgado de Paz de Neyba, re-
gularmente apoderado por el Ministerio Público, dictó en 
sus atribuciones correccionales una sentencia cuyo dispo-
sitivo el siguiente: "Falla: Primero: Declarar y Declara 
al nombrado Luis Pérez, de generales anotadas culpable 
del delito de Violación a la Ley 1268 sobre Maltrato de 
Animales, en perjuicio de Francisco Peña, y en consecuen-

cia se , e condena a sufrir Diez (10) días de prisión co-
rreccional, al pago de una multa de RD$10.00; Segundo: 
Conderar y Condena al mismo acusado al pago de una 
indemnización de RD$10.00 por los daños ocasionados al 
señor francisco Peña; y Tercero: Condenar y condena al 
pago de las costas del procedimiento"; b) que sobre el re.. 
curso apelación interpuesto por el condenado, intervi-

no la sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo es el 
siguiente: "Falla: Primero: Declarar como al efecto De-
clara, en cuanto a la forma, bueno y válido el recurso de 
apelacion interpuesto por el nombrado Luis Pérez, de ge-
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tes: y Tercero Condenar y condena al apelante 	pago 
de las costas": 

Considerando que los jueces del fondo, mediante :a 
ponderación de los elementos de prueba que fueron regu. 
larmente administrados en la instrucción de la causa, die. 
ron por establecido el siguiente hecho: que en fecha 3 de 
noviembre de 1965, Luis Pérez, de manera abusiva, hirió 
públic.imente varios cerdos propiedad de Francisco Peña; 

Considerar do que en ese hecho están reunidos los ele. 
mentos constitutivos del delito de maltrato de animales, 
previsto por los artículos 1 y 2 de la ley 1268 de 1946 y 
castig -  :lo por el primero de dichos textos legales con pri. 
sión correccional de 6 días a un mes o multa de 6 a 50 
pesos, o con ambas penas a la vez, según la gravedad del 
caso; que, por consiguiente, los jueces del fondo al condenar 
al recurrente a 10 días de prisión y 10 pesos de multa 
después de declararlo culpable del indicado delito, hicie. 
ron una correcta aplicación de la ley; 

Considerando en cuanto a las condenaciones civiles 
que los jueces del fondo establecieron que Francisco Pe-
ña, dueño de los animales maltratados, sufrió a consecuen-
cia del delito cometido por el prevenido, daños morales y 
materiales cuyo monto fijaron soberanamente en la suma 
de 10 pesos; que, por tanto, al condenar al prevenido a 
esa suma a título de indemnización en provecho de Fran-
cisco Peña, hicieron una correcta aplicación del Art. 1382 
del Co -ligo Civil; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos 
la sentencia impugnada, no contiene en lo concerniente a I 
interés del recurrente, vicio alguno que justifique su ca- 
sación; 

P.. tales motivos: Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Luis Pérez, contra la sentencia dic-
tada en grado de apelación y en atribuciones correccio-
nales, por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito 

Judicial de Bahoruco, en fecha 10 de diciembre de 1965, 

cuyo dispositivo se ha copiado en otra parte del presente 

fallo; y Segundo: Condena al recurrente al pago de las 

cgGoéassrt ac c(  :ah. F  

. ,Inados) Alfredo Conde Pausas.— Manuel D. Ber_ 
Chupani.-- F. E. Ravelo de la Fuente.— Guarionex A. 

de Peña.— Luis Gómez Tavárez.— Pedro María 
Cruz.— Manfredo A. Moore.— Rafael Rincón hijo.— Er-
nesto Curiel hijo, Secretario General.— 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por 
los señ Dres Jueces que figuran en su encabezamiento, en 
la audiencia pública del día, mes y año en él expresados, 
y fué leída, firmada y publicada por mí, Secretario Gene-
ral, que certifico. (Fdo. Ernesto Curiel hijo). 
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materiales cuyo monto fijaron soberanamente en la suma 
de 10 pesos; que, por tanto, al condenar al prevenido a 
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cisco Peña, hicieron una correcta aplicación del Art. 1382 
del Coligo Civil; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos 
la sentencia impugnada, no contiene en lo concerniente al 
interés del recurrente, vicio alguno que justifique su ca-
sación; 
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judicial de Bahoruco, en fecha 10 de diciembre de 1965, 
cuyo dispositivo se ha copiado en otra parte del presente 
fallo; y Segundo: Condena al recurrente al pago de las 

costas. 

(F. ,-mados) Alfredo Conde Pausas.— Manuel D. Ber-
gés Chupani.-- F. E. Ravelo de la Fuente.— Guarionex A. 
García de Peña.— Luis Gómez Tavárez.— Pedro María 
Cruz.— Manfredo A. Moore.— Rafael Rincón hijo.— Er-
nesto Curiel hijo, Secretario General.— 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por 
los seb ,res Jueces que figuran en su encabezamiento, en 
la audiencia pública del día, mes y año en él expresados, 
y fué leída, firmada y publicada por mí, Secretario Gene-
ral, que certifico. (Fdo. Ernesto Curiel hijo). 
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SENTENCIA DE FECHA 23 DE MARZO DEL 1966. 

Sentencia impugnada: Primera Cámara Penal del Juzgado d e 
 Primera Instancia del Distrito Judicial de La Vega, de 

fecha 8 de octubre de 1965. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Glberto Canaán Beato. 

Abogado: Dr. José Ramón Johnson Mejía. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Manuel 
D. Bergés Chupani, Primer Sustituto en funciones de Pre-
sidente; F. E. Ravelo de la Fuente, Segundo Sustituto de 
Presidente; Guarionex A. García de Peña, Luis Gómez 
Tavárez, Rafael Richiez Saviñón, Pedro María Cruz, Man-
fredo A. Moore y Rafael Rincón hijo, asistidos del Secre-
tario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en 
la ciudad de Santo Domingo, Distrito Nacional, hoy día 
23 de marzo del año 1966, años 123' de la Independencia 
y 103' de la Restauración, dicta en audiencia pública, co-
mo corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Gilber-
to Canaán Beato, dominicano, mayor de edad, soltero, es-
tudiante, domiciliado y residente, en la Avenida García Go-
doy No. 54, de la ciudad de La Vega, cédula No. 41332, se-
rie 47, contra sentencia dictada en sus atribuciones correc-
cionales por la Primera Cámara Penal del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de La Vega, en fecha 
8 de octubre de 1965, cuyo dispositivo es copiado más ade-
lante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación, levantada en la 

Secretaría de la Corte a-qua, en fecha 11 de octubre de 

1965; 
Visto el memorial de casación suscrito por el Dr. José 

Ramón Johnson Mejía, abogado del recurrente, deposita-
do en la Secretaría de la Suprema Corte de Justicia, el día 

1 9  de diciembre de 1965; 
La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-

berado, y vistos los artículos 163 del Código de Procedi-
miento Criminal; 1, 20 y 65 de la Ley sobre Procedimien-
to de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con mo-
tivo de la querella presentada por Daisy Guzmán Martí-
nez, en fecha 26 de marzo de 1965, contra Gilberto Ca-
naán Beato, por violación a la Ley 2402 de 1950, en cuyo 
caso no hubo conciliación, el Juzgado de Paz de la Prime-
ra Circunscripción de La Vega, regularmente apoderado 
por el Ministerio Público, dictó una sentencia en sus atri-
buciones correccionales, en fecha 8 de octubre de 1965, cu-
yo dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Se 
declara al señor José Gilberto Canaán Beato padre del me-
nor José Gilberto Guzmán; SEGUNDO: Se declara culpa-
ble de violar los artículos 1, 4 y 5 de la Ley 2402; TERCE-
RO: Se le imponen dos años de prisión correccional: 
CUARTO: Se fija una pensión alimenticia de RD$10.00 en 
favor del menor José Gilberto Guzmán; QUINTO: Se or-
dena la ejecución provisional de la sentencia; SEXTO: Se 
le condena además al pago de las costas; b)! que sobre el 
recurso de apelación del prevenido, intervino la senten-
cia ahora impugnada, cuyo dispositivo se copia a continua-
ción: "FALLA: PRIMERO: Se declara regular y válido, en 
cuanto a la forma el recurso de apelación interpuesto por 
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En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituída por los Jueces Manuel 
D. Bergés Chupani, Primer Sustituto en funciones de Pre-
sidente; F. E. Ravelo de la Fuente, Segundo Sustituto de 
Presidente; Guarionex A. García de Peña, Luis Gómez 
Tavárez, Rafael Richiez Saviñón, Pedro María Cruz, Man-
fredo A. Moore y Rafael Rincón hijo, asistidos del Secre-
tario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en 
la ciudad de Santo Domingo, Distrito Nacional, hoy día 
23 de marzo del año 1966, años 123' de la Independencia 
y 103' de la Restauración, dicta en audiencia pública, co-
mo corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Gilber-
to Canaán Beato, dominicano, mayor de edad, soltero, es-
tudiante, domiciliado y residente, en la Avenida García Go-
doy No. 54, de la ciudad de La Vega, cédula No. 41332, se-
rie 47, contra sentencia dictada en sus atribuciones correc-
cionales por la Primera Cámara Penal del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de La Vega, en fecha 
8 de octubre de 1965, cuyo dispositivo es copiado más ade-
lante; 

Recurrente: Glberto Canaán Beato. 

Abogado: Dr. José Ramón Johnson Mejía. 

Sentencia impugnada: Primera Cámara Penal del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de La Vega, de  
fecha 8 de octubre de 1965. 

Materia: Penal. 

SENTENCIA DE FECHA 23 DE MARZO DEL 1966. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación, levantada en la 

Secretaría de la Corte a-qua, en fecha 11 de octubre de 
1965; 

Visto el memorial de casación suscrito por el Dr. José 
Ramón Johnson Mejía, abogado del recurrente, deposita- 	1 1 1 
do en la Secretaría de la Suprema Corte de Justicia, el día 

1 9  de diciembre de 1965; 
La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-

berado, y vistos los artículos 163 del Código de Procedi-
miento Criminal; 1, 20 y 65 de la Ley sobre Procedimien-
to de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con mo-
tivo de la querella presentada por Daisy Guzmán Martí-
nez, en fecha 26 de marzo de 1965, contra Gilberto Ca-
naán Beato, por violación a la Ley 2402 de 1950, en cuyo 
caso no hubo conciliación, el Juzgado de Paz de la Prime-
ra Circunscripción de La Vega, regularmente apoderado 
por el Ministerio Público, dictó una sentencia en sus atri-
buciones correccionales, en fecha 8 de octubre de 1965, cu-
yo dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Se 
declara al señor José Gilberto Canaán Beato padre del me-
nor José Gilberto Guzmán; SEGUNDO: Se declara culpa-
ble de violar los artículos 1, 4 y 5 de la Ley 2402; TERCE-
RO: Se le imponen dos años de prisión correccional: 
CUARTO: Se fija una pensión alimenticia de RD$10.00 en 
favor del menor José Gilberto Guzmán; QUINTO: Se or-
dena la ejecución provisional de la sentencia; SEXTO: Se 
le condena además al pago de las costas; 13)! que sobre el 
recurso de apelación del prevenido, intervino la senten-
cia ahora impugnada, cuyo dispositivo se copia a continua-
ción: "FALLA: PRIMERO: Se declara regular y válido, en 
cuanto a la forma el recurso de apelación interpuesto por 
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Gilberto Canaán Beato, contra sentencia No. 724 de fecha 
14 de mayo de 1965, del Juzgado de Paz de la Primera 
Circunscripción de esta ciudad de La Vega; SEGUNDO: 
En cuanto al fondo se confirma en todas sus partes la sen-
tencia recurrida"; 

Considerando que en su memorial de casación, el re-
currente alega, en resumen, lo siguiente: que la querellan-
te Daisy Guzmán Martínez admitió que ella era casada 
cuando nació el menor cuya paternidad le está atribuyen-
do a él; que los artículos 312 y 315 del código civil con-
sagran una presunción jure et de jure, de que todo niño 
nacido dentro del matrimonio se reputará hijo del espo-
so; que cuando una mujer está casada al momento del em-
barazo, para justificar la paternidad atribuída a otro hom-
bre, debe probar: a) que ella estaba separada desde hacía 
tiempo del esposo y que esa separación tiene apariencias 
de ser definitiva; b) que ella vivía en concubinato con el 
pretendido padre; y c) que ese concubinato era público y 
notorio; que ninguno de esos hechos han sido probados; 
que al dar el Tribunal a-quo por establecida la paternidad 
que se le atribuye al recurrente, apoyándose en comproba-
ciones de hechos tan frágiles como los realizados en el 
presente caso, se han desnaturalizado los hechos de la cau-
sa, y violado el artículo 312 del código civil; 

Considerando que la presunción legal establecida por 
el artículo 312 del código civil, según el cual el hijo con-
cebido durante el matrimonio se reputa hijo del marido, 
es una presunción irrefragable que sólo puede ser destruí-
da mediante la acción en desconocimiento de paternidad, 
regulada por el mismo código; que si excepcionalmente el 
principio consagrado por ese texto legal deja de tener apli-
cación cuando se trata de investigar la paternidad del pre-
venido para los fines limitados de la Ley No. 2402 de 
1950, ello es a condición de que se compruebe en hecho, 
que la separación de los cónyuges, por su larga y continua  

duración„ aparente ser definitiva, y a que la esposa haya 

vivido en público concubinato con otro hombre; 

Considerando que el examen de la sentencia impug-
nada pone de manifiesto, que el Tribunal a-quo, para de-

clarar que el recurrente Gilberto Canaán Beato era el pa-
dre del menor José Gilberto Gu7ynán, se fundó, substan-
cialmente, en lo siguiente: a) que las declaraciones de los 
testigos Aurora Ramírez Guzmán y Evarista Aurelia Pé-
rez, "arrojan indicios serios que hacen presumir reiterados 
contactos carnales entre el prevenido José Gilberto Ca-
naán Beato y la querellante Daisy Guzmán Martínez; b) 
que existe gran parecido físico entre el menor y el preve-
nido; cl que al momento de la procreación del menor, la 
madre querellante era casada, pero separada de su esposo 

por largo tiempo; 

Considerando que como se advierte por lo anterior-

mente expuesto, el Tribunal a-quo no determinó, como era 

su deber, si los contactos carnales que se afirma fueron 
sostenidos entre la querellante y el prevenido, coincidie-
ron con la fecha del embarazo de Daisy Guzmán Martí-
nez, y si esos contactos tuvieron lugar en una época en que 
el prevenido vivía con ella en público concubinato; que la 
falta de comprobación de esos hechos, esenciales para la 
investigación de la paternidad de que se trata, no permi-
ten a esta Suprema Corte de Justicia, como corte de Casa-
ción, verificar, si en el presente caso se ha hecho una co-
rrecta aplicación de la ley; 

Considerando que, por consiguiente, la sentencia im-
pugnada debe ser casada por falta de base legal, sin nece-
sidad de examinar la desnaturalización alegada por el re-
currente; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada 
en sus atribuciones correccionales, por la Primera Cámara 
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judi- 
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Gilberto Canaán Beato, contra sentencia No. 724 de fecha 
14 de mayo de 1965, del Juzgado de Paz de la Primera 
Circunscripción de esta ciudad de La Vega; SEGUNDO: 
En cuanto al fondo se confirma en todas sus partes la sen-
tencia recurrida"; 

Considerando que en su memorial de casación, el re-
currente alega, en resumen, lo siguiente: que la querellan-
te Daisy Guzmán Martínez admitió que ella era casada 
cuando nació el menor cuya paternidad le está atribuyen-
do a él; que los artículos 312 y 315 del código civil con-
sagran una presunción jure et de jure, de que todo niño 
nacido dentro del matrimonio se reputará hijo del espo-
so; que cuando una mujer está casada al momento del em-
barazo, para justificar la paternidad atribuída a otro hom-
bre, debe probar: a) que ella estaba separada desde hacía 
tiempo del esposo y que esa separación tiene apariencias 
de ser definitiva; b) que ella vivía en concubinato con el 
pretendido padre; y cl que ese concubinato era público y 
notorio; que ninguno de esos hechos han sido probados; 
que al dar el Tribunal a-quo por establecida la paternidad 
que se le atribuye al recurrente, apoyándose en comproba-
ciones de hechos tan frágiles como los realizados en el 
presente caso, se han desnaturalizado los hechos de la cau-
sa, y violado el artículo 312 del código civil; 

Considerando que la presunción legal establecida por 
el artículo 312 del código civil, según el cual el hijo con-
cebido durante el matrimonio se reputa hijo del marido, 
es una presunción irrefragable que sólo puede ser destruí-
da mediante la acción en desconocimiento de paternidad, 
regulada por el mismo código; que si excepcionalmente el 
principio consagrado por ese texto legal deja de tener apli-
cación cuando se trata de investigar la paternidad del pre-
venido para los fines limitados de la Ley No. 2402 de 
1950, ello es a condición de que se compruebe en hecho, 
que la separación de los cónyuges, por su larga y continua 

In-ación,' aparente ser definitiva, y a que la esposa haya 
vido en público concubinato con otro hombre; 

Considerando que el examen de la sentencia impug-

nada pone de manifiesto, que el Tribunal a-quo, para de-
clarar que el recurrente Gilberto Canaán Beato era el pa-
dre del menor José Gilberto Guruán, se fundó, substan-
cialmente, en lo siguiente: a) que las declaraciones de los 
testigos Aurora Ramírez Guzmán y Evarista Aurelia Pé-
rez, "arrojan indicios serios que hacen presumir reiterados 
contactos carnales entre el prevenido José Gilberto Ca-
naán Beato y la querellante Daisy Guzmán Martínez; b) 
que existe gran parecido físico entre el menor y el preve-
nido; c) que al momento de la procreación del menor, la 
madre querellante era casada, pero separada de su esposo 

por largo tiempo; 

Considerando que como se advierte por lo anterior-
mente expuesto, el Tribunal a-quo no determinó, como era 
su deber, si los contactos carnales que se afirma fueron 
sostenidos entre la querellante y el prevenido, coincidie-
ron con la fecha del embarazo de Daisy Guzmán Martí-
nez, y si esos contactos tuvieron lugar en una época en que 
el prevenido vivía con ella en público concubinato; que la 
falta de comprobación de esos hechos, esenciales para la 
investigación de la paternidad de que se trata, no permi-
ten a esta Suprema Corte de Justicia, como corte de Casa-
ción, verificar, si en el presente caso se ha hecho una co-
rrecta aplicación de la ley; 

Considerando que, por consiguiente, la sentencia im-
pugnada debe ser casada por falta de base legal, sin nece-
csuidrardendtee ;  examinar la desnaturalización alegada por el re-
currente; 

 tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada 
en sus atribuciones correccionales, por la Primera Cámara 
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judi- 
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cial de La Vega, de fecha 11 de octubre de 1965, cuyo dis-
positivo se copia en parte anterior del presente fallo; y 
envía el asunto a la Segunda Cámara del mismo Distrito 
Judicial; Segundo: Declara las costas de oficio. 

Firmados: Manuel D. Bergés Chupani.— F. E. Rave-
lo de la Fuente.— Guarionex A. García de Peña.— Luis 
Gómez Tavárez.— Rafael Richiez Saviñón.— Pedro Ma-
ría Cruz.— Manfredo A. Moore.— Rafael Rincón hijo.— 
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General 
que certifico.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 23 DE MARZO DEL 1966 

sentencia impugnada: Tercera Cámara Penal del Juzgado de 
Primera Instancia del D.J. de Santiago, de fecha 28 de 

mayo de 1965. 

Materia• Correccional. 

¡ocurrente: Angel María Guillén. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Alfredo 
Conde Pausas, Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, 
Prime: Sustituto de Presidente; F. E. Ravelo de la Fuen-
te, Segundo Sustituto de Presidente; Guarionex A. Gar-
cía de Peña, Luis Gómez Tavárez, Rafael Richiez Savi-
ñón, Pedro María Cruz, Rafael Rincón hijo, y Manfredo 
A. Moore, asistidos del Secretario General, en la Sala don-
de cel ,)ra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo, 
Distrito Nacioral, a los 23 días del mes de marzo de 1966, 
años 1239  de la Independencia y 103° de la Restauración, 
dicta en audiencia pública, como corte de casación, la si-
guiente sentencia; 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Angel 
María Guillér dominicano, mayor de edad, soltero, cho_ 
fer, domiciliado en la casa No. 77 de la Ave. Duarte de 
la ciudad de Santiago, cédula 35387, serie 31, contra la 
sentencia dictada en grado de apelación y en sus atribu-
ciones correc•onales, por la Tercera Cámara Penal del 
Juzga lo de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
Santia -zo en fecha 28 de mayo de 1965, cuyo dispositivo 
se copa más adelante; 

0:do el alguacil de turno en la lectura del rol; 
01 19 el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la Itepública; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

Secretaría de la Cámara a.qua, el día 4 de junio de 1965, 
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cial de La Vega, de fecha 11 de octubre de 1965, cuyo dis.. 
positivo se copia en parte anterior del presente fallo; y 
envía el asunto a la Segunda Cámara del mismo Distrito 
Judicial; Segundo: Declara las costas de oficio. 

Firmados: Manuel D. Bergés Chupani.— F. E. Rave-
lo de la Fuente.— Guarionex A. García de Peña.-- Luis  
Gómez Tavárez.— Rafael Richiez Saviñón.— Pedro Ma-
ría Cruz.— Manfredo A. Moore.— Rafael Rincón hijo._ 
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario GeneraL 
que certifico.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 23 DE MARZO DEL 1966 

tetada impugnada: Tercera Cámara Penal del Juzgado de 
Primera Instancia del D.J. de Santiago, de fecha 28 de 
mayo de 1965. 

materia• Correccional. 

Recurrente: Angel María Guillén. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Alfredo 
Conde Pausas. Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, 
Prime: Sustituto de Presidente; F. E. Ravelo de la Fuen-
te, Segundo Sustituto de Presidente; Guarionex A. Gar-
cía de Peña, Luis Gómez Tavárez, Rafael Richiez Savi-

ñón, Pedro María Cruz, Rafael Rincón hijo, y Manfredo 

A. Moore, asistidos del Secretario General, en la Sala don-
de cel ara sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo, 
DistritJ Nacio•al, a los 23 días del mes de marzo de 1966, 
años IV)  de la Independencia y 1039  de la Restauración, 
dicta en audiencia pública, como corte de casación, la si-
guiente sentencia; 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Angel 
María Guillén dominicano, mayor de edad, soltero, chó-
fer, domiciliado en la casa No. 77 de la Ave. Duarte de 
la ciudad de Santiago, cédula 35387, serie 31, contra la 
sentencia dictada en grado de apelación y en sus atribu-
ciones correcc.onales, por la Tercera Cámara Penal del 
Juzga lo de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
Santia -zo en fecha 28 de mayo de 1965, cuyo dispositivo 
se copa más adelante; 

Oiclo el alguacil de turno en la lectura del rol; 
CH9 el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la Itepública; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

Secretaría de la Cámara a.qua, el día 4 de junio de 1965, 
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a requerimiento del abogado Dr. Clyde Eugenio Rosario, 
por sí y por el Dr. Conrado González Monción en repre_ 
sentación del recurrente, en la cual no se invoca ningún 
medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1 letra a) de la Ley 5771 de 
1961; 101 de la Ley 4809 de 1957; y, 1 y 65 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación; 

Censiderando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que en fecha 
1 de abril de 1965, el Juzgado de Paz de la Tercera Cir. 
cunscr'pción oel Municipio de Santiago, regularmente 
apoderado poi. el Ministerio Público dictó en sus atribu-
ciones correccionales, una sentencia cuyo dispositivo es 
el siguiente: ' Falla: Primero: Declara al nombrado Angel 

• María Guillén Domínguez, culpable de violar el art. 101 
de la Ley 4809 y art. 1 Letra A de la Ley No. 5771; Segun. 
do: En consecuencia se condena a pagar una multa de 
RD$3.00 acogiendo a su favor circunstancias atenuantes, 
por haber chocado el carro placa No. 32487, propiedad de 
Enrique García, pero conducido por Juan de Js. Ramírez 
Rivas, resultando dicho conductor con golpes y el carro 
con varias abolladuras, con su carro placa No. 31094, pro-
piedad de Ma:celino Ant. López, y conducido por Angel 
María Guillén, Tercero: Se condena además al pago de 
las costas; Cuarto: Declara al nombrado Juan de Js. Ra-
mírez Rivas, no culpable de violar el art. 101 de la Ley 
4809 y el art. 1 letra A de la Ley No. 5771, sobre tránsitos 
de vehículos de motor; Quinto: En consecuencia se descar-
ga por no haber incurrido en ninguna violación a las re-
feridas leyes; Sexto: Se declaran las costas de oficio"; b) 
que soore el recurso de apelación interpuesto por el con-
denado intervino la sentencia ahora impugnada cuyo 
dispositivo es el siguiente: "Falla: Primero: Admite el re-
curso le apelación interpuesto por el nombrado Angel 
María Guillén Domínguez, de generales que constan, con-
tra se .tencia correccional No. 289, dictada por el Juzgado  

de Paz de la Tercera Circunscripción de este Municipio 
de Santiago, en fecha lro. de abril de 1965, que lo conde. 
nó al pago de una multa de RD$3.00 (tres pesos oro) y 
costas, acogiendo circunstancias atenuantes en su favor, 
por el delito de violación al art. 101 de la Ley 4809 sobre 
Tránsiio de 'vehículos y Ley 5771 sobre accidentes oca-
sionad is con el manejo de vehículos de motor: Segundo: 

Confir -na en todas sus partes la sentencia objeto del men-
cionado recurso; Tercero: Lo condena al pago de las cos- 

tas"; 
Considerando que los jueces del fondo mediante la 

ponderación de los elementos de prueba que fueron re. 
gularmente administrados en la instrucción de la causa, 
dieron por establecidos los siguientes hechos: a) que en 
fecha 16 de febrero de 1965, mientras Angel María Gui_ 
llén, aianejabr-  el automóvil 31094, por la Carretera que 
conduce de Marilópez a la Sección Noriega, jurisdicción 
de Santiago, al llegar al Km. 7, donde existe una curva, 
chocó contra el carro 32487 manejado por Juan de Jesús 
Ramírez Rivas,. quien iba en dirección contraria; b) que 
a consecuencia de esa colisión, Ramírez resultó con heri-
das que curaron antes de diez días, y los vehículos con 
abolladuras; e) que la colisión se produjo porque el chó-
fer Guillén abandonó su derecha al llegar al centro de 
la curva, cerrándole el paso al carro" manejado por Ra-
mirez, 

Considerando que en esos hechos así establecidos es-
tán reunidos los elementos -  constitutivos del delito de gol-
pes po: imprudencia causados con un vehículo de motor, 
que curaron antes de 10 días, delito previsto por el art. 
1 de la ley 57 H de 1961 y castigado por el inciso a) de 
dicho texto legal, con prisión de 6 días a 6 meses y multa 
de seis a ciento ochenta pesos oro; que, por consiguiente 
al condenar al prevenido Guillén, después de declararlo 
culpab'e del indicado delito, a pagar tres pesos de multa, 
acogiendo circunstancias atenuantes, los jueces del fondo 
hicier ri una correcta aplicación de la ley; 
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a requerimiento del abogado Dr. Clyde Eugenio Rosario, 
por sí y por d Dr. Conrado González Monción en repre_ 
sentaciDn del recurrente, en la cual no se invoca ningún 
medio' determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1 letra a) de la Ley 5771 de 
1961; 101 de la Ley 4809 de 1957; y, 1 y 65 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que en fecha 
1 de abril de 1965, el Juzgado de Paz de la Tercera Cir_ 
cunscr;pción oel Municipio de Santiago, regularmente 
apoderado peo. el Ministerio Público dictó en sus atribu. 
ciones correccionales, una sentencia cuyo dispositivo es 
el siguiente: ' Falla: Primero: Declara al nombrado Angel 
María Guillén Domínguez, culpable de violar el art. 101 
de la T.ey 4809 y art. 1 Letra A de la Ley No. 5771; Segun. 
do: En consecuencia se condena a pagar una multa de 
RD$3.00 acogiendo a su favor circunstancias atenuantes, 
por haber chocado el carro placa No. 32487, propiedad de 
Enrique García, pero conducido por Juan de Js. Ramírez 
Rivas, resultando dicho conductor con golpes y el carro 
con varias abolladuras, con su carro placa No. 31094, pro-
piedad de Ma:celino Ant. López, y conducido por Angel 
María Guillén, Tercero: Se condena además al pago de 
las costas; Cuarto: Declara al nombrado Juan de Js. Ra-
mírez Rivas, '19 culpable de violar el art. 101 de la Ley 
4809 y el art. 1 letra A de la Ley No. 5771, sobre tránsitos 
de vehículos de motor; Quinto: En consecuencia se descar-
ga por no haber incurrido en ninguna violación a las re-
feridas leyes; Sexto: Se declaran las costas de oficio"; b) 
que soore el recurso de apelación interpuesto por el con-
denado interv ino la sentencia ahora impugnada cuyo 
dispositivo es el siguiente: "Falla: Primero: Admite el re-
curso le apelación interpuesto por el nombrado Angel 
María Guillén Domínguez, de generales que constan, con-
tra se .tencia correccional No. 289, dictada por el Juzgado  

de Paz de la Tercera Circunscripción de este Municipio 
de Santiago, en fecha 1ro. de abril de 1965, que lo conde. 
nó al pago de una multa de RD$3.00 (tres pesos oro) y 
costas, acogiendo circunstancias atenuantes en su favor, 
por el delito de violación al art. 101 de la Ley 4809 sobre 

Tránsiio de 1;ehículos y Ley 5771 sobre accidentes oca-
sionad ›s con el manejo de vehículos de motor: Segundo: 
Confirma en todas sus partes la sentencia objeto del men. 
cionado recurso; Tercero: Lo condena al pago de las cos- 

tas"; 
Considerando que los jueces del fondo mediante la 

ponderación de los elementos de prueba que fueron re-
gularmente administrados en la instrucción de la causa, 
dieron por establecidos los siguientes hechos: a) que en 
fecha 16 de febrero de 1965, mientras Angel María Gui-
llén, manejabr el automóvil 31094, por la Carretera que 
conduce de Marilópez a la Sección Noriega, jurisdicción 
de Santiago, al llegar al Km. 7, donde existe una curva, 
chocó contra el carro 32487 manejado por Juan de Jesús 
Ramír^z Rivas;. quien iba en dirección contraria; b) que 
a consecuencia de esa colisión, Ramírez resultó con heri-
das que curaron antes de diez días, y los vehículos con 
abolla -'.uras; c) que la colisión se produjo porque el chó-
fer Guillén abandonó su derecha al llegar al centro de 
la curva, cerrándole el paso al carro" manejado por Ra-
mírez, 

Considerando que en esos hechos así establecidos es-
tán reunidos los elementos' constitutivos del delito de gol-
pes po: imprudencia causados con un vehículo de motor, 
que curaron antes de 10 días, delito previsto por el art. 
1 de la ley 57H de 1961 y castigado por el inciso a) de 
dicho texto legal, con prisión de 6 días a 6 meses y multa 
de seis a ciento ochenta pesos oro; que, por consiguiente 
al condenar al prevenido Guillén, después de declararlo 
culpab'e del indicado delito, a pagar tres pesos de multa, 
acogiendo circunstancias atenuantes, los jueces del fondo 
hicierin una correcta aplicación de la ley; 
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Considerando que en la sentencia impugnada se es-
tablece que el inculpado violó además el artículo 101 de 
la Ley 4809 de 1957, sobre Tránsito de Vehículos, por ha. 
ber ablandonaec su derecha, al doblar la curva, cenan_ 
dole el paso al vehículo que corría en dirección contra. 
ria; pero, 

Considerando que en la especie, los Jueces del fondo 
retuvieron, como un caso particular de imprudencia ese 
hecho, por lo cual perdió su individualidad propia para 
conver'irse en un elemento constitutivo del delito de vio.. 
lación al artículo 1 letra a) de la ley 5771 de 1961; que 
no obi,,-,ante lo precedentemente expuesto, la sentencia no 
debe anulada en razón de que la pena que le ha sido 
impuesta al pi evenido está justificada; 

Considerando que examinado en sus demás aspectos, 
la sentencia impugnada y en lo concerniente al interés 
del recurrente, no contiene vicio alguno que justifique su 
casaci 

Pu:- tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Angel María Guillén, contra la 
sentencia dictada en grado de apelación y en atribuciones 
correccionales, por la Tercera Cámara Penal del Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Santiago, en 
fecha 28 de mayo de 1965, cuyo dispositivo se ha copiado 
en otro lugar del presente fallo: y, Segundo: Condena al 
recurre tite al pago de las costas. 

(F ios.): Alfredo Conde Pausas.— Manuel D. Bergés 
Chupani.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Guarionex A. 
Garcia de Peña.— Luis Gómez Tavárez.— Rafael Richiez 
Saviñón.— Pedro María Cruz.— Rafael Rincón hijo.-
Manfredo A. Moore.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge-
neral. 

La presente sentencia ha sido daba y firmada por los 
señore.; Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fué leída, firmada y publicada por mi, Secretario Gene-
ral, que certifico. (Fdo. Ernesto Curiel hijo). 

SENTENCIA DE FECHA 23 DE MARZO DEL 1966 

tendí( Impugnada: Corte de Apelación de Santiago de fecha 

18 de aiciembre de 1964. 

Materia: Correccional (Violación a la Ley 5771). 

Recurrentes: María Francisca Ramos y Damián García. 

prevenido: Ramón María Pichardo M. 
Abogado del Prevenido: Lic. Constantino Benoit. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Alfredo 
Conde Pausas. Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, 
Prime: Sustituto de Presidente; F. E. Ravelo de la Fuen-
te, Segundo Sustituto de Presidente, Guarionex A. Gar-
cía de Peña, Luis Gómez Tavárez, Rafael Richiez Saviñón, 
Pedro María Cruz, Rafael Rincón hijo y Manfredo A. 
Moore, asistidos del Secretario General, en la Sala donde 
celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo, 
Distrit.) Nacional, hoy día 23 de marzo de 1966, años 123 9  

de la Independencia y 1034  de la Restauración, dicta en 
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente 
sentencia; 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Ma-
ría Francisca Ramos, dominicana, mayor de edad, solte-
ra, de oficios domésticos, natural de El Papayo y residente 
en Yá..,',ca Arriba, parte civil constituida; y, Damián Gar-
cía Marte, dominicano, mayor de edad, soltero, agricul-
tor, natural y residente en Yásica Arriba, cédula 21262, 
serie 37, parte civil, también; contra sentencia dictada en 
atribuciones ccrreccionales por la Corte de Apelación de 
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Considerando que en la sentencia impugnada se es_ 
tablee^ que el inculpado violó además el artículo 101 de 
la Ley 4809 de 1957, sobre Tránsito de Vehículos, por ha. 
ber abondonac'c su derecha, al doblar la curva, cerrán. 
dole el paso 11l vehículo que corría en dirección contra_ 
ria; pero, 

Considerando que en la especie, los Jueces del fondo 
retuvieron, como un caso particular de imprudencia ese 
hecho, por lo cual perdió su individualidad propia para 
conver'irse en un elemento constitutivo del delito de vio-
lación al artículo 1 letra a) de la ley 5771 de 1961; que 
no obb.:ante lo precedentemente expuesto, la sentencia no 
debe s:..r anulada en razón de que la pena que le ha sido 
impuesta al prevenido está justificada; 

Considerando que examinado en sus demás aspectos, 
la sentencia inpugnada y en lo concerniente al interés 
del recurrente. no contiene vicio alguno que justifique su 
casaci 

Pu-: tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Angel María Guillén, contra la 
sentencia dictada en grado de apelación y en atribuciones 
correccionales, por la Tercera Cámara Penal del Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Santiago, en 
fecha 28 de mayo de 1965, cuyo dispositivo se ha copiado 
en otro lugar del presente fallo: y, Segundo: Condena al 
recurre nte al pago de las costas. 

(F los.): Alfredo Conde Pausas.— Manuel D. Bergés 
Chupani.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Guarionex A. 
García de Peña.— Luis Gómez Tavárez.— Rafael Richiez 
Saviñón.— Pedro María Cruz.— Rafael Rincón hijo.— 
Manfredo A. Moore.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge-
neral. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en el expresados, y 
fué leída, firmada y publicada por mi, Secretario Gene-
ral, que certifico. (Fdo. Ernesto Curiel hijo). 

Eri'TENCIA DE FECHA 23 DE MARZO DEL 1966 

tenla impugnada: Corte de Apelación de Santiago de fecha 

18 de aiciembre de 1964. 

Materia: Correccional (Violación a la Ley 5771). 

Recurrentes: María Francisca Ramos y Damián García. 

Prevenido: Ramón María Pichardo M. 
Abogado del Prevenido: Lic. Constantino Benoit. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Alfredo 
Conde Pausas. Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, 
Prime: Sustituto de Presidente; F. E. Ravelo de la Fuen-
te, Segundo Sustituto de Presidente, Guarionex A. Gar-
cía de Peña, Luis Gómez Tavárez, Rafael Richiez Saviñón, 
Pedro María Cruz, Rafael Rincón hijo y Manfredo A. 
Moore, asistidos del Secretario General, en la Sala donde 
celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo, 
Distrit. Nacional, hoy día 23 de marzo de 1966, años 123 9  

de la Independencia y 1039  de la Restauración, dicta en 
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente 
sentencia; 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Ma-
ría Francisca Ramos, dominicana, mayor de edad, solte-
ra, de oficios domésticos, natural de El Papayo y residente 

en Yá.,',ca Arriba, parte civil constituída; y, Damián Gar-
cía Marte, dominicano, mayor de edad, soltero, agricuL 
tor, natural y residente en Yásica Arriba, cédula 21262, 
serie 37, parte civil, también; contra sentencia dictada en 
atribuciones ccrreccionales por la Corte de Apelación de 
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Santiago, de fecha 18 de diciembre de 1964, cuyo dispo. 
sitivo dice así: "Falla: Primero: Admite en la forma el 
recursa de oposición interpuesto por el Doctor Gilberto 
Arace •.a a nombre y representación de María Francisca 
Ramos y Damián García Marte, parte civil constituída, 
contra sentencia dictada en fecha tres del mes de julio del 
año 1934, por esta Corte de Apelación cuya parte disposi. 
tiva dice: 'Primero: Pronuncia defecto contra el prevenido 
Ramón María Pichardo y contra la parte civil constituí. 
da, señores María Francisca Ramos y Damián García Mar. 
te, por no haber comparecido a la audiencia no obstante 
haber sido regularmente citados; Segundo: Admite en 1:1 
forma el recurso de apelación interpuesto por el Dr. Gil_ 
berto Aracena a nombre y representación de la parte ci-
vil con itituída. señores María Francisca Ramos y Damián 
García Marte: Tercero: Confirma la sentencia apelada, 
dictada en atribuciones correccionales, en fecha 16 del mes 
de marzo del año en curso, 1964, por la Tercera Cámara 
Penal del Ju7gado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial •.1e Santiago, mediante la cual descargó al nombra-
do Ramón María Pichardo del delito de violación a la 
Ley No. 5771 (golpes involuntarios) en perjuicio de Pe-
dro Go rcía o Pedro Ramos, por haberse sucedido el acci-
dente •1 la falta exclusiva de la víctima que declaró regu-
lar y válida la constitución en parte civil hecha por Ma-
ría Francisca Ramos y Damián García Marte contra el 
prevenido, y en cuanto al fondo las rechazó por infun-
dadas; que condenó a la referida parte civil constituída 
al pagy de las costas civiles, ordenando su distracción en 
provecho del Lic. Constantino Benoit, quien afirmó ha-
berlas avanzado en su mayor parte; y que finalmente de-
claró de oficio las costas penales'; Segundo: Juzgando de 
nuevo el caso en el aspecto civil, confirma la sentencia 
dictada en fecha 3 del mes de julio del año en curso, 
1964, por la Tercera Cámara Penal del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de Santiago, en cuan-
to rechazó la demanda en daños y perjuicios incoada por  

os señores María Francisca Ramos y Damián García Mar-
- te contra el prevenido Ramón María Pichardo y condenó 
a dicha parte civil al pago de las costas con distracción 
de las mismas en provecho del Lic. Constantino Benoit"; 
' Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oí lo el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secret cría de la Corte a.qua, en fecha 13 de mayo de 
1966, a requerimiento del Dr. Gilberto Aracena, domini-
cano, mayor de edad, casado, abogado, domiciliado y re-
sidente en la calle 16 de Agosto Núm. 106-"B" de la ciu-
dad de Santiago, cédula 37613, serie 31, en representación 
de los "ecurrentes, en la cual se invocan los medios que 
más adelante se indican; 

Visto el escrito de la parte interviniente Ramón Ma-
ría Pichardo, dominicano, mayor de edad, casado, chófer, 
domiciliado y residente en Tamboril, Provincia de San-
tiago, cédula 13553, serie 42, de fecha 3 de marzo de 
1966, firmado por el Lic. Constantino Benoit, dominicano, 
mayor de edad. casado, abogada domiciliado y residente 

en la ,J1udad de Santiago, cédula 4404, serie 31; 
La Suprema Corte de Justicia, después de haber de_ 

liberare y vistos los artículos. 1, 37 y 65 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación; 

Considerando que al tenor del artículo 37 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación, cuando el recurso de 
casación sea interpuesto por el Ministerio Público, por 
la parte civil e por la persona civilmente responsable, el 
depósito de ur memorial con la exposición de los medios 
en que se funda, será obligatorio, a pena de nulidad, si 
no se ha motivado el recurso en la declaración corres-
pondiente; 

Considerando que para cumplir el voto de la ley no 
basta la simple enunciación de los textos legales y de 



Santiarjo, de fecha 18 de diciembre de 1964, cuyo disp o. 
sitivo dice así: "Falla: Primero: Admite en la forma el 
recurso de oposición interpuesto por el Doctor Gilberto 
Arace a nombre y representación de María Francisca 
Ramos y Damián García Marte, parte civil constituída 
contra sentencia dictada en fecha tres del mes de julio del 
año 1934, por esta Corte de Apelación cuya parte disposi-
tiva dice: 'Primero: Pronuncia defecto contra el prevenido 
Ramón María Pichardo y contra la parte civil constituí. 
da, señores María Francisca Ramos y Damián García Mar. 
te, por no haber comparecido a la audiencia no obstante 
haber sido regularmente citados; Segundo: Admite en 
forma el recurso de apelación interpuesto por el Dr. Gil_ 
berto Aracena a nombre y representación de la parte ci. 
vil con itituída. señores María Francisca Ramos y Damián 
García Marte: Tercero: Confirma la sentencia apelada, 
dictada en atribuciones correccionales, en fecha 16 del mes 
de marzo del año en curso, 1964, por la Tercera Cámara 
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial 'le Santiago, mediante la cual descargó al nombra-
do Ramón María Pichardo del delito de violación a la 
Ley No. 5771 (golpes involuntarios) en perjuicio de Pe-
dro Gz.1 reía o Pedro Ramos, por haberse sucedido el acci-
dente •1 la falta exclusiva de la víctima que declaró regu-
lar y válida la constitución en parte civil hecha por Ma-
ría Francisca Ramos y Damián García Marte contra el 
prevenido, y en cuanto al fondo las rechazó por infun-
dadas; que condenó a la referida parte civil constituída 
al pag) de las costas civiles, ordenando su distracción en 
provecho del Lic. Constantino Benoit, quien afirmó ha-
berlas avanzado en su mayor parte; y que finalmente de-
claró de oficio las costas penales'; Segundo: Juzgando de 
nuevo el caso en el aspecto civil, confirma la sentencia 
dictada en fecha 3 del mes de julio del año en curso, 
1964, por la Tercera Cámara Penal del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de Santiago, en cuan-
to rechazó la demanda en daños y perjuicios incoada por  

los señores María Francisca Ramos y Damián García Mar- 
te contra el prevenido Ramón María Pichardo y condenó 

dicha parte civil al pago de las costas con distracción 
las mismas en provecho del Lic. Constantino Benoit"; 
Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oí lo el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

V ic;ta el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a.qua, en fecha 13 de mayo de 
1966, a requerimiento del Dr. Gilberto Aracena, domini-
cano, mayor de edad, casado, abogado, domiciliado y re-
sidente en la calle 16 de Agosto Núm. 106-"B" de la ciu-
dad de Santiago, cédula 37613, serie 31, en representación 
de los 'recurrentes, en la cual se invocan los medios que 
más adelante se indican; 

Visto el escrito de la parte interviniente Ramón Ma-
ría Pichardo, dominicano, mayor de edad, casado, chófer, 
domiciliado y residente en Tamboril, Provincia de San-
tiago, cédula 13553, serie 42, de fecha 3 de marzo de 
1966, firmado por el Lic. Constantino Benoit, dominicano, 
mayor de edad, casado, abogado, domiciliado y residente 
en la ciudad de Santiago, cédula 4404, serie 31; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de_ 
liberado y vistos los artículos, 1, 37 y 65 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación; 

Considerando que al tenor del artículo 37 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación, cuando el recurso de 
casación sea interpuesto por el Ministerio Público, por 
la parte civil e por la persona civilmente responsable, el 
depósito de ur memorial con la exposición de los medios 
en que se funda, será obligatorio, a pena de nulidad, si 
no se ha motivado el recurso en la declaración corres-
pondiente; 

Considerando que para cumplir el voto de la ley no 
basta la simple enunciación de los textos legales y de 
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los principios jurídicos cuya violación se invoca; que es 
indispensable, además, que los recurrentes desarrollen, 
aunque sea de una manera suscinta, al declarar su recurso 
o en el memorial que depositare posteriormente, los me_ 
dios e.1 que se fundan ,y que expliquen en qué consisten 
las violaciones de la ley o de los principios jurídicos por 
ellos denunciados; 

Considerando que en el presente caso los recurrentes 
se limiLaron a expresar, al declarar sus recursos: "Prime. 
ro: D:3naturalización de los hechos.— Falsa o errónea 
aplica del derecho; Segundo: Estatuyo ultra petita.— 
Omisión de estatuir.— Violación a la Ley de Casación.—
Bajo r . servas de ampliar o modificar los presentes me_ 
dios de casación"; que lo antes expuesto no constituye una 
motivación suficiente que satisfaga las exigencias de la 
ley; 

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien_ 
te a Ramón María Pichardo; Segundo: Declara nulo el 
recurso de casación interpuesto por María Francisca Ro_ 
mos y Damian García Marte, parte civil, contra senten_ 
cia dictada en atribuciones correccionales por la Corte de 
Apelación de Santiago, de fecha 18 de diciembre de 1964, 
cuyo disposith o ha sido copiado en otro lugar del pre-
sente Fallo; y. Tercero: Condena a los recurrentes al pa-
go de las costas. 

(F los.): Alfredo Conde Pausas.— Manuel D. Bergés 
Chupani.— F E. Ravelo de la Fuente.— Guarionex A. 
García de Peña.— Luis Gómez Tavárez.— Rafael Richiez 
Saviñón.— Pedro María Cruz.— Manfredo A. Moore.-
Rafael Rincón hijo.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge-
neral. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresaaos, y 
fué leida, firmada y publicada por mí, Secretario Gene-
ral, que certifico. (Fdo. Ernesto Curiel hijo). 

SENTENCIA DE FECHA 23 DE MARZO DEL 1966 

tenia impugnada: Corte de Apelación de San Francisco de 

Macorís, de fecha 9 de junio de 1964. 

terca: Correccional. 

Recurrente: Antonio Eustaquio Ramírez. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-

ticia, regularmente constituida por los Jueces Alfredo Con-
cite Pausas, Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Primer 
Sustituto de Presidente; F. E. Ravelo de la Fuente, Segundo 
Sustituto de Presidente; Guarionex A. García de Peña, Luis 
Gómez Tavárez, Rafael Richiez Saviñón, Pedro María Cruz, 
Rafael Rincón hijo, y Manfredo A. Moore, asistidos del Se-
cretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en 
la ciudad de Santo Domingo, Distrito Nacional, hoy día 23 
de marzo de 1966, años 1230. de la Independencia y 103o. de 
la Restauración, dicta en audiencia pública, como corte de 
casación, la siguiente sentencia; 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Antonio 
Eustaquio Ramírez, dominicano, mayor de edad, casado, 
domiciliado y residente en Jima Arriba, Jurisdicción de La 
Vega, agricultor, cédula 28910, serie 47, parte civil, contra 
sentencia dictada en atribuciones correccionales por la Cor-
te de Apelación de San Francisco de Macorís, de fecha 9 de 
junio de 1964, cuyo dispositivo se copia a continuación: "Fa-
lla: Primero: Declara la caducidad del recurso de apelación 
intentado por el Magistrado Procurador General de esta 
Corte, contra la sentencia dictada en fecha catorce (14) de 
mayo de mil novecientos sesenta y tres (1963), por la Pri- 
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los principios jurídicos cuya violación se invoca; que es 
indispensable, además, que los recurrentes desarrollen, 
aunque sea de una manera suscinta, al declarar su recurso 
o en cl memorial que depositare posteriormente, los me_ 
dios e a que se fundan ,y que expliquen en qué consisten 
las violaciones de la ley o de los principios jurídicos por 
ellos denunciados; 

Considerando que en el presente caso los recurrentes 
se limitaron a expresar, al declarar sus recursos: "Prime. 
ro: D snaturaización de los hechos.— Falsa o errónea 
aplica -2.6n del derecho; Segundo: Estatuyo ultra petita.— 
Omisión de estatuir.— Violación a la Ley de Casación.-- 
Bajo reservas de ampliar o modificar los presentes me_ 
dios de casación"; que lo antes expuesto no constituye una 
motivación suficiente que satisfaga las exigencias de la 
ley; 

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien_ 
te a Ramón María Pichardo; Segundo: Declara nulo el 
recurso de casación interpuesto por María Francisca Ra- 
mos y Damian García Marte, parte civil, contra senten- 
cia dictada en atribuciones correccionales por la Corte de 
Apelación de Santiago, de fecha 18 de diciembre de 1964, 
cuyo disposith o ha sido copiado en otro lugar del pre- 
sente rallo; y. Tercero: Condena a los recurrentes al pa-
go de las costas. 

(F los.): Alfredo Conde Pausas.— Manuel D. Bergés 
Chupani.— F E. Ravelo de la Fuente.— Guarionex A. 
García de Peña.— Luis Gómez Tavárez.— Rafael Richiez 
Saviñón.— Pedro María Cruz.— Manfredo A. Moore.- 
Rafael Rincón hijo.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge-
neral. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresamos, y 
fué leida, firmada y publicada por mí, Secretario Gene. 
ral, que certifico. (Fdo. Ernesto Curiel hijo). 

SENTENCIA DE FECHA 23 DE MARZO DEL 1966 

ntencia impugnada: Corte de Apelación de San Francisco de 

Macorís, de fecha 9 de junio de 1964. 

Materia: Correccional. 

Recurrente: Antonio Eustaquio Ramírez. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Alfredo Con-
c'e Pausas, Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Primer 
Sustituto de Presidente; F. E. Ravelo de la Fuente, Segundo 
Sustituto de Presidente; Guarionex A. García de Peña, Luis 
Ccmez Tavárez, Rafael Richiez Saviñón, Pedro María Cruz, 
Rafael Rincón hijo, y Manfredo A. Moore, asistidos del Se-
cretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en 
la ciudad de Santo Domingo, Distrito Nacional, hoy día 23 
de marzo de 1966, años 123o. de la Independencia y 103o. de 
la Restauración, dicta en audiencia pública, como corte de 
casación, la siguiente sentencia; 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Antonio 
Eustaquio Ramírez, dominicano, mayor de edad, casado, 
domiciliado y residente en Jima Arriba, Jurisdicción de La 
Vega, agricultor, cédula 28910, serie 47, parte civil, contra 
sentencia dictada en atribuciones correccionales por la Cor-
te de Apelación de San Francisco de Macorís, de fecha 9 de 
junio de 1964, cuyo dispositivo se copia a continuación: "Fa-

lla: Primero: Declara la caducidad del recurso de apelación 
intentado por el Magistrado Procurador General de esta 
Corte, contra la sentencia dictada en fecha catorce (14) de 
mayo de mil novecientos sesenta y tres (1963), por la Pri- 
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mera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de Duarte, en lo que respecta a los preve- 
nidos Adolfo López, Abdulio Regalado y Polín Amparo; Se- 
gundo: Declara regular y válido el mismo recurso en lo que 
se refiere a la prevenida Genoveva Rodríguez Demorizi Vda. 
de) Orbe; Tercero: Declara regulares y válidos los recursos 
1e Apelación incoados por el inculpado Obdulio Regalado, y 
la parte civil constituida, señor Antonio Eustaquio Ramírez, 
contra la sentencia a que se ha hecho referencia; Cuarto; 
Revoca la sentencia apelada y la Corte obrando por contra- 
rio imperio y autoridad propia, declara a los procesados 
Adolfo López, Obdulio Regalado y Polín Amparo, culpables 
del delito de violación de propiedad 'en perjuicio de Antonio 
Eustaquio Ramírez, y en consecuencia condena al prevenido 
Obdulio Regalado al pago de una multa de veinte pesos oro 
(RD$20.00) acogiendo en su favor más amplias circunstan-
cias, por ser el único de ellos contra el cual está apoderada 
en el aspecto penal ésta Corte; Quinto: Descarga a la pre-
venida Genoveva Rodríguez Demorizi Vda. del Orbe, del 
hecho que se le imputa, por no haberlo cometido; Sexto: 
Declara buena y válida en la forma, la constitución en parte 
civil hecha por el señor Antonio Eustaquio Ramírez contra 
los procesados Adolfo López, Obdulio Regalado, Polín Am-
paro y Genoveva Rodríguez Vda. del Orbe; Séptimo: Conde-
na a los procesados Adolfo López, Obdulio Regalado y Po-
lin Amparo al pago solidario de una indemnización de dos 
mil pesos oro (RD$2,000.00) en favor de la parte civil cons-
tituida, como justa reparación de los daños morales y ma-
teriales por ella sufridos; Octavo: Rechaza las conclusiones 
de la parte civil en lo oue se refiere a la señora Genoveva 
Rodríguez Regalado Demorizi Vda. del Orbe; Noveno: Con-
dena a Obdulio Regalado al pago de las costas penales cau-
sadas con su recurso, y declara de oficio las causadas con 
motivo del recurso de apelación del Procurador General de 
esta Corte; Décimo: Condena a Adolfo López, Obdulio Re-
galado y Polín Amparo al pago solidario de las costas civi- 

les, ordenando su distracción en provecho del doctor Víctor 
Guerrero Rojas, quien afirma haberlas avanzado; y, Undé-

cimo: Condena a la parte civil al pago de las costas ocasio-
nadas con motivo de su acción contra la señora Genoveva 
Uodríguez Demorizi Vda. del Orbe, distrayéndola en favor 
del doctor Jesús Antonio Pichardo, quien afirma haberlas 
av anzado" ; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a-qua, en fecha 7 de diciembre de 
1965, a requerimiento del recurrente, en la cual no invocó 
ningún medio determinado de casacion; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1, 37 y 65 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación; 

Considerando que al tenor del articulo 37 de la Ley so-
t re Procedimiento de Casación, cuando el recurso de casa-
ción sea interpuesto por el Ministerio Público, por la parte 
civil o por la persona civilmente responsable, el depósito de 
un memorial co nla exposición de los medios en que se fun-
da. será obligatorio, a pena de nulidad. si  no se tia motivado 

1 recurso en la declaración correspondiente; 

Considerando que en el presente caso, el recurrente 
parte civil constituida. no invocó, cuando declaró su recur-
so, ningún medio determinado de casación; que dicho recu-
rrente tampoco ha presentado con posterioridad a la decla-
ración del recurso, el memorial con la exposición de los me-
dios que les sirven de fundamento; que, por tanto, el pre-
sente recurso es nulo; 

Por tales motivos, Primero: Declara nulo el recurso de 
casación interpuesto por Antonio Eustaquio Ramírez, parte 
civil, contra sentencia dictada en atribuciones correcciona-
les por la Corte de Apelación de San Francisco de Macorís, 



478 	 BOLETÍN JUDICIAL 	 BOLETÍN JUDICIAL 	 479 

mera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de Duarte, en lo que respecta a los preve-
nidos Adolfo López, Ahdulio Regalado y Polín Amparo; Se-
gundo: Declara regular y válido el mismo recurso en lo que 
se refiere a la prevenida Genoveva Rodríguez Demorizi Vda. 
de) Orbe; Tercero: Declara regulares v válidos los recursos 
de Apelación incoados por el inculpado Obdulio Regalado, y 
la parte civil constituida, señor Antonio Eustaquio Ramírez, 
contra la sentencia a que se ha hecho referencia; Cuarto; 
Revoca la sentencia apelada y la Corte obrando por contra-
rio imperio y autoridad propia, declara a los procesados 
Adolfo López, Obdulio Regalado y Polín Amparo, culpables 
del delito de violación de propiedad 'en perjuicio de Antonio 
Eustaquio Ramírez, y en consecuencia condena al prevenido 
Obdulio Regalado al pago de una multa de veinte pesos oro 
(RD$20.00) acogiendo en su favor más amplias circunstan-
cias, por ser el único de ellos contra el cual está apoderada 
(a el aspecto penal ésta Corte; Quinto: Descarga a la pre-
venida Genoveva Rodríguez Demorizi Vda. del Orbe, del 
hecho que se le imputa, por no haberlo cometido; Sexto: 
Declara buena y válida en la forma, la constitución en parte 
civil hecha por el señor Antonio Eustaquio Ramírez contra 
los procesados Adolfo López, Obdulio Regalado, Polín Am-
paro y Genoveva Rodríguez Vda. del Orbe; Séptimo: Conde-
na a los procesados Adolfo López, Obdulio Regalado y Po-
lin Amparo al pago solidario de una indemnización de dos 
mil pesos oro (RD$2,000.00) en favor de la parte civil cons-
tituida, como justa reparación de los daños morales y ma-
teriales por ella sufridos; Octavo: Rechaza las conclusiones 
de la parte civil en lo oue se refiere a la señora Genoveva 
Rodríguez Regalado Demorizi Vda. del Orbe; Noveno: Con- 
dena a Obdulio Regalado al pago de las costas penales cau- 
sadas con su recurso, y declara de oficio las causadas con 
motivo del recurso de apelación del Procurador General de 
esta Corte; Décimo: Condena a Adolfo López, Obdulio Re- 
galado y Polín Amparo al pago solidario de las costas civi- 

les, ordenando su distracción en provecho del doctor Víctor 
Guerrero Rojas, quien afirma haberlas avanzado; y, Undé-

cimo: Condena a la parte civil al pago de las costas ocasio-
nadas con motivo de su acción contra la señora Genoveva 

uodríguez Demorízi Vda. del Orbe, distrayéndola en favor 
del doctor Jesús Antonio Pichardo, quien afirma haberlas 

av anzado" ; 
Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a-qua, en fecha 7 de diciembre de 
1965, a requerimiento del recurrente, en la cual no invocó 
ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1, 37 y 65 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación; 

Considerando que al tenor del articulo 37 de la Ley so-
t re Procedimiento de Casación, cuando el recurso de casa-
ción sea interpuesto por el Ministerio Público, por la parte 
civil o por la persona civilmente responsable, el depósito de 
un memorial co nla exposición de los medios en que se fun-
da. será obligatorio, a pena de nulidad, si no se ha motivado 

recurso en la declaración correspondiente; 

Considerando que en el presente caso, el recurrente 
parte civil constituida. no invocó, cuando declaró su recur-
so, ningún medio determinado de casación; que dicho recu-
rrente tampoco ha presentado con posterioridad a la decla-
ración del recurso, el memorial con la exposición de los me-
dios que les sirven de fundamento; que, por tanto, el pre-
sente recurso es nulo; 

Por tales motivos, Primero: Declara nulo el recurso de 
casación interpuesto poi Antonio Eustaquio Ramirez, parte 
civil, contra sentencia dictada en atribuciones correcciona-
les por la Corte de Apelación de San Francisco de Macorís, 
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en fecha 9 de junio de 1964, cuyo dispositivo ha sido copia-
do en parte anterior del presente fallo; y, Segundo: Condena 
al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados): .tlfreclo Conde Pausas.— Manuel D. Bei-. 
f.es  Chupani.— F E. Ravelo de la Fuente.— Guarionex A, 
García de Peña.— Luis Gómez Tavárez.— Rafael Richiez 
Saviñón.—Pedro María Cruz.— Rafael Rincón hijo.— Man-
fredo A. Moore.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente 3entencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
f;rmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Fdo. Ernesto Curiel hijo.) 

SENTENCIA DE FECHA 23 DE MARZO DEL 1966 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de fecha 4 

de noviembre de 1965. 

Materia: Criminal (Robo) 

Recurrente: Teófilo Ohevalier, c/s. Evaristo Almánzar García. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Alfredo Con-
de Pausas, Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Primer 
Sustituto de Presidente; F. E. Ravelo de la Fuente, Segundo 
Sustituto de Presidente; Guarionex A. García de Peña, Luis 
Gómez Tavárez, Rafael Richiez Saviñón, Pedro María Cruz, 
Rafael Rincón hijo y Manfredo A. Moore, asistidos del Se-
cretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en la ciudad de Santo Domingo, Distrito Nacional, a los 23 
días del mes de marzo de 1966, años 123o. de la Independen-
cia y 103o. de la Restauración, dicta en audiencia pública, 
como corte de casación, la siguiente sentencia; 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Teófilo 
Antonio Chevalier, dominicano, mayor de edad, soltero, 
agricultor, domiciliado y residente en la Sección de Her-
nando Alonzo, ciudad de Cotuí, parte civil constituida, con-
tra sentencia dictada en atribuciones criminales, de fecha 4 
de noviembre de 1965, cuyo dispositivo se copia a continua-
ción: "Falla: Primero: Se declaran regulares y válidos los 
expresados recursos de apelaciones, por haber sido inter-
puestos en la forma y plazos legales; Segundo: Se revoca en-
Parte el ordinal primero de la sentencia recurrida, y por 
consiguiente, se descarga al acusado Evaristo Almánzar, 
del crimen de Estupro en perjuicio de la querellante • Ino= 
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en fecha 9 de junio de 1964, cuyo dispositivo ha sido copia. 
do en parte anterior del presente fallo; y, Segundo: Condena 
al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados): .klfrecio Conde Pausas.— Manuel D. Ber-
f,es Chupani.— F E. Ravelo de la Fuente.— Guarionex 
García de Peña.— Luis Gómez Tavárez.— Rafael Richiez 
Saviñón.—Pedro María Cruz.— Rafael Rincón hijo.— Man-
fredo A. Moore.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente .;entencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y fu( 
f;rrnada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Fdo. Ernesto Curiel hijo.) 

SENTENCIA DE FECHA 23 DE MARZO DEL 1966 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de fecha 4 

de noviembre de 1965. 

Materia: Criminal (Robo) 

Recurrente: Teófild Ohevalier, c/s. Evaristo Almánzar García. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Alfredo Con-
de Pausas, Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Primer 
Sustituto de Presidente; F. E. Ravelo de la Fuente, Segundo 
Sustituto de Presidente; Guarionex A. García de Peña, Luis 
Gómez Tavárez, Rafael Richiez Saviñón, Pedro María Cruz, 
Rafael Rincón hijo y Manfredo A. Moore, asistidos del Se-
cretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en la ciudad de Santo Domingo, Distrito Nacional, a los 23 
días del mes de marzo de 1966, años 123o. de la Independen-
cia y 103o. de la Restauración, dicta en audiencia pública, 
como corte de casación, la siguiente sentencia; 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Teófilo 
Antonio Chevalier, dominicano, mayor de edad, soltero, 
agricultor, domiciliado y residente en la Sección de Her-
nando Alonzo, ciudad de Cotuí, parte civil constituida, con-
tra sentencia dictada en atribuciones criminales, de fecha 4 
de noviembre de 1965, cuyo dispositivo se copia a continua-
ción: "Falla: Primero: Se declaran regulares y válidos los 
expresados recursos de apelaciones, por haber sido inter-
puestos en la forma y plszos legales; Segundo: Se revoca en-
parte el ordinal primero de la sentencia recurrida, y por 
consiguiente, se descarga al acusado Evaristo Almánzar, 
del crimen de Estupro en perjuicio de la querellante Incs 



Por tales motivos, Primero: Declara Inadmisible, por 
prematuro, el recurso de casación interpuesto por Teófilo 
Antonio Chevalier, parte civil constituida, contra sentencia 
dictada en atribuciones criminales por la Corte de Apelación 
de La Vega, en fecha 4 de noviembre de 1965, cuyo disposi-
tivo ha sido copiado en otro lugar del presente fallo; y, Se-
gundo: Condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados): Alfredo Conde Pausas.— Manuel D. Ber-
gés Chupanl.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Guarionex A. 
García de Peña.— Luis Gómez Tavárez.— Rafael Richiez 
Saviñón.— Pedro María Cruz.— Rafael Rincón hijo.— Man-
fredo A. Moore.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Fdo. Ernesto Curiel hijo). 

1111»,  
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cencia Chevalier, 7or insuficiencia de pruebas; confirmándo-
se el mismo al considerar a dicho prevenido como autor del 
crimen de robo en caminos públicos, en agravio de la mani-
festada señora, pero al admitir esta Corte más amplias 
circunstancias atenuantes, solamente lo condena a un año de 
prisión correccional; Tercero: Se declara regular y válidos la 
constitución en parte civil hecha por el señor Teófilo Anto-
nio Chevalier, en su calidad de hijo natural de Inocencia 
Chevalier, pero se pronuncia defecto er su contra, por fal-
ta de concluir; Cuarto: se condena además, al acusado Eva-
risto Almánzar al pago de las costas penales de esta al-
zada"; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador Gene.. 

(Jai de la República, 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

Secretaria de la Corte a-qua, a requerimiento del Dr. José 
Antonio Aquino Vargas, abogado, cédula 54570, serie 1, a 
nombre del recurrente en fecha 4 de noviembre de 1965, en 
la cual no se invoca ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1 y 65 de la Ley sobre Pro- 
cedlmiento de Casacion; 

Considerando que las sentencias en defecto pronuncia-
das por los tribunales de apelación no pueden ser impugna-
das en casación, mientras tanto esté abierto el plazo de la 
oposición, puesto que, mediante el ejercicio de esa vía ordi-
naria de retractación, pueden ser subsanadas las violacio-
nes de la ley que afecten a la decisión atacada; 

Considerando que en la especie, la sentencia Impugnada 
fue pronunciada en defecto por falta de concluir, contra 
Teófilo Antonio Chevalier; que en el expediente no hay 
constancia de que dicha sentencia le fuera notificada al in-
dicado recurrente; que, por consiguiente, el plazo de la opo-
s'.ción estaba aún abierto el día en que se Interpuso el pre-
sente recurso de casación; 
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concia Chevalier, ?Dr insuficiencia de pruebas; confirmándo-
se el mismo al considerar a dicho prevenido como autor del 
crimen de robo en caminos públicos, en agravio de la mani-
festada señora, pero al admitir esta Corte más amplias 
c;rcunstancias atenuantes, solamente lo condena a un año de 
prisión correccional; Tercero: Se declara regular y válidos la 
constitución en parte civil hecha por e! señor Teófilo Anto-
nio Chevalier, en su calidad de hijo natural de Inocencia 
Chevalier, pero se pronuncia defecto en su contra, por fal-
ta de concluir; Cuarto: se condena además, al acusado Eva-
risto Almánzar al pago de las costas penales de esta al-
zada"; 

Oido el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador Gene-

dial de la República, 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

Secretaria de la Corte a-qua, a requerimiento del Dr. José 
Antonio Aquino Vargas, abogado, cédula 54570, serie 1, a 
nombre del recurrente en fecha 4 de noviembre de 1965, en 
!a cual no se invoca ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1 y 65 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casacion; 

Considerando que las sentencias en defecto pronuncia-
das por los tribunales de apelación no pueden ser impugna-
cias en casación, mientras tanto esté abierto el plazo de la 
oposición, puesto que, mediante el ejercicio de esa vía ordi-
naria de retractación, pueden ser subsanadas las violacio-
nes de la ley que afecten a la decisión atacada; 

Considerando que en la especie, la sentencia impugnada 
fue pronunciada en defecto por falta de concluir, contra 
Teófilo Antonio Chevalier; que en el expediente no hay 
constancia de que dicha sentencia le fuera notificada al in-
dicado recurrente; que, por consiguiente, el plazo de la opo-
s.ción estaba aún abierto el día en que se interpuso el pre-
sente recurso de casación; 

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible, por 
prematuro, el recurso de casación interpuesto por Teófilo 
Antonio Chevalier, parte civil constituida, contra sentencia 
dictada en atribuciones criminales por la Corte de Apelación 
de La Vega, en fecha 4 de noviembre de 1965, cuyo disposi-
tivo ha sido copiado en otro lugar del presente fallo; y, Se-
gundo: Condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados): Alfredo Conde Pausas.— Manuel D. Ber-
gés Chupani.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Guarionex A. 
Carcia de Peña.— Luis Gómez Tavárez.— Rafael Richiez 
Saviñón.— Pedro María Cruz.— Rafael Rincón hijo.— Man-
fredo A. Moore.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Fdo. Ernesto Curiel hijo). 
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SENTENCIA DE FECHA 25 DE MARZO DEL 1966. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Francisco de 
Macorís, de fecha 29 de agosto de 1962. 

Materia: Civil. 

Recurrente: Fabio Fermín. 
Abogado: Lic. R. Francisco Thevenin. 

Recurrido: Amín Canaán Abud. 
Abogado: Dr. Ramón Maria Maracallo. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Manuel 
D. Bergés Chupani, Primer Sustituto en funciones de Pre-
sidente; F. E. Ravelo de la Fuente, Segundo Sustituto de 
Presidente; Guarionex A. García de Peña, Rafael Richiez 
Saviñón, Pedro María Cruz, Manfredo A. Moore y Rafael 
Rincón hijo, asistidos del Secretario General, en la Sala 
donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Do-
mingo, Distrito Nacional, a los 25 días del mes de marzo 
de 1966, años 123' de la Independencia y 103' de la Res-
tauración, dicta en audiencia pública, como corte de casa-
ción, la siguiente sentencia; 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Fabio 
Fermín, dominicano, mayor de edad, agricultor, domicilia-
do en la sección rural de La Mata, del Municipio de Co-
tuí, provincia de Sánchez Ramírez, cédula 37562, serie 1, 
contra sentencia dictada por al Corte de Apelación de San 
Francisco de Macorís, en atribuciones civiles, en fecha 28 
de agosto de 1962, cuyo dispositivo se copia más ade-
lante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Lic. R. Francisco Thevenin, cédula 15914, se-

rie 1, abogado del recurrente, en la lectura de sus conclu- 
siones; 

Oído el Dr. Ramón María Pérez Maracallo, cédula 

1332, serie 47, abogado del recurrido ,en la lectura de sus 
conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación de fecha 18 de julio de 
1964, suscrito por el abogado del recurrente; 

Visto el memorial de defensa de fecha 21 de octubre 
de 1964, suscrito por el abogado del recurrido Amín Ca-
naán Abud, dominicano, mayor de edad, industrial, casa-
do, domiciliado en la ciudad de La Vega, cédula 1070, se-
rie 47; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 141 del Código de Procedi-
miento Civil y 1 y 65 párrafo 3 de la Ley sobre Procedi-
miento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) 
que con motivo de la demanda en distracción de muebles 
embargados intentada por Fabio Fermín contra Ain Ca-
naán, el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judi-
cial de Sánchez Ramírez, dictó en fecha 19 de octubre de 
1960, una sentencia con el dispositivo siguiente: Primero: 
Rechazar como al efecto rechaza, la demanda en distrac-
ción de efectos mobiliarios, intentada por el señor Fabio 
Fermín, contra los señores Amín Canaán, Israel Batista y 
José Antonio García Luciano, por improcedente y mal fun-
dada; Segundo: Se ordena la continuación de los procedi-
mientos iniciados por el Sr. Amín Canaán, tendientes a .a 
venta de site (7) yuntas de bueyes y sus aperos, y arados, 
embargados al señor José Antonio García Luciano; Tercero: 
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SENTENCIA DE FECHA 25 DE MARZO DEL 1966. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Francisco de 
Macorís, de fecha 29 de agosto de 1962. 

Materia: Civil. 

Recurrente: Fábio Fermín. 
Abogado: Lic. R. Francisco Thevanin. 

Recurrido: Amín Canaán Abud. 
Abogado: Dr. Ramón María Maracallo. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Manuel 
D. Bergés Chupani, Primer Sustituto en funciones de Pre-
sidente; F. E. Ravelo de la Fuente, Segundo Sustituto de 
Presidente; Guarionex A. García de Peña, Rafael Richiez 
Saviñón, Pedro María Cruz, Manfredo A. Moore y Rafael 
Rincón hijo, asistidos del Secretario General, en la Sala 
donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Do-
mingo, Distrito Nacional, a los 25 días del mes de marzo 
de 1966, años 123' de la Independencia y 103' de la Res-
tauración, dicta en audiencia pública, como corte de casa-
ción, la siguiente sentencia; 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Fabio 
Fermín, dominicano, mayor de edad, agricultor, domicilia-
do en la sección rural de La Mata, del Municipio de Co-
tuí, provincia de Sánchez Ramírez, cédula 37562, serie 1. 
contra sentencia dictada por al Corte de Apelación de San 
Francisco de Macorís, en atribuciones civiles, en fecha 29 
de agosto de 1962, cuyo dispositivo se copia más ade-
lante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Lic. R. Francisco Thevenin, cédula 15914, se-

rie 1, abogado del recurrente, en la lectura de sus conclu- 

siones; 
Oído el Dr. Ramón María Pérez Maracallo, cédula 

1332, serie 47, abogado del recurrido ,en la lectura de sus 

conclusiones; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Visto el memorial de casación de fecha 18 de julio de 
1964, suscrito por el abogado del recurrente; 

Visto el memorial de defensa de fecha 21 de octubre 
de 1964, suscrito por el abogado del recurrido Amín Ca-
naán Abud, dominicano, mayor de edad, industrial, casa-
do, domiciliado en la ciudad de La Vega, cédula 1070, se-
rie 47; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 141 del Código de Procedi-
miento Civil y 1 y 65 párrafo 3 de la Ley sobre Procedi-
miento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) 
que con motivo de la demanda en distracción de muebles 
embargados intentada por Fabio Fermín contra Ain Ca-
naán, el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judi-
cial de Sánchez Ramírez, dictó en fecha 19 de octubre de 
1960, una sentencia con el dispositivo siguiente: Primero: 
Rechazar como al efecto rechaza, la demanda en distrac-
ción de efectos mobiliarios, intentada por el señor Fabio 
Fermín, contra los señores Amín Canaán, Israel Batista y 
José Antonio García Luciano, por improcedente y mal fun- 
dada; Segundo: Se ordena la continuación de los procedi-
mientos iniciados por el Sr. Amín Canaán, tendientes a .a 
venta de site (7) yuntas de bueyes y sus aperos, y arados. 
embargados al señor José Antonio García Luciano; Tercero: 
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Reconvencionalmente, se condena al señor Fabio Fermín, 
al pago de una indemnización de RD$1,000.00 (un mil pe-
sos oro) en favor del señor Amín Canaán, por los daños 
morales y materiales sufridos por éste; Cuarto: Condena 
al señor Fabio Fermín, al pago de las costas"; b) qUe sobre 
la apelación interpuesta en fecha 8 de noviembre de 1960 
contra esa sentencia por Fabio Fermín, la Corte de Ape-
lación de La Vega, dictó el 13 de marzo de 1961, una sen-
tencia cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero: Declara 
bueno y válido, en la forma, el presente recurso de apela-
ción; Segundo: Declara nulo y sin ningún valor ni efecto 
el desistimiento hecho por el señor Fabio Fermín del re-
curso de apelación interpuesto por acto No. 125 del minis-
terial Juan Rafael Gonell, en fecha veintinueve de octu-
bre de mil novecientos sesenta, contra sentencia del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Sán-
chez Ramírez, de fecha diecinueve de octubre del mismo 
año; Tercero: Declara, en consecuencia, irrecibible el re-
curso de apelación interpuesto por dicho señor Fabio Fer-
mín contra la referida sentencia, de acuerdo con el acto 
No. 130 del mencionado ministerial Juan Rafael Gonell, 
de fecha ocho de noviembre de mil novecientos sesenta, 
por estar apoderada esta Corte de un recurso idéntico en-
tre las mismas partes y sobre la misma instancia; Cuarto: 
Condena al señor Fabio Fermín, parte intimante, al pago 
de las costas de esta alzada"; c) Que contra esa sentencia 
recurrió en casación Fabio Fermín, y en fecha 31 de ene-
ro de 1962, la Suprema Corte de Justicia dictó sentencia 
con el siguiente dispositivo: "Por tales motivos: Primero: 
Casa la sentencia dictada en fecha 13 de marzo de 1961, 
en atribuciones civiles, por la Corte de Apelación de La Ve-
ga, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior del 
presente fallo, y envía el asunto a la Corte de Apelación 
de San Francisco de Macorís; y, Segundo: Condena al re-
currido Amín Canaán al pago de las costas, distrayéndolas 
en favor del abogado del recurrente Licdo. R. Francisco 

Thevernn, quien afirma haberlas avanzado en su mayor 
parte", d) que así apoderada, la Corte de Apelación de 
San Francisco de Macorís, dictó la sentencia ahora impug-
nada que tiene el dispositivo siguiente: "Falla: Primero: 
Admite en la forma el presente recurso de apelación; Se-
gundo: Confirma la sentencia contradictoria, dictada por 
el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
Sánchez Ramírez, en atribuciones civiles, de fecha 19 de 
octubre de 1960, objeto del presente recurso de apelación, 
en cuanto rechazó la demanda en distracción de objetos 
embargados (bueyes), intentada por el señor Fabio Fermín, 
contra el señor Amín Canaán Abud, por improcedente e 
infundada; y ordenó la continuación de los procedimientos 
de embargo ejecutivo iniciados por el señor Amín Canaán 
Abud, tendientes a la venta en pública subasta de siete (7) 
yuntas de bueyes, sus aperos y arados, embargados al se-
ñor José Antonio Luciano; Tercero: La revoca en cuanto 
condenó reconvencionalmente al señor Fabio Fermín, al 
pago de una indemnización de RD$1,000.00 (mil pesos oro), 
en favor del señor Amín Canaán Abud, como justa repa-
ración de los daños morales y materiales sufridos por és-
te, por infundada; y Cuarto: Compensa pura y simple-
mente las costas de ambas instancias"; 

Considerando que en su memorial de casación el re-
currente invoca los siguientes medios: Primer Medio: Vio-
lación de los artículos 2279 del Código Civil y 608 del Có-
digo de Procedimiento Civil; Desconocimiento de las re-
glas de la prueba en materia de reconvención mobiliaria; 
Segundo Medio: Violación al derecho de defensa y desna-
turalización de los hechos y documentos de la causa; Erró-
nea interpretación del artículo 1328 del Código Civil; Ter-
cer Medio: Violación a los artículos 141 y 407 del Código 
de Procedimiento Civil. Falta de base legal; 

Considerando que en el desenvolvimiento del tercer 
medio de su recurso, el recurrente alega, en resumen, que 
en su escrito de ampliación de fecha 14 de mayo de 1962, 
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Reconvencionalmente, se condena al señor Fabio Fermín, 
al pago de una indemnización de RD$1,000.00 (un mil pe-
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al señor Fabio Fermín, al pago de las costas"; b) cite sobre 
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mín contra la referida sentencia, de acuerdo con el acto 
No. 130 del mencionado ministerial Juan Rafael Gonell, 
de fecha ocho de noviembre de mil novecientos sesenta, 
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tre las mismas partes y sobre la misma instancia; Cuarto: 
Condena al señor Fabio Fermín, parte intimante, al pago 
de las costas de esta alzada"; e) que contra esa sentencia 
recurrió en casación Fabio Fermín, y en fecha 31 de ene-
ro de 1962, la Suprema Corte de Justicia dictó sentencia 
con el siguiente dispositivo: "Por tales motivos: Primero: 
Casa la sentencia dictada en fecha 13 de marzo de 1961, 
en atribuciones civiles, por la Corte de Apelación de La Ve-
ga, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior del 
presente fallo, y envía el asunto a la Corte de Apelación 
de San Francisco de Macorís; y, Segundo: Condena al re-
currido Amín Canaán al pago de las costas, distrayéndolas 
en favor del abogado del recurrente Licdo. R. Francisco 

Thevenin, quien afirma haberlas avanzado en su mayor 
parte"; d) que así apoderada, la Corte de Apelación de 
San Francisco de Macorís, dictó la sentencia ahora impug-
nada que tiene el dispositivo siguiente: "Falla: Primero: 
Admite en la forma el presente recurso de apelación; Se-
gundo: Confirma la sentencia contradictoria, dictada por 
el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
Sánchez Ramírez, en atribuciones civiles, de fecha 19 de 
octubre de 1960, objeto del presente recurso de apelación, 
en cuanto rechazó la demanda en distracción de objetos 
embargados (bueyes), intentada por el señor Fabio Fermín, 
contra el señor Amín Canaán Abud, por improcedente e 
infundada; y ordenó la continuación de los procedimientos 
de embargo ejecutivo iniciados por el señor Amín Canaán 
Abud, tendientes a la venta en pública subasta de siete (7) 
yuntas de bueyes, sus aperos y arados, embargados al se-
ñor José Antonio Luciano; Tercero: La revoca en cuanto 
condenó reconvencionalmente al señor Fabio Fermín, al 
pago de una indemnización de RD$1,000.00 (mil pesos oro), 
en favor del señor Amín Canaán Abud, como justa repa-
ración de los daños morales y materiales sufridos por és-
te, por infundada; y Cuarto: Compensa pura y simple-

mente las costas de ambas instancias"; 
Considerando que en su memorial de casación el re-

currente invoca los siguientes medios: Primer Medio: Vio-

lación de los artículos 2279 del Código Civil y 608 del Có-
digo de Procedimiento Civil; Desconocimiento de las re-
glas de la prueba en materia de reconvención mobiliaria; 
Segundo Medio: Violación al derecho de defensa y desna-
turalización de los hechos y documentos de la causa; Erró-
nea interpretación del artículo 1328 del Código Civil; Ter-
cer Medio: Violación a los artículos 141 y 407 del Código 
de Procedimiento Civil. Falta de base legal; 

Considerando que en el desenvolvimiento del tercer 
medio de su recurso, el recurrente alega, en resumen, que 
en su escrito de ampliación de fecha 14 de mayo de 1962, 
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solicitó a la Corte a-qua, que ordenara antes de juzgar el 
fondo del caso, la comparecencia personal del embargado 
José Antonio García Luciano, y un informativo testimonial 
para que se oyeran como testigos a Alberto Tejada y Emi-
lio Papote, a fin de probar que él poseía los animales em-
bargados en la fecha del embargo, y que, dicha Corte sólo 
respondió su pedimento de comparecencia personal, sin dar 
motivos que justifiquen el rechazamiento implícito de su 
solicitud de informativo, dejando su fallo carente de moti-
vos en ese aspecto, razón por la cual debe ser anulado; 

Considerando que los jueces están en el deber de res-
ponder a todos los puntos de las conclusiones de las partes 
para admitirlos o rechazarlos, dando los motivos que sean 
pertinentes; que esa regla se aplica tanto a las conclusio-
nes principales como a las subsidiarias, lo mismo que a las 
conclusiones que contengan una demanda, una defensa, 
una excepción, un medio de inadmisión„o la solicitud de 
una medida de instrucción; 

Considerando que en la especie, el examen de los do-
cumentos del expediente muestra que el recurrente solici-
tó a la Corte a-qua, que ordenara un informativo para pro-
bar hechos relativos a la causa, y que dicha Corte, rechazó 
implícitamente ese punto de las conclusiones sin dar mo-
tivos que justifiquen su fallo en ese sentido; que por tan-
to, el medio que se examina debe ser acogido y la senten-
cia impugnada debe ser casada, sin necesidad de ponderar 
los demás medios del recurso; 

Considerando que en virtud de lo dispuesto por el pá-
rrafo 3 del artículo 65 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación, las costas podrán ser compensadas, cuando una 
sentencia fuere casada por falta de base legal, falta o in-
suficiencia de motivos, desnaturalización de los hechos de 
la causa o cualquiera otra violación cuyo cumplimiento es-
té a cargo de los jueces• 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada 
por la Corte de Apelación de San Francisco de Macorís. en  

fecha 29 de agosto de 1962, cuyo dispositivo ha sido copia- 
do en parte anterior del presente fallo, y envía el asunto 
ante la Corte de Apelación de Santiago; y, Segundo: Com- 

pensa las costas." 

(Firmados): Manuel D. Bergés Chupani.— F. E. Ra-
velo de la Fuente.— Guarionex A. García de Peña.— 
Rafael Richiez Saviñón.— Pedro María Cruz .— Manfre-
do A. Moore.— Rafael Rincón hijo.— Ernesto Curiel hi-
jo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del dia, mes y año en él expresados, y 
fue firmada, leíad y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Fdo. Ernesto Curiel hijo). 
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para que se oyeran como testigos a Alberto Tejada y Emi-
lio Papote, a fin de probar que él poseía los animales em-
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cumentos del expediente muestra que el recurrente solici-
tó a la Corte a-qua, que ordenara un informativo para pro-
bar hechos relativos a la causa, y que dicha Corte, rechazó 
implícitamente ese punto de las conclusiones sin dar mo-
tivos que justifiquen su fallo en ese sentido; que por tan-
to, el medio que se examina debe ser acogido y la senten-
cia impugnada debe ser casada, sin necesidad de ponderar 
los demás medios del recurso; 

Considerando que en virtud de lo dispuesto por el pá-
rrafo 3 del artículo 65 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación, las costas podrán ser compensadas, cuando una 
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Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada 
por la Corte de Apelación de San Francisco de Macorís, en 
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fecha 29 de agosto de 1962, cuyo dispositivo ha sido copia-
do en parte anterior del presente fallo, y envía el asunto 
ante la Corte ce Apelación de Santiago; y, Segunda: Com-

pensa las costas./ 

(Firmados): Manuel D. Bergés Chupani.— F. E. Ra-
velo de la Fuente.— Guarionex A. García de Peña.— 
Rafael Richiez Saviñón.— Pedro María Cruz.— Manfre-
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jo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 

audiencia pública del dia, mes y año en él expresados, y 
fue firmada, leíad y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Fdo. Ernesto Curiel hijo). 
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SENTENCIA DE FECHA 28 DE MARZO DEL 1966, 

Sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Distrito Nacional, 
de fecha 22 de diciembre de 1964. 

Materia: Trabajo. 

Recurrente: Corporación Azucarera de la República Dominicana. 
Abogado: Dr. Vispéride Hugo Ramón y García y el Dr. Juan 

Pablo Espinosa. 

Recurrido: Francisco Alcalá y compartes. 
Abogado: Dr. Carlos Manuel Ruz Martínez y Dr. Francisco dúl 

Carpio Durán. 

Dios, Patria y Libertlad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Alfredo 
Conde Pausas, Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Pri-
mer Sustituto de Presidente; F. E. Ravelo de la Fuente. 
Segundo Sustituto de Presidente; Luis Gómez Tavárez, 
Rafael Richiez Saviñón, Pedro María Cruz, Rafael Rincón 
hijo, Manfredo A. Moore, asistidos del Secretario Gene-
ral, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad 
de Santo Domingo, Distrito Nacional, a los 28 días del mes 
de Marzo del año 1966, años 123' de la Independencia y 
103' de la Restauración, dicta en audiencia pública, como 
corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Cor-
poración Azucarera de la República Dominicana, compañía 
organizada de acuerdo con las leyes del país, domiciliada 
en la Avenida Fray Cipriano de Utrera, del Centro de los 
H-roes de esta ciudad, contra la sentencia dictada por la 
Cámara de Trabajo del Distrito Nacional, de fecha 22 de 

Diciembre de 1964, cuyo dispositivo se copia más adelante; 
Oído el Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. Vispéride Hugo Ramón y García, cédula 

52253, serie lra., por sí y en representación del Dr. Juan 
Pablo Espinosa, cédula 64182, serie lra., abogados de la 
recurrente, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el Dr. Carlos Manuel Ruiz Martínez, cédula No. 
11361, serie 25, por sí y en representación del Dr. Francis-
co del Carpio Durán, cédula 6191, serie 28, abogado de los 
recurridos, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Visto el memorial de casación suscrito por los aboga-
dos de la recurrente y depositado en la Secretaría de la 
Suprema Corte de Justicia el día 22 de febrero de 1965; 

Visto el memorial de defensa suscrito por los aboga-
dos de los recurridos y notificada a los abogados de la re-
currente, en fecha 17 de Septiembre de 1965; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 659, 660 y 661 del Código de 
Trabajo y 1 y 65 de la Ley Sobre Procedimiento de Casa-

ción; 
Considerando que en la sentencia impugnada y en los 

documentos a que ella se refiere consta: a) que con motivo 
de una demanda laboral intentada contra la Compañía 
Azucarera de la República Dominicana, y previa tentativa 
infructuosa de conciliación, el Juzgado de Paz de Trabajo 
del Distrito Nacional, dictó en fecha 28 de Octubre de 
1963, una sentencia cuyo dispositivo es el siguiente:E7:FA-

LLA: PRIMERO: Rechaza la demanda interpuesta por los 
señores Ricardo Gómez y compartes, incoada en fecha 11 
de Septiembre de 1962, contra la Azuarera Haina, C. por A., 
por extemporánea e infundada; SEGUNDO: Condena, a la 

parte que sucumbe al pago de los costos"; b) que sobre el 
recurso de apelación interpuesto por los trabajadores, in-
tervino la sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo es 
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Diciembre de 1964, cuyo dispositivo se copia más adelante; 
Oído el Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. Vispéride Hugo Ramón y García, cédula 

52253, serie lra., por sí y en representación del Dr. Juan 
Pablo Espinosa, cédula 64182, serie lra., abogados de la 
recurrente, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el Dr. Carlos Manuel Ruiz Martínez, cédula No. 
11361, serie 25, por sí y en representación del Dr. Francis-
co del Carpio Durán, cédula 6191, serie 28, abogado de los 
recurridos, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Visto el memorial de casación suscrito por los aboga-

dos de la recurrente y depositado en la Secretaría de la 
Suprema Corte de Justicia el día 22 de febrero de 1965; 

Visto el memorial de defensa suscrito por los aboga-
dos de los recurridos y notificada a los abogados de la re-
currente, en fecha 17 de Septiembre de 1965; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 659, 660 y 661 del Código de 
Trabajo y 1 y 65 de la Ley Sobre Procedimiento de Casa-

ción; 
Considerando que en la sentencia impugnada y en los 

documentos a que ella se refiere consta: a) que con motivo 
de una demanda laboral intentada contra la Compañía 
Azucarera de la República Dominicana, y previa tentativa 
infructuosa de conciliación, el Juzgado de Paz de Trabajo 
del Distrito Nacional, dictó en fecha 28 de Octubre de 
1963, una sentencia cuyo dispositivo es el siguiente:&A-
LLA: PRIMERO: Rechaza la demanda interpuesta por los 
señores Ricardo Gómez y compartes, incoada en fecha 11 
de Septiembre de 1962, contra la Azuarera Haina, C. por A., 
por extemporánea e infundada; SEGUNDO: Condena, a la 

parte que sucumbe al pago de los costos"; b) que sobre el 
recurso de apelación interpuesto por los trabajadores, in-
tervino la sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo es 
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el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Declara regular en 
cuanto a la forma el recurso de apelación interpuesto por 
Francisco Alcalá y Compartes en contra de la sentencia 
dictada por el Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Na-
cional en fecha 28 de Octubre de 1963, dictada en favor de 
la Corporación Azucarera Dominicana cuyo dispositivo ha 
sido copiado en parte anterior del presente fallo; y en con-
secuencia Revoca e ntodas sus partes dicha sentencia y 
obrando por propia autoridad y contrario imperio, decla-
ra no prescrita la acción intentada por Francisco Alcalá y 
Compartes en contra de la Corporación Azucarera Domini-
cana en cobro de prestaciones laborales por despido, y de-
clara injustificado el despido de que fueron objeto Fran-
cisco Alcalá y Compartes por la Corporación Azucarera 
Dominicana; SEGUNDO: Declara rescindido el Contrato 
de Trabajo que ligaba a las partes en litis en el presente 
proceso; TERCERO: Ordena a la Corporación Azucarera 
Dominicana, expedir el certificado indicado en el artículo 
63 del Código de Trabajo en favor de los demandantes; 
CUARTO: declara improcedente la acción intentada por 
los trabajadores Celestino del Rosario, Arturo Canela, Ge-
naro del Rosario, Eloy Jiménez, y Félix Cuello Zapata, 
por ser la labor realizada por ellos bajo el patronato de 
la Corporación Azucarera Dominicana, de las consideradas 
ocasionales; QUINTO: Condena a la Corporación Azucare-
ra Dominicana, pagar a cada uno de los trabajadores des-
pedidos injustamente al tenor de la presente sentencia, 24 
días por concepto de preaviso, en base al salario que se in-
dicará en este mismo ordinal conjuntamente con los tra-
bajadores injustamente despedidos que son: Juan Merce-
des, 24 daís a razón de RD$4.25 diarios; Mónico Feliciano, 
24 días a razón de RD$4.00 diarios; Juan Luis Emanís, 24 
días a razón de RD$2.00 diarios; Juan Santos Reyes, 24 
días a razón de RD$4.00 diarios; Graciliano Javier, 24 
días a razón de RD$3.00 diarios; Raymundo Vizcaíno, 24 
días a razón de RD$4.00 diarios; Raymundo Valdez, 24 

días a razón de RD$6.00 diarios; Ludovino Montás, 24 
días a razón de RD$6.00 diarios; Manuel Soriano, 24 días 

a razón de RD$3.00 diarios; Ramón Javier, 24 días a ra-
zón de RD$2.50 diarios; Manuel Antonio Eralte Núñez, 
24 días a razón de RD$2.50 diarios; Antonio de la Cruz, 

24 días a razón de RD$2.40 diarios; Ramón Olmo, 24 días 
a razón de RD$2.50 diarios; Rafael Gervasio Santana, 24 
días a razón de RD$2.00 diarios; Silvio Guillermo Bello, 
24 días a razón de RD$2.79 diarios; Victorino Valdez, 24 

días a razón de RD$1.75 diarios; Angel Figuereo o Figue-
roa, 24 días a razón de RD$1.75 diarios; Modesto Díaz, 24 

días a razón de RD$2.25 diarios; Serapio de la Rosa, 24 
días a razón de RD5.00 diarios; Esteban Vásquez, 24 días 
a razón de RD$2.00 diarios; Ernesto del Rosario, 24 días 
a razón de RD$1.75 diarios; Alberto Valdez, 24 días a ra-

zón de RD$3.50 diarios; Federico de los Santos, 24 días a 
razón de RD$3.65 diarios; Leoncio Travieso, 24 días a ra-
zón de RD$2.00 diarios; Felino Mueses, 24 días a razón de 
RD$4.00 diarios; Ricardo Gómez, 24 días a razón de RD$ 
4.00 diarios; Juan R. de Jesús, 24 días a razón de RD$4.00 
diarios; Casiano Javier, 24 días a razón de RD$ 4.00 
diarios; Teodoro Rosario, 24 días a razón de RD$4.00 dia-
Manuel Feliciano, 24 días a razón de RD$4.00 diarios; An-
drés Báez ,24 días a razón de RD$4.00 diarios; Víctor del 
Rosario, 24 días a razón de RD$2.00 diarios; Pablo Frías, 
24 días a razón de RD$2.00 diarios; Francisco Alcalá, 24 
días a razón de RD$4.00 diarios; Juan Fabián, 24 días a 

razón de RD$1.75 diario; Jesús Soriano, 24 días a razón 
de RD$2.75 diarios; Alcadio de León, 24 días a razón de 

RD$2.25 diarios; Francisco Manzueta, 24 días a razón de 
RD$1.75 diario; por haberse comprobado que los mismos 

realizaban labores fijas e ininterrumpidas bajo el patro-
nato de la Corporación Azucarera Dominicana; SEXTO: 
Condena a la Corporación Azucarera Dominicana, a cada 
uno de los trabajadores indicados en el ordinal 5to. del pre 
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el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Declara regular en 
cuanto a la forma el recurso de apelación interpuesto por 
Francisco Alcalá y Compartes en contra de la sentencia 
dictada por el Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Na-
cional en fecha 28 de Octubre de 1963, dictada en favor de 
la Corporación Azucarera Dominicana cuyo dispositivo ha 
sido copiado en parte anterior del presente fallo; y en con-
secuencia Revoca e ntodas sus partes dicha sentencia y 
obrando por propia autoridad y contrario imperio, decla-
ra no prescrita la acción intentada por Francisco Alcalá y 
Compartes en contra de la Corporación Azucarera Domini-
cana en cobro de prestaciones laborales por despido, y de-
clara injustificado el despido de que fueron objeto Fran-
cisco Alcalá y Compartes por la Corporación Azucarera 
Dominicana; SEGUNDO: Declara rescindido el Contrato 
de Trabajo que ligaba a las partes en litis en el presente 
proceso; TERCERO: Ordena a la Corporación Azucarera 
Dominicana, expedir el certificado indicado en el artículo 
63 del Código de Trabajo en favor de los demandantes; 
CUARTO: declara improcedente la acción intentada por 
los trabajadores Celestino del Rosario, Arturo Canela, Ge-
naro del Rosario, Eloy Jiménez, y Félix Cuello Zapata, 
por ser la labor realizada por ellos bajo el patronato de 
la Corporación Azucarera Dominicana, de las consideradas 
ocasionales; QUINTO: Condena a la Corporación Azucare-
ra Dominicana, pagar a cada uno de los trabajadores des-
pedidos injustamente al tenor de la presente sentencia, 24 
días por concepto de preaviso, en base al salario que se in-
dicará en este mismo ordinal conjuntamente con los tra-
bajadores injustamente despedidos que son: Juan Merce-
des, 24 daís a razón de RD$4.25 diarios; Mónico Feliciano, 
24 días a razón de RD$4.00 diarios; Juan Luis Emanís, 24 
días a razón de RD$2.00 diarios; Juan Santos Reyes, 24 
días a razón de RD$4.00 diarios; Graciliano Javier, 24 
días a razón de RD$3.00 diarios; Raymundo Vizcaíno, 24 
días a razón de RD$4.00 diarios; Raymundo Valdez, 24 
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días a razón de RD$6.00 diarios; Ludovino Montás, 24 
días a razón de RD$6.00 diarios; Manuel Soriano, 24 días 

a razón de RD$3.00 diarios; Ramón Javier, 24 días a ra-
zón de RD$2.50 diarios; Manuel Antonio Eralte Núñez, 
24 días a razón de RD$2.50 diarios; Antonio de la Cruz, 

24 días a razón de RD$2.00 diarios; Ramón Olmo, 24 días 
a razón de RD$2.50 diarios; Rafael Gervasio Santana, 24 
días a razón de RD$2.00 diarios; Silvio Guillermo Bello, 
24 días a razón de RD$2.79 diarios; Victorino Valdez, 24 

días a razón de RD$1.75 diarios; Angel Figuereo o Figue-
roa, 24 días a razón de RD$1.75 diarios; Modesto Díaz, 24 

días a razón de RD$2.25 diarios; Serapio de la Rosa, 24 
días a razón de RD5.00 diarios; Esteban Vásquez, 24 días 
a razón de RD$2.00 diarios; Ernesto del Rosario, 24 días 
a razón de RD$1.75 diarios; Alberto Valdez, 24 días a ra-

zón de RD$3.50 diarios; Federico de los Santos, 24 días a 
razón de RD$3.65 diarios; Leoncio Travieso, 24 días a ra-
zón de RD$2.00 diarios; Felino Mueses, 24 días a razón de 

RD$4.00 diarios; Ricardo Gómez, 24 días a razón de RD$ 
4.00 diarios; Juan R. de Jesús, 24 días a razón de RD$4.00 
diarios; Casiano Javier, 24 días a razón de RD$ 4.00 
diarios; Teodoro Rosario, 24 días a razón de RD$4.00 dia-
Manuel Feliciano, 24 días a razón de RD$4.00 diarios; An-
drés Báez ,24 días a razón de RD$4.00 diarios; Víctor del 
Rosario, 24 días a razón de RD$2.00 diarios; Pablo Frías, 
24 días a razón de RD$2.00 diarios; Francisco Alcalá, 24 
días a razón de RD$4.00 diarios; Juan Fabián, 24 días a 

razón de RD$1.75 diario; Jesús Soriano, 24 días a razón 
de RD$2.75 diarios; Alcadio de León, 24 días a razón de 

RD$2.25 diarios; Francisco Manzueta, 24 días a razón de 
RD$1.75 diario; por haberse comprobado que los mismos 
realizaban labores fijas e ininterrumpidas bajo el patro-
nato de la Corporación Azucarera Dominicana; SEXTO: 
Condena a la Corporación Azucarera Dominicana, a cada 
uno de los trabajadores indicados en el ordinal 5to. del pre 
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sente fallo las siguientes sumas por concepto de indemni-
zaciones tres meses a cada uno en base a los salarios indi-
cados en el ordinal anterior de la presente sentencia; SEP-
TIMO: Condena a la Corporación Azucarera Dominicana a 
pagar a los trabajadores indicados en el ordinal 5to. del 
presente fallo en base a los salarios indicados en dicho or-
dinal las siguientes sumas por concepto de auxilio de ce-
santía y vacaciones no tomadas ni pagadas; a Juan Mer-
cedes, 90 días por concepto de auxilio de Cesantía y 72 días 
por concepto de vacaciones; Mónico Feliciano, 45 días por 
concepto de auxilio de cesantía y 48 días por concepto de 
vacaciones; Juan o José Luis Emanís, 30 días por concep-
to de auxilio de cesantía, 34 días por concepto de vacacio-
nes; Juan de los Santos Reyes, 45 días por concepto de au-
xilio de cesantía y 47 días por concepto de vacaciones; 
Graciliano Javier, 30 días por concepto de auxilio de ce-
santía y 36 días por concepto de vacaciones; Raymundo 
Vizcaíno, 30 días por concepto de auxilio de cesanta y 
36 días por concepto de vacaciones; Raymundo Valdez, 
45 días por concepto de auxilios de cesantía y 36 días por 
concepto de vacaciones; Ludovino F. Montás, 30 días por 
concepto de auxilio de cesantía y 35 días por concepto de 
vacaciones; Manuel Soriano, 75 días por concepto de auxi-
lio de cesantía y 60 días por concepto de vacaciones; Ra-
món Javier, 75 días por concepto auxilio de cesantía y 60 
días por concepto de vacaciones; Manuel Antonio Eralte 
Núñez, 60 días por concepto de auxilio de cesantía y 56 
días por concepto de vacaciones; Antonio de la Cruz, 90 
días por concepto auxilio de cesantía, 80 días por concep-
to de vacaciones; Ramón Olmos, 90 días por concepto de au-
xilio de cesantía, 72 días por concepto de vacaciones; Rafael 
Gervacio Santana, 75 días por concepto auxilio de censantía 
y 72 días por concepto de vacaciones; Silvio Guillermo Be-
llo, 75 días por concepto de auxilio de cesantía y 60 días 
por concepto vacaciones; Victoriano Valdez, 45 días por 
concepto auxilio de cesantía y 48 días por concepto de va- 

caciones; Angel Figueroa o Figuereo, 30 días por concepto 
de auxilio de cesantía y 36 días por concepto de vacacio-

nes ; Modesto Díaz, 60 días por concepto de auxilio de ce-
santía y 48 días por concepto de vacaciones; Serapio de la 
Rosa, 45 días por concepto de auxilio de cesantía y 46 días 
por concepto de vacaciones; Esteban Vásquez, 45 días por 

concepto de auxilio de cesantía y 44 días por concepto de 
vacaciones; Ernesto del Rosario, 30 días por concepto de 
auxilio de cesantía y 36 días por concepto de vacaciones; 
Alberto Valdez, 75 días por concepto de auxilio de cesan-
tía y 60 días por concepto de vacaciones; Federico de los 
Santos, 60 días por concepto de auxilio de cesantía y 54 
días por concepto de vacaciones; Leoncio Travieso, 30 días 
por concepto de auxilio de cesantía y 36 días por concepto 
de vacaciones; Felino Mueses, 45 días por concepto de 
auxilio de cesantía y 42 días por concepto de vacaciones; 
Ricardo Gómez, 45 días por concepto de auxilio de cesan-
tía y 48 días por concepto de vacaciones; Juan R. de Je-
sús, 60 días por concepto de auxilio de cesantía y 48 días 
por concepto de vacaciones; Casiano Javier, 60 días por 
concepto de auxilio de cesantía y 48 días por concepto 
de vacaciones; Teodoro del Rosario, 45 días por concepto 
de auxilio de cesantía yelF45 días por concepto de vacacio-
nes; José Fortuna, 60 días por concepto de auxilio de ce-
santía y 48 días por concepto de vacaciones; Manuel Fe-
liciano, 60 días por concepto de auxilio de cesantía y 80 
días por concepto de vacaciones; Andrés Báez, 45 días 
por concepto de auxilio de cesantía y 36 días por concep-
to de vacaciones; Víctor del Rosario, 120 días por concep-
to de auxilio de cesantía y 96 días por concepto de vaca-
ciones; Pablo Frías, 75 días por concepto de auxilio de 
censantía y 60 días por concepto de vacaciones; Francisco 
Alcalá, 45 días por concepto de auxilio de cesantía y 42 
días por concepto de vacaciones; Juan Fabián, 30 días por 
concepto de auxilio de cesantía y 33 días por concepto 
de vacaciones; Jesús Soriano, 45 días por concepto de au- 
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sente fallo las siguientes sumas por concepto de indemni-
zaciones tres meses a cada uno en base a los salarios indi-
cados en el ordinal anterior de la presente sentencia; SEP-
TIMO: Condena a la Corporación Azucarera Dominicana a 
pagar a los trabajadores indicados en el ordinal 5to. del 
presente fallo en base a los salarios indicados en dicho or-
dinal las siguientes sumas por concepto de auxilio de ce-
santía y vacaciones no tomadas ni pagadas; a Juan Mer-
cedes, 90 días por concepto de auxilio de Cesantía y 72 días 
por concepto de vacaciones; Mónico Feliciano, 45 días por 
concepto de auxilio de cesantía y 48 días por concepto de 
vacaciones; Juan o José Luis Emanís, 30 días por concep- 
to de auxilio de cesantía, 34 días por concepto de vacacio- 
nes; Juan de los Santos Reyes, 45 días por concepto de au- 
xilio de cesantía y 47 días por concepto de vacaciones; 
Graciliano Javier, 30 días por concepto de auxilio de ce- 
santía y 36 días por concepto de vacaciones; Raymundo 
Vizcaíno, 30 días por concepto de auxilio de cesanta y 
36 días por concepto de vacaciones; Raymundo Valdez, 
45 días por concepto de auxilios de cesantía y 36 días por 
concepto de vacaciones; Ludovino F. Montás, 30 días por 
concepto de auxilio de cesantía y 35 días por concepto de 
vacaciones; Manuel Soriano, 75 días por concepto de auxi- 
lio de cesantía y 60 días por concepto de vacaciones; Ra- 
món Javier, 75 días por concepto auxilio de cesantía y 60 
días por concepto de vacaciones; Manuel Antonio Eralte 
Núñez, 60 días por concepto de auxilio de cesantía y 56 
días por concepto de vacaciones; Antonio de la Cruz, 90 
días por concepto auxilio de cesantía, SO días por concep- 

, 
1 	to de vacaciones; Ramón Olmos, 90 días por concepto de au- 

xilio de cesantía, 72 días por concepto de vacaciones; Rafael 
Gervacio Santana, 75 días por concepto auxilio de censantía 
y 72 días por concepto de vacaciones; Silvio Guillermo Be-
llo, 75 días por concepto de auxilio de cesantía y 60 días 
por concepto vacaciones; Victoriano Valdez, 45 días por 
concepto auxilio de cesantía y 48 días por concepto de va- 

caciones; Angel Figueroa o Figuereo, 30 días por concepto 
de auxilio de cesantía y 36 días por concepto de vacacio-
nes; Modesto Díaz, 60 días por concepto de auxilio de ce-
santía y 48 días por concepto de vacaciones; Serapio de la 
Rosa, 45 días por concepto de auxilio de cesantía y 46 días 
por concepto de vacaciones; Esteban Vásquez, 45 días por 
concepto de auxilio de cesantía y 44 días por concepto de 
vacaciones; Ernesto del Rosario, 30 días por concepto de 
auxilio de cesantía y 36 días por concepto de vacaciones; 
Alberto Valdez, 75 días por concepto de auxilio de cesan-
tía y 60 días por concepto de vacaciones; Federico de los 
Santos, 60 días por concepto de auxilio de cesantía y 54 
días por concepto de vacaciones; Leoncio Travieso, 30 días 
por concepto de auxilio de cesantía y 36 días por concepto 
de vacaciones; Felino Mueses, 45 días por concepto de 
auxilio de cesantía y 42 días por concepto de vacaciones; 
Ricardo Gómez, 45 días por concepto de auxilio de cesan-
tía y 48 días por concepto de vacaciones; Juan R. de Je-
sús, 60 días por concepto de auxilio de cesantía y 48 días 
por concepto de vacaciones; Casiano Javier, 60 días por 
concepto de auxilio de cesantía y 48 días por concepto 
de vacaciones; Teodoro del Rosario, 45 días por concepto 
de auxilio de cesantía yliF45 días por concepto de vacacio-
nes; José Fortuna, 60 días por concepto de auxilio de ce-
santía y 48 días por concepto de vacaciones; Manuel Fe-
liciano, 60 días por concepto de auxilio de cesantía y 80 
días por concepto de vacaciones; Andrés Báez, 45 días 
por concepto de auxilio de cesantía y 36 días por concep-
to de vacaciones; Víctor del Rosario, 120 días por concep-
to de auxilio de cesantía y 96 días por concepto de vaca-
ciones; Pablo Frías, 75 días por concepto de auxilio de 
censantía y 60 días por concepto de vacaciones; Francisco 
Alcalá, 45 días por concepto de auxilio de cesantía y 42 
días por concepto de vacaciones; Juan Fabián, 30 días por 
concepto de auxilio de cesantía y 33 días por concepto 
de vacaciones; Jesús Soriano, 45 días por concepto de au- 

1» . 
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xilio de cesantía y 42 días por concepto de vacaciones. 
Arcadio de León, 45 días por concepto de auxilio de ce-
santía y 44 días por concepto de vacaciones; y Francisco 
Manzueta, 90 días por concepto de auxilio de cesantía y 
80 días por concepto de vacaciones; Octavo: Rechaza por im-
procedentes y mal fundadas las conclusiones incidentales 
de la Corporación Azucarera Dominicana en la audiencia 
de fecha 4 de Diciembre, de 1964, en el sentido de opo-
nerse al depósito del documento expedido por el Departa-
mento de Trabajo de la Provincia de San Cristóbal; No-
veno: Rechaza por improcedentes las conclusiones de Fran-
cisco Alcalá y Compartes en el sentido de condenar la 
Corporación Azucarera Dominiana al pago de los intereses 
de la suma reclamada; Décimo: Condena la Corporación 
Azucarera Dominicana, de conformidad con la Ley 342, del 
27 de enero del 1954 y leyes que la modifican y sustituyen, 
pagar por concepto de regalía pascual a los trabajadores 
injustamente despedidos, al tenor del ordinal 5to. del dis-
positivo de la presente sentencia, en base a los salarios en 
él indicados, la duodécima parte de los salarios ordinarios 
devengados a partir de la fecha de entrada en vigencia de 
dicha ley, computándose el tiempo de conformidad con lo 
indicado en la lista depositada por el testigo Julio de Je-
sús, cuyo tenor es el siguiente: Juan Mercedes, cédula 
1410, serie 27, entró el 14 de mayo de 1953, salió el 22 de 
mayo del 1959, capataz, vía férrea, salario de RD$4.25 dia-
rios; Mónico Feliciano, cédula 13168, serie 25, entró el 2 
de enero del 1955, salió el 30 de diciembre de 1959, opera-
dor tractor, salario de RD$4.00 diarios; Juan o José Luis 
Emanís, cédula 90098, S. 1 1, entró el 28 de febrero del 1957, 
salió el 26 de diciembre del 1959, ayudante carpintero, sa-
lario RD$2.00 diarios; Juan Santos Reyes, cédula 21737, 
serie 2, entró el 4 de enero de 1955, salió el 29 de noviem-
bre del 1958, compresorista, salario de RD$3.50 diarios; 
Gregorio Javier, cédula 4435, serie 8, entrada el 5 de ene-
ro del 1956, salió el 30 de diciembre de 1958, operador de 
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grúa, por salario de RD$3.00 diarios; Raymundo Viscaíno, 

cédula 1236, serie 7, entró el 2 de enero de 1957, salió el 
30 de diciembre del 1959, cadenero topógrafo, con salario 

de RD$4.00 diarios; Félix Cuello Zapata, cédula 24866, 
serie 2, entró el 6 de febrero de 1956, salió el 28 de diciem-
bre de 1958, capataz, salario de RD$2.00 diarios; Raymun-
do Valdez, cédula 18084, serié 2, entró el 20 de mayo de 
1956, salió el 15 de octubre de 1959, operador bulldozer, 
con salario de RD$6.00 diarios; Ludovino F. Montás, cédu-
la 33230, serie lra., entró el 2 de enero de 1954, salió el 
26 de noviembre de 1956, operador excavadora, con sala-
rio de RD$6.00 diarios; Manuel Soriano, cédula 56595, se-
rie lra., entró el lro. de junio de 1953, salió el 8 de junio 
de 1958, ayudante mecánica, con salario de RD$3.00 dia-
rios; Ramón Javier, cédula 6645, serie 8, entró el 15 de 
.mayo de 1954, salió el 20 de julio de 1959, con salario de 
RD$2.50, ayudante bulldozer; Manuel Antonio Eralte Nú-
ñez, cédula 3690, serie 44, entró el 10 de mayo de 1953, 
salió el 10 de diciembre de 1957, ayudante tractor, con sa-
lario de RD$2.50 diarios; Antonio de la Cruz, cédula 333, 
serie 7, entró el 10 de marzo de 1953, salió el 12 de di-
ciembre de 1959, ayudante tractor, con salario de RD$2.00 
diarios; Ramón Olmos, cédula 8563, serie 23, entró el 3 de 
julio de 1952, salió el 25 de julio de 1958, ayudante de pa-
la excavadora, con salario de RD$2.50 diarios; Rafael Ger-
vasio Santana, cédula 10728, serie 30, entró el 25 de abril 
de 1952, salió el 30 de marzo de 1958, remolquero, con sa-
lario de RD$2.00; Silvio Guillermo Bello, cédula 7760, se-
rie 24, entró el lro. de agosto de 1957, salió el 3 de noviem-
bre de 1960, jefe de tiro de caña, con salario de RD$2.49 
diarios; Silvio Guillermo Bello, cédula 7760, serie 24, en-
tró el 4 de mayo de 1952, salió el 26 de junio de 1957, es-
tivador .con salario de RD$2.79 diarios; Victoriano Valdez, 
cédula 482, serie 10, entró el 8 de enero de 1950, salió el 
28 de diciembre de 1953, sereno, con salario de RD$1.75 
diario; Angel Figueroa, cédula 2183, serie 8, entró el 5 de 
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xilio de cesantía y 42 días por concepto de vacacione s . 
Arcadio de León, 45 días por concepto de auxilio de ce- 
santía y 44 días por concepto de vacaciones; y Francisco 
Manzueta, 90 días por concepto de auxilio de cesantía y 
80 días por concepto de vacaciones; Octavo: Rechaza por im-
procedentes y mal fundadas las conclusiones incidentales 
de la Corporación Azucarera Dominicana en la audiencia 
de fecha 4 de Diciembre, de 1964, en el sentido de opo-
nerse al depósito del documento expedido por el Departa-
mento de Trabajo de la Provincia de San Cristóbal; No-
veno: Rechaza por improcedentes las conclusiones de Fran-
cisco Alcalá y Compartes en el sentido de condenar la 
Corporación Azucarera Dominiana al pago de los intereses 
de la suma reclamada; Décimo: Condena la Corporación 
Azucarera Dominicana, de conformidad con la Ley 342, del 
27 de enero del 1954 y leyes que la modifican y sustituyen, 
pagar por concepto de regalía pascual a los trabajadores 
injustamente despedidos, al tenor del ordinal 5to. del dis-
positivo de la presente sentencia, en base a los salarios en 
él indicados, la duodécima parte de los salarios ordinarios 
devengados a partir de la fecha de entrada en vigencia de 
dicha ley, computándose el tiempo de conformidad con lo 
indicado en la lista depositada por el testigo Julio de Je-
sús, cuyo tenor es el siguiente: Juan Mercedes, cédula 
1410, serie 27, entró el 14 de mayo de 1953, salió el 22 de 
mayo del 1959, capataz, vía férrea, salario de RD$4.25 dia-
rios; Mónico Feliciano, cédula 13168, serie 25, entró el 2 
de enero del 1955, salió el 30 de diciembre de 1959, opera-
dor tractor, salario de RD$4.00 diarios; Juan o José Luis 
Emanís, cédula 90098, S. 1 1, entró el 28 de febrero del 1957, 
salió el 26 de diciembre del 1959, ayudante carpintero, sa-
lario RD$2.00 diarios; Juan Santos Reyes, cédula 21737, 
serie 2, entró el 4 de enero de 1955, salió el 29 de noviem-
bre del 1958, compresorista, salario de RD$3.50 diarios; 
Gregorio Javier, cédula 4435, serie 8, entrada el 5 de ene-
ro del 1956, salió el 30 de diciembre de 1958, aperador de  

grúa, por salario de RD$3.00 diarios; Raymundo Viscaíno, 
cédula 1236, serie 7, entró el 2 de enero de 1957, salió el 
30 de diciembre del 1959, cadenero topógrafo, con salario 
de RD$4.00 diarios; Félix Cuello Zapata, cédula 24866, 
serie 2, entró el 6 de febrero de 1956, salió el 28 de diciem-
bre de 1958, capataz, salario de RD$2.00 diarios; Raymun-
do Valdez, cédula 18084, serie 2, entró el 20 de mayo de 
1956, salió el 15 de octubre de 1959, operador bulldozer, 
con salario de RD$6.00 diarios; Ludovino F. Montás, cédu-
la 33230, serie lra., entró el 2 de enero de 1954, salió el 
26 de noviembre de 1956, operador excavadora, con sala-
rio de RD$6.00 diarios; Manuel Soriano, cédula 56595, se-
rie lra., entró el lro. de junio de 1953, salió el 8 de junio 
de 1958, ayudante mecánica, con salario de RD$3.00 dia-
rios; Ramón Javier, cédula 6645, serie 8, entró el 15 de 
mayo de 1954, salió el 20 de julio de 1959, con salario de 
RD$2.50, ayudante bulldozer; Manuel Antonio Eralte Nú-
ñez, cédula 3690, serie 44, entró el 10 de mayo de 1953, 
salió el 10 de diciembre de 1957, ayudante tractor, con sa-
lario de RD$2.50 diarios; Antonio de la Cruz, cédula 333, 
serie 7, entró el 10 de marzo de 1953, salió el 12 de di-
ciembre de 1959, ayudante tractor, con salario de RD$2.00 
diarios; Ramón Olmos, cédula 8563, serie 23, entró el 3 de 
julio de 1952, salió el 25 de julio de 1958, ayudante de pa-
la excavadora, con salario de RD$2.50 diarios; Rafael Ger-
vasio Santana, cédula 10728, serie 30, entró el 25 de abril 
de 1952, salió el 30 de marzo de 1958, remolquero, con sa-
lario de RD$2.00; Silvio Guillermo Bello, cédula 7760, se-
rie 24, entró el lro. de agosto de 1957, salió el 3 de noviem-
bre de 1960, jefe de tiro de caña, con salario de RD$2.49 
diarios; Silvio Guillermo Bello, cédula 7760, serie 24, en-
tró el 4 de mayo de 1952, salió el 26 de junio de 1957, es-
tivador .con salario de RD$2.79 diarios; Victoriano Valdez, 
cédula 482, serie 10, entró el 8 de enero de 1950, salió el 
28 de diciembre de 1953, sereno, con salario de RD$1.75 
diario; Angel Figueroa, cédula 2183, serie 8, entró el 5 de 
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enero de 1954, salió el 29 de diciembre de 1956, peón vía 
férrea, con salario de RD$1.75 diarios; Modesto Díaz, cédu-
la 5777, serie 8, entró el lro. de julio de 1952, Galio el 3 de 
agosto de 1956, ayudante excavadora, con salario de RD$ 
2.25 diarios; Serapio de la Rosa, cédula 3449, serie 5, en-
tró el 19 de febrero de 1954, salió el 26 de noviembre de 
1957, estibador, con salario de RD$5.00 diarios; Arturo 
Canela, cédula 6005, serie 49, entró el 23 de septiembre 
de 1953, salió el 29 de octubre de 1958, hachero, con 'sala-
rio de RD$2.00 diarios; Angel María Rondón, cédula 44158, 
serie lra., entró el 14 de agosto de 1955, salió el 18 de di-
ciembre de 1959, operador tractor, con salario de RD$4.59 
diarios; Esteban Vásquez, cédula 4033, serie 8, entró el 10 
de abril de 1956, salió el 12 de noviembre de 1959, obrero 
de línea férrea, con salario de RD$2.00 diarios; Ernesto 
del Rosario, cédula 8742, serie 8, entró el 3 de enero de 
1956, salió el 30 de diciembre de 1958, ayudante carpinte-
ro, con salario de RD$1.75 diario; Alvaro Valdez, cédula 
11171, serie 10, entró el 18 de octubre de 1952, salió el 23 
de octubre de 1957, carpintero, con salario de RD$3.50 
diarios; Federico de los Santos, cédula 6529, serie 2, entró 
el 8 de mayo de 1954, 'salió el 13 de noviembre de 1958, 
varillero, con salario de RD$3.75 diarios; Leoncio Travie-
so, cédula 7461, serie 8, entró el 3 de enero de 1957, salió 
el 6 de diciembre de 1959, remolquero de vagones, con sa-
lario de RD$2.00 diarios; Felino Mueses, cédula 5851, se-
rie 28, entró el 2 de mayo de 1956, salió el 8 de noviem-
bre de 1959, cadenero topógrafo, con salario de RD$4.00 
diarios; Hilario Marte, cédula 1234, serie 9, entró el lro. 
de julio de 1952 y salió el 4 de agosto de 1958, estibador, 
con salario de RD$4.00 diarios; Ricardo Gómez, cédula 
16179, serie 54, entró el 2 de enero de 1955, salió el 9 de 
diciembre de 1958, soldador, con salario de RD$4.00 dia-
rios; Juan F. de Jesús N., cédula 5119, serie 8, entró el 4 
de febrero de 1953, salió el 23 de octubre del 1957, estiba-
dor, con salario de RD$4.00 diarios; Casiano Javier, cé- 
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dula 5719, serie 8, entró el 18 de octubre de 1953, salió el 
21 de diciembre de 1957, estibador, con salario de RD$4.00 
diarios; Eloy Jiménez, cédula 5231, serie 8, entró el 3 de 
enero de 1951, salió el 5 de febrero de 1958, hachero con 
salario de RD$2.00 diarios; Francisco Moronta, cédula 
7754, serie 8, entró el lro. de marzo de 1953, salió el 19 
de noviembre de 1957, peón vía férrea, con salario de 
RD$1.11P diario; Teodoro Rosario, cédula 4652, serie 8, en- 
tró el 8 de febrero de 1954, salió el 19 de noviembre de 
1957, con salario de RD$4.00 diario, estibador; Gerónimo 
Travieso, cédula 5662, serie 8, entró el 7 de junio de 1952, 
salió el 14 de julio de 1958, hachero, con salario de RD$ 
2.00 diarios; José Fortuna, cédula 4861, serie 25, entró el 
22 de agosto de 1963, salió el 27 de diciembre de 1957, 
estibador, con salario de RD$5.00 diarios; Manuel Felicia-
no, cédula 11131, serie 25, entró el lro. de marzo de 1950, 
salió el 11 de octubre de 1956, cadenero topógrafo, con sa-
lario de RD$4.00 diario; Andrés Báez, cédula 8679, serie 
84, entró el 14 de septiembre de 1951, salió el 16 de octu-
bre de 1954, estibador, con salario de RD$4.00 diarios; 
Víctor del Rosario, cédula 4434, serie 8, entró el 2 de ma-
yo de 1950, salió el 4 de junio de 1958, ayudante varillero, 
con salario de RD$2.00 diarios; Pablo Frías, cédula 7321, 
serie 30, entró el 6 de agosto de 1952, salió el 9 de octu-
bre de 1957, segundo capataz vía férrea, con salario de 
RD$2.00 diarios; Francisco Alcalá, cédula 7180, serie 30, 
entró el lro. de abril de 1953, salió 10 de diciembre de 
1955, albañil, con salario de RD$4.00 diarios; Genaro Ro-
sario, cédula 2169, serie 8, entró el 3 de enero de 1955, 
salió el 5 de diciembre de 1958, capataz de carretera, con 
salario de RD$2.00 diarios; Celestino del Rosario, cédula 
4794, serie 8, entró el 2 de febrero de 1956, salió el 28 de 
diciembre de 1959, peón de abono, con salario de RD$1.60 
diario; Juan Fabián, cédula 5309, serie 8, entró el 5 de ene-
ro de 1957, salió el 8 de noviembre de 1959, peón línea fé-
rrea, con salario de RD$1.75 diario; Jesús Soriano, cédula 
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enero de 1954, salió el 29 de diciembre de 1956, peón vía 
férrea, con salario de RD$1.75 diarios; Modesto Díaz, cédu-
la 5777, serie 8, entró el lro. de julio de 1952, salió el 3 de 
agosto de 1956, ayudante excavadora, con salario de RD$ 
2.25 diarios; Serapio de la Rosa, cédula 3449, serie 5, en-
tró el 19 de febrero de 1954, salió el 26 de noviembre de 
1957, estibador, con salario de RD$5.00 diarios; Arturo 
Canela, cédula 6005, serie 49, entró el 23 de septiembre 
de 1953, salió el 29 de octubre de 1958, hachero, con 'sala-
rio de RD$2.00 diarios; Angel María Rondón, cédula 44158, 
serie lra., entró el 14 de agosto de 1955, salió el 18 de di-
ciembre de 1959, operador tractor, con salario de RD$4.59 
diarios; Esteban Vásquez, cédula 4033, serie 8, entró el 10 
de abril de 1956, salió el 12 de noviembre de 1959, obrero 
de línea férrea, con salario de RD$2.00 diarios; Ernesto 
del Rosario, cédula 8742, serie 8, entró el 3 de enero de 
1956, salió el 30 de diciembre de 1958, ayudante carpinte-
ro, con salario de RD$1.75 diario; Alvaro Valdez, cédula 
11171, serie 10, entró el 18 de octubre de 1952, salió el 23 
de octubre de 1957, carpintero, con salario de RD$3.50 
diarios; Federico de los Santos, cédula 6529, serie 2, entró 
el 8 de mayo de 1954, salió el 13 de noviembre de 1958, 
varillero, con salario de RD$3.75 diarios; Leoncio Travie-
so, cédula 7461, serie 8, entró el 3 de enero de 1957, salió 
el 6 de diciembre de 1959, remolquero de vagones, con sa-
lario de RD$2.00 diarios; Felino Mueses, cédula 5851, se-
rie 28, entró el 2 de mayo de 1956, salió el 8 de noviem-
bre de 1959, cadenero topógrafo, con salario de RD$4.00 
diarios; Hilario Marte, cédula 1234, serie 9, entró el 1ro. 
de julio de 1952 y salió el 4 de agosto de 1958, estibador, 
con salario de RD$4.00 diarios; Ricardo Gómez, cédula 
16179, serie 54, entró el 2 de enero de 1955, salió el 9 de 
diciembre de 1958, soldador, con salario de RD$4.00 dia-
rios; Juan F. de Jesús N., cédula 5119, serie 8, entró el 4 
de febrero de 1953, salió el 23 de octubre del 1957, estiba-
dor, con salario de RD$4.00 diarios; Casiano Javier, cé- 
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dula 5719, serie 8, entró el 18 de octubre de 1953, salió el 

21 de diciembre de 1957, estibador, con salario de RD$4.00 
diarios; Eloy Jiménez, cédula 5231, serie 8, entró el 3 de 
enero de 1951, salió el 5 de febrero de 1958, hachero con 
salario de RD$2.00 diarios; Francisco Moronta, cédula 
7754, serie 8, entró el lro. de marzo de 1953, salió el 19 
de noviembre de 1957, peón vía férrea, con salario de 
RD$1.1W diario; Teodoro Rosario, cédula 4652, serie 8, en- 
tró el 8 de febrero de 1954, salió el 19 de noviembre de 
1957, con salario de RD$4.00 diario, estibador; Gerónimo 
Travieso, cédula 5662, serie 8, entró el 7 de junio de 1952, 
salió el 14 de julio de 1958, hachero, con salario de RD$ 
2.00 diarios; José Fortuna, cédula 4861, serie 25, entró el 
22 de agosto de 1963, salió el 27 de diciembre de 1957, 
estibador, con salario de RD$5.00 diarios; Manuel Felicia-
no, cédula 11131, serie 25, entró el 1ro. de marzo de 1950, 
salió el 11 de octubre de 1956, cadenero topógrafo, con sa-
lario de RD$4.00 diario; Andrés Báez, cédula 8679, serie 
84, entró el 14 de septiembre de 1951, salió el 16 de octu-
bre de 1954, estibador, con salario de RD$4.00 diarios; 
Víctor del Rosario, cédula 4434, serie 8, entró el 2 de ma-
yo de 1950, salió el 4 de junio de 1958, ayudante varillero, 
con salario de RD$2.00 diarios; Pablo Frías, cédula 7321, 
serie 30, entró el 6 de agosto de 1952, salió el 9 de octu-
bre de 1957, segundo capataz vía férrea, con salario de 
RD$2.00 diarios; Francisco Alcalá, cédula 7180, serie 30, 
entró el lro. de abril de 1953, salió 10 de diciembre de 
1955, albañil, con salario de RD$4.00 diarios; Genaro Ro-
sario, cédula 2169, serie 8, entró el 3 de enero de 1955, 
salió el 5 de diciembre de 1958, capataz de carretera, con 
salario de RD$2.00 diarios; Celestino del Rosario, cédula 
4794, serie 8, entró el 2 de febrero de 1956, salió el 28 de 
diciembre de 1959, peón de abono, con salario de RD$1.60 
diario; Juan Fabián, cédula 5309, serie 8, entró el 5 de ene-
ro de 1957, salió el 8 de noviembre de 1959, peón línea fé-
rrea, con salario de RD$1.75 diario; Jesús Soriano, cédula 
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3809, serie 8, entró el 10 de febrero de 1955, salió el 16 d e 
 abril de 1958, segundo capataz, con salario de RD$2.75 

diarios; Arcadio de León, cédula 7687, serie 8, entró el 12 
de marzo de 1953, salió el 20 de octubre de 1956, ayudan-
te grúa, con salario de RD$2.25 diarios; Francisco Man-
zueta, cédula 7754, serie 8, entró el 21 de enero de 1952, 
salió el lro. de septiembre de 1958, peón de línea férrea, 
con salario de RD$1.75 diario; Undécimo: Condena la Cor-
poración Azucarera Dominicana, parte sucumbiente, al pa-
go de las costas del procedimiento, de conformidad con 
los arttículos 5 y 6 de la ley No. 302 del 18 de junio de 
1964, y el artículo 691 del Código de Trabajo, ordenándo-
se su distracción en provecho de los Doctores Carlos Ma-
nuel Ruiz Martínez y Radhamés A. Rodríguez Gómez, abo-
gados que afirman haberlas avanzado en su totalidad"; 

Considerando que la recurrente invoca en su memo-
rial de casación, los siguientes medios: Primer Medio: 
Violación de los artículos 659, 660 y 661 del Código de 
Trabajo sobre la prescripción de las acciones; Segundo 
Medio: Falta de base legal. Desnaturalización de los he-
chos y documentos de la causa; Tercer Medio: Falta de 
motivos. Violación del artículo 141 del Código de Proce-
dimiento Civil. Contradicción de los motivos y dispositivo 
de la sentencia; Cuarto Medio: Violación del artículo 252 
y siguientes del Código de Procedimiento Civil sobre la 
información testimonial. Quinto Medio: Violación del ar-
tículo 520 del Código de Trabajo. Sexto Medio: Violación 
del artículo 1315 del Código Civil; Séptimo Medio: Viola-
ción a la Ley 5235 del 25 de octubre de 1959, sobre Rega-
lía Pascual y Octavo Medio: Violación del artículo 168 del 
Código de Trabajo; 

Considerando que en el desenvolvimiento de su pri-
mer medio de casación la recurrente alega en síntesis, que 
en la demanda introductiva de instancia, los trabajadores 
afirmaron que fueron despedidos injustamente de sus tra-
bajos, durante los años 1955, 1958 y 1959 y que las quere- 

lías las presentaron los días 24 de julio y 17 y 24 de agos-
to del año 1962; que como las acciones por causa de despi-
do prescriben en el término de dos meses a contar de un 
día después de la fecha en que la acción puede ser ejerci-
da, y como el 19 de noviembre de 1961 fue la fecha en que 
salieron los últimos miembros de la familia Trujillo que 
podían impedir el ejercicio de tales acciones, es evidente, 
que el plazo de la prescripción comenzó a correr para los 
trabajadores el día 20 de Noviembre de 1961; que como 
las querellas fueron presentadas en los meses de julio y 
agosto de 1962, como se ha expresado, ya la acción estaba 
prescrita; que el Juez a-quo para declarar que la prescrip-
ción de los trabajadores comenzó a correr no a partir del 
19 de Noviembre de 1961, sino a partir de las elecciones 
de 1962, expuso motivos contradictorios, porque en el pri-
mer considerando de la página 8 de la sentencia impugna-
da reconoce que "a partir del 19 de Noviembre de 1961 
un torrente de reclamaciones anegó nuestros tribunales" 
que sin embargo, en el mismo considerando afirma que 
"muchos derechos conculcados quedaron en la sombra que 
todavía proyectaba el terror hasta las elecciones naciona-
les de 1962"; que la Suprema Corte de Justicia se ha pro-
nunciado clara y definitivamente en el sentido de que con 
la salida de los Trujillo el 19 de Noviembre de 1961, des-
aparecieron las causas que hacían imposible el ejercicio 
de los derechos; que la Cámara a-qua al extender hasta el 
mes de Diciembre de 1962, fecha de las elecciones, el pe-
ríodo de fuerza mayor que significó la tiranía de Trujillo, 
se apartó de la realidad vivida por el pueblo dominicano 
a partir del 19 de Noviembre de 1961, fecha en la cual se 

produjo definitivamente la salida de la familia Trujillo del 
territorio nacional; aue el juez a-quo al no declarar la 
prescripción de esas acciones violó los artículos antes se- 

fi Considerando que el examen del fallo impugnado po- 
ne de manifiesto que el juez a-quo rechazó el alegato de 
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3809, serie 8, entró el 10 de febrero de 1955, salió el 16 de 
abril de 1958, segundo capataz, con salario de RD$2.75 
diarios; Arcadio de León, cédula 7687, serie 8, entró el 12 
de marzo de 1953, salió el 20 de octubre de 1956, ayudan-
te grúa, con salario de RD$2.25 diarios; Francisco Man-
zueta, cédula 7754, serie 8, entró el 21 de enero de 1952, 
salió el lro. de septiembre de 1958, peón de línea férrea, 
con salario de RD$1.75 diario; Undécimo: Condena la Cor-
poración Azucarera Dominicana, parte sucumbiente, al pa-
go de las costas del procedimiento, de conformidad con 
los arttículos 5 y 6 de la ley No. 302 del 18 de junio de 
1964, y el artículo 691 del Código de Trabajo, ordenándo-
se su distracción en provecho de los Doctores Carlos Ma-
nuel Ruiz Martínez y Radhamés A. Rodríguez Gómez, abo-
gados que afirman haberlas avanzado en su totalidad"; 

Considerando que la recurrente invoca en su memo-
rial de casación, los siguientes medios: Primer Medio: 
Violación de los artículos 659, 660 y 661 del Código de 
Trabajo sobre la prescripción de las acciones; Segundo 
Medio: Falta de base legal. Desnaturalización de los he-
chos y documentos de la causa; Tercer Medio: Falta de 
motivos. Violación del artículo 141 del Código de Proce-
dimiento Civil. Contradicción de los motivos y dispositivo 
de la sentencia; Cuarto Medio: Violación del artículo 252 
y siguientes del Código de Procedimiento Civil sobre la 
información testimonial. Quinto Medio: Violación del ar-
tículo 520 del Código de Trabajo. Sexto Medio: Violación 
del artículo 1315 del Código Civil; Séptimo Medio: Viola-
ción a la Ley 5235 del 25 de octubre de 1959, sobre Rega-
lía Pascual y Octavo Medio: Violación del artículo 168 del 
Código de Trabajo; 

Considerando que en el desenvolvimiento de su pri-
mer medio de casación la recurrente alega en síntesis, que 
en la demanda introductiva de instancia, los trabajadores 
afirmaron que fueron despedidos injustamente de sus tra-
bajos, durante los años 1955, 1958 y 1959 y que las quere- 

llas las presentaron los días 24 de julio y 17 y 24 de agos-
to del año 1962; que como las acciones por causa de despi-
do prescriben en el término de dos meses a contar de un 
día después de la fecha en que la acción puede ser ejerci-

da, y como el 19 de noviembre de 1961 fue la fecha en que 
salieron los últimos miembros de la familia Trujillo que 
podían impedir el ejercicio de tales acciones, es evidente, 
que el plazo de la prescripción comenzó a correr para los 
trabajadores el día 20 de Noviembre de 1961; que como 
las querellas fueron presentadas en los meses de julio y 
agosto de 1962, como se ha expresado, ya la acción estaba 
prescrita; que el Juez a-quo para declarar que la prescrip-
ción de los trabajadores comenzó a correr no a partir del 
19 de Noviembre de 1961, sino a partir de las elecciones 
de 1962, expuso motivos contradictorios, porque en el pri-
mer considerando de la página 8 de la sentencia impugna-
da reconoce que "a partir del 19 de Noviembre de 1961 
un torrente de reclamaciones anegó nuestros tribunales" 
que sin embargo, en el mismo considerando afirma que 
"muchos derechos conculcados quedaron en la sombra que 
todavía proyectaba el terror hasta las elecciones naciona-
les de 1962"; que la Suprema Corte de Justicia se ha pro-
nunciado clara y definitivamente en el sentido de que con 
la salida de los Trujillo el 19 de Noviembre de 1961, des-
aparecieron las causas que hacían imposible el ejercicio 
de los derechos; que la Cámara a-qua al extender hasta el 
mes de Diciembre de 1962, fecha de las elecciones, el pe-
ríodo de fuerza mayor que significó la tiranía de Trujillo, 
se apartó de la realidad vivida por el pueblo dominicano 
a partir del 19 de Noviembre de 1961, fecha en la cual se 
produjo definitivamente  la salida de la familia Trujillo del 
territorio nacional; aue el juez a-quo al no declarar la 
prescripción de esas acciones violó los artículos antes se-
ñalados; 

Considerando que el examen del fallo impugnado po-
ne de manifiesto que el juez a-quo rechazó el alegato de 

C 
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la prescripción invocado por la recurrente, sobre los si-
guientes fundamentos; 1) que existía en el país un esta-
do de inseguridad, constitutivo de fuerza mayor que impi-
dió a los trabajadores ejercer sus derechos, situación que 
duró "hasta la fecha de la demanda introductiva, intentada 
en los meses de julio y agosto de 1962; 2) que si bien es 
cierto que a partir del 19 de Noviembre de 1961, fecha 
de salida de los Trujillo, "un torrente de reclamaciones 
anegó nuestros tribunales", "muchos derechos conculcados 
quedaron en la sombra que todavía proyectaba el terror 
hasta las elecciones de Diciembre de 1962;" 3) que el mo-
mento de iniciarse la prescripción se hizo imponderable 
hasta que la democracia, con todas sus características, apa-
reció en nuestro país, sustentada por el elemento público 
y notorio del sufragio universal; 4) que dos testigos afir-
maron en audiencia que el miedo a reclamar sus derechos, 
se perdió "a fines de 1962", cuando las elecciones; 5) que 
como el Consejo de Estado pagó preaviso y cesantía a va-
rios trabajadores entre los cuales está Gerónimo Travie-
so, los demás tenían "válidas razones" para no ejercer la 
acción hasta tanto no hubiesen estado convencidos de que 
a ellos no se les pagaría; que como el pago comenzó a ha-
cerse en el mes de mayo de 1962, es "razonable" que los 
recurridos llegaran, en los meses de julio y agosto de ese 
mismo año, al convencimiento de que a ellos no se les iba 
a pagar; que la Corporación, al hacer suponer aue todos 
los trabajadores serían tratados de igual modo, impidió 
que los recurridos supieran "cuándo y por qué vía debían 
iniciar sus reclamaciones"; 6) que todavía en esa época, 
la primera mitad del año 1962, se estaban cometiendo ac-
tos de represión que "eran causas más que suficientes pa-
ra impedir a los recurridos sus reclamaciones". 

Considerando que esos motivos, que son vagos, gene-
rales y contradictorios, no justifican el dispositivo de la 
sentenia impugnada en el aspecto que se examina, por lo 
cual dicha sentencia debe ser casada por falta de base le- 
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Tor tales motivos: Primero: Casa la sentencia dictada 
por la Cámara de Trabajo del Distrito Nacional, de fecha 
22 de diciembre de 1964, cuyo dispositivo se ha copiado en 
otro lugar del presente fallo, y envía el asunto al Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Judicial de San Cristó-
bal, como tribunal de trabajo de segundo grado; y Segun-
do: Compensa las costas. 

(Firmados): Alfredo Conde Pausas.— Manuel D. Ber-
gés Chupani.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Luis Gó-
mez Tavárez.— Rafael Richiez Saviñón.— Pedro María 
Cruz.— Rafael Rincón hijo.— Manfredo A. Moore.— 
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

gal, sin que sea necesario ponderar los demás medios del 

falta de

que cuando la sentencia es casada por 
; base legal, las costas pueden ser compensadas; 



502 	 BOLETÍN JUDICIAL 
BOLETÍN JUDICIAL 	 50:3 
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dió a los trabajadores ejercer sus derechos, situación que 
duró "hasta la fecha de la demanda introductiva, intentada 
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cierto que a partir del 19 de Noviembre de 1961, fecha 
de salida de los Trujillo, "un torrente de reclamaciones 
anegó nuestros tribunales", "muchos derechos conculcados 
quedaron en la sombra que todavía proyectaba el terror 
hasta las elecciones de Diciembre de 1962;" 3) que el mo-
mento de iniciarse la prescripción se hizo imponderable 
hasta que la democracia, con todas sus características, apa-
reció en nuestro país, sustentada por el elemento público 
y notorio del sufragio universal; 4) que dos testigos afir-
maron en audiencia que el miedo a reclamar sus derechos, 
se perdió "a fines de 1962", cuando las elecciones; 5) que 
como el Consejo de Estado pagó preaviso y cesantía a va-
rios trabajadores entre los cuales está Gerónimo Travie. 
so, los demás tenían "válidas razones" para no ejercer la 
acción hasta tanto no hubiesen estado convencidos de que 
a ellos no se les pagaría; que como el pago comenzó a ha-
cerse en el mes de mayo de 1962, es "razonable" que los 
recurridos llegaran, en los meses de julio y agosto de ese 
mismo año, al convencimiento de que a ellos no se les iba 
a pagar; que la Corporación, al hacer suponer que todos 
los trabajadores serían tratados de igual modo, impidió 
que los recurridos supieran "cuándo y por qué vía debían 
iniciar sus reclamaciones"; 6) que todavía en esa época, 
la primera mitad del año 1962, se estaban cometiendo ac-
tos de represión que "eran causas más que suficientes pa-
ra impedir a los recurridos sus reclamaciones". 

Considerando que esos motivos, que son vagos, gene-
rales y contradictorios, no justifican el dispositivo de la 
sentenia impugnada en el aspecto que se examina, por lo 
cual dicha sentencia debe ser casada por falta de base le- 

gal, sin que sea necesario ponderar los demás medios del 

recurso; 

Considerando que cuando la sentencia es casada por 
falta de base legal, las costas pueden ser compensadas; 

Tór tales motivos: Primero: Casa la sentencia dictada 
por la Cámara de Trabajo del Distrito Nacional, de fecha 
22 de diciembre de 1964, cuyo dispositivo se ha copiado en 
otro lugar del presente fallo, y envía el asunto al Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Judicial de San Cristó-
bal, como tribunal de trabajo de segundo grado; y Segun-
do: Compensa las costa-9 

(Firmados): Alfredo Conde Pausas.— Manuel D. Ber-
gés Chupani.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Luis Gó-
mez Tavárez.— Rafael Richiez Saviñón.— Pedro María 
Cruz.— Rafael Rincón hijo.— Manfredo A. Moore.— 
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 28 DE MARZO DEL 1966 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega de fecha 25 
de junio de 1965. 

Materia: Correccional (Violación a la Ley 5771). 

Recurrentes: Francisco José Rodriguez y compartes. 

941  
Abogados de los recurrentes: Dr. Bienvenido Mejía y Mejía y Hugo 

Alvarez Valencia. 

Interviniente: Rafael Rosario Castafios. 
Abogado: Dr. Gustavo Gómez Ceara. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Alfredo Conde 
Pausas, Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Primer Sus-
tituto de Presidente; F. E. Ravelo de la Fuente, Segundo 
Sustituto de Presidente; Guarionex A. García de Peña, Luis 
Gómez Tavárez, Rafael Richiez Saviñón, Pedro María Cruz, 
Manfredo A. Moore y Rafael Rincón hijo, asistidos del Se-
cretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en la ciudad de Santo Domingo, Distrito Nacional, hoy día 28 
de marzo del año 1966, años 123o. de la Independencia y 
103o. de la Restauración, 'dicta en audiencia pública, como 
corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Francis-
ca José Rodríguez, dominicano, mayor de edad, chófer, ca-
sado, cédula No. 18259 serie 56, domiciliado en la ciudad de 
San Francisco de Macorís; Luis Sergio Frías, dominicano, 
mayor de edad, cuya cédula personal no consta en el expe-
diente, domiciliado también en la ciudad de San Francisco  

de Macorís, y la Compañía de Seguros San Rafael, C. por A., 

con su asiento social en la casa No. 66 de la calle Isabel La 
Católica, de la ciudad de Santo Domingo, representada por 
co Administrador Dr. Luis Augusto Ginebra Hernández, do-
minicano, mayor de edad, casado, cédula No. 10999, serie 
La Vega, de fecha 25 de junio de 1965, cuyo dispositivo se 

copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. Julio Brache, cédula No. 21229, serie 47, en 

representación del Dr. Bienvenido Mejía y Mejía, y el Dr. 
Hugo Alvarez Valencia, cédula No. 20267, serie 47, aboga-
eos de los recurrentes, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el Dr. Gustavo Gómez Ceara, cédula No. 1183, se-
rie 47, abogado de la parte interviniente Rafael Rosario 
Castaño, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte agua, en fecha 1o. de julio de 1965, a 
requerimiento del Dr. Hugo Francisco Alvarez Valencia, 
abogado, actuando en interés de los recurrentes; 

Visto el memorial de casación suscrito por el Dr. Bien-
venido Mejía y Mejía, en su calidad de abogado de los recu-
rrentes Francisco José Rodríguez, Luis Sergio Frías y Com-
pañía de Seguros San Rafael C. por A., depositado en la Se-
cretaría de la Suprema Corte de Justicia el 5 de noviembre 
de 1965; 

Visto el memorial de casación suscrito por el Dr. Hugo 
Francisco Alvarez Valencia como abogado del recurrente 
Francisco José Rodríguez, depositado en la Secretaría de 
la Suprema Corte de Justicia el 8 de noviembre de 1965; 

Visto el escrito firmado por el abogado de la parte in-
terviniente, depositado en la Secretaría de la Suprema Corte 
de Justicia, el 8 de noviembre de 1965; 
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SENTENCIA DE FECHA 28 DE MARZO DEL 1966 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega de fecha 25 III 
 de junio de 1965. 

Materia: Correccional (Violación a la Ley 5771). 

Recurrentes: Francisco José Rodriguez y compartes. 

Abogados de los recurrentes: Dr. Bienvenido Mejía y Mejía y Hugo 
Alvarez Valencia, 

Interviniente: Rafael Rosario Castaños. 
Abogado: Dr. Gustavo Gómez Ceara. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Alfredo Conde 
Pausas, Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Primer Sus-
tituto de Presidente; F. E. Ravelo de la Fuente, Segundo 
Sustituto de Presidente; Guarionex A. García de Peña, Luis 
Gómez Tavárez, Rafael Richiez Saviñón, Pedro María Cruz, 
Manfredo A. Moore y Rafael Rincón hijo, asistidos del Se-
cretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en la ciudad de Santo Domingo, Distrito Nacional, hoy día 28 
de marzo del año 1966, años 123o. de la Independencia y 
103o. de la Restauración, 'dicta en audiencia pública, como 
corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Francis-
ca José Rodríguez, dominicano, mayor de edad, chófer, ca-
sado, cédula No. 18259 serie 56, domiciliado en la ciudad de 
San Francisco de Macorís; Luis Sergio Frías, dominicano, 
mayor de edad, cuya cédula personal no consta en el expe-
diente, domiciliado también en la ciudad de San Francisco  

de Macorís, Y la Compañía de Seguros San Rafael, C. por A., 

con su asiento social en la casa No. 66 de la calle Isabel La 
Católica, de la ciudad de Santo Domingo, representada por 
‘.1, Administrador Dr. Luis Augusto Ginebra Hernández, do-
minicano, mayor de edad, casado, cédula No. 10999, serie 
La Vega, de fecha 25 de junio de 1965, cuyo dispositivo se 

copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. Julio Brache, cédula No. 21229, serie 47, en 

representación del Dr. Bienvenido Mejía y Mejía, y el Dr. 
Hugo Alvarez Valencia, cédula No. 20267, serie 47, aboga-
eos de los recurrentes, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el Dr. Gustavo Gómez Ceara, cédula No. 1183, se-
rie 47, abogado de la parte interviniente Rafael Rosario 
Castaño, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a-qua, en fecha 1o. de julio de 1965, a 
requerimiento del Dr. Hugo Francisco Alvarez Valencia, 
abogado, actuando en interés de los recurrentes; 

Visto el memorial de casación suscrito por el Dr. Bien-
venido Mejía y Mejía, en su calidad de abogado de los recu-
rrentes Francisco José Rodríguez, Luis Sergio Frías y Com-
pañía de Seguros San Rafael C. por A., depositado en la Se-
cretaría de la Suprema Corte de Justicia el 5 de noviembre 
de 1965; 

Visto el memorial de casación suscrito por el Dr. Hugo 
Francisco Alvarez Valencia como abogado del recurrente 
Francisco José Rodríguez, depositado en la Secretaría de 
la Suprema Corte de Justicia el 8 de noviembre de 1965; 

Visto el escrito firmado por el abogado de la parte in-
terviniente, depositado en la Secretaría de la Suprema Corte 
de Justicia, el 8 de noviembre de 1965; 
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La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe-
rado, y vistos los artículos 1 de la Ley No. 5771; 163 del Có-
digo de Procedimiento Criminal; y, 1 y 65 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que 
el día 28 de febrero de 1964, mientras Francisco José Rodrí-
guez conducía el taxi placa pública Núm. 32053, de sur a 
norte por la antigua carretera Duarte, al llegar aproxima-
damente al Kilómetro once, tramo de la carretera Bonao-
Rincón, le ocasionó al menor Luis Esteban Santos golpes y 
fracturas que le causaron la muerte; b) que del menciona-
do proceso fue apoderada regularmente la Primera Cámara 
Penal del Juzgado de Primera Instancia, del Distrito Judi-
cial de La Vega, la cual pronunció su sentencia sobre el fon-
do el 16 de noviembre de 1964, con el siguiente dispositivo: 
"FALLA: PRIMERO: Declara culpable al prevenido Fran-
cisco José Rodríguez, culpable de violación a la ley No. 5771, 
en perjuicio de Luis Esteban Santos y en consecuencia se 
condena a sufrir la pena de 2 meses de Prisión Correccio-
nal y al pago de una multa de RD$100.00, acogiendo en su 
favor circunstancias atenuantes y la falta de la víctima; SE-
GUNDO: Condena además al prevenido al pago de las cos-
tas; TERCERO: Acoge como buena y válida en cuanto a la 
forma la constitución en parte civil hecha por Rafael Rosa-
rio Castaño por conducto del Dt. Gustavo Gómez Ceara, 
contra Luis Sergio Frías dueño del vehículo, contra la Com-
pañía Nacional de Seguros San Rafael C. por A., asegura-
dora de persona civilmente responsable; CUARTO: En cuan-
to al fondo condena a Luis Sergio Frías persona civilmente 
responsable al pago de una indemnización de RD$2,000.00 
en favor de la parte civilmente constituída; QUINTO; Con-
dena a Luis Sergio Frías al pago de los intereses legales a 
partir de la fecha de la demanda, en favor de la parte civil 
constituida en título de indemnización Supletoria; SEXTO: 
Condena a Luis Sergio Frías al pago de las costas civiles en  

provecho del Dr. Gustavo Gómez Ceara quien afirma haber-
las avanzado en su totalidad; SEPTIMO: Declara la presen-
t,' sentencia común y oponible a la Compañía Nacional de 
seguros San Rafael C. por A., aseguradora de la persona 
civilmente responsable"; c) sobre recurso de apelación in-
tErpuesto por el prevenido, la persona civilmente responsa-
ble y la compañía aseguradora, la Corte a-qua dictó el fallo 
ahora impugnado en casación, cuyo dispositivo se transcri-
be a continuación: "FALLA: PRIMERO: Se Declara regular 

y válido en la forma los recursos de apelación interpuestos 
por los nombrados Francisco José Rodríguez, prevenido, y 
Luis Sergio Frías, parte civilmente responsable y por la 
Compañía de Seguros "San Rafael" C. por A., contra sen-
tencia dictada por la Primera Cámara Penal del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de La Vega, del 16 
af noviembre de 1964, que declaró culpable al prevenido 
Francisco José Rodríguez del delito de violación a la Ley 
5771, en perjuicio de Luis Esteban Santos (fallecido) y en 
consecuencia le condenó a sufrir la pena de 2 meses de pri-
sión correccional y al pago de una multa de RD$100.00 
(Cien Pesos Oro) acogiendo en su favor circunstancias ate-
nuantes y la falta de la víctima; condenó además al preve-
nido al pago de las costas; acogió como buena y válida en la 
forma la constitución en parte civil hecha por Rafael Rosa-
rio Castaño por conducto del Dr. Gustavo Gómez Ceara, con-
tra Luis Sergio Frías dueño del vehículo, contra la Compa-
ñía Nacional de Seguros San Rafael C. por A., aseguradora 
ch.! la persona civilmente responsable al pago de una indem-
nización de RD$2,000.00 (Dos Mil Pesos Oro) en favor de la 
parte civil constituida; condenó a Luis Sergio Frías al pago 
de los intereses legales a partir de la fecha de la demanda, 
en favor de la parte civil constituida a título de indemniza-
ción supletoria; condenó a Luis Sergio Frías al pago de las 
costas civiles en provecho del Dr. Gustavo Gómez Ceara 
quien afirmó haberlas avanzado en su totalidad; declaró la 
presente sentencia común y oponible a la Compañía Nacio- 
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La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe-
rado, y vistos los artículos 1 de la Ley No. 5771; 163 del Có-
digo de Procedimiento Criminal; y, 1 y 65 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que 
el día 28 de febrero de 1964, mientras Francisco José Rodrí-
guez conducía el taxi placa pública Núm. 32053, de sur a 
norte por la antigua carretera Duarte, al llegar aproxima. 
damente al Kilómetro once, tramo de la carretera Bonao-
Rincón, le ocasionó al menor Luis Esteban Santos golpes y 
fracturas que le causaron la muerte; b) que del menciona-
do proceso fue apoderada regularmente la Primera Cámara 
Penal del Juzgado de Primera Instancia, del Distrito Judi-
cial de La Vega, la cual pronunció su sentencia sobre el fon-
do el 16 de noviembre de 1964, con el siguiente dispositivo: 
"FALLA: PRIMERO: Declara culpable al prevenido Fran-
cisco José Rodríguez, culpable de violación a la ley No. 5771, 
en perjuicio de Luis Esteban Santos y en consecuencia se 
condena a sufrir la pena de 2 meses de Prisión Correccio-
nal y al pago de una multa de RD$100.00, acogiendo en su 
favor circunstancias atenuantes y la falta de la víctima; SE-
GUNDO: Condena además al prevenido al pago de las cos-
tas; TERCERO: Acoge como buena y válida en cuanto a la 
forma la constitución en parte civil hecha por Rafael Rosa-
rio Castaño por conducto del Dt. Gustavo Gómez Ceara, 
contra Luis Sergio Frías dueño del vehículo, contra la Com-
pañía Nacional de Seguros San Rafael C. por A., asegura-
dora de persona civilmente responsable; CUARTO: En cuan-
to al fondo condena a Luis Sergio Frías persona civilmente 
responsable al pago de una indemnización de RD$2,000.00 
en favor de la parte civilmente constituída; QUINTO: Con-
dena a Luis Sergio Frías al pago de los intereses legales a 
partir de la fecha de la demanda, en favor de la parte civil 
constituida en título de indemnización Supletoria; SEXTO: 
Condena a Luis Sergio Frías al pago de las costas civiles en  

provecho del Dr. Gustavo Gómez Ceara quien afirma haber-
las avanzado en su totalidad; SEPTIMO: Declara la presen-
ter sentencia común y oponible a la Compañía Nacional de 
seguros San Rafael C. por A., aseguradora de la persona 
civilmente responsable"; c) sobre recurso de apelación in-
tErpuesto por el prevenido, la persona civilmente responsa-
ble y la compañía aseguradora, la Corte a-qua dictó el fallo 
ahora impugnado en casación, cuyo dispositivo se transcri-
be a continuación: "FALLA: PRIMERO: Se Declara regular 
y válido en la forma los recursos de apelación interpuestos 
por los nombrados Francisco José Rodríguez, prevenido, y 
Luis Sergio Frías, parte civilmente responsable y por la 
Compañía de Seguros "San Rafael" C. por A., contra sen-
tencia dictada por la Primera Cámara Penal del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de La Vega, del 16 
etc noviembre de 1964, que declaró culpable al prevenido 
Francisco José Rodríguez del delito de violación a la Ley 
5771, en perjuicio de Luis Esteban Santos (fallecido) y en 
consecuencia le condenó a sufrir la pena de 2 meses de pri-
sión correccional y al pago de una multa de RD$100.00 
(Cien Pesos Oro) acogiendo en su favor circunstancias ate-
nuantes y la falta de la víctima; condenó además al preve-
nido al pago de las costas; acogió como buena y válida en la 
forma la constitución en parte civil hecha por Rafael Rosa-
rio Castaño por conducto del Dr. Gustavo Gómez Ceara, con-
tra Luis Sergio Frías dueño del vehículo, contra la Compa-
ñía Nacional de Seguros San Rafael C. por A., aseguradora 
cl:_t la persona civilmente responsable al pago de una indem-
nización de RD$2,000.00 (Dos Mil Pesos Oro) en favor de la 
parte civil constituida; condenó a Luis Sergio Frías al pago 
de los intereses legales a partir de la fecha de la demanda, 
en favor de la parte civil constituida a título de indemniza-
ción supletoria; condenó a Luis Sergio Frías al pago de las 
costas civiles en provecho del Dr. Gustavo Gómez Ceara 
quien afirmó haberlas avanzado en su totalidad; declaró la 
presente sentencia común y oponible a la Compañía Nacio- 
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nal de Seguros San Rafael C. por A., aseguradora de la pe r.. 
sona civilmente responsable; SEGUNDO: Declara al preve-
nieto Francisco José Rodríguez, culpable de violación a la 
Ley 5771, en perjuicio del menor que en vida respondía al 
nombre de Luis Esteban Santos y en consecuencia confirma 
la sentencia recurrida en su aspecto penal y se condena a 2 
meses de prisión correccional y al pago de una multa de 
RD$100.00 (Cien Pesos Oro), por ser responsable único del 
hecho, y pago de las cosas, acogiendo en su favor circuns-
tancias atenuantes; TERCERO: Se Acoge como buena y vá-
lida la constitución en parte civil hecha por Rafael Rosario 
Castaños, por la mediación de su abogado constituido D 
Gustavo Gómez Ceara, contra Luis Sergio Frías parte civil-
mente responsable, por ser dueño del vehículo y contra la 
Compañía de Seguros San Rafael C. por A., aseguradora de 
la responsabilidad civil; CUARTO: Modifica la sentencia re-
currida en el aspecto de los intereses civiles en su ordinal 
Cuarto que condenó a la parte civilmente responsable, Luis 
Sergio Frías, al pago de una indemnización de RD$2,000.00 
(Dos Mil Pesos Oro M. N.) a favor de dicha parte civil cons-
tituida y en consecuencia la reduce a la suma de RD$1,800.00 
(Mil Ochocientos Pesos Oro) de indemnización a favor de 
dicha parte, por los daños morales y materiales recibidos; 
QUINTO: Condena a Luis Sergio Frías al pago de los inte-
reses legales a partir de la fecha de la demanda, en favor de 
la parte civil constituida señor Rafael Rosario Castaño, a f,  
titulo de indemnización supletoria; SEXTO: Se Condena a I' 
Luis Sergio Frías al pago de las costas civiles de esta alza- 
da. y las distrae en provecho del Dr. Gustavo Gómez Cea-
ra quien afirma haberlas avanzado en su totalidad; SEPTI-
MO: Declara oponible dicha sentencia a la Compañía San 
Rafael C. por A., aseguradora de la responsabilidad civil"; 

Considerando que en los memoriales de casación produ-
cidos, los recurrentes invocan los siguientes medios: Primer 
Medio: Violación de la regla o precepto según el cual, el pre-
venido no puede perjudicarse con su propio recurso, y sin ha-
berlo de la parte civil o del Ministerio Público; Insuficiencia  

de pruebas y falta de motivos; Segundo Medio: Violación a 

los artículos 1382 y 1384 del Código Civil.— ausencia de 
pruebas en cuanto a la calidad de la parte civil; 

Considerando que en el desarrollo de la primera parte 
del primer medio de casación, de exclusivo interés para el 
prevenido Francisco José Rodríguez, fundamentalmente se 
invoca lo siguiente: El Juez de Primer Grado decidió que el 
accidente ocurrió como consecuencia de una falta común al 
prevenido y a la víctima. Sin embargo, la Corte a-qua deci-

dió lo contrario frente a la exclusiva apelación de dicho pre-
venido en lo que respecta al aspecto penal del proceso, vio-
lando así el principio según el cual, sobre la apelación del 
prevenido, cuando esa vía de recurso no es intentada por el 
Ministerio Público, su situación no puede ser agravada, que 
es lo que ha ocurrido en la especie, puesto que, la circuns-
tancia juzgada en primera instancia en el sentido de que la 
víctima había contribuido con su falta a la comisión del he-
cho, constituía un logro alcanzado por dicho prevenido de 
manera definitiva; pero, 

Considerando que la regla antes aludida, no atenta con-
tra el derecho que le corresponde a los jueces de apelación, 
de apreciar los hechos de acuerdo con el resultado de la ins-
trucción y de los debates, y no solamente en virtud de los 
únicos elementos ponderados en la sentencia apelada, siem-
pre que no se agrave o aumente la pena, como ha ocurrido 
en la especie; que por tanto, el alegato que se examina care-
ce de fundamento; 

Considerando que en la exposición de la parte final del 
primer medio, el recurrente Francisco José Rodríguez sostie-
ne: a) que en la sentencia impugnada se da constancia, de 
que la víctima no cometió falta, sin indicar la Corte a-qua 
—habida cuenta de que la prueba es contradictoria en es-
te punto, cuáles testigos fueron los que edificaron su con-
vicción en el aspecto señalado, así como la veracidad que le 
merecían determinados testimonios frente a otros que de-
bió calificar mendaces; b) que la Corte a-qua para decidir 
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na1 de Seguros San Rafael C. por A., aseguradora de la pe r.. 
sona civilmente responsable; SEGUNDO: Declara al preve-
nicio Francisco José Rodríguez, culpable de violación a l a 

 Ley 5771, en perjuicio del menor que en vida respondía al 
nombre de Luis Esteban Santos y en consecuencia confirma 
la sentencia recurrida en su aspecto penal y se condena a 2 
meses de prisión correccional y al pago de una multa de 
RD$100.00 (Cien Pesos Oro), por ser responsable único del 
hecho, y pago de las cosas, acogiendo en su favor circuns-
tancias atenuantes; TERCERO: Se Acoge como buena y vá-
lida la constitución en parte civil hecha por Rafael Rosario 
Castaños, por la mediación de su abogado constituido D 
Gustavo Gómez Ceara, contra Luis Sergio Frías parte civil-
mente responsable, por ser dueño del vehículo y contra la 
Compañía de Seguros San Rafael C. por A., aseguradora de 
la responsabilidad civil; CUARTO: Modifica la sentencia re-
currida en el aspecto de los intereses civiles en su ordinal 
Cuarto que condenó a la parte civilmente responsable, Luis 
Sergio Frías, al pago de una indemnización de RD$2,000.00 
(Dos Mil Pesos Oro M. N.) a favor de dicha parte civil cons-
tituida y en consecuencia la reduce a la suma de RD$1,800.00 
(Mil Ochocientos Pesos Oro) de indemnización a favor de 
dicha parte, por los daños morales y materiales recibidos; 
QUINTO: Condena a Luis Sergio Frías al pago de los inte-
reses legales a partir de la fecha de la demanda, en favor de 
la parte civil constituida señor Rafael Rosario Castaño, a 
titulo de indemnización supletoria; SEXTO: Se Condena a 
Luis Sergio Frías al pago de las costas civiles de esta alza-
dzz. y las distrae en provecho del Dr. Gustavo Gómez Cea-
ra quien afirma haberlas avanzado en su totalidad; SEPTI-
MO: Declara oponible dicha sentencia a la Compañía San 
Rafael C. por A., aseguradora de la responsabilidad civil"; 

Considerando que en los memoriales de casación produ-
cidos, los recurrentes invocan los siguientes medios: Primer 
Medio: Violación de la regla o precepto según el cual, el pre-
venido no puede perjudicarse con su propio recurso, y sin ha-
berlo de la parte civil o del Ministerio Público; Insuficiencia 
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de pruebas y falta de motivos; Segundo Medio: Violación a 

los artículos 1382 y 1384 del Código Civil.— ausencia de 
pruebas en cuanto a la calidad de la parte civil; 

Considerando que en el desarrollo de la primera parte 
del primer medio de casación, de exclusivo interés para el 
prevenido Francisco José Rodríguez, fundamentalmente se 
invoca lo siguiente: El Juez de Primer Grado decidió que el 
accidente ocurrió como consecuencia de una falta común al 
prevenido y a la víctima. Sin embargo, la Corte a-qua deci-

dió lo contrario frente a la exclusiva apelación de dicho pre-
venido en lo que respecta al aspecto penal del proceso, vio-
lando así el principio según el cual, sobre la apelación del 
prevenido, cuando esa vía de recurso no es intentada por el 
Ministerio Público, su situación no puede ser agravada, que 
es lo que ha ocurrido en la especie, puesto que, la circuns-
tancia juzgada en primera instancia en el sentido de que la 
víctima había contribuido con su falta a la comisión del he-
cho, constituía un logro alcanzado por dicho prevenido de 
manera definitiva; pero, 

Considerando que la regla antes aludida, no atenta con-
tra el derecho que le corresponde a los jueces de apelación, 
de apreciar los hechos de acuerdo con el resultado de la ins-
trucción y de los debates, y no solamente en virtud de los 
únicos elementos ponderados en la sentencia apelada, siem-
pre que no se agrave o aumente la pena, corno ha ocurrido 
en la especie; que por tanto, el alegato que se examina care-
ce de fundamento; 

Considerando que en la exposición de la parte final del 
primer medio, el recurrente Francisco José Rodríguez sostie-
ne: a) que en la sentencia impugnada se da constancia, de 
que la víctima no cometió falta, sin indicar la Corte a-qua 
—habida cuenta de que la prueba es contradictoria en es-
te punto, cuáles testigos fueron los que edificaron su con-
vicción en el aspecto señalado, así como la veracidad que le 
merecían determinados testimonios frente a otros que de-
bió calificar mendaces; b) que la Corte a-qua para decidir 
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que la víctima no cometió falta, se apoya en motivos vagos 
e insuficientes sobre un hecho que como el referido, es d e 

 importancia capital en el proceso; c) que tampoco se dan 
motivos para rechazar el acta policial, que en su contenido 
contradice la tesis de que la víctima no cometió falta; per o  

Considerando en cuanto al alegato contenido en la letra 
a) que el mismo es infundado, puesto que los jueces del 
fondo disfrutan de un poder soberano, salvo desnaturaliza. 
ción que no ha sido propuesta en este aspecto del recurso, 
para apreciar el valor de los testimonios vertidos en el ple-
nario, y pueden por consiguiente, en caso de desacuerdo de 
los testigos entre sí en lo que se refiere a sus deposiciones, 
retener las que han apreciado sinceras y excluir las otras, 
sin necesidad de dar motivos sobre el particular, ni de men-
cionar nombres de testigos, ni transcribir sus declaraciones; 

Considerando en lo referente a las razones aducidas en 
las letras b y c, que la Corte a-qua, para decidir que la vícti-
ma del delito imputado al recurrente, no había cometido fal-
ta, se fundó en los siguientes hechos: a) que el niño victi-
mado en el accidente, con anterioridad a la consumación 
c'el accidente había cruzado la carretera por la parte trase-
ra del camión estacionado, dirijiéndose hacia su casa con 
un paquete de leña, caminando por el paseo fuera del pa-
vimento, y cuando iba aproximadamente frente a la parte 
media de la cama del camión fuera del alcance de cual-
quier vehículo que pasara normalmente, fue alcanzado por 
el referido taxi, causándole los golpes y traumatismos más 
nobles en la espalda, lo que demuestra que no fue alcan-
zado de lado, sino de espalda; y b) que el taxi venía a ex-
ceso de velocidad y al aproximarse al camión no tocó boci-
na, no pudiendo pasar por el espacio que quedaba entre el 
camión y la carretera a esa velocidad, lo que demuestra que 
la causa del accidente fue, el exceso de velocidad y la inob-
servancia de los reglamentos que establece la Ley de Trán-
sito, en el sentido de tomar todas las precauciones adecua-
das en los lugares donde hayan otros vehículos o donde 
transiten personas; 

Considerando que, por lo expuesto precedentemente, es 
obvio, que el fallo impugnado contiene en este aspecto mo-
tis os precisos, pertinentes y concluyentes, que justifican su 
dis.positivo, en el sentido de haber estimado la Corte a-qua 
como único responsable del accidente al recurrente, y al 
razonar de esa manera dicha Corte, implícitamente desesti-
mó todos los medios de prueba aducidos por el recurrente 
aludido en sentido contrario; 

Considerando que los recurrentes sostienen además, en 
el memorial suscrito por el Dr. Bienvenido Mejía y Mejía, 
en otro aspecto, que el fallo impugnado no contiene motivos 
pertinentes, en razón de que, la instrucción definitiva de la 
causa no arroja una prueba suficiente de culpabilidad, que 
en este sentido procede señalar la ineficacia probatoria de 
les declaraciones de María Peña y Rafael Rosario, consti-
tuidas en parte civil; Por otra parte, la testigo Julia Ortiz 
da declaraciones que descartan la posibilidad de que el pre-
venido pudiera advertir la presencia de la víctima antes del 
accidente, quien desgraciadamente se precipitó en la carre-
tera; que la consideración de la Corte a-qua referente a que 
dicho accidente se produjo cuando el carro rebasaba el ca-
mión, sólo sugiere la circunstancia di que en ese momento 
se interpuso la víctima, sin que el recurrente pudiera evi-
tar el accidente; que en cuanto al exceso de velocidad pon-
derada por la Corte y en relación con el hecho de que el 
prevenido no tocó bocina, procede señalar que el testimo-
nio de Antonio Bordies Tineo que le sirvió de base, no es 
concluyente puesto que, el testigo se limitó a hacer una 
apreciación subjetiva de la velocidad, y el mismo no armo-
niza con la declaración de la testigo Julia Ortiz, quien al afir-
mar que la víctima cayó a un metro descarta tal exceso de 
velocidad; que lo antes expuesto tiende a demostrar que los 

• agravios en cuestión son ciertos, y que la sentencia impug-
nada no tiene una motivación legal, ni reposa en elementos 

des
phruecehboass peuficriztes, y que además, se han desnaturalizado 

los 
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que la víctima no cometió falta, se apoya en motivos vagos 
e insuficientes sobre un hecho que como el referido, es de 
importancia capital en el proceso; e) que tampoco se dan 
motivos para rechazar el acta policial, que en su contenido 
contradice la tesis de que la víctima no cometió falta; pero, 

Considerando en cuanto al alegato contenido en la letra 
a) que el mismo es infundado, puesto que los jueces del 
fondo disfrutan de un poder soberano, salvo desnaturaliza-
ción que no ha sido propuesta en este aspecto del recurso, 
para apreciar el valor de los testimonios vertidos en el ple-
nario, y pueden por consiguiente, en caso de desacuerdo de 
los testigos entre sí en lo que se refiere a sus deposiciones, 
retener las que han apreciado sinceras y excluir las otras, 
sin necesidad de dar motivos sobre el particular, ni de men-
cionar nombres de testigos, ni transcribir sus declaraciones; 

Considerando en lo referente a las razones aducidas en 
las letras b y c, que la Corte a-qua, para decidir que la vícti-
ma del delito imputado al recurrente, no había cometido fal-
ta, se fundó en los siguientes hechos: a) que el niño victi-
mado en el accidente, con anterioridad a la consumación 
c'el accidente había cruzado la carretera por la parte trase-
ra del camión estacionado, dirijiéndose hacia su casa con 
un paquete de leña, caminando por el paseo fuera del pa-
vimento, y cuando iba aproximadamente frente a la parte 
media de la cama del camión fuera del alcance de cual-
quier vehículo que pasara normalmente, fue alcanzado por 
el referido taxi, causándole los golpes y traumatismos más 
nobles en la espalda, lo que demuestra que no fue alcan-
zado de lado, sino de espalda; y b) que el taxi venía a ex-
ceso de velocidad y al aproximarse al camión no tocó boci-
na, no pudiendo pasar por el espacio que quedaba entre el 
camión y la carretera a esa velocidad, lo que demuestra que 
la causa del accidente fue, el exceso de velocidad y la inob-
servancia de los reglamentos que establece la Ley de Trán-
sito, en el sentido de tomar todas las precauciones adecua-
das en los lugares donde hayan otros vehículos o donde 
transiten personas; 

F. Considerando que, por lo expuesto precedentemente, es 
obvio, que el fallo impugnado contiene en este aspecto mo-
ti' os precisos, pertinentes y concluyentes, que justifican su 
dispositivo, en el sentido de haber estimado la Corte a-qua 
como único responsable del accidente al recurrente, y al 
razonar de esa manera dicha Corte, implícitamente desesti-
mó todos los medios de prueba aducidos por el recurrente 
aludido en sentido contrario; 

Considerando que los recurrentes sostienen además, en 
el memorial suscrito por el Dr. Bienvenido Mejía y Mejía, 
en otro aspecto, que el fallo impugnado no contiene motivos 
pertinentes, en razón de que, la instrucción definitiva de la 
causa no arroja una prueba suficiente de culpabilidad, que 
en este sentido procede señalar la ineficacia probatoria de 
les declaraciones de María Peña y Rafael Rosario, consti-
tuidas en parte civil; Por otra parte, la testigo Julia Ortiz 
da declaraciones que descartan la posibilidad de que el pre-
venido pudiera advertir la presencia de la víctima antes del 
accidente, quien desgraciadamente se precipitó en la carre-
tera; que la consideración de la Corte a-qua referente a que 

dicho accidente se produjo cuando el carro rebasaba el ca-
mión, sólo sugiere la circunstancia de que en ese momento 
se interpuso la víctima, sin que el recurrente pudiera evi-
tar el accidente; que en cuanto al exceso de velocidad pon-
derada por la Corte y en relación con el hecho de que el 
prevenido no tocó bocina, procede señalar que el testimo-
nio de Antonio Bordies Tineo que le sirvió de base, no es 
concluyente puesto que, el testigo se limitó a hacer una 
apreciación subjetiva de la velocidad, y el mismo no armo-
niza con la declaración de la testigo Julia Ortiz, quien al afir-
mar que la víctima cayó a un metro descarta tal exceso de 
velocidad; que lo antes expuesto tiende a demostrar que los 

• agravios en cuestión son ciertos, y que la sentencia impug-
nada no tiene una motivación legal, ni reposa en elementos 
de prueba suficientes, y que además, se han desnaturalizado 
los hechos; pero, 
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Considerando en lo que se refiere a la falta de moti-
vos y a la ausencia de prueba, que la improcedencia de esos 
alegatos está demostrada por las razones dadas por esta Cor-
te, para contestar los alegatos contenidos en las letras a, b 
y c prealudidas; que en cuanto a la desnaturalización de 
los hechos, el examen del fallo impugnadó pone de mani-
fiesto, que la Corte a-qua dió a los techos comprobados su 
verdadero sentido y alcance, deduciendo de los mismos las: 
consecuencias jurídicas que entrañaban; 

Considerando que los hechos preindicados, estableci-
dos por la Corte a-qua mediante la ponderación de los ele-
mentos de prueba regularmente sometidos a la instruccié 
de la causa, constituyen el delito de golpes por impruden-
cia que causaron la muerte, previsto por el artículo 1 de la 
Ley No. 5771 y sancionado por el párrafo primero de dicho 
texto legal, con prisión de dos a cinco años y multa de qui-
nientos a dos mil pesos; que por consiguiente, al condenar 
la referida Corte al prevenido después de declararlo culpa-
ble del indicado delito, a dos meses de prisión correccional y 
multa de cien pesos, acogiendo circunstancias atenuantes, 
hizo una correcta aplicación de la ley; 

Considerando que en tales condiciones, el medio que se 
examina carece de fundamento y debe ser desestimado; 

Considerando que en el desarrollo de su segundo medio 
de casación, la persona civilmente responsable y la compa-
ffla aseguradora fundamentalmente sostienen: que la Cor-
te a-qua en uno de los considerandos del fallo impugnado ha 
señalado, que existe un lazo de subordinación entre el con-
ductor del vehículo y el propietario del mismo Sergio Frías, 
ya que dicho propietario tenía en el momento del acciden-
te, la facultad de dirección y mando, como se advierte, dicho 
fallo enuncia una supuesta relación de comitencia a preposé 
que no ha sido probada, más aún, parece que esta situación 
fue ponderada en razón de que Frías era el propietario del 
vehículo accidentado, no obstante que, de esta circunstancia 
no resulta necesariamente que dicha persona civilmente 
responsable fuese el comitente del prevenido, pero, 
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Considerando que ante la Suprema Corte de Justicia, 
no se puede hacer vaier ningún medio que no haya sido so-
rretido por la parte que lo invoca al tribunal cuya decisión 
ha sido impugnada, o que haya sido apreciado por dicho tri-
bunal, a menos que la ley no imponga su examen de oficio 
en un interés de orden público; 

Considerando que la falta de prueba del vínculo que 
liga al comitente y al preposé, invocada por los referidos re-
currentes, no da lugar a una cuestión de orden público, y 
pot consiguiente, no puede ser propuesta por primera vez en 
casación, ya que como lo demuestran sus conclusiones, di-
cho medio no fue presentado a la Corte a-qua; que en esa 
virtud, el medio que se examina es nuevo y por tanto inad-
misible; 

Considerando que examinada la sentencia impugnada 
en lo que concierne al interés del prevenido, la misma no 
contiene vicio alguno que justifique su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
ución interpuesto por Francisco José Rodríguez, Luis Ser-
gio Frías y Compañía de Seguros San Rafael, C. por A., con-
tra la sentencia dictada por la Corte de Apelación de La 
Vega en atribuciones correccionales, de fecha 25 de junio 
de 1965, cuyo dispositivo se copia en parte anterior del pre-
sente fallo; Segundo: Condena a los recurrentes al pago de 
las cosas, distrayéndolas en provecho del Dr. Gustavo Gó-
mez Ceara, por haberlas avanzado en su totalidad; 

Firmados: Alfredo Conde Pausas.— Manuel D. Ber-
ges Chupani.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Guarionex A. 
García de Peña.— Luis Gómez Tavárez.— Rafael Richiez 
Saviñón.— Pedro María Cruz.— Manfredo A. Moore. Ra-
fael Rincón hijo.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Firmado) Ernesto Curiel hijo. 
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Considerando en lo que se refiere a la falta de moti-
vos y a la ausencia de prueba, que la improcedencia de esos 
alegatos está demostrada por las razones dadas por esta Cor-
te, para contestar los alegatos contenidos en las letras a, b 
y c prealudidas; que en cuanto a la desnaturalización de 
los hechos, el examen del fallo impugnado pone de mani-
fiesto, que la Corte a-qua dió a los hechos comprobados su 
verdadero sentido y alcance, deduciendo de los mismos lag 
consecuencias jurídicas que entrañaban; 

Considerando que los hechos preindicados, establecí-
dos por la Corte a-qua mediante la ponderación de los ele-
mentos de prueba regularmente sometidos a la instruccié 
de la causa, constituyen el delito de golpes por impruden-
cia que causaron la muerte, previsto por el artículo 1 de la 
Ley No. 5771 y sancionado por el párrafo primero de dicho 
texto legal, con prisión de dos a cinco años y multa de qui-
nientos a dos mil pesos; que por consiguiente, al condenar 
la referida Corte al prevenido después de declararlo culpa-
ble del indicado delito, a dos meses de prisión correccional y 
multa de cien pesos, acogiendo circunstancias atenuantes, 
hizo una correcta aplicación de la ley; 

Considerando que en tales condiciones, el medio que se 
examina carece de fundamento y debe ser desestimado; 

Considerando que en el desarrollo de su segundo medio 
de casación, la persona civilmente responsable y la compa-
fija aseguradora fundamentalmente sostienen: que la Cor-
te a-qua en uno de los considerandos del fallo impugnado ha 
señalado, que existe un lazo de subordinación entre el con-
ductor del vehículo y el propietario del mismo Sergio Frías, 
ya que dicho propietario tenía en el momento del acciden-
te, la facultad de dirección y mando, como se advierte, dicho 
fallo enuncia una supuesta relación de comitencia a preposé 
que no ha sido probada, más aún, parece que esta situación 
fue ponderada en razón de que Frías era el propietario del 
vehículo accidentado, no obstante que, de esta circunstancia 
no resulta necesariamente que dicha persona civilmente 
responsable fuese el comitente del prevenido, pero, 
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Considerando que ante la Suprema Corte de Justicia, 
no se puede hacer valer ningún medio que no haya sido so-
metido por la parte que lo invoca al tribunal cuya decisión 
ha sido impugnada, o que haya sido apreciado por dicho tri-
bunal, a menos que la ley no imponga su examen de oficio 
en un interés de orden público; 

Considerando que la falta de prueba del vínculo que 
liga al comitente y al preposé, invocada por los referidos re-
currentes, no da lugar a una cuestión de orden público, y 
por consiguiente, no puede ser propuesta por primera vez en 
casación, ya que como lo demuestran sus conclusiones, di-
cho medio no fue presentado a la Corte a-qua; que en esa 
virtud, el medio que se examina es nuevo y por tanto inad-
misible; 

Considerando que examinada la sentencia impugnada 
en lo que concierne al interés del prevenido, la misma no 
contiene vicio alguno que justifique su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
ución interpuesto por Francisco José Rodríguez, Luis Ser-
gio Frías y Compañía de Seguros San Rafael, C. por A., con-
tra la sentencia dictada por la Corte de Apelación de La 
Vega en atribuciones correccionales, de fecha 25 de junio 
de 1965, cuyo dispositivo se copia en parte anterior del pre-
sente fallo; Segundo: Condena a los recurrentes al pago de 
las cosas, distrayéndolas en provecho del Dr. Gustavo CA-
mez Ceara, por haberlas avanzado en su totalidad; 

Firmados: Alfredo Conde Pausas.— Manuel D. Ber-
ges Chupani.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Guarionex A. 
García de Peña.— Luis Gómez Tavárez.— Rafael Richiez 
Saviñón.— Pedro María Cruz.— Manfredo A. Moore. Ra-
fael Rincón hijo.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
seilores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Firmado) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 30 DE MARZO DEL 1966 

Sentencia Impugnada: Corte de Apelación de Santo Domin go, 
 de fecha 20 de enero de 1965. 

Materin: Correccional (Viol. a los artículos 309 y 311 del Códig o 
 Penal). 

Recurrente: Tavaré Borbón Guzmán. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituída por los Jueces Manuel 
D. Bergés Chupani, Primer Sustituto en funciones de 
Presidente; F. E. Ravelo de la Fuente, Segundo Sustituto 
de Presidente; Guarionex A. García de Peña, Luis Gómez 
Tavárez, Rafael Richiez Saviñón, Pedro María Cruz, Ra. 
fael Rincón hijo y Manfredo A. Moore, asistidos del Se-
cretaria General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en la judad de Santo Domingo, Distrito Nacional, a los 
30 día3 del mes de marzo de 1966, años 123 9  de la Indepen-
dencia y 1039  de la Restauración, dicta en audiencia pú-
blica, como corte de casación, la siguiente sentencia; 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Tabaré 
Borbón. Guzmán, dominicano, mayor de edad, casado, obre-
ro, domiciliado y residente en esta ciudad, cédula 66743, 
serie 1, contra sentencia dictada por la Corte de Apelación 
de Santo Domingo, en atribuciones correccionales, de fe-
cha 20 de enero de 1965, cuyo dispositivo se copia más 
adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
V' sta el acta del recurso, levantada en la Secretaría 

de la Corte a.qua, en fecha 22 de Enero de 1965 a reque- 

rimiento del abogado Dr. Carlos Duluc Alemani, cédula 
27008, serie 26, en representación del recurrente, en la cual 
no se Invoca ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 309 y 463 del Código Penal; 
y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Cz)nsiderar_do que en la sentencia impugnada y en 
los documentor4 a que ella se refiere consta: a) que en 
fecha 29 de abril de 1964, la Segunda Cámara Penal 
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
Nacional, regularmente apoderado por el Ministerio Pú-
blico, dictó, en sus atribuciones correccionales, una sen-
tencia cuyo dispositivo se transcribe más adelante; b) que 
sobre el recurso de apelación del prevenido, intervino la 
sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo se copia a 
continuación: "Falla: Primero: Declara regular y válido en 
la forr.ia, el presente recurso de apelación interpuesto por 
el prevenido Tabaré Borbón Guzmán, por haber sido in-
terpuesto en tiempo hábil y conforme las normas de pro-
cedimiento; Segundo: Confirma la sentencia apelada dic-
tada en atribt. ciones correccionales por la Segunda Cá-
mara de lo Penal del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Nacional, en fecha 29 de abril de 1964, cuyo dis-
positi J copiado textualmente dice así: 'Talla: Primero: 
Declare al nombrado Tabaré Borbón Guzmán, prevenido 
del delito de herida voluntaria curable después de 20 
días en perjuicio de Manuel Felipe Núñez, culpable del 
referida delito y, en consecuencia, se condena a sufrir 
cuatro (4) meses de prisión correccional y a pagar RD 
$50.00 (cincuenta pesos) de multa, acogiendo circunstan-
cias atenuantes en su favor; Segundo: Condena además 
a Tabaré Borbón Guzmán al pago de las costas"; Tercero: 
Condeha al prevenido al pago de las costas"; 

Considerando que la Corte a.qua, dió por estableci-
do mediante la ponderación de los elementos de prueba 
que fueron regularmente aportados en la instrucción de 
la causa, que el día 9 de febrero de 1964, Tabaré Borbón 



SENTENCIA DE FECHA 30 DE MARZO DEL 1966 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, 
de fecha 20 de enero de 1965. 

Materia: Correccional (Viol. a los artículos 309 y 311 del Códig o 
 Penal). 

Recurrente: Tavaré Borbón Guzmán. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituída por los Jueces Manuel 
D. Bergés Chupani, Primer Sustituto en funciones de 
Presidente; F. E. Ravelo de la Fuente, Segundo Sustituto 
de Presidente; Guarionex A. García de Peña, Luis Gómez 
Tavárez, Rafael Richiez Saviñón, Pedro María Cruz, Eta_ 
fael Rincón hijo y Manfredo A. Moore, asistidos del Se-
cretaria General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en la „dudad de Santo Domingo, Distrito Nacional, a los 
30 día 3 del mes de marzo de 1966, años 123 9  de la Indepen-
dencia y 103 9  de la Restauración, dicta en audiencia pú-
blica, como corte de casación, la siguiente sentencia; 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Tabaré 
Borbón Guzmán, dominicano, mayor de edad, casado, obre-
ro, dolniciliado y residente en esta ciudad, cédula 66743, 
serie 1, contra sentencia dictada por la Corte de Apelación 
de Santo Domingo, en atribuciones correccionales, de fe-
cha 20 de enero de 1965, cuyo dispositivo se copia más 
adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
V' sta el acta del recurso, levantada en la Secretaría 

de la Corte a.qua, en fecha 22 de Enero de 1965 a reque- 
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rimiento del abogado Dr. Carlos Duluc Alemani, cédula 
27008, serie 26, en representación del recurrente, en la cual 
no se Invoca ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 309 y 463 del Código Penal; 
y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Cansiderar_do que en la sentencia impugnada y en 
los documento:q a que ella se refiere consta: a) que en 
fecha 29 de abril de 1964, la Segunda Cámara Penal 
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
Nacional, regularmente apoderado por el Ministerio Pú-
blico, ziictó, en sus atribuciones correccionales, una sen-
tencia cuyo dispositivo se transcribe más adelante; b) que 
sobre el recurso de apelación del prevenido, intervino la 
sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo se copia a 
continuación: "Falla: Primero: Declara regular y válido en 
la forma, el presente recurso de apelación interpuesto por 
el prei, enido Tabaré Borbón Guzmán, por haber sido in-
terpuesto en tiempo hábil y conforme las normas de pro-
cedimiento; Segundo: Confirma la sentencia apelada dic-
tada en atribuciones correccionales por la Segunda Cá-
mara de lo Penal del Juzgado de Primera Instancia del 
Distri'.o Nacional, en fecha 29 de abril de 1964, cuyo dis-
positi J copiado textualmente dice así: "Falla: Primero: 
Declarg. al  nombrado Tabaré Borbón Guzmán, prevenido 
del delito de herida voluntaria curable después de 20 
días en perjuicio de Manuel Felipe Núñez, culpable del 
referida delite y, en consecuencia, se condena a sufrir 
cuatro (4) meses de prisión correccional y a pagar RD 
$50.00 (cincuenta pesos) de multa, acogiendo circunstan-
cias atenuantes en su favor; Segundo: Condena además 
a Tabaré Borbón Guzmán al pago de las costas"; Tercero: 
Condet_a al prevenido al pago de las costas"; 

Considerando que la Corte a.qua, dió por estableci-
do mediante la ponderación de los elementos de prueba 
que fueron regularmente aportados en la instrucción de 
la causa, que el día 9 de febrero de 1964, Tabaré Borbón 
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Guzmán, le infirió voluntariamente con una cortaplum a 
 una hJrida a Manuel Felipe Núñez, que le ocasionó una 

enfermedad de más de veinte días, que le imposibilitó de.. 
dicarse a su trabajo habitual por igual tiempo; 

Considerando que los hechos así establecidos a car. 
go del prevenido, constituyen el delito de herida volun. 
taria previsto por el artículo 309 del Código Penal y 
castigado por dicho texto legal con prisión de seis (6) 
meses r. dos (2) años y multa de diez (10) a cien (100) pe. 
sos; que, por consiguiente, al condenar al prevenido, des.. 
pués de declararlo culpable del indicado delito, a cuatro 
(4) meses de prisión correccional y cincuenta (50) pesos 
de multa, acogiendo circunstancias atenuantes, la Corte 
a.qua hizo una correcta aplicación de la Ley; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, 
la sentencia impugnada no contiene en lo que concierne 
al interés del recurrente, vicio alguno que justifique su 
casación; 

Po tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de 
casación interpuesto por Tabaré Borbón Guzmán, contra 
sentencia dictada por la Corte de Apelación de Santo Do-
mingo, en atribuciones correccionales, de fecha 20 de ene-
ro de 1965, cuyo dispositivo se ha copiado en parte ante-
rior d.d. presente fallo; y, Segundo: Condena al recurren-
te al pago de las costas. 

(Firmados.) Manuel D. Bergés Chupani.— F. E. Ra-
velo de la Fuente. —Guarionex A. García de Peña.— Luis 
Gómez Tavárez.— Rafael Richiez Saviñón.— Pedro Ma-
ría Cruz.— Rafael Rincón hijo.— Manfredo A. Moore.-
Ernesto Curiel hijo. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fue leída, firmada y publicada por mí, Secretario Gene-
ral, que certifico. (Fdo. Ernesto Curiel hijo). 

SENTENCIA DE FECHA 30 DE MARZO DEL 1966 

Sentencia impuganada: Corte de Apelación de Santo Domingo, 
de fecha 12 de julio de 1965. 

Materia: Criminal. (Viol. al Art. 332 del Código Penal, crimen 
de estupro). 

Recurrente: Bier.venido Díaz. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituída por los Jueces Manuel 
D. Bei gés Chupani, Primer Sustituto en funciones de Pre-
sidente; F. E. Ravelo de la Fuente, Segundo Sustituto de 
Presid , :nte; Guarionex A. García de Peña, Luis Gómez Ta-
várez, Pedro María Cruz, Rafael Rincón hijo y Manfredo 
A. Moore, asistidos del Secretario General, en la Sala 
donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Do.. 
mingo, Distrit., Nacional, a los 30 días del mes de mar.. 
zo de 1966, años 1239  de la Independencia y 103 9  de la Res-
tauraci5n, dicta en audiencia pública, como corte de ca-
sación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Bienve-
nido Díaz, dominicano, mayor de edad, agricultor, domi-
ciliado y residente en Bayaguana, cédula 437, serie 3, con_ 
tra sentencia de la Corte de Apelación de Santo Domingo, 
dictad t en aWbuciones criminales, en fecha 12 de julio 
de 1965, cuyo dispositivo se copia más adelante; . 

Oido el alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

VIsta el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a-qua en fecha 13 de julio de 1965, 
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Guzmán, le infirió voluntariamente con una cortaplum a 
 una herida a Manuel Felipe Núñez, que le ocasionó una 

enfermedad de más de veinte días, que le imposibilitó de_ 
dicarse a su trabajo habitual por igual tiempo; 

Considerando que los hechos así establecidos a can_ 
go del prevenido, constituyen el delito de herida volun_ 
taria previsto por el artículo 309 del Código Penal y 
castigado por dicho texto legal con prisión de seis (6) 
meses r. dos (2) años y multa de diez (10) a cien (100) pe_ 
sos; que, por consiguiente, al condenar al prevenido, des-
pués de declararlo culpable del indicado delito, a cuatro 
(4) meses de prisión correccional y cincuenta (50) pesos 
de multa, acogiendo circunstancias atenuantes. la  Corte 
a.qua hizo unr correcta aplicación de la Ley; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, 
la sentencia impugnada no contiene en lo que concierne 
al interés del recurrente, vicio alguno que justifique su 
casación; 

Po tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de 
casación interpuesto por Tabaré Borbón Guzmán, contra 
sentencia dictada por la Corte de Apelación de Santo Do-
mingo, en atribuciones correccionales, de fecha 20 de ene-
ro de 1965, cuyo dispositivo se ha copiado en parte ante-
rior del presente fallo; y, Segundo: Condena al recurren-
te al pago de las costas. 

(Firmados.) Manuel D. Bergés Chupani.— F. E. Ra-
velo de la Fuente. —Guarionex A. García de Peña.— Luis 
Gómez Tavárez.— Rafael Richiez Saviñón.— Pedro Ma-
ría Cruz.— Rafael Rincón hijo.— Manfredo A. Moore.-
Ernesto Curiel hijo. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fue leída, firmada y publicada por mí, Secretario Gene-
ral, que certifico. (Fdo. Ernesto Curiel hijo). 
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Sentencia impuganada: Corte de Apelación de Santo Domingo, 
de fecha 12 de julio de 1965. 

  

   

 

Materia: Criminal. (Viol. al Art. 332 del Código Penal, crimen 
de estupro). 

  

 

Recurrente: Bierxenido Díaz. 

    

  

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

  

 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituída por los Jueces Manuel 
D. Bei gés Chupani, Primer Sustituto en funciones de Pre-
sidente; F. E. Ravelo de la Fuente, Segundo Sustituto de 
Presid, :nte; Guarionex A. García de Peña, Luis Gómez Ta-
várez, Pedro María Cruz, Rafael Rincón hijo y Manfredo 
A. Moore, asistidos del Secretario General, en la Sala 
donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Do-
mingo, Distrit., Nacional, a los 30 días del mes de mar-
zo de 1966, años 1239  de la Independencia y 1039  de la Res-
tauraci5n, dicta en audiencia pública, como corte de ca-
sación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Bienve-
nido Díaz, dominicano, mayor de edad, agricultor, domi_ 
ciliado y residente en Bayaguana, cédula 437, serie 3, con_ 
tra sentencia de la Corte de Apelación de Santo Domingo, 
dictad I en atribuciones criminales, en fecha 12 de julio 
de 1965, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oido el alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a.qua en fecha 13 de julio de 1965, 
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a req Aerirniento del recurrente, en la cual no se invoca 
ningúa medio de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber dell 
berado y vistos los artículos 332 del Código Penal; y, 1 y 
65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) 
que por querella presentada contra Bienvenido Díaz, in_ 
culpad.) de estupro en perjuicio de la menor Sandra Erni_ 
lia José•, el Magistrado Procurador Fiscal del Distrito Ju-
dicial Nacional. requirió al Juez de Instrucción de la Pri_ 
mera Circunscripción del mismo Distrito, instruir la su-
maria correspondiente; b) que en fecha 20 de agosto de 
1964, el Juez de Instrucción de la Primera Circunscripción 
del Distrito Judicial Nacional, dictó una Providencia Ca_ 
lificati Ja con el siguiente dispositivo: "Resolvemos: Pri. 
mero: Declarar, como al efecto declaramos, que existen 
cargos para ir culpar al nombrado Bienvenido Díaz, del 
crimen de estupro, viol. de domicilio y amenaza arma-
do de un machete en perj. de la menor de 11 años de edad 
Sandra Emilia José, hecho éste previsto y sancionado por 
los artículos 184, 332, 305 y 308, del Código Penal; Segun. 
do: Enviar como al efecto enviamos por ante el Tribunal 
Crimi -tal, al nombrado Bienvenido Díaz. para que allí sea 
juzgado con arreglo a la ley; Tercero:Ordenar como el 
efecto ordenamos, que las actuaciones de la instrucción 
y un estado de los elementos y objetos que han de obrar 
como elementos de convicción sean trasmitidos por nues-
tro Secretario inmediatamente después de expirado el 
plazo Je Apelación de que es susceptible esta providencia 
calific•:tiva, al Magistrado Procurador Fiscal del Distrito 
Nacional, para los fines que establece la ley;". e) que en 
fecha 23 de septiembre de 1964, la Tercera Cámara Penal 
del Ju .gado de Primera Instancia del Distrito Nacional así 
apoderada, dictó una sentencia cuyo dispositivo se trans-
cribe más adelante; d) que sobre el recurso de apelación 
interpuesto por el acusado, intervino la sentencia ahora  

¡impugnada cor el dispositivo siguiente: "Falla: Primero: 

Declara regular y válido en cuanto a la forma el recurso 
de apelación interpuesto en fecha 25 de septiembre de 
1964, por el Dr. Julio César Martínez R., a nombre y re-
presen'ación del nombrado Bienvenido Díaz, contra sen-
tencia dictada por la Tercera Cámara Penal del Juzgado 
de Primera Ir stancia del Distrito Nacional, la cual con.. 
tiene el dispositivo siguiente: 'Falla: Primero: Declara 
al procesado Bienvenido Díaz, culpable del crimen de 
estupr 1, y en consecuencia se condena a tres (3) años de 
trabajos públicos; Segundo: Descarga al procesado Bien-
venido Díaz, de los delitos de violación de domicilio y 
amenaus, por insuficiencia de pruebas; Tercero: Condena 
al acusado Bienvenido Díaz, al pago de las costas del pro_ 
ceso"; Segundo: Confirma la antes expresada decisión y 
condena al acusado Bienvenido Díaz, al pago de las cos-
tas de la presente alzada"; 

Considerando que la Corte a.qua, mediante la ponde-
ración de los elementos de prueba que fueron regularmen-
te aportados la instrucción de la causa, dió por estable-
cido, que el acusado Bienvenido Díaz, un día no preci-
sado del mes de junio de 1964, ejerciendo violencias y 
vías de hecho contra Sandra Emilia José, mayor de once 
y menor de cliociocho años de edad, sostuvo relaciones 
carnales con ésta; 

Cui.siderando que los hechos así establecidos consti-
tuyen a cargo del acusado, Bienvenido Díaz, el crimen 
de estupro, prc visto por el artículo 332 del Código Penal, 
y castigado poi dicho texto legal, como la pena de tres a 
cinco años de trabajos públicos; que por consiguiente, al 
conden4r al acusado a tres años de trabajos públicos, des-
pués de declararle culpable del indicado crimen, la Cor-
te a.qua, hizo una correcta aplicación de la ley; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos 
la sentencia impugnada no contiene en lo concerniente 
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a req2exirniento del recurrente, en la cual no se invoca 
ningún medio de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli. 
berado y vistos los artículos 332 del Código Penal; y, 1 y 
65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) 
que por querella presentada contra Bienvenido Díaz, in.. 
culpado de estupro en perjuicio de la menor Sandra Erni_ 
lia José, el Magistrado Procurador Fiscal del Distrito Ju. 
dicial Nacional requirió al Juez de Instrucción de la Pri_ 
mera Circunscripción del mismo Distrito, instruir la su-
maria correspondiente; b) que en fecha 20 de agosto de 
1964, el Juez de Instrucción de la Primera Circunscripción 
del Distrito Judicial Nacional, dictó una Providencia Ca. 
lificati la con el siguiente dispositivo: "Resolvemos: Pri. 
mero: Declarar, como al efecto declaramos, que existen 
cargos para ir culpar al nombrado Bienvenido Díaz, del 
crimen de estupro, viol. de domicilio y amenaza arma-
do de un machete en perj. de la menor de 11 años de edad 
Sandra Emilia José, hecho éste previsto y sancionado por 
los artículos 184, 332, 305 y 308, del Código Penal; Segun. 
do: Enviar como al efecto enviamos por ante el Tribunal 
Criminal, al nombrado Bienvenido Díaz, para que allí sea 
juzgado con arreglo a la ley; Tercero:Ordenar como el 
efecto ordenamos, que las actuaciones de la instrucción 
y un estado de los elementos y objetos que han de obrar 
como elementos de convicción sean trasmitidos por nues-
tro Secretario inmediatamente después de expirado el 
plazo Apelación de que es susceptible esta providencia 
calific•:tiva, al Magistrado Procurador Fiscal del Distrito 
Nacional, para los fines que establece la ley;". e) que en 
fecha 23 de septiembre de 1964, la Tercera Cámara Penal 
del Ju .gado de Primera Instancia del Distrito Nacional así 
apoderada, dictó una sentencia cuyo dispositivo se trans-
cribe más adelante; d) que sobre el recurso de apelación 
interpuesto por el acusado, intervino la sentencia ahora  

impugnada cor el dispositivo siguiente: "Falla: Primero: 
Declara regular y válido en cuanto a la forma el recurso 
de apelación interpuesto en fecha 25 de septiembre de 
1964, por el Dr. Julio César Martínez R., a nombre y re-
preseWación del nombrado Bienvenido Díaz, contra sen-
tencia dictada por la Tercera Cámara Penal del Juzgado 
de Primera Ir stancia del Distrito Nacional, la cual con_ 
tiene el dispositivo siguiente: 'Falla: Primero: Declara 
al procesado Bienvenido Día; culpable del crimen de 
estupr 1, y en consecuencia se condena a tres (3) años de 
trabajus públicos; Segundo: Descarga al procesado Bien-
venido Díaz, de los delitos de violación de domicilio y 
amenazas, por insuficiencia de pruebas; Tercero: Condena 
al acusado Bienvenido Díaz, al pago de las costas del pro-
ceso"; Segundo: Confirma la antes expresada decisión y 
condena al acusado Bienvenido Díaz, al pago de las cos-
tas de la presente alzada"; 

Considerando que la Corte a.qua, mediante la ponde-
ración de los elementos de prueba que fueron regularmen-
te aportados er_ la instrucción de la causa, dió por estable-
cido, que el acusado Bienvenido Díaz, un día no preci-
sado del mes de junio de 1964, ejerciendo violencias y 
vías de hecho contra Sandra Emilia José, mayor de once 
y menor de oiociocho años de edad, sostuvo relaciones 
carnales con ésta; 

Considerando que los hechos así establecidos consti-
tuyen a cargo del acusado, Bienvenido Díaz, el crimen 
de estupro, pro visto por el artículo 332 del Código Penal, 
y castigado poi dicho texto legal, como la pena de tres a 
cinco años de trabajos públicos; que por consiguiente, al 
conden-.r al acusado a tres años de trabajos públicos, des-
pués de declararle culpable del indicado crimen, la Cor-
te a.qua, hizo una correcta aplicación de la ley; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos 
la sentencia impugnada no contiene en lo concerniente 
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al inte”es del recurrente vicio alguno que justifique su 
casaciol; 

P3• tales motivos: Primero: Rechaza él recurso de 
casaci n interpuesto por Bienvenido Díaz, contra senten_ 
cia dictada po: la Corte de Apelación de Santo Domingo, 
en atribuciones criminales, de fecha 12 de julio de 1965, 
cuyo dispositivo se ha copiado en otra parte del presente 
fallo; Segundo: Condena al recurrente al pago de las cos. 
tas. 

SENTENCIA DE FECHA 30 DE MARZO DEL 1966 

,; entencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de 

fecha 5 de octubre de 1964. 

Materia: Correccional 

Recurrente. Mariano V. Ramírez 

(F:rmados:) Manuel D. Bergés Chupani.— F. E. Raye_ 
lo de la Fuente.— Guarionex A. García de Peña.— Luis 
Gómez Tavárez.— Pedro María Cruz.— Rafael Rincón 
hijo.— Manfredo A. Moore.— Ernesto Curiel hijo, Se. 
cretar:..) General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por 
los señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en 
la audYmcia pública del día, mes y año en él expresados, 
y fue leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifi :a. (Fdo Ernesto Curiel hijo). 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel D. 
Bergés Chupani, Primer Sustituto en funciones de Presi-
dente; F. E. Ravelo de la Fuente, Segundo Sustituto de 
Presidente; Guarionex A. García de Peña, Luis Gómez Ta-
vArez, Rafael Richiez Saviñón, Pedro María Cruz, Rafael 
Rincón hijo y Manfredo A. Moore, asistidos del Secretario 
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la 
ciudad de Santo Domingo, Distrito Nacional a los 30 días 
del mes de Marzo de 1966, años 123 9  de la Independencia 
y 103 9  de la Restauración, dicta en audiencia pública, co-
mo corte de casación, la siguiente sentencia; 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Mariano 
V. Ramírez, dominicano, mayor de edad, casado, comer-
ciante, domiciliado y residente en esta ciudad, cédula 
49983, serie 30, contra sentencia de la Corte de Apelación 
de Santo Domingo, dictada en atribuciones co! reccionales, 

fecha 5 de octubre de 1964, cuyo dispositivo se copia 
mác adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso levantada en la Secretaría de 

la Corte a-qua. en fecha 5 de noviembre de 1964, a requeri- 
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al intc,'es del recurrente vicio alguno que justifique su 
casacio 

P3• tales motivos: Primero: Rechaza él recurso de 
casaci interpuesto por Bienvenido Díaz, contra senten_ 
cia dictada po: la Corte de Apelación de Santo Domingo, 
en atribuciones criminales, de fecha 12 de julio de 1965, 
cuyo dispositivo se ha copiado en otra parte del presente 
fallo; Segundo: Condena al recurrente al pago de las cos.. 
tas. 

(F:rmados:) Manuel D. Bergés Chupani.— F. E. Raye_ 
lo de la Fuente.— Guarionex A. García de Peña.— Luis 
Gómez Tavárez.— Pedro María Cruz.— Rafael Rincón 
hijo.— Manfredo A. Moore.— Ernesto Curiel hijo, Se-
cretar General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por 
los señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en 
la aud'.--mcia pública del día, mes y año en él expresados, 
y fue leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifi :a. (Fdo Ernesto Curiel hijo). 

SENTENCIA DE FECHA 30 DE MARZO DEL 1966 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de 
fecha 5 de octubre de 1964. 

Materia: Correccional 

Recurrent. Mariano V. Ramírez 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus• 
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel D. 
Bergés Chupani, Primer Sustituto en funciones de Presi-
dente; F. E. Ravelo de la Fuente, Segundo Sustituto de 
Presidente; Guarionex A. García de Peña,. Luis Gómez Ta-
v(irez, Rabel Richiez Saviñón, Pedro María Cruz, Rafael 
Rincón hijo y Manfredo A. Moore, asistidos del Secretario 
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la 
ciudad de Santo Domingo, Distrito Nacional a los 30 días 
del mes de Marzo de 1966, años 123 9  de la Independencia 
y 1039  de la Restauración, dicta en audiencia pública, co-
mo corte de casación, la siguiente sentencia; 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Mariano 
V. Ramírez, dominicano, mayor de edad, casado, comer-
ciante, domiciliado y residente en esta ciudad, cédula 
49983, serie 30, contra sentencia de la Corte de Apelación 
de Santo Domingo, dictada en atribuciones co! reccionales, 

fecha 5 de octubre de 1964, cuyo dispositivo se copia 
máv adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso levantada en la Secretaría de 

la Corte a-qua. en fecha 5 de noviembre de 1964, a requeri- 
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miento del Dr. Elpidio Graciano Corcino, cédula 21526. 
serie 47, en representación del recurrente; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1 y 65 de la Ley Sobre Pro-
cedimientr de Casación; 

Considerando que en fecha 5 de octubre de 1964, la 
Corte de Apelación de Santo Domingo, dictó la sentencia 
ahora impugnada con el siguiente dispositivo: "Falla: Pri-
mero: Declara regular y válido en cuanto a la forma, el 
recurso de apelación interpuesto por el prevenido Mariano 
V. Ramírez S., contra la sentencia dictada en fecha 15 de 
julio de 1964, por la Primera Cámara Penal del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Nacional, que contiene al 
siguiente dispositivo: 'Falla: Primero: Rechaza el pedimen-
to de sobreseimiento por incompetencia de este Tribunal, 
ratione materia solicitado por el abogado de la defensa del 
prevenido Dr. Elpidio Graciano Corcino, por improcedente 

mal fundado; Segundo: Se reenvía el conocimiento de la 
presente causa seguida contra el nombrado Mariano V. Ra. 
mírez S., de generales que constan, prevenido del delito de 
violación al artículo 408 del Código Penal, en perjuicio de 
la señora Francia Ramona López Cartagena; Tercero: Se 
reservan las costas; Segundo: Confirma la antes expresada 
decisión y condena al recurrente Mariano V. Ramírez S., 
al pago de las costas de la presente alzada"; 

Considerando que el examen de los motivos de la sen-
tercia impugnada, muestra que la Corte a-qua. no decidió 
el pedimento de sobreseimiento que por causa de incompe-
tencia se le había formulado sino hasta tanto se determina-
se por la ventilación de los hechos de la causa, si ella era 
o ro competente para conocer del 'fondo del litigio; que, sin 
embargo, en el dispositivo de la misma, se rechaza dicho 
pedimento; que al fallar de ese modo, la Corte a-qua, incu-
rrió en unv contradicción que destruye los motivos ante-
riormente expuestos, por lo cual la sentencia impugnada 
debe ser casada; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada 
por la Corte de Apelación de Santo Domingo, en atribucio-

nes correc ,.•ionales, de fecha 5 de octubre de 1964, cuyo dis-
positivo ha sido copiado anteriormente en el presente fallo, 

y envía el asunto ante la Corte de Apelación de San Cris-

tóbal; Segundo: Declara las costas de oficio. 

(Firmados:) Manuel D. Bergés Chupani.— F. E. Ras-e-
1,: de la Fuente.— Guarionex A. García de Peña.— Luis 

Gómez Tavárez.— Rafael Richiez Saviñón.— Pedro María 
Cruz.— Rafael Rincón hijo.— Manfredo A. Moore.— Er-
nesto Curiel hijo, Secretario General]. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por lcw 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-

diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 

firmada, leída Y publicada por mí, Secretario General, que 

certifico. (Fdo. Ernesto Curiel hijo. 
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Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada 
por la Corte de Apelación de Santo Domingo, en atribucio-
nes correccionales, de fecha 5 de octubre de 19(14, cuyo dis-
positivo ha sido copiado anteriormente en el presente fallo, 

y envía el asunto ante la Corte de Apelación de San Cris-
tóbal; Segundo: Declara las costas de oficio. 

(Firmados:) Manuel D. Bergés Chupani.— F. E. Raye-
I,: de la Fuente.— Guarionex A. García de Peña.— Luis 
Gómez Tavárez.— Rafael Richiez Saviñón.— Pedro María 
Cruz.— Rafael Rincón hijo.— Manfredo A. Moore.— Er- 

, 	nesto Curiel hijo, Secretario General.l 

miento del Dr. Elpidio Graciano Corcino, cédula 21528, 
serie 47, en representación del recurrente; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1 y 65 de la Ley Sobre Pro-
cedimiento de Casación; 

Considerando que en fecha 5 de octubre de 1964, la 
Corte de Apelación de Santo Domingo, dictó la sentencia 
ahora impugnada con el siguiente dispositivo: "Falla: Pri-
mero: Declara regular y válido en cuanto a la forma, el 
recurso de apelación interpuesto por el prevenido Mariano 
V. Ramírez S., contra la sentencia dictada en fecha 15 de 
julio de 1964, por la Primera Cámara Penal del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Nacional, que contiene el 
siguiente Oispositivo: 'Falla: Primero: Rechaza el pedimen-
to de sobreseimiento por incompetencia de este Tribunal, 
ratione materia solicitado por el abogado de la defensa del 
prevenido Dr. Elpidio Graciano Corcino, por improcedente 
Y mal fundado; Segundo: Se reenvía el conocimiento de la 
presente causa seguida contra el nombrado Mariano V. Ra-
mírez S., de generales que constan, prevenido del delito de 
violación al artículo 408 del Código Penal, en perjuicio de 
la señora Francia Ramona López Cartagena: Tercero: Se 
reservan las costas; Segundo: Confirma la antes expresada 
decisión y condena al recurrente Mariano V. Ramírez S.. 
al pago de las costas de la presente alzada"; 

Considerando que el examen de los motivos de la sen-
tencia impugnada, muestra que la Corte a-qua. no decidió 
el pedimento de sobreseimiento que por causa Oe incompe-
tencia se le había formulado sino hasta tanto se determina-
se por la ventilación de los hechos de la causa, si ella era 
o ro competente para conocer del Tondo del litigio; que, sin 
embargo, en el dispositivo de la misma, se rechaza dicho 
pedimento; que al fallar de ese modo, la Corte a-qua, incu-
rrió en uno contradicción que destruye los motivos ante-
riormente expuestos, por lo cual la sentencia impugnada 
debe ser casada; 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 

firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 

certifico. (Fdo. Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 30 DE MARZO DEL 1966 

Sentencia impugnada:: Cámara de Trabajo del Distr'to Nacional 
de fecha 11 de septiembre de 1964. 

Materia: Laboral 

Pecurrente• Banco Agrícola de la República Dominicana 

Abogado: Dr. Jorge Martínez Lavandier, representado por el 
Jorge A. Matos Féliz. 

Recurrido: Dr. Nelson García de Pena. 
Abogado: E. Porfirio L. Balcácer R. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel D. 
Bergés Chupani, Primer Sustituto en funciones de Presi-
dente; F. E. Ravelo de la Fuente, Segundo Sustituto de 
Presidente; Guarionex A. García de Peña, Luis Gómez Ta-
v1:.rez, Rafael Richiez Saviñón, Pedro María Cruz, Rafael 
Riocón hijo y Manfredo A. Moore, asistidos del Secretario 
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la 
ciudad de Santo Domingo, Distrito Nacional, a los 30 días 
del mes de Marzo de 1966, años 123 9  de la Independencia 
y 1039  de la Restauración, dicta en audiencia pública, co-
mo corte de casación, la siguiente sentencia; 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el Banco 
Agrícola de la República Dominicana, institución banca-
ria organizada de acuerdo con la Ley 6186 de 1963, con su 
domicilio en la Avenida George Washington de esta ciu-
dad, representada por su Administrador General, Dr. Héc-
tor Luis Rodríguez, dominicano, mayor de edad, casado, 
cédula 37411, serie ara., contra sentencia dictada por la  

ámara de Trabajo del Juzgado de Primera Instancia del 
istrit) Nacional, en fecha 11 de Septiembre de 1964, cuyo 

sposi -,ivo se copia más adelante; 
Oíflo el Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Dr. Jorge Matos Feliz, cédula 3098, serie 19, 

abogado del recurrente, en la lectura de sus conclusiones; 
Oído el Dr Porfirio L. Balcácer R., cédula 58473, serie 

ira., abogado del recurrido Dr. Nelson García Peña, do-
minicano, mayor de edad, abogado, casado, cédula 38857, 
serie ira., en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación de fecha 17 de Noviem-
bre de 1964, suscrito por el Dr. Jorge Abdalá Matos Feliz, 
y notificado al recurrido en fecha 3 de Diciembre de 1964; 

Visto el memorial de defensa del recurrido, suscrito 

por su abogado, y notificado al recurrente en fecha 4 de 
febrero de 1965; 

Visto el escrito de ampliación del recurrente, de fecha 
15 de marzo de 1965, suscrito por su abogado; 

Visto el escrito de ampliación del recurrido, de fecha 
30 de marzo de 1965, suscrito por su abogado; 

Visto el auto dictado en fecha 29 de marzo del corrien-
te año 1965, por el Magistrado Primer Sustituto en funcio-
nes de Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por 
medio del cual llama a los Magistrados Pedro María Cruz, 
Manfr !do A. Moore y Rafael Rincón hijo, Jueces de este 
Tribunal, para integrar la Suprema Corte de Justicia, en 
la deliteración y fallo del recurso de casación de que se 
trata, de conformidad con las Leyes Nos. 684 de 1934; y 926 
de 1935; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 1 y 2 de la Ley 2059 de 1949; 
2  y 31 de la Ley No. 6186 del 12 de febrero de 1963; 2 y 8 
de la Ley No. 908 del 1ro. de junio de 1945; 274 del Regla- 



Sentencia impugnada:: Cámara de Trabajo del Distrito Nacion,,:, 
de fecha 11 de septiembre de 1964. 

Materia: Laboral 

Pecurrente• Banco Agrícola de la República Dominicana 

Abogado: Dr. Jorge Martínez Lavandier, representado por el 
Jorge A. Matos Féliz. 

Recurrido: Dr. Nelson García de Pena. 
Abogado: Dc. Porfirio L. Balcácer R. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 
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Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrit) Nacional, en fecha 11 de Septiembre de 1964, cuyo 
disposi-Avo se copia más adelante; 

Oí'lo el Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Dr. Jorge Matos Feliz, cédula 3098, serie 19, 

abogado del recurrente, en la lectura de sus conclusiones; 
Oído el Dr Porfirio L. Balcácer R., cédula 58473, serie 

ira., abogado del recurrido Dr. Nelson García Peña, do-
minicano, mayor de edad, abogado, casado, cédula 38857, 
serie ira., en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación de fecha 17 de Noviem-
bre de 1964, suscrito por el Dr. Jorge Abdalá Matos Feliz. 

y notificado al recurrido en fecha 3 de Diciembre de 1964: 
Visto el memorial de defensa del recurrido, suscrito 

por su abogado, y notificado al recurrente en fecha 4 de 
febrero de 1965; 

Visto el escrito de ampliación del recurrente, de fecha 
15 de marzo cie 1965, suscrito por su abogado; 

111.1 	Visto el escrito de ampliación del recurrido, de fecha 
30 de marzo de 1965, suscrito por su abogado; 

Visto el auto dictado en fecha 29 de marzo del corrien-
te año 1965, por el Magistrado Primer Sustituto en funcio-
nes de Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por 
medio del cual llama a los Magistrados Pedro María Cruz, 
Manfr .do A. Moore y Rafael Rincón hijo, Jueces de este 
Tribunal, para integrar la Suprema Corte de Justicia, en 
la deliteración y fallo del recurso de casación de que se 
trata, de conformidad con las Leyes Nos. 684 de 1934; y 926 
de 1935; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 1 y 2 de la Ley 2059 de 1949; 
2  y 31 de la Ley No. 6186 del 12 de febrero de 1963; 2 y 8 
de la Ley No. 908 del 1ro. de junio de 1945; 274 del Regla- 

SENTENCIA DE FECHA 30 DE MARZO DEL 1966 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel D. 
Bergés Chupani, Primer Sustituto en funciones de Presi-
dente; F. E. Ravelo de la Fuente, Segundo Sustituto de 
Presidente; Guarionex A. García de Peña, Luis Gómez Ta-
vL.rez, Rafael Richiez Saviñón, Pedro María Cruz, Rafael 
Riocón hijo y Manfredo A. Moore, asistidos del Secretario 
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la 
ciudad de Santo Domingo, Distrito Nacional, a los 30 días 
del mes de Marzo de 1966, años 123 9  de la Independencia 
y 1039  de la Restauración, dicta en audiencia pública, co-
mo corte de casación, la siguiente sentencia; 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el Banco 
Agrícola de la República Dominicana, institución banca-
ria organizada de acuerdo con la Ley 6186 de 1963, con su 
domicilio en la Avenida George Washington de esta ciu-
dad, representada por su Administrador General, Dr. Héc-
tor Luis Rodríguez, dominicano, mayor de edad, casado, 
cédula 37411, serie ara., contra sentencia dictada por la 
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mento Interior del Banco Agrícola aprobado por el Poder 
Ejecutivo en fecha 15 de julio de 1957; 48 de la Ley N o 

 637 de 1944; L. - 5235 de octubre de 1959, modificado por. 
la  Ley 5696 de 19t.*.; y 1 y 65 de la Ley Sobre Procedimi t  
to de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta: a) que con mo.. 
tivo de una demanda laboral intentada por el Dr. Nelson 
García Peña, contra el Banco Agrícola de la República 
Dominicana, y previa tentativa de conciliación, el Juzga. 
do de Paz de Trabajo del Distrito Nacional, dictó en fecha 
16 de abril de 1964, una sentencia cuyo dispositivo es el 
siguiente: "FALLA: PRIMERO: Condena, al Banco Agrí-
cola de la República Dominicana, a pagarle al Dr. Nelson 
García Peña, 24 y 195 días de salario, por concepto de prea_ 
viso y auxilio de cesantía, a razón de RD$360.00 Trescien-
tos Sesenta Pesos Oro Dominicanos, mensuales; SEGUNDO: 
Conde -.1a, al Banco Agrícola de la República Dominicana, 
a pagarle al Dr. Nelson García Peña, 14 días de vacaciones, 
a razón del mismo salario; así como a una suma igual a 
los salarios correspondientes a tres meses; TERCERO: 
Condena, a dicha institución bancaria a pagarle al Dr. Nel-
son García Peña, la regalia pascual proporcional corres. 
pondiente al año 1963 y al pago de las costas; b) que so-
bre el recurso de apelación interpuesto por el Banco Agrí-
cola intervino la sentencia ahora impugnada, cuyo dispo-
sitivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Declara regu-
lar y válido en la forma, al recurso de apelación interpues-
to por Banco Agrícola de la República Dominicana, con-
tra sentencia del Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito 
Nacional, de fecha 16 de abril de 1964, dictada en favor 
del Dr. Nelson García Peña, cuyo dispositivo ha sido co-
piado en parte anterior de esta sentencia; SEGUNDO: Re-
chaza relativamente al fondo, dicho recurso de alzada, 
y en consecuer cia, confirma en todas sus partes la senten-
cia impugnada. TERCERO: Condena, a la parte sucumbien-
te, Banco Agrícola de la República Dominicana, al pago  

de las costas del procedimiento, de acuerdo con el artícu-
lo 691 del Código de Trabajo vigente, ordenando su distrac-

c ión en favor del Dr. Porfirio L. Balcácer L., quien afirma 
haberlas avanzado en su totalidad"; 

Considerarlo° que en su memorial de casación el recu-
rrente *nvoca los siguientes medios: Primer Medio: Viola-
ción del artículo 3 del Código de Trabajo. Incompetencia 
del Tribunal a-quo; Violación del Artículo 170, del Código 
de Procedimiento Civil. Segundo Medio: Violación de los 
artícubs 1 y 2 de la Ley No. 5235, modificada. Tercer Me. 
dio: Violación de la Ley 6186, de Fomento Agrícola, del 12 
de febrero de 1963, en especial los artículos 31 y 317. Fal-
ta de Motivos y de Base Legal; 

Considerando que en el desenvolvimiento de los me-
dios primero y tercero reunidos, el recurrente alega en sin-
tesis, que el Tribunal de Trabajo era incompetente para 
conocer la demanda de que se trata en razón de la materia, 
y además, que la misma carecía de fundamento: a) por-
que las relaciones contractuales laborales del Banco Agrí-
cola con sus funcionarios y empleados no se rigen por el 
Código de Trabajo sino por la Ley Orgánica del Banco 
Agrícola y los Reglamentos que de acuerdo con ella pue-
dan ser dictados; y b) porque como Ley Orgánica del Ban-
co Agrícola Nu. 908 del lro. de junio de 1945 fue deroga-
da por la Ley de Fomento Agrícola No. 6186 del 12 de fe-
brero de 1963, el Reglamento Interior del Banco dictado 
de acuerdo con la primera de esas dos leyes quedó implí-
citamente derogado y por tanto el artículo 274 de dicho 
reglamento no es aplicable al caso del Dr. Nelson García 
Peña; 

Considerando que de conformidad con el artículo 1ro. 
de la Ley No. 2059 de 1949, "Los funcionarios y emplea-
dos del Estado, el Distrito Nacional, los Municipios, los 
Distrit -,s Municipales, los establecimientos públicos, Na-
cionale3 o Municipales y sus dependencias, no estarán su-
jetos a las disposiciones de las leyes sobre seguros sociales, 
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mento Interior del Banco Agrícola aprobado por el Poder 
Ejecutivo en fecha 15 de julio de 1957; 48 de la Ley N o 

 637 de 1944; - 5235 de octubre de 1959, modificado por 
la Ley 5696 de 19t.'.; y 1 y 65 de la Ley Sobre Procedimi ( 

 to de Casación; 
Considerando que en la sentencia impugnada y en los 

documentos a que ella se refiere consta: a) que con mo. 
tivo de una demanda laboral intentada por el Dr. Nelson 
García Peña, contra el Banco Agrícola de la República 
Dominicana, y previa tentativa de conciliación, el Juzga. 
do de Paz de Trabajo del Distrito Nacional, dictó en fecha 
16 de abril de 1964, una sentencia cuyo dispositivo es el 
siguiente: "FALLA: PRIMERO: Condena, al Banco Agrí-
cola de la República Dominicana, a pagarle al Dr. Nelson 
García Peña, 24 y 195 días de salario, por concepto de prea. 
viso y auxilio de cesantía, a razón de RD$360.00 Trescien-
tos Sesenta Pesos Oro Dominicanos, mensuales; SEGUNDO: 
Conde -.1a, al Banco Agrícola de la República Dominicana, 
a pagarle al Dr. Nelson García Peña, 14 días de vacaciones, 
a razón del mismo salario; así como a una suma igual a 
los salarios correspondientes a tres meses; TERCERO: 
Condena, a dicha institución bancaria a pagarle al Dr. Nel-
son C4,ircía Peña, la regalia pascual proporcional corres-
pondiente al año 1963 y al pago de las costas; b) que so. 
bre el recurso de apelación interpuesto por el Banco Agrí-
cola intervino la sentencia ahora impugnada, cuyo dispo-
sitivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Declara regu-
lar y válido en la forma, al recurso de apelación interpues-
to por Banco Agrícola de la República Dominicana, con-
tra sentencia del Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito 
Nacional, de fecha 16 de abril de 1964, dictada en favor 
del Dr. Nelson García Peña, cuyo dispositivo ha sido co-
piado en parte anterior de esta sentencia; SEGUNDO: Re. 
chaza relativamente al fondo, dicho recurso de alzada, 
y en consecuer cia, confirma en todas sus partes la senten-
cia impugnada. TERCERO: Condena, a la parte sucumbien-
te, Banco Agrícola de la República Dominicana, al pago 

de las costas del procedimiento, de acuerdo con el artícu-
lo 691 del Código de Trabajo vigente, ordenando su distrac-

c ión en favor del Dr. Porfirio L. Balcácer L., quien afirma 
haberlas avanzado en su totalidad"; 

Considerando que en su memorial de casación el recu-

rrente . nvoca los siguientes medios: Primer Medio: Viola-
ción del artículo 3 del Código de Trabajo. Incompetencia 
del Tribunal a_quo; Violación del Artículo 170, del Código 
de Procedimiento Civil. Segundo Medio: Violación de los 
artícul s 1 y 2 de la Ley No. 5235, modificada. Tercer Me. 
dio: Violación de la Ley 6186, de Fomento Agrícola, del 12 
de febrero de 1963, en especial los artículos 31 y 317. Fal-
ta de Motivos y de Basa Legal; 

Co-siderando que en el desenvolvimiento de los me-
dios primero y tercero reunidos, el recurrente alega en sin-
tesis, que el Tribunal de Trabajo era incompetente para 
conocer la demanda de que se trata en razón de la materia, 
y además, que la misma carecía de fundamento: a) por-
que las relaciones contractuales laborales del Banco Agrí-
cola con sus funcionarios y empleados no se rigen por el 
Código de Trabajo sino por la Ley Orgánica del Banco 
Agrícola y los Reglamentos que de acuerdo con ella pue-
dan ser dictados; y b) porque como Ley Orgánica del Ban-
co Ag..ícola Nu. 908 del lro. de junio de 1945 fue deroga. 
da por la Ley de Fomento Agrícola No. 6186 del 12 de fe-
brero de 1963, el Reglamento Interior del Banco dictado 
de acuerdo con la primera de esas dos leyes quedó implí-
citamente derogado y por tanto el artículo 274 de dicho 
reglamento no es aplicable al caso del Dr. Nelson García 
Peña; 

Considerando que de conformidad con el artículo lro. 
de la Ley No. 2059 de 1949, "Los funcionarios y emplea-
dos del Estado, el Distrito Nacional, los Municipios, los 
Distrit -s Municipales, los establecimientos públicos, Na-
cionale.3 o Municipales y sus dependencias, no estarán su-
jetos a las disposiciones de las leyes sobre seguros sociales, 
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accidentes del trabajo ni otras leyes sobre trabajo, pero 
estarán en cambio bajo el amparo de las leyes y regla. 
mentos que constituyen el estatuto de los funcionarios y 
emplea dos públicos"; que, por otra parte, el artículo 2 de la 
indicada ley vigente en la época en que se inició la pre. 
sente litis, expresa que, "sin embargo, los trabajadores de 
los establecimientos, empresas o servicios del Estado, del 
Distrito de Santo Domingo, las Comunes, Distritos Muni. 
cipale., y de los establecimientos públicos Nacionales o 
Municipales que tengan carácter industrial, comercial o 
de transporte, o de las obras públicas que realicen aquellos 
organismos, estarán regidos, en cuanto a sus relaciones de 
trabajo con dichas empresas, servicios u obras, por las le-
yes y reglamentos sobre seguros sociales, accidentes del 
trabajo y leyes sobre el trabajo en general, primero, cuan_ 
do el trabajo que realicen predomine o se suponga que 
predomina el esfuerzo muscular; y segundo, cuando el tra. 
bajo no sea realizado por virtud de una disposición legal 
o de una sentencia judicial"; 

Considerando que las disposiciones antes transcritas. 
aún cuando tienen un alcance general, no se aplican a las 
instituciones autónomas del Estado, las cuales se rigen en 
nuestro país por las leyes especiales que se hayan dictado 
para esos fines y por los Reglamentos que en virtud de esas 
mismas leyes se hayan dictado o puedan dictarse; 

Considerando que de conformidad con el artículo 2 de 
la Ley de Fomento Agrícola No. 6186 del 12 de 'febrero de 
19e3, el Banco Agrícola de la República Dominicana es una 
entidad autónoma, con patrimonio propio investida de 
personalidad jurídica, con facultad para contratar y de-
mandar y ser demandada en su propio nombre y derecho; 
que de acuerdo con el artículo 31 de la indicada ley, "La 
organización interior del Banco y todo lo relativo al perso-
nal quedará comprendido en un reglamento que se denomi-
nará "Reglamento General Interno", el cual, según se dis- 

pone en dicho artículo, "será revisado por lo menos anual-

mente"; 
Considerando que de conformidad con el artículo 274 

del Reglamento Interior del Banco Agrícola, aprobado por 
el Poder Ejecutivo en fecha 15 de julio de 1957, dictado 
de acuerdo con las disposiciones contenidas en los incisos 
2 v 6 del artículo 8 de la Ley No. 908, se establece que 'los 
funcionarios y empleados del Banco que sean separados 
de sus cargos, después de un año de servicio, sin que hubie-
sen dado lugar a ello por falta alguna y siempre que no pa-
sen a servir inmediatamente a otro cargo en un Banco del 
Estado o en la Administración Pública, disfrutarán de ias 
mismas prestaciones que acuerdan las leyes laborales vi-
gentes para los casos de despido"; 

Considerando que por lo anteriormente expuesto, se 
advierte que como la facultad atribuída al Banco Agrícola 
de dictar todos los reglamentos Y demás disposiciones que 

se refieran a "la organización interna del Banco y todo 
lo relativo al personal", figuraba en los incisos 2 y 6 del 
artículo 8 de la Ley No. 908 y esa misma facultad se en-
cuentra prevista en el artículo 31 de la Ley de Fomento 
Agrícola No. 6186 que sustituyó a la primera, es obvio que 
la vigencia del Reglamento Interno del Banco dictado 
mientras estuvo en vigor la Ley No 908, subsiste hasta tan-
to no sea revisado o sustituído; que, por otra parte, de 
acuerdo con las disposiciones legales precedentemente in-
dicadas, nada se opone a que el Banco, en interés de ase-
gurar la estabilidad de sus empleados y con el objeto de 
obtener un mejor rendimiento en sus labores, haya dis• 
?uesto por un Reglamento Interior, que en caso de despido 
de éstos, después de un año de servicio, sin justa causa y 
:siempre que no pasen a servir un cargo en un Banco del 
Estado o en la Administración Pública, dichos empleados 
disfrutarán de las mismas prestaciones que acuerden las 
leyes laborales vigentes, para los casos de despido, ya que 
tales disposiciones no coliden con ninguna ley; 
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accidentes del trabajo ni otras leyes sobre trabajo, pero 
estarán en cambio bajo el amparo de las leyes y regla. 
mentos que constituyen el estatuto de los funcionarios y 
emplea Jos públicos"; que, por otra parte, el artículo 2 de la 
indicada ley vigente en la época en que se inició la pre. 
sente litis, expresa que, "sin embargo, los trabajadores de 
los establecimientos, empresas o servicios del Estado, del 
Distrito de Santo Domingo, las Comunes, Distritos Muni. 
cipales y de los establecimientos públicos Nacionales o 
Municipales que tengan carácter industrial, comercial o 
de transporte, o de las obras públicas que realicen aquellos 
organismos, estarán regidos, en cuanto a sus relaciones de 
trabajo con dichas empresas, servicios u obras, por las le-
yes y reglamentos sobre seguros sociales, accidentes del 
trabajo y leyes sobre el trabajo en general, primero, cuan. 
do el trabajo que realicen predomine o se suponga que 
predornIna el esfuerzo muscular; y segundo, cuando el tra_ 
bajo no sea realizado por virtud de una disposición legal 
o de una sentencia judicial"; 

Considerando que las disposiciones antes transcritas, 
aún cuando tienen un alcance general, no se aplican a las 
instituciones autónomas del Estado, las cuales se rigen en 
nuestro país por las leyes especiales que se hayan dictado 
para esos fines y por los Reglamentos que en virtud de esas 
mismas leyes se hayan dictado o puedan dictarse; 

Considerando que de conformidad con el artículo 2 de 
la Ley de Fomento Agrícola No. 6186 del 12 de 'febrero de 
19e3, el Banco Agrícola de la República Dominicana es una 
entidad autónoma, con patrimonio propio investida de 
personalidad jurídica, con facultad para contratar y de-
mandar y ser demandada en su propio nombre y derecho; 
que de acuerdo con el artículo 31 de la indicada ley, "La 
organización interior del Banco y todo lo relativo al perso-
nal quedará comprendido en un reglamento que se denomi-
nará "Reglamento General Interno", el cual, según se dis- 
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po- ne en dicho artículo, "será revisado por lo menos anual-

mente"; 
Considerando que de conformidad con el artículo 274 

del Reglamento Interior del Banco Agrícola, aprobado por 
el Poder Ejecutivo en fecha 15 de julio de 1957, dictado 
de acuerdo con las disposiciones contenidas en los incisos 
2 v 6 del artículo 8 de la Ley No. 908, se establece que 'los 
funcionarios y empleados del Banco que sean separados 
de sus cargos, después de un año de servicio, sin que hubie-
sen dado lugar a ello por falta alguna y siempre que no pa-
sen a servir inmediatamente a otro cargo en un Banco del 
Estado o en la Administración Pública, disfrutarán de ias 
mismas prestaciones que acuerdan las leyes laborales vi-
gentes para los casos de despido"; 

Considerando que por lo anteriormente expuesto, se 
advierte que como la facultad atribuída al Banco Agrícola 
de dictar todos los reglamentos Y demás disposiciones que 
se refieran a "la organización interna del Banco y todo 
lo relativo al personal", figuraba en los incisos 2 y 6 del 
artículo 8 de la Ley No. 908 y esa misma facultad se en-
cuentra prevista en el artículo 31 de la Ley de Fomento 
Agrícola No. 6186 que sustituyó a la primera, es obvio que 
la vigencia del Reglamento Interno del Banco dictado 
mientras estuvo en vigor la Ley No 908, subsiste hasta tan-
to no sea revisado o sustituído; que, por otra parte, de 
acuerdo con las disposiciones legales precedentemente in-
dicadas, nada se opone a que el Banco, en interés de ase-
gurar la estabilidad de sus empleados y con el objeto de 
obtener un mejor rendimiento en sus labores, haya dis-
:mesto por un Reglamento Interior, que en caso de despido 
de éstos, después de un año de servicio, sin justa causa y 
siempre que no pasen a servir un cargo en un Banco del 
Estado o en la Administración Pública, dichos empleados 
disfrutarán de las mismas prestaciones que acuerdan las 
leyes laborales vigentes, para los casos de despido, ya que 
tales disposiciones no coliden con ninguna ley; 
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Considerando que de conformidad con el artículo 4c; 
de la Ley 637 de 1944, "Los Juzgados de Paz son compe-
tentes para conocer, en primera instancia, como Tribunale s 

 de Trabajo, de las contestacioness que surjan entre las par-
tes con motivo de la ejecución de un contrato de trabajo", 

Considerando que el examen del fallo impugnado po-
ne de' manifiesto que la Cámara a-qua confirmó la senten-
cia del Juez de Primer Grado, sobre el 'fundamento de que 
el patrono Banco Agrícola de la República Dominicana, ad-
Mitió en la especie, la existencia de las relaciones contrac-
tuales de trabajo con el Dr. Nelson García Peña, el despido 
de que fue objeto, la naturaleza indefinida del contrato, 
el tiempo trabajado Y el .  salario devengado; 

Considerando que al declarar la Cámara a-qua su com-
petencia para conocer y fallar la demanda de que se trata 
y acoger la misma en razón de que el Dr. Nelson García 
Peña era un funcionario del Banco Agrícola, institución 
autónoma regida por la Ley y los reglamentos propios de 
dicha institución, y las cuales acuerdan las mismas presta-
ciones que el Código de Trabajo, en los casos de despido 
injustificado, después de comprobar que el reglamento dic-
tado en virtud de la Ley No. 908 no había sido objeto de 
ninguna revisión o sustitución, y de que el Dr. García no 
pasó a ocupar ningún cargo en la administración pública 
ni en un Banco del Estado, dicha Cámara no ha incurrido 
en las violaciones denunciadas; que, por consiguiente, les 
medios que se examinan carecen de fundamento y deben 
ser desestimados; 

Considerando que en el desenvolvimiento del segundo 
medio de casación el recurrente sostiene en resumen, que 
los empleados del Banco Agrícola, al igual que los emplea- 

del Estado, sólo tienen derecho a la regalía pascual, 
cuando en el momento de concederse la misma en el me; 
de diciembre, se encuentren prestando servicios en el Ban- 
co Agrícola, fundando su alegato en las disposiciones conte- 

vidas en los artículos 1 y 2 de la Ley 5235, modificada por 
la Ley 5696, del 6 de diciembre de 1961; pero, 

Considerando que de conformidad con el artículo 2 de 

la Ley 5235 del 23 de octubre de 1959 modificada por la 

LeY 5696, del 6 de diciembre de 1961, la regalía pascual 
prevista por el artículo 1 de la citada ley en favor de los 
empleados y trabajadores del Estado y de sus institucio-
nes autónomos, de los ayuntamientos y de los partidos 
políticos inscritos de conformidad con la ley electoral, que 
devenguen un sueldo mensual de Cuatrocientos Pesos Oro, 
o menos, es acordada también, entre otros, a los emplea-
dos y trabajadores del Banco Agrícola; que si bien es ciar-
to que la regalía pascual prevista por el artículo 1 de la 

Ley que la crea, sólo es acordada en favor de los emplea-
do(' indicados, cuando éstos, durante el mes de diciembre 
de cada año se encuentren prestando servicios, en cambio, 
esa situación es diferente para los empleados del Banco 
Agrícola, por ser éste como se ha dicho, una institución 
autónoma, regida por la ley y los reglamentos propios de 
e7e organismo, y las cuales acuerdan en favor de sus fun-
cionarios y empleados, las mismas prestaciones que el Có-
digo de Trabajo, en los casos de despido injustificado; 

Considerando que el examen del fallo impugnado 
muestra en este aspecto, que la Cámara a-qua, después de 
comprobar que la demanda en pago de prestaciones labo-
rales de que se trata se encontraba dentro del merco de 
las disposiciones legales de las cuales se ha hecho mención 
en parte anterior de éste fallo, acordó, en favor del Dr. 
Nelson García Peña, la regalía Pascual en la proporción 
que le correspondía de acuerdo con el salario que deven-
gaba mensualmente en el momento del despido de que fue 
objeto; que al estatuir de ese modo, la Cámara a qua hizo 
una correcta aplicación de la ley; por lo cual el medio que 
se examina carece de fundamento Y debe ser desestimado; 

Considerando por último, que por todo lo antes ex-
puesto se establece que la sentencia impugnada contiene 
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Considerando que de conformidad con el artículo V., 
de la Ley 637 de 1944, "Los Juzgados de Paz son compe_ 
tentes para conocer, en primera instancia, como Tribunales 
de Trabajo, de las contestacioness que surjan entre las par-
tes con motivo de la ejecución de un contrato de trabajo"; 

Considerando que el examen del fallo impugnado po-
ne de manifiesto que la Cámara a-qua confirmó la senten-
cia del Juez de Primer Grado, sobre el 'fundamento de que 
el patrono Banco Agrícola de la República Dominicana, ad-
Mitió en la especie, la existencia de las relaciones contrac-
tuales de trabajo con el Dr. Nelson García Peña, el despido 
de que fue objeto, la naturaleza indefinida del contrato, 
el tiempo trabajado Y el salario devengado; 

Considerando que al declarar la Cámara a-qua su com-
petencia para conocer y fallar la demanda de que se trata 
y acoger la misma en razón de que el Dr. Nelson García 
Peña era un funcionario del Banco Agrícola, institución 
autónoma regida por la Ley y los reglamentos propios de 
dicha institución, y los cuales acuerdan las mismas presta-
ciones que el Código de Trabajo, en los casos de despido 
injustificado, después de comprobar que el reglamento dic. 
tado en virtud de la Ley No. 908 no había sido objeto de 
ninguna revisión o sustitución, y de que el Dr. García no 
pasó a ocupar ningún cargo en la administración pública 
ni en un Banco del Estado, dicha Cámara no ha incurrid..) 
en las violaciones denunciadas; que, por consiguiente, les 
medios que se examinan carecen de fundamento y deben 
ser desestimados; 

Considerando que en el desenvolvimiento del segundo 
medio de casación el recurrente sostiene en resumen, que 
los empleados del Banco Agrícola, al igual que los emplea- 

del Estado, sólo tienen derecho a la regalía pascual, 
cuando en el momento de concederse la misma en el me; 
de diciembre, se encuentren prestando servicios en el Ban- 
co Agrícola, fundando su alegato en las disposiciones conte- 

pidas en los artículos 1 y 2 de la Ley 5235, modificada por 
la Ley 5696, del 6 de diciembre de 1961; pero, 

Considerando que de conformidad con el artículo 2 de 
la Ley 5235 del 23 de octubre de 1959 modificada por la 
LeY 5696, del 6 de diciembre de 1961, la regalía pascual 
prevista por el artículo 1 de la citada ley en favor de los 
empleados y trabajadores del Estado y de sus institucio-
nes autónomos, de los ayuntamientos y de los partidos 
políticos inscritos de conformidad con la ley electoral, que 
devenguen un sueldo mensual de Cuatrocientos Pesos Oro. 
o menos, es acordada también, entre otros, a los emplea-
dos y trabajadores del Banco Agrícola; que si bien es cier-
to que la regalía pascual prevista por el artículo 1 de la 
Ley que la crea, sólo es acordada en favor de los emplea-
do(' indicados, cuando éstos, durante el mes de diciembre 
de cada año se encuentren prestando servicios, en cambio, 
esa situación es diferente para los empleados del Banco 
Agrícola, por ser éste como se ha dicho, una institución 
autónoma, regida por la ley y los reglamentos propios de 
ere organismo, y las cuales acuerdan en favor de sus fun-
cionarios y empleados, las mismas prestaciones que el Có-
digo de Trabajo, en los casos de despido injustificado; 

Considerando que el examen del fallo impugnado 
muestra en este aspecto, que la Cámara a-qua, después de 
comprobar que la demanda en pago de prestaciones labo-
rales de que se trata se encontraba dentro del marco de 
las disposiciones legales de las cuales se ha hecho mención 
en parte anterior de éste fallo, acordó, en favor del Dr. 
Nelson García Peña, la regalía Pascual en la proporción 

que le correspondía de acuerdo con el salario que deven-
gaba mensualmente en el momento del despido de que fue 
objeto; que al estatuir de ese modo, la Cámara a qua hizo 
una correcta aplicación de la ley; por lo cual el medio que 
se examina carece de fundamento Y debe ser desestima&; 

Considerando por último, que por todo lo antes ex-
puesto se establece que la sentencia impugnada contiene 
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motivos suficientes y pertinentes que justifiquen plena-
mente su dispositivo, y una exposición completa de los he-
chos y circunstancias de la causa que han permitido a la 
Suprema Corte de Justicia verificar que en la especie se 
ha hecho una correcta aplicación de la ley; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por el Banco Agrícola de la República 
Dominicana, contra sentencia dictada por la Cámara de 
Trabajo del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Na-
cional, en fecha 11 de septiembre de 1964, cuyo disposi-
tivo se ha copiado en parte anterior del presente fallo: y, 
Segundo: Condena al Banco Agrícola de la República Do-
minicana al pago de las costas, ordenándose la distracción 
de ellas en favor del Dr. Porfirio L. Balcácer R., quien 
afirmó haberlas avanzado en su totalidad. 

(Firmados:) Manuel D. Bergés Chupani.— F. E. Rave-
lo de la Fuente.— Guarionex A. García de Peña.— Lu:s 
Gómez Tavárez— Rafael Richiez Saviñón.— Pedro María 
Cruz.— Manfredo A. Moore.— Rafael Rincón hijo.— Er-
nesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
Jioncia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico. (Fdo. Ernesto Curiel hijo). 

SENTENCIA DE FECHA 30 DE MARZO DEL 1966. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Barahona, de fecha 
5 de agosto de 1963. 

Materia: Civil. 

Recurrente: Sebastiana Jiménez. 
Abogado: Lic. Angel S. Canó Pelletier. 

Recurrido: La Dominican Fruit and Steamship Co. C. por A. 
Abogado: Dr. Juan Bautista Yépez Félix. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Fernan-
do E. Ravelo de la Fuente, Segundo Sustituto en funciones 
de Presidente; Guarionex A. García de Peña, Rafael Ri-
chiez Saviñón, Pedro María Cruz, Manfredo A. Moore y 
Rafael Rincón hijo, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo 
Domingo, Distrito Nacional, hoy día 30 de marzo del año 
1966, años 123' de la Independencia y 103' de la Restau-
ración, dicta en audiencia pública, como corte de casación, 
la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Sebastia-
na Jiménez, dominicana, mayor de edad, soltera, de oficios 
domésticos, domiciliada en la sección rural de Jura, Muni-
cipio de Azua, cédula No. 4169, serie 10, quien actúa en 
representación de sus hijos menores Prudencia, Rosa del 
Socorro, Augusto, Petronila María y Aurea Vicenta Pine-
da Jiménez; contra sentencia dictada en atribuciones civi-
les por la Corte de Barahona, en fecha 5 de agosto de 
1963, cuyo dispositivo se copia más adelante; 
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motivos suficientes y pertinentes que justifiquen plena-
mente su dispositivo, y una exposición completa de los he-
chos y circunstancias de la causa que han permitido a la 
Suprema Corte de Justicia verificar que en la especie se 
ha hecho una correcta aplicación de la ley; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
ación interpuesto por el Banco Agrícola de la República 

Dominicana, contra sentencia dictada por la Cámara de 
Trabajo del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Na-
cional, en fecha 11 de septiembre de 1964, cuyo disposi-
tivo se ha copiado en parte anterior del presente fallo: y, 
Segundo: Condena al Banco Agrícola de la República Do-
minicana al pago de las costas, ordenándose la distracción 
de ellas en favor del Dr. Porfirio L. Balcácer R., quien 
afirmó haberlas avanzado en su totalidad. 

(Firmados:) Manuel D. Bergés Chupani.— F. E. Rave-
lo de la Fuente.— Guarionex A. García de Peña.— Lu:s 
Gómez Tavárez— Rafael Richiez Saviñón.— Pedro María 
Cruz.— Manfredo A. Moore.— Rafael Rincón hijo.— Er-
nesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
:.iencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico. (Fdo. Ernesto Curiel hijo). 

SENTENCIA DE FECHA 30 DE MARZO DEL 1966. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Barahona, de fecha 

5 de agosto de 1963. 

Yiateria: Civil. 

Recurrente: Sebastiana Jiménez. 
Abogado: Lic. Angel S. Canó Pelletier. 

Recurrido: La Dominican Fruit and Steamship Co. C. por A. 
Abogado: Dr. Juan Bautista Yépez Félix. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituída por los Jueces Fernan-
do E. Ravelo de la Fuente, Segundo Sustituto en funciones 
de Presidente; Guarionex A. García de Peña, Rafael Ri-
chiez Saviñón, Pedro María Cruz, Manfredo A. Moore y 
Rafael Rincón hijo, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo 
Domingo, Distrito Nacional, hoy día 30 de marzo del año 
1966, años 123' de la Independencia y 103' de la Restau-
ración, dicta en audiencia pública, como corte de casación, 
la siguiente sentencia: 

411P 	Sobre el recurso de casación interpuesto por Sebastia- 
na Jiménez, dominicana, mayor de edad, soltera, de oficios 
domésticos, domiciliada en la sección rural de Jura, Muni-
cipio de Azua, cédula No. 4169, serie 10, quien actúa en 
representación de sus hijos menores Prudencia, Rosa del 
Socorro, Augusto, Petronila María y Aurea Vicenta Pine-
da Jiménez; contra sentencia dictada en atribuciones civi-
les por la Corte de Barahona, en fecha 5 de agosto de 
1963, cuyo dispositivo se copia más adelante; 



z 4 	 BOLETÍN JUDICIAL 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. Juan Bautista Yépez Félix, cédula No. 

5783, serie lra., abogado de la recurrida La Dominican 
Fruit and Steamship Co. C. por A., compañía comercial or-
ganizada de conformidad con las leyes de la República Do-
minicana, y con asiento social en la planta baja de la casa 
No. 6, de la calle Luperón, de esta ciudad, en la lectura de 
sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación de fecha 7 de septiem-
bre de 1964, suscrito por el Lic. Angel Salvador Canó Pe-
letier, cédula No. 334, serie 10, abogado de la recurrente; 

Visto el memorial de defensa de fecha 21 de septiem-
bre de 1964, suscrito por el abogado de la recurrida; 

Visto el auto dictado en fecha 29 de marzo del corrier,. 
te año 1966 por el Magistrado Segundo Sustituto en fun-
ciones de Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por 
medio del cual llama a los Magistrados Pedro María Cruz, 
Manfredo A. Moore y Rafael Rincón hijo, Jueces de este 
Tribunal, para integrar la Suprema Corte de Justicia, en 
la deliberación y fallo del recurso de casación de que se 
trata, de conformidad con las Leyes Nos. 684, de 1934 y 
926, de 1935; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 48, 49, 59, 61, 68, 131, 1029 
y 1030 del Código de Procedimiento Civil; 1382 del Código 
Civil; Ley 385 sobre accidentes del trabajo; 1, 5 y 65 de la 
Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con moti-
vo de una demanda civil en reclamación de daños y per-
juicios intentada por la señora Sebastiana Jiménez, en re-
presentación de sus hijos menores Manuel Augusto, Petro-
nila, Rosa, Aurea, Vicenta y Providencia Pineda, contra la 
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Dominican Fruit and Steamship Co., en fecha 18 de julio 
de 1958, el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de Azua dictó una sentencia, con el dispositivo si-

guiente: "FALLA: PRIMERO: Que debe rechazar como al 
efecto rechaza la demanda en reclamación de daños y per-
juicios intentada por la señora Sebastiana. Jiménez, ac-
tuando por sí y a nombre y representación de sus hijos me-
nores Manuel Augusto, Petronila, Rosa, Aurea, Vicenta y 
Providencia, contra la Dominican Fruit and Steamship 
Company, por improcedente y mal fundada; SEGUNDO: 
Que debe condenar y condena a la señora Petronila Jimé-
nez, parte demandante que sucumbe, al pago de las costas, 
con distracción en provecho del Dr. Juan Bautista. Yépez 
Félix, quien afirma haberlas avanzado en su mayor par-
te; b) que contra dicha decisión recurrió en apelación la 
demandante, y la Corte de Apelación de San Cristóbal, 
apoderada de dicho recurso, dictó en fecha 19 de diciem-
bre de 1958 una sentencia, con el dispositivo que sigue: 
"Falla: Primero: Declara regular y válido el presente re-
curso de apelación; Segundo: Revoca en todas sus partes 
la sentencia apelada; Tercero; Condena a la Dominican 
Fruit and Steamship Company, C. por A., a pagar una in-
demnización de RD$768.00 a la parte intimante, por los 
daños y perjuicios morales y materiales sufridos por ésta 
a consecuencia de la falta que le ha sido imputada a la par-
te demandada; Cuarto: Condena a la Dominican Fruit and 
Steamship Company, C. por A., al pago de las costas del 
procedimiento, ordenándose su distracción en favor del abo-
gado de la parte intimante, Lic. Angel Salvador Canó Pe-
lletier, quien afirmó haberlas avanzado en su totalidad"; 
c )que en fecha 25 de noviembre de 1959, la Suprema Cor-
te de Justicia dictó una sentencia, con el dispositivo que 
dice así: "Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia 
dictada por la Corte de Apelación de San Cristóbal, en 
atribuciones civiles de fecha diecinueve de noviembre del 
año de mil novecientos cincuenta y ocho, y envía el asun- 
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Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. Juan Bautista Yépez Félix, cédula No.  

5783, serie lra., abogado de la recurrida La Dominican 
Fruit and Steamship Co. C. por A., compañía comercial or-
ganizada de conformidad con las leyes de la República Do-
minicana, y con asiento social en la planta baja de la casa 
No. 6, de la calle Luperón, de esta ciudad, en la lectura de 
sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación de fecha 7 de septiem-
bre de 1964, suscrito por el Lic. Angel Salvador Canó Pe-
] letier, cédula No. 334, serie 10, abogado de la recurrente; 

Visto el memorial de defensa de fecha 21 de septiem-
bre de 1964, suscrito por el abogado de la recurrida; 

Visto el auto dictado en fecha 29 de marzo del corrien-
te año 1966 por el Magistrado Segundo Sustituto en fun-
ciones de Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por 
medio del cual llama a los Magistrados Pedro María Cruz, 
Manfredo A. Moore y Rafael Rincón hijo, Jueces de este 
Tribunal, para integrar la Suprema Corte de Justicia, en 
la deliberación y fallo del recurso de casación de que se 
trata, de conformidad con las Leyes Nos. 684, de 1934 y 
926, de 1935; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 48, 49, 59, 61, 68, 131, 1029 
y 1030 del Código de Procedimiento Civil; 1382 del Código 
Civil; Ley 385 sobre accidentes del trabajo; 1, 5 y 65 de la 
Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con moti-
vo de una demanda civil en reclamación de daños y per-
juicios intentada por la señora Sebastiana Jiménez, en re-
presentación de sus hijos menores Manuel Augusto, Petro-
nila, Rosa, Aurea, Vicenta y Providencia Pineda, contra la 

Dominican Fruit and Steamship Co., en fecha 18 de julio 
de 1958, el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de Azua dictó una sentencia, con el dispositivo si-

guiente: "FALLA: PRIMERO: Que debe rechazar como al 
efecto rechaza la demanda en reclamación de daños y per-
juicios intentada por la señora Sebastiana. Jiménez, ac-
tuando por sí y a nombre y representación de sus hijos me-
nores Manuel Augusto, Petronila, Rosa, Aurea, Vicenta y 
Providencia, contra la Dominican Fruit and Steamship 
Company, por improcedente y mal fundada; SEGUNDO: 
Que debe condenar y condena a la señora Petronila Jimé-
nez, parte demandante que sucumbe, al pago de las costas, 
con distracción en provecho del Dr. Juan Bautista. Yépez 
Félix, quien afirma haberlas avanzado en su mayor par-
te; b) que contra dicha decisión recurrió en apelación la 
demandante, y la Corte de. Apelación de San Cristóbal, 
apoderada de dicho recurso, dictó en fecha 19 de diciem-
bre de 1958 una sentencia, con el dispositivo que sigue: 
"Falla: Primero: Declara regular y válido el presente re-
curso de apelación; Segundo: Revoca en todas sus partes 
la sentencia apelada; Tercero: Condena a la Dominican 
Fruit and Steamship Company, C. por A., a pagar una in-
demnización de RD$768.00 a la parte intimante, por los 
daños y perjuicios morales y materiales sufridos por ésta 
a consecuencia de la falta que le ha sido imputada a la par-
te demandada; Cuarto: Condena a la Dominican Fruit and 
Steamship Company, C. por A., al pago de las costas del 
procedimiento, ordenándose su distracción en favor del abo-
gado de la parte intimante, Lic. Angel Salvador Canó Pe-
lletier, quien afirmó haberlas avanzado en su totalidad"; 
c )que en fecha 25 de noviembre de 1959, la Suprema Cor-
te de Justicia dictó una sentencia, con el dispositivo que 
dice así: "Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia 
dictada por la Corte de Apelación de San Cristóbal, en 
atribuciones civiles de fecha diecinueve de noviembre del 
año de mil novecientos cincuenta y ocho, y envía el asun- 
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to por ante la Corte de Apelación de San Juan de la Ma-
guana; y Segundo: compensa las costas"; d) que en fecha 
31 de mayo de 1960, la Corte de Apelación de San Juan 
de la Maguana dictó, como Corte de envío, una sentencia 
en defecto, con el dispositivo que se copia a continuación : 

 "PRIMERO: Pronuncia el defecto contra la parte deman-
dante, Señora Sebastiana Jiménez, por falta de compare-
cer; SEGUNDO: Declara bueno y válido el recurso de ape-
lación intentado por la Señora Sebastiana Jiménez; TER-
CERO: Confirma la sentencia recurrida dictada en fecha 
18 del mes de julio del'año 1958, por el tribunal de Prime-. 
ra Instancia del D. J. de Azua, cuyo dispositivo es el s.  
guiente: 'Primero: Que debe rechazar como al efecto recha-
za la demanda en reclamación de daños y perjuicios in-
tentada por la Señora Sebastiana Jiménez, actuando por 
sí y a nombre y representación de sus hijos menores Ma-
nuel Augusto, Petronila, Rosa, Aurea, Vicenta y Providen-
cia, contra la Dominican Fruit and Steamship Company, 
por improcedente y mal fundada; Segundo: Que debe con-
denar y condena a la señora Petronila o Sebastiana Jimé-
nez, parte demandante que sucumbe, al pago de las costas, 
con distracción en provecho del Dr. Juan Bta. Yépez Fé-
liz, quien afirma haberlas avanzado en su mayor parte; 
CUARTO: Comisiona al alguacil de Estrados del Juzgado 
de Primera Instancia del D. J. de Azua para que notifique 
la sentencia intervenida; QUINTO: Se condena la parte 
que sucumbe al pago de las costas"; e) que sobre la opo-
sición interpuesta por lá actual recurrente, intervino la 
sentencia ahora impugnada en casación, cuyo dispositivo 
dice así: "FALLA: PRIMERO: Declara regular en cuanto a 
la forma el presente recurso de oposición; SEGUNDO: Re-
chaza el expresado recurso por improcedente y mal fun-
dado en derecho, y en consecuencia, confirma la senten-
cia recurrida; TERCERO: Condena a la recurrente, señora 
Sebastiana Jiménez, al pago de las costas"; f) que sobre, 
recurso de casación contra la anterior sentencia en fecha 

19 de septiembre de 1962, la Suprema Corte de Justicia 
dictó fallo con el siguiente dispositivo: "Primero: Casa la 
sentencia civil dictada por la Corte de Apelaión de San 
Juan de la Maguana en fecha 10 de noviembre de 1960, 
cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior del pre-
sente fallo, y envía el asunto a la Corte de Apelación de 
Barahona; y Segundo: Condena la recurrida al pago de 
las costas, distrayéndolas en favor del Licdo. Angel Sal-
vador Canó Pelletier, abogado de la recurrente, quien afir-
ma haberlas avanzado en su totalidad"; g) que así apode-
rada, la Corte de Apelación de Barahona dictó la sentencia 
ahora impugnada cuyo dispositivo dice: "FALLA: PRIME-
RO: Declara regular en la forma el recurso de apelación 
interpuesto por Sebastiana Jiménez, en representación de 
sus hijos menores reconocidos Manuel Augusto, Petronilr, 
Rosa, Aurea, Vicenta, y Providencia Pineda, en fecha 6 del 
mes de septiembre del año 1958, contra sentencia Civil 
dictada por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Azua en fecha 18 de julio del año 1958, cuyo 
dispositivo figura en otra parte del presente fallo: SEGUN-
DO: Revoca la sentencia recurrida en todas sus partei, 
TERCERO: Rechaza la excepción de incompetencia pro-
puesta por la Dominican Fruit and Steamship Company 
C. por A., parte demandada, por improcedente; CUARTO: 
Declara nula la demanda civil en reclamación de daños y 
perjuicios y todas sus consecuencias legales, intentada por 
la señora Sebastiana Jiménez, a nombre y representación 
de sus hijos menores reconocidos Manuel Augusto, Petro-
nila, Rosa, Aurea, Vicenta y Providencia Pineda, contra la 
Dominican Fruit and Steamship Company C. por A.; 
QUINTO: Condena a Sebastiana Jiménez, en su calidad ya 
indicada al pago de las costas"; 

Considerando que la recurrente alega en su memorial 
de casación los siguientes medios: Primer Medio: Viola-
ción del artículo 173 del Código de Procedimiento Civil; 
Ultra Petita; Segundo Medio: Violación a los artículos 48, 
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to por ante la Corte de Apelación de San Juan de la Ma- 
guana; y Segundo: compensa las costas"; d) que en fech a  
31 de mayo de 1960, la Corte de Apelación de San Juan 
de la Maguana dictó, como Corte de envío, una sentencia 
en defecto, con el dispositivo que se copia a continuación :  
"PRIMERO: Pronuncia el defecto contra la parte deman-
dante, Señora Sebastiana Jiménez, por falta de compare-
cer; SEGUNDO: Declara bueno y válido el recurso de ape-
lación intentado por la Señora Sebastiana Jiménez; TER-
CERO: Confirma la sentencia recurrida dictada en fecha 
18 del mes de julio del 1958, por el tribunal de Prime-
ra Instancia del D. J. de Azua, cuyo dispositivo es el si-
guiente: 'Primero: Que debe rechazar como al efecto recha-
za la demanda en reclamación de daños y perjuicios in-
tentada por la Señora Sebastiana Jiménez, actuando por 
sí y a nombre y representación de sus hijos menores Ma- 

1 nuel Augusto, Petronila, Rosa, Aurea, Vicenta y Providen-
cia, contra la Dominican Fruit and Steamship Company, 
por improcedente y mal fundada; Segundo: Que debe con-
denar y condena a la señora Petronila o Sebastiana Jimé-
nez, parte demandante que sucumbe, al pago de las costas, 
con distracción en provecho del Dr. Juan Bta. Yépez Fe-
liz, quien afirma haberlas avanzado en su mayor parte; 
CUARTO: Comisiona al alguacil de Estrados del Juzgado 
de Primera Instancia del D. J. de Azua para que notifique 
la sentencia intervenida; QUINTO: Se condena la parte 
que sucumbe al pago de las costas"; e) que sobre la opo-
sición interpuesta por la actual recurrente, intervino la 
sentencia ahora impugnada en casación, cuyo dispositivo 
dice así: "FALLA: PRIMERO: Declara regular en cuanto a 
la forma el presente recurso de oposición; SEGUNDO: Re-
chaza el expresado recurso por improcedente y mal fun-
dado en derecho, y en consecuencia, confirma la senten-
cia recurrida; TERCERO: Condena a la recurrente, señora 
Sebastiana Jiménez, al pago de las costas"; f) que sobre, 
recurso de casación contra la anterior sentencia en fecha 

19 de septiembre de 1962, la Suprema Corte de Justicia 
dictó fallo con el siguiente dispositivo: "Primero: Casa la 
sentencia civil dictada por la Corte de Apelaión de San 
Juan de la Maguana en fecha 10 de noviembre de 1960, 
cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior del pre-
sente fallo, y envía el asunto a la Corte de Apelación de 
Barahona; y Segundo: Condena la recurrida al pago de 
las costas, distrayéndolas en favor del Licdo. Angel Sal-
vador Canó Pelletier, abogado de la recurrente, quien afir-
ma haberlas avanzado en su totalidad"; g) que así apode-
rada, la Corte de Apelación de Barahona dictó la sentencia 
ahora impugnada cuyo dispositivo dice: "FALLA: PRIME-

RO: Declara regular en la forma el recurso de apelación 
interpuesto por Sebastiana Jiménez, en representación de 
sus hijos menores reconocidos Manuel Augusto, PetroniTa  
Rosa, Aurea, Vicenta, y Providencia Pineda, en fecha 6 del 
mes de septiembre del año 1958, contra sentencia Civil 
dictada por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Azua en fecha 18 de julio del año 1958, cuyo 
dispositivo figura en otra parte del presente fallo: SEGUN-
DO: Revoca la sentencia recurrida en todas sus partes7 
TERCERO: Rechaza la excepción de incompetencia pro-
puesta por la Dominican Fruit and Steamship Company 
C. por A., parte demandada, por improcedente; CUARTO: 
Declara nula la demanda civil en reclamación de daños y 
perjuicios y todas sus consecuencias legales, intentada por 
la señora Sebastiana Jiménez, a nombre y representación 
de sus hijos menores reconocidos Manuel Augusto, Petro-
nila, Rosa, Aurea, Vicenta y Providencia Pineda, contra la 
Dominican Fruit and Steamship Company C. por A.; 

QUINTO: Condena a Sebastiana Jiménez, en su calidad ya 
indicada al pago de las costas"; 

Considerando que la recurrente alega en su memorial 
de casación los siguientes medios: Primer Medio: Viola-
ción del artículo 173 del Código de Procedimiento Civil; 
Ultra Petita; Segundo Medio: Violación a los artículos 48, 
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49, 59, 61 y 68 del Código de Procedimiento Civil; Falta 
de Base Legal; Tercer Medio: Violación del artículo 141 
del Código de Procedimiento Civil; Ausencia, insuficien-
cia, improcedencia de motivos; Falta de Base Legal; Cuar-
to Medio: Violación a los artículos 1029 y 1030 del Códi go 

 de Procedimiento Civil; Quinto Medio: Violación del ar-
tículo 130 del Código de Procedimiento Civil; 

Considerando que en su memorial de defensa la re-
currida propone un medio de inadmisión del recurso sobre 
el fundamento de que la sentencia impugnada no le fu 
notificada a ella y, por tanto, el recurso de casación no ha-
)ía comenzado a correr, notificación que es indispensable 
y no puede ser sustituída por el conocimiento que una de 
las partes hubiera tenido por haber asistido al pronuncia-
miento de la sentencia; pero. 

Considerando que en ese aspecto lo que dispone el ar-
tículo 5 de la Ley sobre Procedimiento de Casación, es 
que el recurso de casación empieza a correr contra la per-
sona que le ha sido notificada la sentencia, a partir del 
día de la notificaión, y, nada se opone, a que una parte 
interesada interponga recursos antes de haber recibido no-
tificación del fallo contra el cual recurre, ni obliga a la 
parte recurrente a notificar dicho fallo a la otra narte an-
tes de interponer el recurso; aue, por consiguiente, el me-
dio de inadmisión propuesto por la recurrida debe ser des-
estimado; 

Considerando que en el desenvolvimiento de los cinco 
medios de su recurso la recurrente alega, en resumen, 
lo siguiente: a) que el fallo impugnado violó el artículo 
173 del Código de Procedimiento Civil y juzgó Ultra Peti-
ta, al declarar nula la demanda introductiva sin que hu-
biera ninguna solicitud de nulidad de parte de la deman-
dada, tal como lo demuestra la propia sentencia impugna-
da, sobre todo, cuando las nulidades aún de orden público 
de los actos de procedimiento no pueden ser pronunciadas 
si no hay petición en ese sentido; b) que la Corte a-qua, 
violó los artículos 48, 49, 59, 61 y 68 del Código de Proce- 

     

  

dirniento Civil, puesto que el examen del acto de empla-

zamiento pone de manifiesto que el mismo está ajustado 
a todas las reglas legales que dominan su redacción y no-
tificación; así como desconoció la máxima no hay nuli-
dad sin agravio, puesto que para declararlo nulo no justi-
ficó que había causado perjuicio al demandado; e) que la 
sentencia no da motivos que justifiquen la nulidad pro-
nunciada contra el repetido acto por lo cual incurrió en la 
violación del artículo 141 del Código de Procedimiento 
Civil y carece de base legal; d) que el fallo impugnado 
violó los artículos 1029 y 1030 del Código de Procedi-
miento Civil al no señalar el texto legal que pronuncia la 
nulidad por él decretada; y e) que la Corte a-qua violó el 

artículo 130 del Código de Procedimiento Civil al conde-
nar la ahora recurrente en costas, una vez que la recurri-
da no le fueron acogidas totalmente sus conclusiones, y, 
por tanto, las costas debieron ser compensadas; pero, 

Considerando que la Corte a-qua, para desestimar la 
demanda intentada por Sebastiana Jiménez en reparación 
de daños y perjuicios irrogádoles por la Dominican Fruit 
and Steamship Co. C .por A., en virtud del artículo 1382 
del Código Civil, comprobó en el fallo impugnado, que 
Santiago Pineda, víctima del accidente, era un trabajador 
de la empresa demandada que se encontraba en el ejerci-
cio de sus labores en el momento del suceso, y, que por 
tanto, la reparación que sus sucesores pueden reclamar es-
tá sometida al régimen de la Ley 385 sobre accidentes del 
trabajo, el cual es imperativo, y, en consecuencia, la ac-
ción en reparación que dicho régimen reserva a los traba-
jadores lesionados en ocasión o como consecuencia del tra-
bajo que ejecuten por cuenta de otro, no puede trasmu-
tarse en una acción en daños y perjuicios sujeta al dere-
cho común; y b) que la demandante al actuar como lo hizo 
sustrajo su acción al procedimiento particular a que se en-
cuentra imperativamente sometidas las acciones en repa-
ración de los accidentes de trabajo; que al juzgar de esa 
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19, 59, 61 y 68 del Código de Procedimiento Civil; Falta 
de Base Legal; Tercer Medio: Violación del artículo 141 
del Código de Procedimiento Civil; Ausencia, insuficien-
cia, improcedencia de motivos; Falta de Base Legal; Cuar-
to Medio: Violación a los artículos 1029 y 1030 del Código 
de Procedimiento Civil; Quinto Medio: Violación del ar-
tículo 130 del Código de Procedimiento Civil; 

Considerando que en su memorial de defensa la re-
currida propone un medio de inadmisión del recurso sobro 
el fundamento de que la sentencia impugnada no le fu-
notificada a ella y, por tanto, el recurso de casación no ha-
)ía comenzado a correr, notificación que es indispensable 
y no puede ser sustituída por el conocimiento que una de 
las partes hubiera tenido por haber asistido al pronuncia-
miento de la sentencia; pero. 

Considerando que en ese aspecto lo que dispone el ar-
tículo 5 de la Ley sobre Procedimiento de Casación, es 
que el recurso de casación empieza a correr contra la per-
sona que le ha sido notificada la sentencia, a partir del 
día de la notificaión, y, nada se opone, a que una parte 
interesada interponga recursos antes de haber recibido no-
tificación del fallo contra el cual recurre, ni obliga a la 
parte recurrente a notificar dicho fallo a la otra parte an-
tes de interponer el recurso; aue, por consiguiente, el me-
dio de inadmisión propuesto por la recurrida debe ser des-
estimado; 

Considerando que en el desenvolvimiento de los cinco 
medios de su recurso la recurrente alega, en resumen, 
lo siguiente: a) que el fallo impugnado violó el artículo 
173 del Código de Procedimiento Civil y juzgó Ultra Peti-
ta, al declarar nula la demanda introductiva sin que hu-
biera ninguna solicitud de nulidad de parte de la deman-
dada, tal como lo demuestra la propia sentencia impugna-
da, sobre todo, cuando las nulidades aún de orden público 
de los actos de procedimiento no pueden ser pronunciadas 
si no hay petición en ese sentido; b) que la Corte a-qua, 
violó los artículos 48, 49, 59, 61 y 68 del Código de Proce- 

dimiento Civil, puesto que el examen del acto de empla-

zamiento pone de manifiesto que el mismo está ajustado 
a todas las reglas legales que dominan su redacción y no-
tificación; así como desconoció la máxima no hay nuli-
dad sin agravio, puesto que para declararlo nulo no justi-

ficó que había causado perjuicio al demandado; c) que la 
sentencia no da motivos que justifiquen la nulidad pro-
nunciada contra el repetido acto por lo cual incurrió en la 
violación del artículo 141 del Código de Procedimiento 
Civil y carece de base legal; d) que el fallo impugnado 
violó los artículos 1029 y 1030 del Código de Procedi-
miento Civil al no señalar el texto legal que pronuncia la 
nulidad por él decretada; y e) que la Corte a-qua violó el 

artículo 130 del Código de Procedimiento Civil al conde-
nar la ahora recurrente en costas, una vez que la recurri-
da no le fueron acogidas totalmente sus conclusiones, y, 
por tanto, las costas debieron ser compensadas; pero, 

Considerando que la Corte a-qua, para desestimar la 
demanda intentada por Sebastiana Jiménez en reparación 
de daños y perjuicios irrogádoles por la Dominican Fruit 
and Steamship Co. C .por A., en virtud del artículo 1382 
del Código Civil, comprobó en el fallo impugnado, que 
Santiago Pineda, víctima del accidente, era un trabajador 
de la empresa demandada que se encontraba en el ejerci-
cio de sus labores en el momento del suceso, y, que por 
tanto, la reparación que sus sucesores pueden reclamar es-
tá sometida al régimen de la Ley 385 sobre accidentes del 
trabajo, el cual es imperativo, y, en consecuencia, la ac-
ción en reparación que dicho régimen reserva a los traba-
jadores lesionados en ocasión o como consecuencia del tra-
bajo que ejecuten por cuenta de otro, no puede trasmu-
tarse en una acción en daños y perjuicios sujeta al dere-
cho común; y b) que la demandante al actuar como lo hizo 
sustrajo su acción al procedimiento particular a que se en-
cuentra imperativamente sometidas las acciones en repa-
ración de los accidentes de trabajo; que al juzgar de esa 
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forma, la Corte a-qua, lo que en realidad hizo, fue recha-
zar por improcedente, la demanda en reparación de daños 
Y perjuicios intentada por la ahora recurrente en virtud 
del artículo 1382 del Código Civil, y la circunstancia de 
que dicha Corte en el dispositivo de la sentencia declarara 
nula la demanda civil de que se trata, sólo constituye una 
simple forma de expresión que no puede invalidar el refe-
rido fallo; 

Considerando por último, que aún en los casos corno 
el de la especie, en que la compensación está autorizada, 
los jueces tienen, en principio, un poder discrecional para 
repartir las costas entre las partes o condenar una de ell. 3 
a la totalidad; que, por tales razones los medios que se exa-
minan carecen de fundamento y deben ser desestimados; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Sebastiana Jiménez, contra senten-
cia dictada por la Corte de Apelación de Barahona, en 
atribuciones civiles, en fecha 5 de agosto de 1963, cuyo 
dispositivo ha sido copiado en parte anterior del presente 
fallo; y Segundo: Condena la recurrente al pago de las 
costas; 

Firmados: F. E. Ravelo de la Fuente.— Guarionex A. 
García de Peña.— Rafael Richiez Saviñón.— Pedro Ma-
ría Cruz.— Manfredo A. Moore.— Rafael Rincón hijo.—
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audienciapública del día, mes y año en él expresados, y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General 
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 30 DE MARZO DEL 1966 

senten:ia Impugnada: Corte de Apelación de San Pedro de Ma- 
corís, de fecha 9 de octubre de 1964. 

Materia: Laborales 

Recurrente: Sindicato Unido de Trabajadores del Central Roma- 
na Corporation y Central Romana By Products Co., Inc. 

Abogado: Dr. Porfirio L. Bálcácer R. 

Recurrido: Central Romana Corporation y Central Romana By 
Products Co., Inc. 

Abogadp: Dr. Enrique Peynado, Lic. Julio F. Peynado y Manuel 
V. Feliú. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, r zgularmente constituída por los Jueces Manuel D. 
Bergéa Chupani, Primer Sustituto en funciones de Presi-
tente; F. E. Ravelo de la Fuente, Segundo Sustituto de Pre-

4 Bidente; Guarionex A. García de Peña, Luis Gómez Tavá- 
rez, Rafael Richiez Saviñón, Pedro María Cruz, Manfredo 
A. Mo.ze y Rafael Rincón hijo, asistidos del Secretario 
Gener 	en la. Sala donde celebra sus audiencias, en la 
ciudad de Santo Domingo, Distrito Nacional, a los 30 días 
del mes de marzo del año 1966, años 123 9  de la Indepen- 

dencia y 103 9  de la Restauración, dicta en audiencia pú- 
blica, la siguiente sentencia: 

Soore el recurso de apelación interpuesto por el Sin-
dicato Unido de Trabajadores del Central Romana Cor-
poration y Central Romana By Products Co., Inc., domi-
ciliado y resiocnte en la ciudad de La Romana, contra sen- 
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forma, la Corte a-qua, lo que en realidad hizo, fue recha-
zar por improcedente, la demanda en reparación de daños 

 y perjuicios intentada por la ahora recurrente en virtud 
del artículo 1382 del Código Civil, y la circunstancia de 
que dicha Corte en el dispositivo de la sentencia declarara 
nula la demanda civil de que se trata, sólo constituye una 
simple forma de expresión que no puede invalidar el refe-
rido fallo; 

Considerando por último, que aún en los casos como 
el de la especie, en que la compensación está autorizada, 
los jueces tienen, en principio, un poder discrecional para 
repartir las costas entre las partes o condenar una de en, 
a la totalidad; que, por tales razones los medios que se exa-
minan carecen de fundamento y deben ser desestimados; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Sebastiana Jiménez, contra senten-
cia dictada por la Corte de Apelación de Barahona, en 
atribuciones civiles, en fecha 5 de agosto de 1963, cuyo 
dispositivo ha sido copiado en parte anterior del presente 
fallo; y Segundo: Condena la recurrente al pago de las 
costas; 

Firmados: F. E. Ravelo de la Fuente.— Guarionex A. 
García de Perla.— Rafael Richiez Savirión.— Pedro Ma-
ría Cruz.— Manfredo A. Moore.— Rafael Rincón hijo.—
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General 
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 30 DE MARZO DEL 1966 

sententia impugnada: Corte de Apelación de San Pedro de Ma- 
corís, de fecha 9 de octubre de 1964. 

Materia: Laborales 

Recurrente: Sindicato Unido de Trabajadores del Central Roma- 
na Corporation y Central Romana By Products Co., Inc. 

Abogado: Dr. Porfirio L. Bálcácer R. 

Recurrido: Central Romana Corporation y Central Romana By 
Products Co., Inc. 

Abogada: Dr. Enrique Peynado, Lic. Julio F. Peynado y Manuel 
V. Feliú. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, r:gularmente constituida por los Jueces Manuel D. 
Bergé.; Chupani, Primer Sustituto en funciones de Presi-
tente; F. E. Ravelo de la Fuente, Segundo Sustituto de Pre-
sidente; Guarionex A. García de Peña, Luis Gómez Tavá_ 

.1- rez, Rafael Richiez Saviñón, Pedro María Cruz, Manfredo 
A. Mo,ze y Rafael Rincón hijo, asistidos del Secretario 
Gener en la Sala donde celebra sus audiencias, en la 
ciudad de Santo Domingo, Distrito Nacional, a los 30 días 
del mes de marzo del año 1966, años 123 9  de la Indepen-

dencia y 1039  de la Restauración, dicta en audiencia pú-
blica, la siguiente sentencia: 

Soore el recurso de apelación interpuesto por el Sin_ 
dicato Unido de Trabajadores del Central Romana Cor-
poration y Central Romana By Products Co., Inc., domi-
ciliado y resici nte en la ciudad de La Romana, contra sen- 
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tencia dictada en fecha 9 de Octubre de 1964, en atribu 
ciones laborales, por la Corte de Apelación de San Pedro 
de Macorís, cuyo dispositivo se copia a continuación:IPA. 
LLA: Primero. Declara la incompetencia de esta Corte de 
Trabajo para decidir sobre la demanda en revisión del 
Pacto ..7olecti‘ o de Trabajo vigente entre el Sindicato Uni_ 
do de Trabajadores del Central Romana Corporation y 
Central Romana By Products Company, Sindicato de Fe. 
rrocarrileros, Sindicato de Mantenimiento del Batey y 
Asocia ión Dominicana de Técnicos Azucareros, Sub-Co. 
mité dd Central Romana Corporation y las empresas Cen. 
tral RJrnana Corporation y Central Romana By Products 
Compa ny, contenida en la instancia de fecha 13 de agosto 
del año 1964, suscrita por el doctor Porfirio L. Balcácer R., 
a nombre y representación de los demandantes; Segundo: 
Conder a a los Sindicatos Unidos de Trabajadores del Cen. 
tral RJmana Corporation y Central Romana By Products 
Company, Sindicato de Ferrocarrileros, Sindicato de Man_ 
tenimiento de Batey y Asociación Dominicana de Técni-
cos Azucareros, Sub-Comité del Central Romana Corpora-
tion, al pago de las costas"; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. Porfirio L. Balcácer R., cédula 58473, serie 

lra., abogado del recurrente, en la lectura de sus conclusio-
nes; 

Ot lo el Dr. Enrique Peynado, cédula 35230, serie 1, 
por sí y por los licenciados Julio F. Peynado, cédula 7687, 
serie 1 ra., y Manuel V. Feliú, cédula 1196, serie 23; abo-
gados de las intimadas Central Romana Corporation y 
Central Romana By Prducts Co., Inc., en la lectura de sus 
conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista la instancia de fecha 12 de enero de 1965 diri-
gida a esta Suprema Corte de Justicia por el abogado de 
la recurrente, la cual concluye así: "Primero: Declarar re-
gular y válido, tanto en la forma como en el fondo, el  

recurso de apelación interpuesto en fecha 27 de Noviembre 

de 1964 contr- la sentencia dictada por la Corte de Ape-
lación de San Pedro de Macorís, en funciones de Corte de 
Trabajo, en fecha 9 de octubre de 1964; Segundo: Declarar 
que la Corte de Apelación de San Pedro de Macorís en 
funciones de Corte de Trabajo, es competente para resol-
ver o solucionar las cuestiones o puntos de derecho que 

se han planteado ante los árbitros designados para solu-
cionar el conflicto económico surgido entre el Sindicato 

y las :mpresos señalados, de conformidad con la compe-
tencia atributiva que le confiere el artículo 691, párrafo 

2do. del Código de Trabajo; Tercero: Revocar, consecuen_ 
cialmente y en todas sus partes, la sentencia recurrida en 
apelación, y, obrando por propio imperio; Cuarto: Declarar 

de lug,r la revisión del Pacto Colectivo de Condiciones de 
Trabajo, suscrito entre el Sindicato y las Empresas en fe-
cha 6 de agosto de 1963, por las razones señaladas y de 
conformidad con el artículo 116 del Código de Trabajo; 
Quinto: Enviar el conflicto económico así delimitado, a los 
Arbitras designados, a fin de que sean solucionadas las 
cuesitunes económicas planteadas con la demanda en re-
visión; Sexto: Condenar al Central Romana Corporation 
y Central Romana By Products Company, Inc., al pago de 
las cosí as con distracción en favor del doctor Porfirio L. 
Balcácur R., que afirma avanzarlas en su totalidad; y Sép. 
timo: Concede: un plazo de diez (10) días a partir de la 
fecha al infrascrito, a fin de producir un escrito ampliato-
rio de conclusiones. Y haréis Justicia;" 

Vista la instancia de fecha 11 de enero de 1965, diri-
gida a esta Suprema Corte por los abogados de las inti-
madas, la cual concluye así: "Pero este recurso de apela-
ción ante la Suprema Corte de Justicia no está consagrado 
ni en el Código de Trabajo ni en ninguna otra ley. Aque-
lla no ejerce un segundo grado de jurisdiscción sino la ju-
risdicción especial que le atribuye la ley como juez del de-
recho,no de los hechos. En tal virtud, todo recurso de ape_ 
lación llevado ante ella es extraño a su competencia espe-

, 



542 	 BOLETÍN JUDICIAL 	 BOLETÍN JUDICIAL 	 543 

tencia 'dictada en fecha 9 de Octubre de 1964, en atribu 
ciones Laborales, por la Corte de Apelación de San Pedro 
de Macorís, cuyo dispositivo se copia a continuación:"FA., 
LLA: Primero. Declara la incompetencia de esta Corte de 
Trabajo para decidir sobre la demanda en revisión del 
Pacto 2olecti\ o de Trabajo vigente entre el Sindicato Uní_ 
do de Trabajadores del Central Romana Corporation y 
Central Romana By Products Company, Sindicato de Fe. 
rrocarrileros, Sindicato de Mantenimiento del Batey y 
Asocia. ión Dominicana de Técnicos Azucareros, Sub-Co_ 
mité dd Central Romana Corporation y las empresas Cen_ 
tral Romana Corporation y Central Romana By Products 
Compa ay, contenida en la instancia de fecha 13 de agosto 
del año 1964, suscrita por el doctor Porfirio L. Balcácer R., 
a nombre y representación de los demandantes; Segundo: 
Conder a a los Sindicatos Unidos de Trabajadores del Cen_ 
tral Rumana Corporation y Central Romana By Products 
Company, Sindicato de Ferrocarrileros, Sindicato de Man_ 
tenimiento de Batey y Asociación Dominicana de Técni-
cos Azucareros, Sub_Comité del Central Romana Corpora-
tion, al pago de las costas"; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oido el Dr. Porfirio L. Balcácer R., cédula 58473, serie 

lra., abogado del recurrente, en la lectura de sus conclusio-
nes; 

0: lo el Dr. Enrique Peynado, cédula 35230, serie 1, 
por sí y por los licenciados Julio F. Peynado, cédula 7687, 
serie Ira., y Manuel V. Feliú, cédula 1196, serie 23; abo-
gados de las intimadas Central Romana Corporation y 
Central Romana By Prducts Co., Inc., en la lectura de sus 
conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la Repúbliva; 

Vista la instancia de fecha 12 de enero de 1965 diri-
gida a esta Suprema Corte de Justicia por el abogado de 
la recurrente, la cual concluye así: "Primero: Declarar re-
gular :y  válidc, tanto en la forma como en el fondo, el 

recurso de apelación interpuesto en fecha 27 de Noviembre 
de 1964 contr.. la sentencia dictada por la Corte de Ape-
lación de San Pedro de Macorís, en funciones de Corte de 
Trabajo, en fecha 9 de octubre de 1964; Segundo: Declarar 
que la Corte de Apelación de San Pedro de Macorís en 
funciones de Corte de Trabajo, es competente para resol_ 
ver o solucionar las cuestiones o puntos de derecho que 
se han planteado ante los árbitros designados para solu-
cionar el conflicto económico surgido entre el Sindicato 
y las Impresas señalados, de conformidad con la compe-
tencia atributiva que le confiere el artículo 691, párrafo 
2do. del Código de Trabajo; Tercero: Revocar, consecuen-
cialmenie y en todas sus partes, la sentencia recurrida en 
apelación, y, obrando por propio imperio; Cuarto: Declarar 
de lug-r la revisión del Pacto Colectivo de Condiciones de 
Trabajo, suscrito entre el Sindicato y las Empresas en fe_ 
cha 6 de agosto de 1963, por las razones señaladas y de 
conformidad con el artículo 116 del Código de Trabajo; 
Quinto: Enviar el conflicto económico así delimitado, a los 
Arbitr -,s designados, a fin de que sean solucionadas las 
cuesitunes económicas planteadas con la demanda en re-
visión; Sexto: Condenar al Central Romana Corporation 
y Central Romana By Products Company, Inc., al pago de 
las cosi as con distracción en favor del doctor Porfirio L. 
Balcácer R., que afirma avanzarlas en su totalidad; y Sép. 
timo: Concede: un plazo de diez (10) días a partir de la 
fecha al infrascrito, a fin de producir un escrito ampliato-
rio de conclusiones. Y haréis Justicia;" 

Vista la instancia de fecha 11 de enero de 1965, diri-
gida a esta Suprema Corte por los abogados de las inti-
madas, la cual concluye así: "Pero este recurso de apela-
ción ante la Suprema Corte de Justicia no está consagrado 
ni en el Código de Trabajo ni en ninguna otra ley. Aque-
lla no ejerce un segundo grado de jurisdiscción sino la ju- 

i
risdicción especial que le atribuye la ley como juez del de-

n recho, o de los hechos. En tal virtud, todo recurso de ape-
s lación llevado ante ella es extraño a su competencia espe- 
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cial, restringida, y es, por tanto inadmisible de pleno. Por 
estas razones, y por las demás que se abandonan al recto 
criteria de esta Honorable Suprema Corte de Justicia, la 
Centrul Romana Corporation y la Central Romana By Pro.. 
ducts Co. In., concluyen por medio de sus abogados intras_ 
critos, solicitar do respectuosamente: lro. que rechacéis de 
plano el recurso de apelación formulado por el Sindicato 
Unido de Trabajadores de las dos corporaciones, por ser 
inadmHble y 2do. Condenar en costas al apelante Sindi_ 
cato Unido de Trabajores del Central Romana Corporation 
y Central Romana By Products Co, Inc."; 

Visto el auto dictado en fecha 29 de marzo del año 1966 
por el Magistrado Primer Sustituto en funciones de Pre_ 
sidente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del 
cual Runa a los Magistrados Pedro María Cruz, Manfre_ 
do A. Moore y Rafael Rincón hijo, Jueces de este Tribu_ 
nal, para inte::-ar la Suprema Corte de Justicia, en la de.. 
liberaci.Sn y fallo del recurso de apelación de que se trata, 
de conformidad con las Leyes Nos. 684 de 1934, y 926 de 
1935; 

La Suprema Corte de Justicia después de haber de-
liberado y vistos los artículos 139 de la Constitución; 449, 
636, 638, 639, 640 y 655 del Código de Trabajo; y 1 y 65 de la 
Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que de acuerdo con lo dispuesto por el 
párrafo 3 del artículo 139 de la Constitución Dominicana, 
corresponde a la Suprema Corte de Justicia "conocer en 
última instancia las causas cuyo conocimiento en primera 
instancia competa a las Cortes de Apelación"; 

Considerando que los asuntos atribuidos a las Cortes 
de Apelación por el Código de Trabajo, son los señalados 
por los artículos 449, 636, 638, 639, 640, 642 y 655, modifica-
do, de dicho Código, en relación con las demandas sobre la 
calificación de las huelgas y de los paros, con la designa-
ción de los árbitros, los casos de amenaza de huelga o de 
paro, y sobre la apelación del laudo arbitral; que ni los 
textos antes citados ni ninguna otra disposición legal con- 

fiere competencia a las Cortes de Apelación para cono- 
cer en primen. instancia de los conflictos jurídicos o eco_ 

riórlics;  Considerando que como en la especie se trata de la 
solución Ci,e ur conflicto jurídico para el cual la ley no 
le ::onfiere competencia a las Cortes de Apelación, para 
conocer en primera instancia, la sentencia de la cual se 
apela no es susceptible del recurso de alzada; 

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el 
recirso de apelación interpuesto por el Sindicato Unido 
de Tr•baj adores d&. Central Romana Corporation y Cen-
tral Romana By Products Co. Inc., contra sentencia dictada 
en fecha 9 de ootuLre de 1964, por la Corte de Apelación 
de San Pedro de Macorís, y cuyo dispositivo se copia en 
parte -.nterior del r resente fallo; Segundo: Condena a los 
apE lantes al pago de las costas. 

(Firmados) Me nuel D. Eergés Chupani.— F. E. Ravelo de 
la Fuente.— Guarionex A. García de Peña.-- Luis Gómez 
TaIrár- z.-- Rafael Richiez Saviñón.— Pedro María Cruz.— 
Manfr,- do A. Moore.— Rafael Rincón hijo.-- Ernesto Cu-
riel hijo, Secretario General.— 

La presente seatencia ha sido dada y firmada por los 
señores Juece ,  que figuran en su encabezamiento, en la 
auclien púbica d al día, mes y año en él expresados, y 
fue leída, firnada y publicada por mí, Secretario Gene-
ral, que certifico. (Fdo. Ernesto Curiel hijo). 
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cial, restringida, y es, por tanto inadmisible de pleno. P or 
 estas razones, y por las demás que se abandonan al recto 

criterio de esta Honorable Suprema Corte de Justicia, l a 
 Central Romana Corporation y la Central Romana By Pro.. 

ducts Co. In., concluyen por medio de sus abogados infras. 
critos, -,olicitar do respectuosamente: 1ro. que rechacéis de 
plano el recurso de apelación formulado por el Sindicato 
Unido de Trabajadores de las dos corporaciones, por ser 
inadmbible y 2do. Condenar en costas al apelante Sindi. 
cato Unido de Trabajores del Central Romana Corporation 
y Central Romana By Products Co Inc."; 

Visto el auto dictado en fecha 29 de marzo del año 1966 
por el Magistrado Primer Sustituto en funciones de Pre-
sidente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del 
cual Huna a los Magistrados Pedro María Cruz, Manfre_ 
do A. Moore y Rafael Rincón hijo, Jueces de este Tribu_ 
nal, para inte::-ar la Suprema Corte de Justicia, en la de_ 
liberaci5n y fallo del recurso de apelación de que se trata, 
de conformidad con las Leyes Nos. 684 de 1934, y 926 de 
1935; 

La Suprema Corte de Justicia después de haber de-
liberad') y vistos los artículos 139 de la Constitución; 449, 
636, 638, 639, 640 y 655 del Código de Trabajo; y 1 y 65 de la 
Ley so ore Procedimiento de Casación; 

Considerando que de acuerdo con lo dispuesto por eI 
párrafa 3 del artículo 139 de la Constitución Dominicana, 
corresponde a la Suprema Corte de Justicia "conocer en 
última instancia las causas cuyo conocimiento en primera 
instancia competa a las Cortes de Apelación"; 

Considerando que los asuntos atribuidos a las Cortes 
de Apelación por el Código de Trabajo, son los señalados 
por los artículos 449, 636, 638, 639, 640, 642 y 655, modifica-
do, de dicho Código, en relación con las demandas sobre la 
calificación de las huelgas y de los paros, con la designa-
ción de los árbitros, los casos de amenaza de huelga o de 
paro, y sobre la apelación del laudo arbitral; que ni los 
textos antes citados ni ninguna otra disposición legal con- 

fiere competencia a las Cortes de Apelación para cono- 
cer en primen instancia de los conflictos jurídicos o eco- 

nóraicos; 
Considerando que como en la especie se trata de la 

solución e',e ur conflicto jurídico para el cual la ley no 
le confiere  competencia a las Cortes de Apelación, para 
conocer en primera instancia, la sentencia de la cual se 
apela no es susceptible del recurso de alzada; 

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el 
rec arao de apelación interpuesto por el Sindicato Unido 
de Tr.lajadorEs de: Central Romana Corporation y Cen-
tral Romana By Products Co. Inc., contra sentencia dictada 
en fecha 9 de octubre de 1964, por la Corte de Apelación 
de San Pedro de Macorís, y cuyo dispositivo se copia en 
parte :Anterior del Iresente fallo; Segundo: Condena a los 
apElantes al pago de las costas. 

(Firmados) Manuel D. Bergés Chupani.— F. E. Ravelo de 
la :Fuente.— Guarionex A. García de Peña.-- Luis Gómez 
Talrar- z.— Rat ael Richiez Saviñón.— Pedro María Cruz.— 
Manfr.-do A. Moore.— Rafael Rincón hijo.-- Ernesto Cu-
riel hijo, Secretario General.— 

La presente seatencia ha sido dada y firmada por los 
señores Juece ,  que figuran en su encabezamiento, en la 
auclien:ia púbV.ca dal día, mes y año en él expresados, y 
fue leída, firmada y publicada por mí, Secretario Gene-
ral, que certifico. (Fdo. Ernesto Curiel hijo). 
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